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Secretarlos del Tribunal 



VOJLUMEN L.XIII 



(serie cuarta.— tosío dbcimotercbro) 



BUENOS AIRES 

IMPRENTA DE PABLO E. CONI É HU08, ESPECIAL PARA OBRAS 

680~CALLB PERÚ — 680 



1897 



ADVERTENCIA 



Habiendo terminado la publicación de la tercera 
serie de los fallos, se ha resuelto dar á estos una nume- 
ración corrida, suprimiendo, en consecuencia, la enu- 
meración de la serie. Así, al presente tomo, le corres- 
ponde el número 63, porque la primera serie tiene 
nueve tomos, la segunda veintiuno, la tercera veinte, 
y doce la cuarta (aparecidos hasla la fecha). De esta 
manera se consigue abreviar la cita, la cual, en lo 
sucesivo, podrá hacerse indicando simplemente el 
número del tomo y de la página, con prescindencia de 
la serie, como lo ha hecho ya la Suprema Corte en 
varios casos que se registran en la serie tercera. 

J. E.D. — J.A. F. 

Mayo de 1897. 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA NACIONAL 
CON LA RELACIÓN DE SUS RESPECTIVAS CAUSAS 



AfsTO 1896 



CAUSA I 



Don Lisandro de la Torre, contra don Esteban Rivarola, por 
cumplimiento de sentencia; sobre liquidación 

Sumario. — El auto aprobando la liquidación de lo mandado 
liqaidar y pagar por sentencia ejecutoriada, es apelable. 



Caso. — Dictado el fallo que se registra en el tomo 60 (4" 
serie, tomo 10), página 51, la parte de Torre pidió qne se prac- 
tique liquidación. 

Practicada ésta, fué observada por Bivarola, quien apeló del 
auto del Juez que no hacía lugar á la modificación que pidió, 
siéndole negado el recurso. 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



PaIIo de la Suprem» C«rte 

Buenos Aires, Febrero 4 de 1896. 

Vistos en el acnerdo: Considerando: Que el auto de foja cua- 
trocientos veinte y seis resnelve no solamente el recurso de re- 
posición interpuesto en el escrito de foja cuatrocientos tres, 
- sino también el incidente promovido sobre aprobación de la li- 
quidación con capitalización de intereses . 

Que respecto del primer punto la apelación no es procedente^ 
por no causar gravamen irreparable el auto de foja trescientos 
noventa y nueve . 

Que en cuanto al segundo punto, ó sea aprobación de la li- 
quidación, el auto de foja cuatrocientos veinte y seis es por su 
naturaleza apelable, por cuanto trae gravamen para el recurren- 
te y no se trata del caso á que se refiere el artículo trescientos 
veinte de la ley de Procedimientos. 

Por esto : se declara mal denegado el recurso respecto de di- 
cho segundo punto, y se lo concede en relación. Encontrándose 
los autos ante esta Suprema Corte, pasen al relator, y líbrese 
oficio al Juez de Sección para que haga saber esta resolución & 
la parte de don Lisandro de la Torre. Repóngase el papel. 

LUIS V. VÁRELA. — ABEL RAZAN. — 
OCTAVIO RCMGE. — JUAN E. TO- 
RRENT. 
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CAUSA II 



Doña Felisa Hiriart de Maderna, en tercería en el juicio ejecu- 
tivo de don Santiago Rodriguez^ contra don Ju^n V. Vadillo, 
por apelación denegada; sobre expedición de un certificado 
recusación del escribano secretario. 



Sumario. — I'' No trae gravamen^ yes inapelable el auto 
que niega la modificación de un certificado, cuando éste versa 
sobre actuaciones mandadas agregar como parte de prueba. 

2^ Es inapelable el auto que no hace lugar á la recusación 
del escribano secretario. 



Caso. — La tercerista solicitó que, como prueba, se agregasen 
Tarias piezas, que indicó, del juicio ejecutivo. El Juez ordenó 
que el secretario expidiese el certificado respectivo, y habién- 
dose cumplido esto, la misma tercerista observó que el testimo- 
nio agregado no satisfacía su petición anterior, por lo que de- 
bía agregarse nuevo testimonio. AI mismo tiempo recusó al 
secretario. 
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PaIIo del Ju«x Federal 



Buenos Aires, Octubre 17 de 1895. 

Considerando: 1"^ Qae según se expresa en el auto recarrido, 
el certificado del actuario expedido á solicitud del recurrente no 
puede afectar absolutamente derechos de la tercerista, puesto 
que se refiere á actuaciones practicadas en el juicio ejecutiyo, 
cuya agregación á este expediente ha sido ordenada por el Juz- 
gado para ser consideradas como parte de prueba en la estación 
oportuna del juicio. 

^ Que en cnanto á la recusación del actuario á más de no es- 
tar fundada en causal determinada por la ley, se ha comproba- 
do^ por la propia declaración del abogado acreedor de los hono- 
rarios en que fué condenado el actuario, que éste le ha satisfe- 
cho las costas en que fué condenado. 

Por esto, no ha lugar al recurso deducido. 

Juan del Campillo. 



Fallo de la Suprema €)orte 



Buenos Aires, Febrero 4 de 1896. 

Vistos en el acuerdo : No causando gravamen irreparable el 
auto de focha diez de Octubre de mil ochocientos noventa y cin- 
co en su primera parte, como se demuestra en el mismo y en el 
de foja treinta y seis vuelta, del cuaderno de prueba remitido 
como informe, y no siendo apelable la segunda parte del referi- 
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do aato, según lo prescribe el artículo cuarenta y dos de la ley 
de Procedimientos, se declara, de conformidad á este artículo 
y al doscientos seis de la misma ley, bien denegado el recurso 
interpuesto. 

Agregúense estas actuaciones á sus antecedentes, y repues- 
tos los sellos, remítanse al Juez de la causa. 

LUIS y. VÁRELA. — ABEL BA- 
ZAN. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 



CACSA III 



Criminal contra don Tomás Nocetti, por defraudación al Fisco; 
sobre excepciones previas de falta de acción, prescripción y 
cosa juzgada. 



Sumario. — 1® No proceden las excepciones previas de falta 
de acción y de prescripción, en las causas criminales que se ha- 
llan en estado de sumario y se siguen á consecuencia de denun- 
cia, y por un delito que no es susceptible todavía de calificación. 
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2"^ Sin la existencia de un fallo judicial sobre el hecho que 
motiva el proceso, no puede admitirse la excepción previa de 
cosa juzgada. 



Caso. — Besultadelsiguieute 



ESCRITO DE EXCEPCIONES 



Señor Juez de Sección : 

El doctor Juan Antonio Argerich, por el señor don Tomás 
Noceti, en los autos de la temeraria denuncia promovida por 
Francisco Francioni, á Y. S., según mejor proceda, digo: 

1^ Que vengo á promover excepciones, en forma de artículo 
de previo y especial pronunciamiento,' en este asunto típico. 

Francisco Francioni ha suscitado estas actuaciones, señor, 
con el propósito ingenuo de amedrentax al señor .Noceti, pa- 
dre de familia j hombre de posición respetada, á efecto de 
ver si de esa manera conMgue desistimientos ó ventajas, por lo 
menos^ en varios juicios por cobro de pesos qué le sigue mi 
patrocinado. 

Supongamos, señor Juez, que el documento hubiese sido en- 
tregado sin sellos (lo que niego) por Francioni. Esto impor- 
taría para Francioni, que lo dice, la obligación ineludible de 
pagar una fuerte multa, como suscritor ó firmante del docu- 
mento. Siendo muy conocido dicho señor en sufi relaciones con 
el Fisco, resulta que Francioni, paladín fiscal, comete un acto 
inaudito : se sacrifica por los intereses fiscales. Esto, en él y en 
cualquiera, señor Juez, es y será siempre demostración de que 
tanta abnegación sólo responde á los bajos fines expresados. 
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Es decir que Franoioni corre los riesgos de su falsa confesión 
en la esperanza de consegoir del señor Noceti un desistimiento 
de las acciones de éste contra aquél. 

Ni más, ni menos. Pnede esperarlo. 

S"" Siendo secreto el sumario, he colegido, por las preguntas 
de la indagatoria, que se trata de una denuncia sobre defrauda- 
ción al Fisco^ defraudación que, en el caso imposible de exis- 
tir, como voy á probarlo, sería hecha por el Fisco mismo. 

Se imputa una defraudación, hecha en forma de 'pago per- 
fecto^ señor Juez. 

No se pone en duda, ni en tela de juicio la autenticidad de 
los sellos y estampillas del documento remitido por el señor Juez 
doctor Viale. 

Se dice : c ese impuesto fiscal no fué satisfecho por mi (Ff an- 
cioni) al firmar el documento ; fué satisfecho después. Denuncio 
el hecho, etc., etc. * 

Es decir: que el pago fué hecho y que la defraudación consis- 
tió en pagar. 

Es un colmo del delirio de las imputaciones. , 

En esta denuncia grotesca, cuyos términos ignoro y que se- 
guramente no ha de llevar al pió firma de letrado, se falta al 
respeto debido á la justicia, haciéndola perder tiempo. Nunca 
' se ha visto, seguramente, cosa semejante. 

El señor Noceti insiste en que recibió el documento tal cual 
está. 

Pero, supongamos, por vía hipotética, que así no fuese; que 
esté desmemoriado; que las cosas hayan sucedido como la parte 
denunciante aduce con relación á la tardía imposición de los 
sellos. 

Firmado el documento por él, si hubiese un delito 6 una pre- 
sunción de delito, la semiplena prueba del delito, consistiría en 
ésto : que el firmante del documento sería el autor presunto del 
delito y que la orden de prisión preventiva debería dictarse 
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contra él. Sería una deducción matemática y muchas veces 
Francioni, tan imprevisor como audaz, ha sufrido chascos pa- 
recidos. 

3*^ Supongamos que los sellos hubiesen sido colocados después 
de redactado el documento. 

Es un hecho diario : redactado un documento, se lleva á la 
Dirección de Rentas y se hace sellar y se sella. 

Si los encargados de expender los sellos y velar por el cum- 
plimiento de la ley, faltaron en el presente caso á su deber, de 
ellos sería la responsabilidad, sin que el señor Nocetí (hablo 
siempre en hipótesis) haya sido nunca ni empleado ni tutor ni 
curador del Fisco: auténticos los sellos y las estampillas, todo 
lo demás se refería á las relaciones entre el gobierno (mandan- 
te) y el empleado (mandatario) que expendió los sellos. 

Nada, absolutamente nada tiene que ver con ello el particu- 
lar y lo contrario importaría subvertir todas las nociones y pre- 
ceptos de derecho. 

Por lo demás, si el señor Noceti, pagando el impuesto fiscal 
correspondiente, á destiempo, hubiese, á sabiendas, lo que nie- 
go, procurado eludir la satisfacción de una multa, que es una 
pena, digo áV. S., con todos los autores, que eludir una pena 
no es delinquir: es eludir un castigo y nada más. 

4^ La ley de sellos quiere que el impuesto sea satisfecho y 
satisfecho está. 

Las infracciones á ella, han tenido y tienen un correctivo es- 
pecial en la ley misma : pena de multa, siempre que se tenga 
la intención y el propósito de no cumplirla. 

Permanentemente, en dicha ley anual, se ha establecido que 
la Dirección General de Rentas, vigile su cumplimiento, tenien- 
do el deber de pedir á las autoridades correspondientes la apli- 
cación délas penas. 

En el presente caso, siempre en el terreno de las hipótesis, 
el documento viene á tener el visto bueno de la Dirección, que 
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eipende las estampillas y las expendió oon los sellos de inutili- 
zación, j allá rinda ella cuentas si procedió mal. 

5"" Permanentemente (artículo 66 de la ley vigente, 57 déla 
de 1893 etc., etc.) la Dirección de Rentas ha resuelto toda duda 
acerca del sellado correspondiente y desde el momento en que 
los sellos fueron puestos por ella, lo que creo no se discute, hay 
cosa juzgada al respecto, sin que Francioni tenga la represen- 
tación de la Dirección, aunque sea capaz de invocar la de Dios 
mismo, si cree así servir sus intereses. 

6® Otra consideración fundamental : hace dos años el docu- 
mento fué presentado por el señor Noceti al señor Juez de Co- 
mercio, doctor Figueroa, sin que el actuario le pusiese la nota 
de € no corresponde > y sin que allí se dictase medida alguna 
á su respecto, no obstante las largas tiradas de Francioni, que 
pidió varios testimonies que ha de haber presentado áV. S. 

Aquel Juez se dio cuenta de loque pretendía Francioni. 

y. S. no puede dejar de tener en cuenta este antecedente, 
ante las clarísimas disposiciones de la ley que hacen juez del 
sellado al Juez donde se reclaman los derechos que emergen del 
documento. 

Sin que por esto pueda dejar de resolver esta denuncia cri- 
minal . 

7"^ Fundado en las prescripciones del artículo 443 del Código 
de Procedimiento Criminal, y en las consideraciones que prece- 
den, vengo á deducir las siguientes excepciones : 1" Faltado ac- 
ción y de delito, inciso 3"" del ai tículo 443 y artículo 200; 2' Co- 
sa juzgada, desde que la simple colocación de sellos y estampi- 
llas perla repartición de Rentas, asilo establece, ante las pres- 
cripciones legales recordadas: es ella el superior tribunal de la 
materia y no puede volverse sobre lo sancionado por ella; 3^ Para 
el caso de desecharse las anteriores excepciones, digo de pres- 
cripción. £1 documento fué firmado en 1889 y la acción, artí- 
culo 90, inciso 3% del Código Penal, se habría prescrito al año. 
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Dígnese V, 8. tenerlo presente y proveer lo que corresponda, 
recordando que, con relación á Francioni, confesión de parte 
relevo de prueba. 

Será justicia, etc. 

Juan Antonio Argerich. 



VISTA FISCAL 



Baenos Aires, Junio de 1895. 
Señor Juez : 

Por las razones que paso á exponer, sírvase Y. S. no hacer 
lugar alas excepciones que se oponen en el precedente escrito 
como de previo y especial pronunciamiento; mandando llevar 
adelante este sumario hasta la declaración del hecho de que se 
trata. 

En cuanto á la excepción de falta de acción, inciso S^, artícn* 
lo 443, Código de Procedimiento Penal, considero que ella no 
procede, por cuanto existe la denunciado foja 52 firmada por 
el señor Francioni, ratificada áfoja 59 y á foja 64 ante Y. S. 

Hay, pues, una denuncia en forma de un delito, que de acuer- 
do con el artículo i 55 y siguientes del mismo Código, puede ser 
caheza de proceso. 

No es atendible tampoco la excepción de cosa juzgada, pues 
hasta este momento ningún Tribunal competente se ha pronun- 
ciado sobre el hecho de que se trata. Y, por último, en cuanto á 
la excepcipn de prescripción que se opone, debo manifestar á. 
Y. S. que tampoco la considero procedente, por cuanro el delito 
que reza la denuncia no es prescriptible dentro del término á 
que 8 e refiere la excepción opuesta. 

J. Boíet. 
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Fallo del Jíuez Federal 



Buenos Aires, Junio 26 de 1895. 

Y vistos : Considerando : Que la dennnoia qae ha dado mar- 
gen ala formación de esta cansa, establece que se ha cometido 
en el documento de foja 66 Vsi un delito qae, si no es sus- 
ceptible de calificación en el estado actual del sumario, podría 
estar comprendido dentro de las disposiciones del artículo 157 
déla ley penal de 14 de Setiembre de 1863; y en tal concepto 
las excepciones de falta de acción y de prescripción no pueden 
prosperar por .ahora, como tampoco la de cosa juzgada, por no 
apoyarse en fundamento legal. 

Por esto, desestímanse las dichas excepciones, con costas, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 144 del Código de 
Procedimientos ; debiendo por tanto continuarse el procedimien- 
to á los fines correspondientes. 

Repóngase el papel. 

J. V. Lalanm. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Julio 12 de 1895. 

Suprema Corte : 

El sumario se inició en virtud de la denuncia en forma de 
hechos delictuosos, que podrían caer bajo el régimen de la ley 
de 14 de Setiembre de 1868. 

Las excepciones opuestas no proceden, como lo expresa el 
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Frocarador Fiscal en la vista de foja 79, cuyos fundamentos 
invoco, para pedir á Y. E. la confirmación del auto recurrido 
corriente á foja 80. . 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Supreaia Corte 



Buenos Aires, Febrero 6 de 1895. 



Vistos : Por sus fundamentos y de acuerdo con lo expuesto y 
pedido por el señor Procurador General^ se confirma, con cos- 
tas^ el auto apelado de foja ochenta. Devuélvanse, debiendo 
reponerse los sellos ante el Inferior. 



LUIS V. VÁRELA. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. 
TORRENT. 



CAUSA IT 



Contra Tarando y C*, por infracción de las leyes de aduana 

Sumario. — La diferencia que resulta en la cantidad de los 
artículos manifestados en la guía de removido, es penada con 
multa igual á dobles derechos. 
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'le 



"II. 



Ca^o. — Resulta de las siguientes piezas: 

RESOLUCIÓN DE LA ADUANA 

Buenos Aires, Agosto 22 de 1895. 

Resultando de las actuaciones producidas, que las 226 paño- 
letas que han resultado faltar, según lo expresado en el parte 
de foja... constan efectivamente manifestadas en la guía dere- 
movido, según se comprueba por la declaración misma del intie- 
resádo, corriente á fojas 3 vuelta, 4 y 5 de este expediente. 

Y considerando:- 1*^ Que el error invocado por el declarante al 
escribir las constancias en la guía respectiva^ no constituye un 
argumento aceptable ante el precepto legal, desde que el artí- 
culo 1058 de las ordenanzas, sólo admite como excepción el 
€ error evidente é imposible de pasar desapercibido » , que no es 
el del caso actual, porque «se ha necesitado una verifica- 
ción previa por parte de la aduana», para conocer la falta de las 
pañoletas de que se tra^a ; y 

2^' Que aún en el supuesto caso de que la manifestación del 
peso bruto hubiera sido exacta, como lo asegura el declarante, 
tampoco hay medios para comprobar este aserto, por cuanto la 
mercadería de la referencia ha sido sacada bajo fianza, noque- 
dando otras constancias para resolución de esta causa, que las 
que se consignan en este expediente. 

Por estas razones se resuelve : de acuerdo con lo dispuesto en 
el inciso 4^* del artículo 668 y lo establecido en los artículos lOU 
y 1054 de las Ordenanzas de Aduana, aplicar una multa igual 
á dobles derechos sobre la diferencia denunciada por el parte de 
foja!. 

Hágase saber y fecho, pase á contaduría á sus efectos, de- 
biendo reponerse los sellos. 

J. H. Mardnez Castro. 

TOL. LXUI 2 
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Fallo diel Jluex Federal 

Buenos Aires, Octubre 22 de 1895. 

Y vistos: Considerando que la falta denunciada en el parte 
de foja 1", está reconocida por los propios apelantes; y se encuen- 
tra prevista y penada por el artículo 668, inciso 4**, y artículo 
1011 de las Ordenanzas de Aduana. 

Que el error que los apelantes invocan en su descargo, no 
puede conceptuarse comprendido cu los términos del artículo 
1057 délas citadas Ordenanzas. 

Que por otra parte resulta inexacta la explicación que de ese 
error hacen los apelantes, diciendo que se expresó en la guia 
i4 docenas de pañoletas en lugar de sólo 24 paífoletas, confun- 
diendo las unidades con las docenas. 

A ser esto cierto, hubieran debido faltar 26i pañoletas (24 
docenas =: 288 — 24 = 264), y sólo han faltado 226, según el 
parte de foja 1\ 

Por esto, se confirma la resolución apelada de foja 12, con 
costas. Repóngase el papel y en oportunidad devuélvanse los 
autos ala Aduana. 

J. V, Lalanne. 



^M9» 



VISTA DEL S£NOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Diciembre 16 de 1895. 

Suprema Corte : 

La guía de removido referida en la denuncia de foja I'*, mani- 
festaba 24 docenas de pañoletas. YeriGcado el contenido de lo 
manifestado en esa guía, resultó faltar 226 pañoletas. 
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No saha podido establecer si el peso del cajón de mercade- 
rías removidas era idéntico al establecido en la guía, porque 
el cajón había salido de la aduana sin dejarse constancia de su 
peso, según resulta del informe de foja 6. 

Esto no obstante, es evidente el hecho de la menor existencia 
de pañoletas manifestadas, porque ese hecho, no sólo resulta 
de la verificación afirmada á foja 1% sino también de lo decla- 
rado por los mismos interesados á foja 2 vuelta. 

Es muy posible que la falsa declaración no proceda de una in- 
tención dolosa, y que sea de un simple error de designación, al 
consignar docenas, en vez.de unidades. Pero en cualquier caso 
ese error había podido pasar desapercibido para la aduana, una 
vez que el peso de los cajones, por sí solo, no era bastante á 
evidenciarla 7 la verificación minuciosa de las piezas contenidas 
en el cajón, ha sido necesaria para mostrarla. 

En tal caso, es de rigurosa aplicación el artículo 1025 de las 
Ordenanzas que considera materia de pena, toda falsa declara- 
ción ó todo hecho que si pasara desapercibido, produjera menos 
renta que la que legítimamente corresponde. 
' Considerando^ por todo ello, oportunamente aplicados los ar- 
tículos 668 y lOtl de las Ordenanzas de Aduana, al casosu6^ 
judice, pido á Y. E. se sirva confirmar la sentencia recurrida^ 
corriente á foja 23 vuelta. 

Sabiniano Kier, 



Fallo de in Suprema Corte 



Buenos Aires, Febrero 11 de 1895. 

Vistos: De conformidad .con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General y por sus fundamentos, se confirma, con eos* 
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tas, el auto apelado de foja veinte y tres vuelta. Repuestos los 
sellos, devuéhanse. 

ABELBAZAN. — OCTAVIO BUM- 
GE. — ÍI3ANE. TORRENT. 



CAUSA ¥ 



Contra don Luis G. Pinto, sobre defraudación de impuestos 

internos 



Sumario, — No resultando comprobado el hecho delictuoso 
denunciado, y apareciendo por el contrario que no ha sido come- 
tido, debe absolverse al procesado de toda responsabilidad cri- 
minal y civil . 



Caso. — Lo explica el 



Fallo del Jíues Federal 



En esta ciudad de Santiago del Estero, á los 19 dias del mes 
de Junio de 1895, examinada esta causa criminal seguida por 
el Procurador Fiscal contra don Luis G. Pinto, argentino, de 
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49 años de edad, de estado casado, de profesión industrial j ve- 
cino de esta provincia, por defraudación de impuestos internos; 
de su estudio resulta: Que el inspector de sección de impues- 
tos internos, don Guillermo Brandt, se presentó denunciando el 
hecho de que don Luis Gr, Pinto, había hecho una falsa declara- 
ción de la graduación de los alcoholes que se fabricaban en su 
establecimiento Colonia Pinto, pues habiendo afirmado que no 
excedía aquella de cuarenta grados, resultaba del examen prac- 
ticado por el inspector que alcanzaban á cuarenta j un grados y 
aun á cuarenta y dos grados, como lo decía también el fabrican- 
te de alcohol de ese establecimiento, don Juan Garin. Que aten- 
ta esta circunstancia, hacía la denuncia á los efectos déla ley 
número 3057 de impuestos internos, para que se aplicara al señor 
Pinto la pena prefijada por el artículo 2*^ de la referida ley. 
Instruido el sumario respectivo, con ocasión de esta denuncia, 
en la indagatoria el procesado dijo que esa declaración á que se 
refería la denuncia (la de ser el alcohol que se fabricaba en su 
establecimiento de cuarenta grados) la había hecho, ajustándose 
á lo que le comunicaba el administrador de la Colonia Pinto, que 
lo fné su hermano don Juvenal C. Pinto, hasta ílnesdelSOl. 
Que todas las ventas de su casa fueron de alcoholes de 40 grados 
y nunca de mayor graduación. Que cerrado el samario y ele- 
vada á plenario esta causa, la acusación pidió para el señor Pin- 
to la pena establecida por el artículo 20 de la citada ley de 
Enero de 1891 , fundándose en que, en su concepto, se había 
comprobado por el informe pericial de los señores Christensen y 
Nelson, que, en efecto, la graduación de los alcoholes era supe- 
rior á40 grados. 

La defensa sostiene que no tenía razón de ser la acusación, 
desde que no había el señor Pinto tenido el ánimo de delinquir 
ni estaba en sus intereses denunciar como de cuarenta grados 
alcoholes de mayor graduación, por cuanto los expedía al co- 
mercio siempre como de 40 grados. 
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Que así resultaba de la declaración del destilador, quien de- 
cía que tenía orden del administrador de la casa ae reducir siem- . 
pre á alcohol de 40 grados todo él que superara de esta gradua- 
ción, usando para el efecto agua destilada. 

Qae nunca pudo estar en la conveniencia del procesado señor 
Pinto, hacer una falsa declaración, desde que no usufructuaba 
nada con ella, no obedecía á un espirítude lucro, ni mejoraba 
su condición comercial con ello. 

Que nunca existió en su ánimo el propósito de burlar la ley, 
como lo comprobaban todos los libros de la casa comercial, en los 
que constaba uniformemente, que todas las transacciones sobre 
alcoholes fabricados en su establecimiento, fueron de alcoholes 
que jamás excedieron de 40 grados. 

Que además, para hacer m&s perceptible la ninguna conve- 
niencia que hubiera existido en la falsa denuncia á que se refie- 
re el inspector Brandt, hacía, foja 7i , el cuadro de reducción de 
alcoholes de 41 y 42 grados á 40 grados . 

Que ese cuadro demostraba la improcedencia de tal proceder, 
por cuanto patentizaba que no se pudo buscar una explotación 
que mejorara la condición del procesado, con la declaración de 
que sus alcoholes no excedían de 40 grados. 

Que la causa fué abierta aprueba, sin que la acusación pro- 
dujera prueba alguna, como debió hacerlo con arreglo á lo 
proscripto en el artículo 468 del Código de Procedimientos pe- 
nales de la Nación. 

Que la parte acusada propuso prueba testimonial fuera de 
término. 

Que se pidieron, para mejor proveer, los informes que corren 
á foja. . . y foja. . . de la administración general de impuestos 
internos y el informe pericial del químico doctor Pedro N. Arata, 
respecto de la exactitud del cuadro de reducción de foja 71 , cuyo 
informe pericial corre á foja... 

Y considerando: Que á consecuencia de la denuncia del ins- 
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pector Brandt, se nombró por el juzgado en calidad de peritos á 
los señores Juan Cliristensen y Enrique Xelson, para que exami- 
naran los alcoholes de hi «Colonia Pinto » y dichos peritos se 
expidieron como consta á foja... manifestando que de su exa- 
men resultaba que había alcohol de 41 grados. 

Que del examen de los libros del establecimiento del señor 
Pinto se desprende que en ellos sólo consta la elaboración y ex- 
pendio de alcoholes que nunca pasaron de 40 grados. 

Que los comerciantes de esta- plaza, señores Francisco Girelli 
y Carmen Abalos, así lo aseveran á foja... después de hecho el 
examen de los libros del señor Pinto. 

Que esto mismo ha sido constatado por la inspección que ha 
practicado el infrascripto de los libros del señor Pinto. 

Que, además, es de notarse que aún antes de la vigencia de la 
ley de impuestos internos, que data desde Enero de 1891, todas 
las operaciones déla casa comercial dePíuto, se hicieron siem- 
pre sobre alcoholes que no tuvieron mayor graduación que la 
de 40 grados. 

Que la exactitud del cuadro de reducción de foja 71 ha sido 
constatada por el perito químico doctor Pedro N. Arata, como 
consta á foja. .. resultando siempre un pequeño aumento en la 
cantidad del alcohol al reducirlo de 42 á 41 grados á 40 grados, 
por la cantidad de agua que se agrega. 

* Que del análisis de los antecedentes de esta causa, no se 
descubre el propósito de delinquir de parte del señor Pinto, si 
bien como resultado de los exámenes periciales y como conse- 
cuencia de la reducción de alcoholes de 41 á 40 grados pagados 
á este último tipo, resultaba una disminución en las sumas á 
pagarse por el impuesto creado por la ley especial de 1891. 

Que de este hecho se desprende que si bien ha incurrido el 
señor Pinto, en responsabilidad civil por la suma que arrójala 
diferencia de tipos y de pagos, consiguientes, no ha incurrido en 
responsabilidad penal; que desús buenos antecedentes como co- 
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merciante é industrial de esta plaza, y del hecho de no haber 
sido nunca procesado por causa alguna, se deduce también que 
no puede suponérsele animado del espíritu de delincuencia, si 
bien por errores de hechos provenientes de deficiencia de los al- 
cohómetros y otras cansas, se haya traducido su proceder en 
menoscabo del interés ñscal, en cuanto á la suma que debió 
pagar . 

Que su ánimo de no rehusar el pago de loque se declare adeu- 
dar al fisco, se manifiesta por el hecho de haber constituido fia- 
dor abonado, sujeto á las responsabilidades que emanan de este 
juicio, como consta á foja... y con asentimiento fiscal. 

Que teniendo muyen cuenta, como debe siempre tenerse pre- 
sente al resolver causas de esta naturaleza, la posición elevada 
social y política del mencionado señor Pinto, su nombre acredi- 
tado en el comercio y demás circunstancias que concurren para 
no autorizar la sospecha de defraudar de su parte, existe por lo 
menos la duda sobre este punto y es de oportuna aplicación la 
regla que prescribe: in dubio, dolus non prcesumüur. 

Que el hecho de haber sido y ser el señor Pinto un comercian- 
te é industrial que ha girado siempre en grande escala, hace 
también que se aleje la presunción del dolo de su parte en el 
caso sub^iudice. 

Que es de aplicación al caso presente, en concepto del infras- 
cripto el espíritu que precedió á la sentencia dictada por la Su- 
prema Corte en la causa CLXII^ que corre al tomo 21, serie 2", 
página 599 de la colección de sus sentencias. 

Por estos fundamentos, otros que se omiten y los concordan- 
tes de los escritos de la defensa, quo corren de foja... á foja... y 
foja... á foja... definitivamente juzgando, fallo: declarando á 
don Luis G. Pinto civilmente responsable de la sumado AH3 
pesos con 16 centavos nacionales, según el cálculo de foja 46, 
que deberá depositarse en el Banca de ia Nación Argentina, á 
disposición de la administración de impuestos internos, en el 



DB JUSTICIA NACIONAL 25 

término de 10 dias, y declarándole al propio tiempo, libre de 
responsabilidad criminal; y siendo á su cargo el pago de las 
costas de este jaioio. En su mérito, cháncelese la fianza otorga- 
da á foja... 

P. Olaechea y Alcor ta. 



VISTA DBL SEÑOR PROCUHADOR GENERAL 



Buenos Aires, Noviembre 18 de 1895. 

Suprema Corte: 

La denuncia del inspector de impuestos internos de Santiago 
del Estero señor Brandt, se apoyaba á foja 10, en la declara- 
ción atribuida al empleado encargado de la fabricación de alco- 
holes en la fábrica del señor Luis G. Pinto, sobre haberse fa- 
bricado y expendido al consumo en el presente año, alcoholes 
de más de 40 grados, dando una graduación, termino medio, de 
42 Va grados. 

Pero ni el empleado referido en la denuncia, ni el tenedor de 
libros, en cuya presencia se asegura que la declaración se pro- 
dujera, afirman en absoluto el dicho referido, 

Elprimeroy don JuanGorin, eipresa á foja 41 que la elabo* 
ración sólo alcanza enel alambique^ de 40y41 grados, sin tomar 
la temperatura que en su declaración al inspector se refirió á la 
graduación de 41 grados próximamente, pues ese día reinaba 
una alta temperatura. El tenedor de libros^ á foja 19 vuelta, 
asegura también que todos los alcoholes desde el año 88, fueron 
de 40 grados, que sólo como unos ocho dias antes el destilador 
declaró aguardiente de 4^72 grados, pero agrega que el pesa- 
licores no marcaba sino hasta 40 grados, que la graduación era 
por ello de mero cálculo, á las 2 de la tarde y en un dia de 
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mucho calor y aumentado por la proximidad á las máquinas. 

La denuncia se desvirtúa por ello, en las mismas fuentes in- 
vocadas para sustentarla. 

¿Hase comprobado, entonces, por el informe pericial de fo- 
ja 36? 

ün estudio comparativo de los procedimientos empleados y 
de las conclusiones obtenidas producen un juicio negativo. 

No había en la casa sino un areómetro, muy ordinario, dicen 
los peritos, que sólo estaba graduado hasta 40 grados. Emplearon 
uno de la casa Hasembald de Buenos Aires, que tiene un termó- 
metro con una escala de corrección por temperatura, encontra- 
ron confusión en la escala, ensayaron bajar las temperaturas por 
medio del hielo y después de un día de ensayos infructuosos 
abandonaron el procedimiento directo, para hacer nuevas medi- 
ciones á la temperatura de 15 grados. Esta temperatura arti- 
ficial, se produjo por mediu de hielo y sal, y haciendo después los 
cómputos de relación, dedujeron á foja 38, que el ^^aguardiente 
graduado por medio de ello de 40^9, 41*^1 y 41°, debe ser todo 
igual de 41 ° Cartier, siendo las diferencias halladas debidas an- 
tes á errores en las observaciones, que á diferencia en el aguar- 
diente. 

Besultados tan inseguros, obtenidos mediante una tempera^ 
tura artificial^ procedimientos indirectos y con diferencias sen- 
sibles, reconocidas por los mismos peritos como debidas á erro- 
res en las observaciones, no suministran una prueba directa y 
fehaciente para la declaración del fraude. Y si á ello se agrega 
que en la diligencia para mejor proveer, ordenada por el juzga- 
do á foja 188, el perito Echegaray, á foja 191 y declara que los 
procedimientos empleados con los alcohómetros de que pudo 
disponer, pues la inspección no los tenía, /odos diferían en re- 
sultados; que los peritos nuevamente nombrados á fojas 194, 
195, 195 vuelta, 198 y 199, rehusaron la aceptación del cargo, 
por carecer de los instrumentos necesarios al efecto y que el 
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informe de la oñcina qaímica de foja 202 vuelta sólo verifica la 
exactitud del cuadro de reducción que corre á foja 71, sin que 
con ello pueda determinarse la verdadera graduación de los al- 
coholes medidos en la fábrica, bajo una temperatura extraer-^ 
dinaria; la prueba de la defraudaóion acusada, no se comple- 
menta. 

Entre lanto^ el procesado señor Pinto ha probado que desde 
años antes de existir la loy de impi;iestos internos, todo el aguar- 
diente salido de su casa se graduó de 40 grados, que de los li- 
broH de la casa, que han sido examinados por el mismo señor Juez 
a quo y compulsados por los comerciantes señores Girelli y Aba- 
ios, resolta la constante elaboración y espendio de aguardientes 
que nunca pasaron de 40 grados. 

Esta prueba parece decisiva, según los términos de la ley nú- 
mero 2174, que en so artículo 2^ prescribe cque la base para el 
cobro del impuesto, será lá declaración jurada del fabricante y 
los asientos desús libros relativos á la fabricación», y lo dis- 
puesto en el artículo 15 del reglamento de 1*^ de Abril de 1891 
que declara, « el descargo del fabricante, sólo podrá fundarse en 
las constancias de dichos libros >. 

Demostrado que las declaraciones del fabricante se confirman 
en los asientos de los libros de fabricación y espendio, y que 
contra ellos las conclusiones de los informes periciales nada 
han alcanzado á probar en concreto, reconociéndose errores con- 
fesados en el de foja 36 que sirve de antecedente á los demás, 
pienso que la sentencia condenatoria del veinte y tantos del 
impuesto, no puede subsistir legalmente. 

Esa imposición importa una pena. Según el artículo 2^ de la 
ley citada, esa multa debe imponerse cácualquier falsa decla- 
ración ó acto análogo que tenga por mira defraudar este im- 
puesto > . 

Si la falsa declaración no se ha probado, y se ha justificado 
la base afirmada, con las constancias de los libros y otras .prne- 
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bas febuoientes; si la inspecoion no ha probado los hechos de la 
denuncia y^ como lo reconoce la misma sentencia á foja 221, no 
se descubre el propósito de delinquir de parte del señor Pinto, 
la conclasion legal debe ser la absolución del procesado. 

Por todo ello y los fundamentos más estensamente desarro- 
llados en su expresión de agravios, asi lo solicito de Y. E. 

Sabiniano Kier . 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Febrero 13 de 1896. 

Vistos y considerando : Que formado este proceso por la de- 
nuncia del inspector de impuestos internos, don Guillermo 
Brandt, apoyada en un hecho que él no había comprobado por 
sí mismo, sino atribuido á informes de empleados de la fábrica 
del señor Pinto, ha debido ante todo probarse la verdad del he- 
cho delictuoso denunciado. 

Que de autos no resulta comprobado ese hecho, antes bien 
de sus constancias aparece que no se ha expendido alcoholes de 
más de cuarenta grados. 

Que ni por loa informes periciales se ha acreditado tampoco 
la fabricación de alcoholes de mayor graduación que la expresa- 
da, pues las diferencias á que sereñeren aquellos informes, no 
tienen para sus autores la exactitud necesaria y requerida, pa- 
ra fundar una condenación, por la imperfección de los medios de 
que se han valido, según ellos mismos lo manifiestan. 

Por esto, y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, se revoca la sentencia apelada de foja dos- 
cientos diez y seis y se absuelve al demandado don Luis G. Pinto 
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de las condenaciones qae ella le impone. Bepaestos los sellos^ 
devuélvanse, pudiendo notificarse con el original. 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUN- 
GE. — lUAN E. TORRENT. 



CAUfiiA VI 



Contra D. Pedro EchevestCy por infracción de la ley de enrola-- 

miento. 



Sumario. — No incurre en pena el que produce pruébale 
haber estado enfermo en cama durante el tiempo del enrola- 
miento. 



Caso. — Resulta del 



Vallo del ^ues federal 



La Piala, Diciembre 3 de 1895. 

Autos y vistos : Los seguidos contra Pedro Echeveste, por 
infracción á la lev de enrolamiento. 
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Y considerando: i^ Que el detenido, en la declaración de foja 
7, declara qae no se enroló por haber estado enfermo en la época 
fijada paraeí enrolamiento y por creer que siendo hijo de madre 
viuda, no estaba obligado á hacerlo. 

2** Que el Defensor General de Pobres, en su escrito de foja 8, 
ofreció prueba testimonial para acreditar los hechos alegados 
por el detenido Echeveste. 

3*^ Que en la información prodneida corriente, á fojas fS j 13» 
los testigos don Antonio Arana^ don Manuel Lorenzo y don To- 
más Garrido, declaran constarles que Echeveste es hijo único 
de madre viuda y qne atiende ala subsistencia de ésta y que 
durante la época del enrolamiento estuvo enfermo en cama. 

4*^ Qqe la declaración de los testigos coincide en los pnntos 
fundamentales, y por lo tanto debe ser ella tenida como la ver- 
dad misma en la materia en cuestión, de conformidad á- la ley . 
32, título 16, partida 3. 

< 

5? Queia ley de 1865, en su artículo 1^, determina la obliga- 
ción de enrolarse á todo oiu<iadano argentino^ desde los 17 años 
hasta la de 45 siendo casado, y 50 siendo soltero. 

Q"" Que el artículo 2*^ subsistente declara exceptuados á los 
ministros, los miembros del Congreso, etc.; y el artículo 3"^ 
dispensa del servicio activo fuera de su distrito etc. (inciso 6**), 
á los hijos únicos de madre viuda. 

7^ Que estando á esta disposición, tendremos : que si bien 
por una parte el encausado ha faltado á la prescripción del artí-* 
culo 1^, por otra se encuentra amparado por el artículo 3^, in- 
ciso 6*^, desde el momento que ha comprobado ser hijo de madre 
viuda. 

8'' Que en tal disyuntiva de la ley, y siendo la pena qne le 
correspondía la de servicio activo, se había desconocido el prin- 
cipio de humanidad que entraña el artículo 3% inciso 6^. 

Por esto, y no obstante lo pedido por el Procurador Fiscal y 
teniendo en cuenta las observaciones del Defensor de Pobres, 
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que el Juzgado hace suyas, fallo : absolviendo al encausado de 
toda pena j mandando se libre oficio al Ministerio de Gobierno 
déla Provincia para que sea anotado en el Registro de Encola- 
miento de la Provincia y ala Policía para la inmediata libertad 
del detenido. 

Jí. 5. de Aurrecoechea . 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



La Plata, Diciembre 24 de 1895. 

Suprema Corte : 

El sumariado Pedro Echeveste, opuso en su declaración 
de foja 7 como excepciones de su falta de enrolamiento, el 
haber estado enfermo durante cinco meses en su casa; y¡la 
creencia de que, siendo hijo de madre viuda, no estaba 
obligado á enrolarse. La última de estas excepciones no es ad- 
misible. La ley obliga á enrolarse, aun al hijo único de madre 
viuda, que sólo después de enrolado puede recién reclamar exo- 
neración del servicio activo, fuera de su distrito ó departa- 
mento. 

Esta excepción, aun justificada, no procedería contra el cum- 
plimiento de la ley y la responsabilidad emanada de su infrac- 
ción. 

Pero la enfermedad , durante el tiempo del enrolamiento á que 
se refiere la i'^ pregunta del interrogatorio de foja 9, ha sido 
afirmada por tres testigos ubres de excepciones ; lo que cons- 
tituye la prueba legal del hecho de fuerza mayor. Fundado en 
ella, creo deber pedir á Y. E. la confirmación del auto recurri- 
do de foja {9. 

Sabiniano Kier. 
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Fallo de la Suprema €)orte 



BaeDOs Aires, Febrero 13 de 1896. 

Yistos: De conformidad con lo eipnesto y pedido por el se- 
ñor Procurador General, se confirma la sentencia apelada de foja 
diez y ocho vaelta. Devuélvanse. 

ABEL BAZAN. —OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. TORRENT. 



CAUSA VII 



Goodlass iVall y C, contra don Gustavo M. Banhke; sobre fal- 
sificación de la marca de fábrica « Liver Bird >, para distin- 
guir pinturas , 



Sumario. — El fabricante de pinturas, en cuya posesión se 
haya encontrado, sin justificar su legitimidad, una cantidad de 
etiquetas con la marca que distingue las pinturas de otro fabri- 
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cante, y varios tarros de pintara llevando e&a etiqueta, debe 
ser considerado calpable de falsificación de marca; máxime si 
resulta también que ha expendido pintaras de su fabricación 
con dichas etiquetas. 



Caso. — Lo explica el 



Fallo del Jluez Federal 



Buenos Aires, Agosto 20 de 1895. 

Y vistos: Estos autos seguidos por don Luis G. Bordes en re- 
presentación de los señores Goodlass Wall y C^, contra don 
Grastavo M. Banhke, por falsificación de marca de fábrica, de 
los que resulta: 

Qae con fecha 9 de Mayo de 1895 se presentó el señor Bor- 
des en demanda contra Gustavo Banhke, por falsificación déla 
marca «Liver Bird > para pinturas, barnices y aceites, cuya pro- 
piedad les había sido concedida por la oficina de marcas de fá- 
brica y de comercio, según lo comprueba el documento acompa- 
ñado, otorgado con fecha 27 de Febrero de 1893, y que corre 
á foja 1". 

Que el señor Banhke ha usurpado la referida marca fabrican- 
do y expendiendo mercadería de la misma que sus representan- 
tes son únicos y exclusivos dueños, hecho que lo comprueba con 
las facturas que acompaña, como asimismo algunos tarros de 
albayalde de plomo, vendidos en la referida casa de Banhke. 

Que con este motivo, habiendo usurpado dicho señor un 
derecho que no le pertenecía, ha incurrido en la pena estable- 
cida por el artículo 28 de la ley de marcas de fábrica y de co- 
mercio^ en cuya virtud pedía se condenara al demandado al 

YOL. LXIII 3 
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máxiiuun de la pena que establece el artículo ^ de la ley de 
marcas de fábrica ya citada. 

Que corrido el traslado de la demanda y sin que el demanda- 
do la contestara, á foja 38 se llamó autos en su rebeldía, abrían- 
dose la causa á prueba á foja 42 vuelta, y produciéndose la que 
corre agregada de foja 44 á foja 108. 

Y considerando : Que los demandantes han acreditado debi- 
damente con el certificado de foja 1' que son propietarios de la 
marca diseñada á foja 4 para pinturas, barnices y aceites. 

Que según resulta de la diligencia de embargo de foja 25 se 
han secuestrado del domicilio del demandado varios tarros de 
pintora con etiquetas iguales á la de foja 23, y más de 8000 
etiquetas de esta misma clase. 

Que estas etiquetas son una evidente falsificación de la de los 
demandantes, pues apenas difieren ligeramente en el color, siendo 
la una de un verde algo más subido que la otra, y también 
ligeramente en la franja 6 marca que encuadra la etiqueta. 

Que siendo el demandado fabricante de pinturas, según el 
mismo lo establece al final del escrito de foja H3, bastaría 
para considerarlo responsable en los términos de la ley de mar- 
cas, el hecho de haberse encontrado en su poder gran número 
de etiquetas con la marca de los demandantes, falsificada, y 
varios tarros de pintura llevando esas etiquetas, sin que haya 
justificado en forma alguna la legitimidad de esa posesión. 
Perp á ello se agregan las numerosas declaraciones que obran 
en autos, de las cuales resulta que el demandado ha expendido 
pinturas de su fabricación aplicándoles etiquetas iguales á las 
de fojas 23 y 24. 

Por estos fundamentos, de conformidad con lo que disponen 
los artículos 4^ y 28 de la ley de marcas de fábrica y decomercio, 
fallo condenando á Gustavo M. Banhke á la pena de 500 pesos 
faertes ó en su defecto á un año de prisión y al pago de las 
costas del juicio. 



DE JUSTICIA NACIONAL 35 

Déjanse á salvó las accioaes por daños y perjuicios que á los 
actores correspondan. Notifíquese con el original y repónganse 
los sellos. 

Juan V. Lalanne, 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Febrero 13 de 1896. 

Yistos : Por sus fundamentos, se confirma con costas, la sen- 
tencia apelada de foja ciento veinte y nueve. Repuestos los 
sellos^ devuélvanse. 

ABEL BAZAN.— OCTAVIO BUNGfi. — 
JUAN E. TORHENT. 



CAUSA VIII 



Contra don Floro Silva y Campos, por infracción de la ley 

de enrolamiento 



Sumario, — El infractor de la ley de enrolamiento debe ser 
condenado á un año de servicio en el ejército permanente. 
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Caso, — Resulta del 



Vallo del ^ues federal 



La Plata, Diciembre 10 de 1895. 

Vista la presente causa seguida al ciudadano Floro Silva y 
Campos, por infracción ala ley de enrolamiento. 

Considerando : 1^ Que Silva, en su indagatoria de foja 5, de- 
clara que no se ha enrolado en la guardia nacional, por haberse 
negado á hacerlo el comandante militar del partido del Tandil, 
adonde ocurrió con ese objeto, pretendiendo que debía enrolar- 
se en el lugar de su domicilio y que cuando llegó á éste ya ha- 
bía vencido t'l término. 

2^ Que solicitado informe de dicho comandante, éste en el 
de foja 10, dice que es cierto que ocurrieron varios individuos 
á los que no se les enroló por no pertenecer á ese partido, indi- 
cándoles que debían hacerlo en la comandancia de sus partidos, 
pero que no tiene presente si Silva fué uno de los que se encon- 
traban en ese caso. 

3** Que el artículo 318 del Código de Procedimientos en lo 
Criminal establece que la confesión no puede dividirse en perjui- 
cio del acusado, debiendo tomarse íntegra y con mayor razón 
en este caso, cuando el informe citado del comandante militar 
del Tandil hace presumir la verdad de lo aseverado por Silva. 

4"" Que si bien en dicho informe no se establece de una forma 
categórica la verdad de lo afirmado por Silva, debe estarse siem- 
pre en caso de duda & lo que sea más favorable al reo (artículo 
13 del Código citado). 

5^ Que dado por sentado que Silva se presentó en la coman- 
dancia del Tandil á enrolarse, debe considerársele ajeno á toda 
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idea de faltar á su deber desde que si no pudo hacerlo fué por 
causas ajenas á su voluntad. 

Por estas consideraciones, y concordantes del escrito de foja 
i 1 , fallo : absolviendo á Floro Silva de la presente acusación, de- 
biendo ser anotado en el Registro del partido de su residencia, á 
cnyo efecto se librará oficio al señor ministro de gobierno y á la 
Policía para la libertad del detenido. Pecho, archívese el expe- 
diente. 

Mariano S. de Aurrecoechea . 



VISTA DEL SEÑOR PHOGURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Diciembre 24 de 1895. 

Suprema Corte: 

El sumariado Floro Silva opuso la excepción contra la infrac- 
ción de la ley de enrolamiento, de haber ocurrido en tiempo al 
Tandil y la de que habiéndosele allí significado deber hacerlo 
en otro partido, al regresar al de su domicilio cayó enfermo en 
el camino, y fué obligado á guardar cama. 

Esas excepciones no se han justificado. El informe del co- 
mandante de la guardia nacional del Tandil, afirma á foja 10^ 
que no tiene presente el hecho aseverado por Silva. Aunque lo 
tuviera presente, el hecho de haber ocurrido indebidamente al 
Tandil no exoneraría al sumariado de la responsabilidad le- 
gal por no haber ocurrido después á la comandancia de su dis- 
trito. Sólo procedería contra esa omisión el hecho de una fuer* 
za mayor que lo impidiese, pero la enfermedad que dio como 
tal, no se ha justificado ni intentado justificarse. 

Adhiriendo por ello á la apelación interpuesta por el señor 
Procurador Fiscal contra la resolución de foja i% pido á V. E. 
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se sirva revocarla declarando al procesado pasible de las res 
ponsabilidades legales por infracción á la ley de enrolamiento, 

Sabiniano Kier. 



Pallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Febrero 15 de 1896. 

Vistos 7 considerando : Que está comprobado en autos por 
propia confesión del procesado Floro Silva y Campos, ciudadano 
argentino, de veinte y dos años de edad, que no ha cumplido 
con el deber de enrolarse en la guardia nacional, impuesto por 
la ley número ciento veinte y nueve, de cinco de Junio de mil 
ochocientos sesenta v cinco. 

Que las excepciones por él alegadas para excusar su omisión 
no han sido debidamente justificadas. 

Por esto^ de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, se revoca la sentencia apelada de foja do- 
ce y teniéndose presente lo prescripto por el artículo cuarenta y 
ocho del Código Penal se impone de conformidad á la ley nú- 
mero tres mil trescientos diez y ocho, de veinte y tres de No- 
viembre de mil ochocientos noventa y cinco^ al procesado Ploro 
Silva y Campos la pena de servicio por un año en el ejército 
permanente sin perjuicio tlel enrolamiento en la guardia nacio- 
nal en la categoría qi^e le corresponda. Devuélvanse. 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. — 
lUAN B. TORRENT. 
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CAUSA IX 



Criminal contra Hermenegildo Horluna y Antonio Riera, por 
falsificación de estampillas nacionales ; sobre excarcelación 
provisoria. 



Sumario. — El delito de falsificación de estampillas naciona- 
les, destinadas al pago de impuestos^ no permite que se con- 
ceda la excarcelación provisoria. 



Caso. — Lo explica la vista del señor Procurador General 



■Tallo del Jlues Federal 



Buenos Aires, Diciembre 26 de 1895. 

Autos y vistos : Considerando que el hecho que ha motivado 
la prisión de los procesados Hortuna y Riera, caerá dentro de 
la prescripción contenida en el artículo 62 de la ley penal de i4 
de Setiembre de 1863, sin que en el estado actual del sumario 
sea posible determinar la responsabilidad efectiva que corres- 
ponda á cada uno de los procesados ; por esto y de conformidad 
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con lo establecido en el artículo 376 del Código de Procedimien- 
tos en lo criminal, no ha lugar á la excarcelación solicitada, con 
costas . 

J. V. Lalanne. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Suprema Corte : 

Se procesa á Hermenegildo Hortuna y Antonio Hiera en esta 
cansa, por el delito de falsificación de estampillas para cajas de 
fósforos. 

Ese delito, que afecta directamente la seguridad é integridad 
délos intereses del fisco nacional, cae bajo el régimen expreso 
de la ley 14 de Setiembre de 1863. 

Su pena, por ello, según el artículo 62, puede estenderse 
desde cuatro hasta siete años de trabajos forzados. 

No procediendo la excarcelación según el artículo 376 del Có- 
digo de Procedimientos, sino cuando el hecho que motiva la 
prisión del procesado, tenga sólo pena pecuniaria ó corporal, 
cuyo máximun no exceda de dos años de prisión, y no de- 
biendo en el estado actual del proceso apreciar ni resolverse la 
culpabilidad respectiva de los procesados, con relación á la fal- 
sificación que ha dado origen á su prisión, á mérito de las cons- 
tancias de este proceso, pienso que el auto recurrido corriente 
ú foja 2, es ajustado á derecho ; y pido á Y. E. por ello su con- 
firmación. 

Sabiniano Kier. 
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Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Febrero 15 de 1896. 

Vistos: De acuerdo con. lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General y por sus fundamentos se confirma con 
costas, el auto apelado de foja dos. Devuélvanse. 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. TORRENT. 



CAUSA \ 



Don Ángel Caboara, capitán del pontón € Ministro P. », contra 
donEstevan A. Badaraco y don Lorenzo Canale, por cobro 
ejecutivo de pesos; sobre apelación denegada . 



Sumario. — El auto de solvendo no es apelable. 



Caso, — Lo explica el siguiente 
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INFORME 

Suprema Corte: 

En camplímiento de lo ordenado por Y. E. paso á informar : 
Que en los aatos seguidos por Ángel Caboara^ capitán del .pon- 
tón < Ministro F. » y otros contra don Esteban A. Badaraco y 
don Lorenzo Gánale, sobre cobro de salarios coqio dueños del 
expresado buque, estos fueron condenados por sentencia pasada 
en autoridad de cosa juzgada á pagar á los actores la suma que 
reclaman y las costas del juicio; Que practicada la correspon- 
diente liquidación y á pedido de parte se dictó auto de solvendo 
por el importe de ella contra el señor Badaraco, uno de los due- 
ños del buque ; Que hecha la intimación al expresado señor éste 
pidió reposición del auto, fundado en que sólo estaba obligado á 
pagar la mitad de la sudmi á que se había condenado á él y á don 
Lorenzo Gánale y para el c^so que no se le hiciera lugar, inter- 
ponía el recurso de apelación ; Que corrido traslado al actor el 
apoderado de éste lo contestó, sosteniendo : Que los dueños del 
€ Ministro F . » eran responsables solidariamente por los sala- 
rios y que por otra parte no era la estación oportuna para el 
pedido, pues recien al ser citado de remate, el señor Badaraco 
podía oponer las excepciones que tuviera; Que por estos funda- 
mentos el Juzgado no hizo lugar á ninguno de los recursos in- 
terpuestos. 

Es cuanto tengo que informar áY. E., á quien Dios guarde. 

Juan del Campillo. 
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Pallo de %m Suprem» Corte 



Buenos Aires, Febrero 15 de 1896. 

« 

Vistos en el acuerdo: Por loque resulta del informe del Juez 
de la causa, remítansele estas actuaciones para que lleve ade- 
lante sus procedimientos. Repóngase el papel. 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGB . 
—JUAN E. TORRBNT. 



CAUSA XI 



El doctor don Guillermo Correa, por las señoras Sierra, contra 
don Tomás Navarro, por cumplimiento de sentencia; sobre 
apelación denegada. 



Sumarw. — No debe ser concedida la apelación de senten- 
cia interpuesta fuera del término . 



Caso. — Lo explica el siguiente 
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INFORME 

Catamarca, Febrero 19 de 1896. 

Señor Secretario de la Suprema Corte : 

Buenos Aires. 

Cumpliendo el deber qae se me impone por la nota recibida 
de fecha 8 del corriente mes, con motivo del recurso directo 
llevado á esa Corte por el doctor don Guillermo Correa en re* 
presentación de las señoras Sierra contra don Tomás Navarro, 
para llevar á ejecución una sentencia dictada en fecha 23 de 
Setiembre de 1886 en este Juzgado, informo lo siguiente: 

En 17 de Noviembre próximo pasado se notiñcó al doctor 
Correa la sentencia recaída en los autos referidos, de la que pi- 
dió aclaración en el mismo día. En fecha 22 del mismo no se hi- 
zo lugar á la aclaración solicitada, porque no había nada que 
aclarar en la sentencia. 

Esta resolución fué notificada recien el día 27 de la que se in- 
terpuso el recurso de apelación para ante la Corte el día 28. 

El infrascrito, en 10 de Diciembre del mismo año, no hizo lu- 
gar á dicho recurso, no sólo porque era improcedente en los tér- 
minos del artículo 232 del Código de Procedimiento en su últi- 
ma parte, sino que aun el tiempo para apelar de la sentencia 
principal ya estaba vencido con exceso, ó lo que es igual, era 
extemporánea, desde que los términos para apelar son fatales y 
corren desde la notificación respectiva, según el artículo 208 
del Código y, por consiguiente, no se suspenden. 

Para mayor esclarecimiento de este asunto, me permito ad- 
juntarle copiade las piezas citadas en este informe. 

Es todo lo que puedo decir en cumplimiento de lo solicitado 
en la nota que contesto. 
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Contal motivo tengo el agrado de saladar al señor Seoretario 
atentamente. 

JoséM. Valdez. 



FMIo de la Suprenm Carie 

Buenos Aires, Febrero 27 de 1896. 

Vistos en el acuerdo: Por lo que resulta del precedente infor- 
me y de las copias acompañadas, de los cuales aparece que el 
recurrente ha apelado de la sentencia á que se refiere fuera del 
término que la ley fija para hacerlo^ se declara bien denegada 
la apelación interpuesta. Remítanse estas actuaciones al juez 
de la causa para su agregación á los autos de su referencia. Re- 
póngase el papel. 

LUIS V. VÁRELA.— ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. 
TORRENT. 



CAUSA mi 



Criminal contra Rafael Saníiniy Alfonso Francia^ por circula' 

don de billetes falsos de curso legal. 

Sumario — 1° La tentativa del delitode circulación de bille- 
tes falsos de curso legal, puede ser castigada con la pena de tres 
años y medio de trabajos forzados y mil pesos de multa. 
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2° La Suprema Corte no puede agravar la pena, si la senten- 
cia condenatoria no ha sido apelada por el Ministerio público. 



Caso. — Lo indica el 



FaIIo del Suem Federal 

Buenos Aires, Setiembre 19 de 1895. 

Y vistos : Estos autos seguidos contra Rafael Santini, italia- 
no, de 45 años, casado, corredor y domiciliado en la Calle Curva 
Corrientes número 21, contra Alfonso Francia, italiano, de 36 
años, casado, sombrerero y domiciliado en la calle Victoria nú- 
mero 1667 y contra Pedro Galleatti, italiano, de 34 años, solte- 
ro, mecánico, domiciliado en la calle Bivadavia y Eío Bamba 
(restaurant) por circular billetes falsos de Banco, de los que re- 
<sulta : 

Que hecha por el auxiliar don Guillermo Smith la denuncia 
referente á la detención de los acusados Santini y Jrancia y al se- 
cuestro que les hizo acompañado del agente de pesquisas Manuel 
C. Buffet, de 198 billetes falsos del Banco Nacional valor de 50 
pesos cada uno, en un comedor interior del Café Yolta, la policía 
instruyó el sumario respectivo remitiéndolo luego al Juzgado. 

Que el procesado Santini declara á foja 4 que el sujeto Ra- 
fael Hambi, á quien conoció por intermedio de Alfonso Francia, 
le presentó á un tal Feliciano, que después resultó llamarse Ba- 
gueri Guaseschi, á quien compró 200 billetes falsos de 50 pesos 
cada uno por 20 pesos cada billete de moneda legal, ofreciéndole 
también Hambi presentarle otra persona para que revendiese 
los billetes comprados, no realizándose esta operación por fa- 
llecimiento del expresado Hambi. 

Que á foja 8 vuelta, el procesado Francia declara de acuerdo 
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con Santini respecto á su intervención en el negocio como in- 
termediarÍQ, agregando que habiéndole comanícado Santini que 
tenfa 200 billetes falsos y que los iba á vender^ penetró con él 
al Café Yolta, siendo allí arrestados y secuestrándosele á San- 
tini dos paquetes conteniendo los billetes falsos. 

Que el procesado Galleati^ por su parte^ manifiesta á foja 11 
vuelta, que Francia le comanicó que iba á realizar un buen ne- 
gocio ignorando él de lo que se trataba y que dos días antes de 
su detención, Francia le dijo que el negocio á que se había re- 
ferido era de billetes falsos de Banco, caya comisión se la había 
encargado Hambi, quien sopo después que había fallecido, y 
Bagnieri Grasseschi^ por la suya, niega, á foja 25^ lo aseverado 
por Santini, manteniéndose ambos en sus aseveraciones en el 
careo de foja SO. 

Que ratificadas ante el Juzgado todas las diligencias del su- 
mario, el Procurador Fiscal dedujo acusación á foja 55, pidien- 
do para los procesados Santini y Francia la pena establecida 
por el articulo 12 del Código Penal, por tentativa de circulación, 

4 

j para el procesado Galeatti la establecida en el artículo 37 in* 
ciso 4® como cooperador, y producidas las defensas á fojas 59 y 
62, solicitando para Francia la pena fijada por el inciso 4*^ artí- 
culo 36 del Código Penal, que se sobresea respecto de G-alleati 
y la absolución para Santini, quedando así la causa para sen- 
tencia por haberse renunciado á la prueba. 

Y considerando: Que la policía detuvo á los procesados San- 
tini y Francia en momentos en que se encontraban éstos enun 
café contando unos paquetes de billetes de 50 pesos del Banco 
Nacional, billetes que le fueron secuestrados y han resultado ser 
falsificados, según el informe de la Cajade conversión, de foja 49. 

Que según resulta de la declaración de Santini de foja 4, ra- 
tificada d foja 19, él adquirió estos billetes á título oneroso, con 
el objeto de circularlos para obtener un beneficio sobre el precio 
de compra, teniendo á este efecto diversas entrevistas con los 
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que debía realizar la operación, lo cual no se llevó á efecto por 
maertedel principal intermediario. 

Que el procesado Francia ha confesado eu su declaración de 
foja 8 vuelta, ratificada á foja 23, concordante con lo declarado 
por Santini al respecto, que él puso en relación á Santini con 
Hambi á efecto de que aquel adquiriese los billetes falsos, sir- 
viendo de intermediario entre ambos al objeto indicado, con la 
esperanza de una remuneración que Hambi le ofreció, agregan* 
do que acompañó á Santini al Café Yolta el día de su detención 
con el propósito de cobrar su comisión, por haberle éste mani- 
festado que allí debía vender los billetes falsos. 

Que el delito cometido por el procesado Santini queda así ple- 
namente caracterizado como el de tentativa de circulación de 
billetes falsos de Banco, siendo su cómplice de primer grado el 
procesado Francia, por su participación en el hecho en los tér- 
minos por él confesados. 

Que respecto del procesado Galleatti no es posible determinar 
con exactitud por las constancias de autos la participación que 
en los hechos incriminados ,haya tenido y si bien hay algunos 
indicios que autorizarían á considerarlo cómplice de Santini y 
Francia, esas indicaciones no son de la naturaleza requerida por 
la ley para constituir prueba. 

Por estos fundamentos, de conformidad con lo que disponen 
el artículo 62 de la ley penal de 14 de Setiembre de 1863 y los 
artículos 12 y 33 del Código Penal, fallo: condenando á Rafael 
Santini átres años y medio de trabajos forzados y á una multa 
de mil pesos fuertes ; y al procesado Alfonso Francia á dos años 
de prisión y á una multa de 500 pesos fuertes, debiendo deducir- 
se de la pena impuesta á Santini y Francia el tiempo de prisión 
preventiva que hayan sufrido en los términos del artículo 49 del 
Código Penal. 

Fallo asimismo absolviendo de culpa y cargo al procesado 
Pedro Oalleatti, el cual será puesto en libertad. 
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Las costas del proceso son á cargo de los procesados. 
Notifíquese con el original y en oportunidad comuniqúese al 
Director de la Penitenciaría. 

/. F. Lalanne . 



VISTA DEL S£ÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Febrero 10 de 1896. 

Suprema Corte : 

El delito porque se procesa á los recurrentes Santini y Fran- 
cia está bien demostrado y está caracterizado en las constancias 
de autos y aun en las mismas confesiones de los encausados. 

Santini reconoce en su declaración de foja 4 que compró 200 
billetes falsificados de á 50 pesos, al precio de 20 pesos cada 
uno, con el objeto de venderlos. 

Francia confiesa á foja 8 vuelta y 9 qué fué el intermedia- 
rio para la venta de billetes falsificados y que tenía parte en el 
producto de la circulación . 

Se trata entonces de una tentativa de circulación de billetes 
falsificados, tentativa próxima cuya gravedad se aumenta por el 
hecho de hacerse en grande escala y al por mayor. 

Si el artículo 62 de ley de 1863, que es la perfectamente apli- 
cable por tratarse de un delito contra la Nación, castiga la per- 
petración del de falsificación ó circulación de billetes falsifica- 
dos con pena de trabajos forzados por cuatro á siete años, si el 
Código Penal autoriza por [su artículo 12 la disminución de 
aquella pena desde una cuarta parte hasta la mitad para la ten- 
tativa, la pena de tres años y medio de trabajos forzados im- 
puesta á Santini en la sentencia, cae dentro de los términos de 
las leyes penales citadas. 

VOL. LXUI 4 
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Francia, como cómplice en virtud de la cooperación pnestaea 
práctica para la ejecncion del delito, merecería segnn el artíca- 
lo 34, inciso 4"^, del Código Penal^ prisión por el término de uno 
á tres añoSf ya que la pena del autor principal de la tentativa 
no excede de seis años. Si sólo le impone la sentencia dos años 
y medio, le beneficia con la disminución del máximun, no obs- 
tante tratarse de un delito de la mayor importancia y gravedad 
por la extensión de la falsificación y de una cooperación que 
mucho se aproxima á la principal acción para la circulación de 
billetes falsificados . 

Por ello pido á Y. E. la confirmación, por sus fundamentos, de 
la sentencia recurrida de foja 68. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de ln Suprenm Corte 

Bnenos Aires, Febrero 29 de 1896. 

Vistos y considerando : Que' ya se trate en la presente causa 
del delito consumado de circulación de billetes falsos 6 ya djB la 
tentativa de ese delito^ como lo establece la sentencia apelada, 
está fuerade duda quela pena impuesta á los procesados en di- 
cha sentencia, correspondiendo tan sólo ala tentativa, no puede 
traer perjuicio á los encausados que la merecerían en tal con- 
cepto, mereciéndola aán mayor si el delito se conceptuase con- 
sumado. 

Que no habiendo sido apelada la sentencia por el Ministerio 
Público^ esta Suprema Corte no puede ugravar la pena impuesta^ 
lo que hace innecesario apreciar y decidir en cual délos dos ca- 
sos expresados se encuentra comprendido el hecho que ha moti- 
vado el proceso. 
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Por esto^ de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor Pro- 
curador General, y por los fundamentos de la sentencia apelada 
de foja sesenta y ocho, relativos á la responsabilidad penal de 
los procesados, ue confirma, con costas, la citada sentencia. 
Devuélvanse. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E. TORRENT. 



XIII 



Criminal contra Antonio Giménez (a) ¡Miguel Canaveri, por 
circulación de billetes falsos de curso legal 



Sumario. — El delito de circulación de billetes falsos de cur- 
so legal puede ser castigado con arreglo á la ley penal de 14 de 
Setiembre de 1863, con cuatro años de trabajos forzados y mil 
quinientos pesos de multa. 



Caso. — Lo explica el 
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Vullo del ^uez Federal 



La Plata, Julio 6 de 1895. 

Y vistos : Los seguidos contra Antonio Giménez (a) Mignei 
Canaveri, por eirculacion de billetes falsos de la emisión garan- 
tida del Banco provincial de Córdoba. 

Y resultando: I'' Que en la declaración de los testigos que 
han depuesto (véase fojas 2 á 16), los que han sido ratificados 
(véase fojas 26 á 41) en forma, así como de las diversas indagato- 
rias del procesado (véase fojas 12, 24 y 46), aparece comproba- 
do que el encausado circulaba á sabiendas billetes falsificados. 

2*^ Que el procurador fiscal en su acusación solicita contra el 
procesado la pena de siete anos de trabajos forzados y multa de 
5000 pesos fuertes, con más las costas procesales. 

3*" Que el defensor de Canaveri, sin negar la culpabilidad de 
éste, se limita á sostener que no debe ser aplicada la ley de Se- 
tiembre de 1863 en que el procurador fiscal funda su acción, 
sino el Código Penal, por haber éste derogado dicha ley. 

4® Que abierta la causa á prueba se presentó el informe de 
la Caja de conversión (véase foja 64) por el cual llega á la com- 
probación de que son falsos los billetes secuestrados é hizo cir- 
cular el dicho Giménez (a) Canaveri. 

Y considerando: 1^ Que se encuentra suficientemente com- 
probado el cuerpo del delito^ como identificada la persona del 
delincuente, quedando únicamente á averiguarla pena que debe 
imponerse. 

2° Que el Código Penal es inaplicable, porque habiendo éste 
principiado á regir el 1** de Mayo de 1887, la ley de 4 de No- 
viembre del mismo año^ sujeta á los circuladores de billetes 
falsos á la ley de 14 de Setiembre de 1863. 
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3^ Qae no obstante esto, la cuestión meramente debe ser re- 
gida por la ley federal que legisla sobre monedas y no por otra, 
aanqae la pena fuere menor ; por lo tanto es la ley de 1863 la 
que rige el caso sub-judtce. 

4° Que el artículo 62 de la ley misma determina que los que 
falsificaren 6 circularen valores de un Banco erigido con auto- 
rización del gobierno nacional serán castigados con la pena de 
trabajos forzados por cuatro á siete años, y con una multade 500 
á 5000 pesos fuertes. 

5^ Que estando suficientemente comprobado el delito ejerci- 
tado por el acusado y no habiendo circunstancias atenuantes ni 
agravantes, debe imponérsele una pena proporcional al ejerci- 
tado, y así ha de tomarse una pena intermedia, dentro del mí- 
nimun y máximun precisado por la ley. 

Por esto, fallo condenando, como condeno al procesado An- 
tonio Giménez (a) Miguel Ganaveri, á sufrir la pena de cuatro 
años de trabajos públicos^ con deducción del tiempo de prisión 
sufrida y á la multa de 1500 pesos fuertes que oblará en el 
Banco de la Nación á la orden del Juzgado. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Diciembre 30 de 1895. 
Suprema Corte: 

Demostrada y confesada por el reo y la defensa, la circula- 
ción de billetes falsificados, la pena impuesta en la sentencia de 
foja 68 lejos de ser severa, es en extremo benigna. 

Despojado el hecho incriminado, de circunstancias agravan- 
tes 6 atenuantes, la penalidad imponible según el artículo 62 
de la ley sobre crímenes contra la nación, de 14 de Setiembre 
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de 1863, sería el término medio entre los caatro y siete anos de 
trabajos forzados y multa de 500 á 5000 pesos. 

Ese término medio excedía entonces, de los cuatro años de 
trabajos forzados y multa de 1500 pesos que impone la sentencia 
cuya agravación no solicito de Y. E., en atención sólo á que ha 
quedado consentida por parte del representante del fisco en la 
anterior instancia . 

No existiendo razón ni de equidad ni de justicia, para la dis- 
minución de esa pena, pido á Y . E. no obstante lo observado en 
la expresión de agravios contra el alcance de la pecuniaria, se 
sirva confirmar por sus fundamentos, la sentencia que la impo- 
ne, corriente de fojas 68 á 70. 

Sabiniano Kier. 



Wmíio de tm Suprema Corte 

Buenos Aires, Febrero 29 de 1896. 

Yistos y considerando: Que está plenamente averiguada la 
comisión del delito de circulación de billetes falsos y demostrada 
la reponsabilidad penal del procesado. 

Que atento lo dispuesto en el artículo treinta de la ley de 
cuatro de Noviembre de mil ochocientos ochenta y siete, no cabe 
duda que el caso debe ser juzgado con arreglo á la ley penal de 
catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres. 

Por esto, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, se confirma con costas, la sentencia ape- 
lada de foja sesenta y ocho. Devuélvanse. 

benjamín paz. —ABEL BA- 
ZAIf . — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 
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CAIJliA XIT 



Criminal contra Juan Tisaire^ Juan Chapini y Antonio Wilde 
ó Sebastian Poli (a) Toscanito, por circulación de billetes 
falsos de curso legal. 



Sumario. — 1^ La tentativa del delito de circulación de bi- 
lletes falsos de curso legal puede ser castigada con la pena de 
cuatro años de trabajos forzados, y 500 pesos de multa. 

2® La Suprema Corte no puede agravar la pena, cuando la 
sentencia condenatoria no ha sido apelada por el ministerio pú- 
blico. 



Caso. — Resulta del 



Falla del Juez Federal 



Baenos Aires, Marzo 6 de 1895. 

Y vistos: Estos autos seguidos contra Juan Tisaire, fran- 
cés de nacionalidad, de estado casado, de 48 años de edad, de 
profesión albanil, coa domicilio en la calle Córdoba número 
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3006; contra Juan Chapiní, italiano, de -iO años, soltero, domi- 
ciliado en la calle Talcahuano número 469; y contra Antonio 
Wilde ó Sebastian Poli, alias Toscanito, de 28 años, soltero, co- 
rredor, domiciliado en el Hotel de la Opera, acusados de circu- 
lación de billetes de Banco falsificados, de los que resulta : 

1^ Que habiendo el comisario de la sección 4*^ de Policía te- 
nido denuncia anónima de que un individuo domiciliado en la 
calle de Córdoba número 3006, se ocupaba de la falsificación de 
billetes de Banco ó del expendio de billetes falsificados, adoptó 
las medidas que círejó oportunas á fin de averiguar la exacti- 
tud de la denuncia. Al referido individuo que resultó ser Juan 
Tisaire, le fué propuesta una operación de compra de billetes 
falsos y fué aprehendido en el momento en que en presencia del 
supuesto comprador exhibía los billetes que llevaba, siéndole 
secuestrados éstos que eran 40 billetes falsos de 200 pesos (ac- 
ta de foja 51). 

Hecho un registro en el domicilio del dicho Tisaire, sólo se 
encontraron las dos cartas de fojas 45 y 47, de individuos que 
estaban procesados por falsificación y circulación de billetes 
(foja 56). 

Llamado á declarar Juan Tisaire, manifiesta (foja 60) que 
efectivamente es cierto que concurrió al paraje en que fué apre- 
hendido con el objeto de vender los 40 billetes de 200 pesos que 
le fueron secuestrados; pero que esos billetes no eran suyos, 
sino de otro sujeto que se había quedado en la calle, sujeto que 
dice conocer bajo el nombre de Pedro Legrand, el cual asegura 
ser el autor de la falsificación . 

Batificada esta declaración ante el Juzgado, á foja 68, Tisaire 
agregó en ese acto que una persona llamada Santos le hizo lla- 
mar manifestándole que tenía un negocio de billetes que reali- 
zar con una persona que venía del campo y habiendo al día si- 
guiente encontrado el declarante á Legrand lo invitó á hacer el 
negocio de que Santos le había hablado, dándose cita para ese 
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mismo día á las 4 de la tarde, cita que se efectuó entregando en 
ella Legrand á Tisaire, el rollo de billetes falsos que éste llevó 
al paraje dje la negociación, pasándoselos allí mismo á su acom- 
pañante Santos para que éste los negociara con los compra- 
dores. 

• 

2^ Que José González presentóse á la misma comisaría á de- 
nunciar que un sujeto llamado Juan Chapiní había ido á su ca- 
sa un día á comunicarle que conocía un individuo que le pro- 
porcionaría billete^ falsos de 2 y de 5 pesos; pidióle González 
que le trajera una muestra y á los pocos días Chapini regresó 
y preguntó á González si quería ver los billetes de 5 pesos, ha- 
ciendo ademan de sacarlos del bolsillo; González le replicó que . 
su casa no era sitio propio para el objeto y quedaron conveni- 
dos en verse en una casa de la calle de Artes, lugar al que con- 
curriría también el que proporcionaba los billetes. González 
comunicó todo esto al comisario y acordaron que los empleados 
de Policía se situaran convenientemente en el paraje de la cita 
para atisbar el resultado de la entrevista. Esta no se verificó 
por no haber concurrido el individuo poseedor de los billetes y 
quedó postergada. 

A los pocos días volvió Chapini á casa de González y le mani- 
festó & éste que así que pudiese obtener billetes, iría á mostrár- 
selos, para que él á su vez se los mostrase á la persona con quien 
debía hacerse la operación. Poco después^ estuvo nuevamente 
Chapini en casa de González á decirle que tenia billetes de 200 
pesos muy semejantes á los legítimos y que la fábrica de esos 
billetes estaba en una casa que tenía el' número tres mil y tan- 
tos. Posteriormente, volvió una vez más Chapini á verse con 
González y le reprochó que no hubiese ido á una cita que le ha- 
bía dado, a lo que éste expuso que no había podido ir él, pero que 
iría luego la persona que debía hacer la negociación (foja 57). 

Detenido Chapini, fué interrogado sobre los precedentes he- 
chos y expuso : que es cierto que había estado á ver á González 
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7 que habló con él, respecto de an sujeto que le había dicho te- 
ner muchos billetes falsos que vender; que González le mani- 
festó conocer á un empleado del ferrocarril que los compraría, 
empleado éste que después supo ser de Policía; que no ha com- 
prado ni vendido billetes falsos; que si bien el sujeto poseedor 
de los billetes le había confiado su dirección, Córdoba tres mil 
y pico, no conocía su nombre; que se limitó á trasmitir á Oonza- 
lez el ofrecimiento que ese sujeto le había hecho, foja 26 
vuelta . 

Esta declaración fué ratificada ante el Juzgado en los térmi- 
nos enunciados á foja 69. 

S"" Que Pedro Contrate, se presentó á la comisaría 1^ de Po- 
licía denunciando que momentos antes había estado en su nego- 
cio de joyería un individuo que dice llamarse Antonio Wilde ó 
Sebastian Poli á efectuar algunas compras, dándole para que so 
cobrara un billete falso de 200 pesos que entregó en ese acto; 
que apercibido de la falsedad del referido billete hizo buscar un 
vigilante éhizo prender al mencionado Wilde, foja 47. 

José de Campi, presente en la joyería, cuando Wilde intentó 
circular el billete de 200 pesos, declara á foja 5 vuelta, confir- 
mando la versión de Contrate y reconociendo que el billete de 
foja 1* fué dado por Wilde á aquél para se cobrase el importe 
de lo que había comprado. 

Llamado á declarar Antonio Wilde, expone á foja 6 vuelta, que 
es cierto que fué á la joyería de Contrate con el billete de foja 
i* á comprar un par de gemelos, ignorando que él fuera falso; 
que ese billete se lo había dado en el frontón un individuo que 
conoce de vista pero cuyo nombre ignora. Ratificada esta de- 
claración á foja 11 agrega el procesado que estaba presente An- 
tonio Galarreta, domiciliado Suipacha 547, cuando le dieron el 
billete en cuestión. Presentó luego un escrito, foja 12, mani- 
festando que Antonio Beboglioti había también estado presente 
cuando se verificó la entrega. 
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A fojai5 declara Galarreta que ha visto alguna vez en el 
frontón á un joven llamado Antonio, no pudiendo precisar su 
apellido j que le ha vibto jugar varias veces y recibir dinero, 
no pudiendo afirmar si el billete de foja 1" lo recibiera 6 no en 
aquel frontón. 

A foja i7 declara Reboglioti que ha encontrado varias veces 
á Wilde en el frontón y que la última vez que se encontró con 
él en ese sitio, le vio recibir dinero ganado en apuestas y que le 
dieron entre ese dinero un billete de 900 pesos, ignorando si 
Wilde en ese acto 6 después se hubiese apercibido de que tuvie- 
se en su poder nn billete falso de ese valor. 

A petición del Procurador Fiscal mandóse acumular á éste un 
sumario que al mismo Wilde se seguía por circulación d« un* 
billete de 100 pesos, sobreseido provisoriamente y ambos al se- 
guido contra Tisaire y Chapini, pensando aquel funcionario que 
ciertos individuos de este último podían conducir á establecer 
relación entre ambos procesos. Esta relación no se ha confirma- 
do posteriormente. 

Según el informe de la Alcaidía de Policía de foja 9, el pro- 
cesado Antonio Wilde ó Sebastian Poli (a) el Toscanito ha te- 
nido varias entradas, acusado de hurtos y estafas, habiéndosele 
impuesto dos condenas de 2 y 6 meses de arresto, por hurto, 
por los juzgados correccionales de la Capital el año 88, y el 
año 91 . 

4^ Cerrado el sumario, el Procurador Fiscal, á foja 90, deduce 
acusación contra Tisaire, Chapini y Wilde por circulación de 
billetes de banco falsos, pidiendo que se aplique á Tisaire y Wil- 
de la pena que establece el artículo 285 del Código Penal y mí- 
nimun de la misma contra Chapini. 

Corrido traslado de la acusación fiscal, á foja 98 presenta su 
defensa el defensor de Wilde, pidiendo la absolncion del pro"^ 
cesado por no encontrar mérito para la acusación en las cons- 
tancias de autos. 
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A foja 101 se expide el defensor de Tisaire, exponiendo, des- 
pués de establecer el papel que en los hechos ha desempeñado 
su defendido, que éste no ha puesto en circulación, ni intentado 
circular billetes falsos; que ha sido sólo portador de los billetes 
que otros debían negociar; que por lo tanto no había incurrido 
en el delito previsto y penado en el artículo 285 del Código Pe- 
nal 7 que en todo caso, en el supuesto de que la intervención de 
Tisaire en la negociación debiera ser considerada como delic* 
tuosa, correspondería aplicar la penalidad de la tentativa, no 
habiéndole consumado el delito que se le imputa. 

A foja 105 el defensor de Chapini sostiene que su defendido 
no ha cometido delito alguno, puesto que de las constancias de 
autos sólo resulta que comunicó á González que había una per- 
sona que tenía billetes falsos para vender; y que si bien esto 
constituye ana imprudencia grave, no es un delito que merece 
pena corporal, por lo qu» pide la absolución del procesado. 

Abierta la causa á prueba sólo se han producido las declara- 
cienes de fojas 113 á il7, y de fojas 119 á i21 y 125, tenden- 
tes á acreditar los buenos antecedentes del procesado Tisaire. 

Dictada la providencia de autos quedóla causa conclusa para 
definitiva después de la audiencia establecida en virtud del ar- 
tículo 492 del Código de Procedimientos. 

Y considerando : i° Que está debidamente constatado, se- 
gún queda establecido en el primer resultando, que Juan Tisai- 
re ha intentado expender una gran cantidad de billetes falsos 
de 200 pesos, con pleno conocimiento de su falsedad, siendo 
aprehendido en el instante mismo de llevar á cabo la operación 
proyectada. Que su participación en el hecho delictuoso encua- 
dra en las prescripciones del artículo 21 del Código Penal, y 
Tisaire debe por tanto ser considerado como autor principal 
aun cuando hubiese recibido de un tercero los billetes de que 
fué portador, para la realización del negocio de venta de esos 
billetes que se proponía hacer. 
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Que en consecaencia Tisaire ha incurrido en la penalidad es- 
tablecida en el artículo 62 de la ley nacional penal de 14 de Se- 
tiembre de 1863, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
3® de la ley de 3 de Noviembre de 1887, penalidad que debe 
ser graduada de acuerdo con las reglas del Código Penal, rela- 
tiyas á la tentativa (artículo 12). 

Forestes fundamentos, en mérito de las prescripciones lega- 
les antes citadas, fallo condonando á Juan Tisaire á cuatro años 
de trabajos forzadas, de los que le será descontada la tercera 
parte del tiempo de prisión preventiva que lleva sufrida y á 
una multa de 500 pesos fuertes y el pago de las costas del jui- 
cio. Notifíquese con el original, y en oportnndad comuniqúese 
al director de la Penitenciaría. 

Considerando 2^ : Que el hecho atribuido á Juan Chapini 
por el denunciante González, consistente en haberle aquel pre- 
sentado reiteradas proposiciones de expendio de billetes falsos, 
no se encuentra corroborado en autos por ninguna clase de 
prueba, fuera de la propia declaración del procesado, el cual 
manifiesta que se limitó á conversar con González sobre la pro- 
posición ú ofrecimiento de vender billetes falsos que un sujeto 
le había hecho. 

Que en tal concepto, aun cuando la declaración del procesado 
constituye la confesión de un delito previsto y penado por la 
ley, esta confesión no podría servir de fundamento suficiente á 
una condenación, toda vez que el artículo 316 del Código de 
Procedimientos en materia penal exige que, para que la confesión 
surta sus efectos legales, es menester que la existencia del deli- 
to esté legalmente comprobada y la confesión concuerde con sus 
circunstancias y accidentes; lo que no ocurre en el presente caso. 

Por estos fundamentos, fallo absolviendo de culpa y cargo al 
mencionado Juan Chapini/el cual será mandado poner en liber- 
tad, librándose al director de la Penitenciaría la orden corres- 
pondiente. 
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3^ Considerando que el procesado Antonio Wilde ó Sebas- 
tian Poli, alias el Toscanito, como se ha establecido en el pá- 
rrafo 2^ de los resultandos» fué tomado en el momento que trata- 
ba de circular al billete falso de 200 pesos que obra á foja 1° 
circunstancia que el procesado reconoee en su declaración. Que 
si bien ha manifestado que recibió el billete de buena fé y que 
no tenía conocimiento de su falsedad, lo primero no se ha cons- 
tatado, habiendo Beboglioti declarado tan sólo á foja . . . que 
Yió recibir un billete de 200 pesos entre una cantidad que le 
abonaban como ganancia del juego en el frontón Buenos Aires. 

Que debiendo, como lo preceptúa el artículo 6"" del Código 
Penal, presumirse la intención criminal en la ejecución de he- 
chos clasificados de d^elito, á menos que resultase una presun- 
ción contraria de las circunstancias particulares de la causa, lo 
que no sucede al presente, pues en todo caso los malos antece- 
dentes del procesado, que ha sido condenado por hurto en dos 
ocasiones, serían motivo para fortalecer la presunción legal; 
Antonio Wilde habrá de ser considerado como autor de tenta- 
tiva de circulación de billetes de Banco falsificados y sujeto por 
lo tanto á la penalidad del artículo 62 de la ley de 14 de Se- 
tiembre de 1863, graduada en consonancia con las disposicio- 
nes del artículo 12 del Código Penal, teniéndose en cuenta la 
importancia del daño que hubiera causado si el delito se hubie- 
se consumado. 

Por estos fundamentos, fallo: condenando al procesado Anto- 
nio Wilde, ó Sebastian Poli, alias el Toscanito, á tres años de 
trabajos forzados, de los que se descontará la tercera parte del 
tiempo de prisión preventiva que lleva sufrida y á una multa de 
300 pesos fuertes, más las costas del juicio. Notifíquese con el 
original y en oportunidad comuniqúese al director de la Peni- 
tenciaría. Repóngase los sellos. 

J. \\ Lalanne. 
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VISTA D£L SEfiOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Julio 3 de 1895. 
Suprema Corle: 

Está comprobado y reconocido por el mismo procesado Tísai- 
re, qqe fué sorprendido por agentes de la Policía de la Capital, 
en momentos que, por su propia cuenta ó por la de otro, nego- 
ciaba i sabiendas la venta de billetes falsos. 

Su delito es entonces, tentativa de circulación de billetes fal- 
sificados de un Banco garantido por el Estado. 

Si ese delito se hubiera consumado, la pena sería la de traba- 
jos forzados por cuatro á siete años, según el artículo 62 de la 
ley especial d^l caso, de 14 de Setiembre de 1863. 

Pero el delito no fué consumado, quedando circunscripto en 
los límites de la simple tentativa. 

Su penalidad entonces, con sujeción á lo previsto en el artí- 
culo 93 de la ley citada debiera buscarse en el Código Penal de 
derecho común, que por su artículj 12 gradúa las penas aplica- 
bles á la simple tentativa. Según el inciso 2^ de ese artículo la 
pena que corresponde al delito consumado se disminuirá desde 
la cuarta parte á la mitad . 

No encontrando circunstancias agravantes ni atenuantes en 
el hecho intentado, juzgo que la penalidad que correspondería 
imponerle si se hubiera consumado, fuera el término medio 
entre el máximun y el mínimun designado en el artículo 62 
citado. 

T que disminuido ese término medio, según el inciso 2'' del 
artículo 12 del Código Penal citado, atentos los antecedentes 
honorables del procesado y la provocación á la venta, insinuada 
y preparada por agentes de la Policía de seguridad, la pena po- 
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dría quedar reducida á la mitad del térmio medio establecido 
ea la ley sobre crímenes contra la nación. 

Bespecto.del otro procesado Wilde, son aplicables los mismos 
principios. Pero su hecho es de menor importancia, y á haberlo 
consumado, le correspondería sólo cuatro años de trabajos for- 
zados, que reducidos ala mitad, por tratarse sólo de tentatiTa, 
quedarían reducidos á dos. 

Pido por tanto á V. E. se sirva reformar la sentencia recu- 
rrida, declarando á los procesados sólo pasibles de la pena de 
trabajos forzados por el tiempo equivalente á la mitad que co- 
iresponderís al delito consumado, y multas proporcionales. 

Sabiniano Kier. 



FrIIo de la Suprenm C«rte 

Buenos Aires, Febrero 29 de 1896. 

Vistos y considerando : Que ya se trate en la presente causa 
del delito consumado de circulación de billetes falsos, ó ya de 
la tentativa de ese delito, como lo establece la sentencia apela- 
da, está fuera de duda que la pena impuesta á los procesados en 
dicha sentencia, correspondiendo sólo á la tentativa^ no puede 
traer perjuicio á los encausados, que la merecerían en tal con- 
cepto^ mereciéndola aún mayor si el delito se conceptuase con- 
sumado. 

Que no habiendo sido apelada la sentencia por el ministerio 
público, esta Suprema Corte no puede agravar la pena impuesta^ 
lo que hace innecesario apreciar y decidir en cuál de los dos 
casos expresados se encuentra comprendido el hecho que ha mo- 
tivado el proceso. 
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Fot esto, oído el señor Procurador General y por ios fanda- 
mentos de la sentencia apelada de foja ciento cuarenta, relati- 
TOS á la responsabilidad penal de los procesados, se confirma, 
con costas, la citada sentencia. Devuélvanse. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E. TORRENT. 



CAUSA X¥ 



Don Ángel Ferrari contra don Félix També, sobre 

expropiación 

Sumario, — La indemnización por expropiación debe fijarse 
según los antecedentes de autos. 



Caso . — Lo explica el 



Vallo del ^ues Federal 

Buenos Aires, Abril 4 de 1895. 

Y vistos: Estos autos promovidos por don Ángel Ferrari con- 
tra don Félix També, sobre expropiación de una finca sita en la 

YOL. LXUI 5 
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calle de la Libertad número 641, con destino á la construooion 
del te-atro Colon, autorizada por la ley del Congreso número 
2381, del 17 de Octubre de 1888. 

Y considerando : I'' Queta finca objeto de la expropiación 
se halla edificada en un terreno compuesto de 8 metros 66 cen- 
tímetros de frente por 30,31 metros de fondo según se empresa 
en el plano acompañado, corriente á foja 1". ^ 

2^ Que el expropiante ha ofrecido por dicha propiedad el 
precio de 70 pesos por metro cuadrado con más 3&00 pesos por 
el edificio que existe en el terreno, precio que no ha sido acep- 
tado por També en el juicio verbal á que fueron convocados 
las partes, resolviendo en consecuencia el nombramiento de pe- 
ritos tasadores para determinar su valor. 

3° Que el perito nombrado por Tambéhaavaluadodíchapropie- 
dad (comprendiendo terreno y e<lifício) en la cantidad de noventa 
y seis mil doscientos noventa y seis pesos moneda nacional ; y el 
déla parte expropiante en veinte y dos mil seiscientos sesenta 
y siete pesos con setenta y cinco centavos de igual moneda. 

4° Que atenta la enorme diferencia de precios establecidos en 
la respectivas tasaciones de los peritos^ el Juzgado recibió el 
juicio aprueba para que se justifique el verdadero valor de la 
cosa materia de él, habiéndose producido la que expresa el cer- 
tificado del actuario corriente á foja 67 y la que se agrega de 
foia69áfoja71. 

ñ'* Que siendo la opinión de los peritos meramente ilustra- 
tiva, el Juzgado debe atender el méritd de los informes produ- 
cidos en autos . 

6^ Que del informe producido por la Dirección General de 
Bentas Nacionales, corriente á foja 69 vuelta, resulta que la 
propiedad origen del presente juicio ha sido avaluada en treinta 
mil pesos el año 1893 y en veinte y tres mil el año 1894, siendo 
esta apreciación la que en equidad debe servir de base para 
pronunciarse el Juzgado. 
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I 

Por estos fundamentos, fallo: fijando en cien pesos moneda 
nacional de curso legal el metro cuadrado del terreno expropia- 
piado 7 cinco mil pesos de igual moneda el edificio en él exis- 
tente^ debiendo fijarse la extensión definitiva del área de la 
propiedad á expropiarse de acuerdo con lo covenido por las par- 
tes en su escrito de foja 53 ; comprendiéndose en las sumas ex- 
presadas las que arrojan también los recibos acompañados al 
escrito referido ; y siendo á cargo del expropiante las costas del 
juicio. Repóngase las fojas. 

Juan del Campillo, 



F»llo de I» Suprem» Corte 

Bueoos AíreS; Marzo 3 de 1896. 

Vistos : Atentos los antecedentes que constan en autos, se 
fija en ciento veinte pesos moneda nacional el precio del metro 
cuadrado del terreno á que esta causa se refiere, quedando en 
estos términos modificada la sentencia apelada de foja setenta j 
cincOy la que se confirma en lo demás que contiene. 

Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAlilN PAZ. — LUISV. VÁRELA.— 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. TORRENT. 
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€AD§A XVI 



D. Ángel Ferrari contra D. Máximo Fernandez y otros ; 

sobre expropiación. 



Sumario. — Lo, indemnización por expropiación debe ser fija- 
da segan los antecedentes de antos. 



Caso.— Resulta del 



VrIIo del #uez Fedeml 



Daenos Aires, Abril 4 de 1895. 

T vistos: estos autos promovidos por D. Ángel Ferrari contra 
D. Máximo Fernandez y otros, sobre expropiación de las fincas 
sitas en la calle de la Libertad números 649 y 657, autorizada 
por la ley del Congreso número 2381 , de 1 7 de Octubre de 1888. 

Y considerando : 1^ Que las fincas objeto de la expropiación 
se hallan edificadas en un terreno compuesto de diez y siete me- 
tros treinta y dos centímetros de frente por treinta metros 
treinta y un centímetros de fondo, según se expresa en el plano 
acompañado, corriente áfojal**. 
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2^ Qae el expropiante ha ofrecido por dichas propiedades, e 
precio de 70 pesos por metro cuadrado, con más cinco mil pesos 
por los edificios que existen sobre el terreno, precio que no ha 
sido aceptado por Fernandez, etc., en el juicio verbal á que fue- 
ron convocadas las partes, resolviendo en consecuencia el nom- 
bramiento de peritos tasadores para determinar su valor. 

3^ Que el perito nombrado por Fernandez, ha avaluado dichas 
propiedades (comprendiendo terreno y edificio) en 98.968 pe- 
sos con 65 centavos moneda nacional curso legal y el de la parte 
expropiante en 41 .614 pesos 69 centavos, de igual moneda. 

4^ Que atenta la enorme diferencia de precios establecidos en 
las respectivas tasaciones de los peritos, el Juzgado recibió el 
juicio á prueba, para que se justifique el verdadero valor de la 
cosa, materia de él, habiéndose producido la que expresa el cer- 
tificado del actuario, corriente á foja 62 vnelta. 

5^ Que siendo la opiuion de los peritos meramente ilustrativa, 
el Juzgado debe atender ai mérito de los informes producidos 
en autos. 

6*^ Que del informe producido por la Dirección Greneral de 
Bentas Nacionales, corriente á foja 48 vuelta, consta que las 
propiedades origen del presente juicio, han sido avaluadas en 
cuarenta y cinco mil pesos moneda nacional el año mil ocho- 
cientos noventa y tres^ y en treinta y ocho mil pesos el año mil 
ochocientos noventa y cuatro; y según las declaraciones de foja 
57 á 68, los testigos estiman respectivamente en ciento setenta^ 
ciento noventa y ciento ochenta pesos moneda nacional^ el me- 
tro cuadrado, incluso el edificio. 

7^ Que ante la diversidad de pareceres manifestada por los 
testigos y peritos, el Juzgado debe inspirarse en la equidad para 
la apreciación del valor real del bien expropiado y en este caso 
^a base más justa debe ser la estimación hecha á los efectos del 
pago de la contribución territorial. 

Por estos fundamentos, fallo : fijando en cien pesos moneda 
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nacíoüal de ourso legal el metro cuadrado y ocho mil pesos na- 
clónales los edificios en él existentes; siendo á cargo del expro- 
piante las costas del juicio. Repónganse las fojas. 

Jtmn del Campillo, 



Wmílm 4e la Suprema Tarte 



Buenos AireSi Mareo 3 de 1896. 

Vistos: Atentos los antecedentes que constan en autos, se 
fija en ciento veinte pesos moneda nacional el precio del metro 
cuadrado del terreno á que esta causa se refiere, quedando en 
estos términos modificada la sentencia apelada de foja sesenta 
j seis, la que se confirma en lo demás que contiene. Repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGB. — JUAN E. TORRBNT. 
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CAUSA A ¥11 



Don Sebastian Versaggi contra don Martín Rivadavia, por 
indemnización de perjuicios ; sobre suspensión del término 
para alegar. 



Sumario. — No procede la suspensión del término para alegar, 
que se pide por no haberse practicado algunas diligencias pro- 
batorias, cuando consta que no han sido urgidas en tiempo por 
la parte, y que ésta ha consentido el auto que mandó certificar 
sobre la prueba producida. 



Caso. — Don Juan Bautista Somero, con poder de Versaggi, 
entabló demanda por daños y perjuicios que se le han ocasio- 
nado con motivo de la aprehensión del pailebot c Palmira Gi- 
noUo >, llevada á cabo por el crucero < 25 de Mayo » al mando 
del capitán de navio don Martin Bivadavia, contra quien diri- 
gía la acción, haciéndole responsable de tal hecho. 

Contestada la demanda, el Juzgado, con fecha 6 de Julio de 
i 886, recibió la cansa á prueba por treinta días. 

El término empezó á correr el 45 de Julio, venciendo el 19 
de Agosto . 

Coo fecha 2 de Agosto, el actor, entre otras diligencias. 



■■*« 
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solicitó se libre oficio al Administrador de Aduana para que re- 
mita el expediente seguido en 1892, con motivo de la captura 
del pailebot < Falmira Cinollo », y al Ministerio de Hacienda 
para que informara si se abonó suma alguna en concepto de 
indemnización por el apresamiento del pailebot < Sirio >. El 
Juzgado proveyó de conformidad, y con fecha 12 de Agosto se 
libraron los oficios pedidos. 

En 16 de Octubre el Secretario, por haberlo ordenado el juez, 
á petición del demandado, puso el certificado de hallarse ven- 
cido el término de prueba, del cual se notificó el actor en 19 
del mismo. 

Con fecha 25 del mismo mes el actor ocurrió al Juzgado pi- 
diendo se declaro suspendido el término de que habla el artículo 
177 de la ley de procedimientos hasta tanto la Aduana y el Mi- 
nisterio doHacienda remitieran, respectivamente, el expediente 
é informe solicitados, á cuyo fin se reiterarían nuevamente los 
oficios librados con anterioridad. Dijo : que tales diligencias^ 
pedidas en tiempo, no se han evacuado, — y está en su derecho 
pedir que lo sean, si no en virtud de una disposición expresa y 
especial de la ley nacional de procedimientos . al menos en virtud 
délo proscripto por el artículo 118 del Código de procedimien- 
tos de los Tribunales de la Capital. 



Fallo del Juez Federal 



Buenos Aires, Noviembre 15 de 1895. 



No siendo prorogable el término para alegar sino de conformi- 
dad de partes; y en atención, por otra parte, á que el término 
de prueba ha vencido con exceso, sin que á pesar del tiempo 
transcurrido lapartedeVersaggi haya solicitado medida alguna 
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djsl Juzgado á fin de urgir el diligenciamíento de los oficios á 
que se refiere en su escrito de foja 94, no ha lugar á lo solici- 
tado en este escrito. 

Lalatine. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Marzo 5 de 1896. 

Vistos : Siendo exacto, como lo establece el auto apelado, que 
el recurrente no ha urgido para el diligenciamíento de los ofi- 
cios á que se refiere en su escrito de foja noventa y cuatro, y 
habiendo, además, consentido la providencia de foja noventa y 
una vuelta, que manda certificar sobre la prueba producida^ 
en vista de hallarse vencido el término probatorio, se confirma, 
con costas, el auto apelado de foja noventa y ocho vuelta. Re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — LUIS y. várela. 

— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 

— JUAN E. TORBENT. 
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t^AlJMA i:¥III 



Don Rodolfo M, Zapata, después don Emilio Beruti, contra don 
Eúsebio Videla, por reivindicación ; sobre excusación 



Sumario. — Aunque el actor haya cedido á otro sus dere- 
chos, la causa de excusación fundada en vinculaciones con él, 
subsiste si la cesión ha sido impugnada por el demandado, y 
si además éste ha citado de eviccion á dicho actor como res* 
ponsable en unión con otra persona. 



Caso. — En 26 de Abril de 4887, el señor Zapata dedujo con- 
tra el señor Yidela demanda de reivindicación de un inmueble. 
Se acreditó el fuero por ser el primero vecino de Mendoza, y el 
segundo de San Juan. El demandado declinó de jurisdicción, 
sosteniendo que la acción debía entablarse en su domicilio, esto 
es, en San Juan. 

En 1884 el señor Yidela desistió de la excepción de incompe- 
tencia, y el juez dictó el siguiente auto : 

€ Estando implicado para entender en esta causa respecto de 
la parte actora, pasen los autos al juez que corresponda según el 
orden de la lista de abogados de la Suprema Corte. — Castillo. » 
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En virtad de esta providencia los autos pasaron al juez su- 
plente doctor José Palma. 

En 3 de Setiembre, por acta labrada ante el juez suplente, el 
señor Zapata cedió á don Emilio Berotti todos sus derechos y 
acciones que tiene en el presente juicio en permuta de los de- 
rechos y acciones que don Lupo Sayavedra tiene contra Zapata, 
j que el señor Berutti ha obtenido en remate, según consta en 
el juzgado civil á cargo del doctor Sajanca. 

El juez suplente dí6 por aprobada la cesión, previa acepta- 
ción del cesionario. 

Este confirió poier para que lo representase en el juico, á 
donOlagner Reynals, quien se presentó al juzgado pidiendo 
ser tenido por parte, y que los autos pasaran al juez titular, por 
haber cesado la intervención de Zapata. 

El juez suplente proveyó de conformidad. 



Fallo del jrueas Federal 



Mendoza, Diciembre 3 de 1894. 

Subsistiendo la causal de implicancia, vuelvan los autos al se- 
ñor juez. 

Castillo. 

El apoderado de Berutti dedujo contra este auto los recur- 
sos de reposición y apelación en subsidio, diciendo : que ha- 
biendo Zapata cesado de ser parte directa en el juicio, no pne- 
de invocarse ya la disposición del artículo 43 de la ley de pro- 
cedimiento en que se fundó, pues dicho artículo se refiere á las 
relaciones entre el juez y los litigantes, ó los parientes dentro 
de cierto grado. 
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Eq rebeldía de la parte contraria, se dictó el siguiente 



Auto del ^uez Federal 



Mendoza, Agosto 7 de 1895. 

Vistos y considerando: V Qae la cesión del señor Zapata en 
favor del señor Berntti, se encuentra impugnada por la parte 
demandada en estos autos. 

2^ Que el señor Zapata ha sido citado de eviccion en la mis- 
ma causa, como responsable en comunidad con la señora Elina 
Z&pata de Ortiz (véase foja 112). 

3® Que estos antecedentes establecen con perfecta claridad 
la situación del señor Zapata en el juicio como parte interesada 
y directa. 

4® Que de consiguiente el motivo declarado por el infrascrip- 
to al inhibirse en esta causa, subsiste aún, como lo establece el 
decreto de foja 89 vuelta, por las consideraciones de deferen- 
cia personal que no obstante no ser susceptibles de alterar ja- 
más la imparcialidad del Juez, es un deber manifestar para 
abonar los actos judiciales con la confianza que inspira la sin- 
ceridad y llaneza de proceder en lo que puede referirse á las 
personas, independientemente de sus derechos, por más que al 
criterio jurídico sean cosas completamente distintas, indepen- 
dientes y separables. El infrascripto cree que pueden compren- 
derse en los incisos 3^ y 4^ del artículo 43 de la ley de procedi- 
mientos, las consideraciones y deferencias de carácter personal 
que le ligan al señor Zapata, sin embargo de no existir vincu- 
lación alguna de intereses. 

Por. tanto, no se hace lugar á la revocatoria pedida á foja 114 
del decreto de foja 89 vuelta y se concede en relación y en am- 
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bos efectos la apelación interpuesta en subsidio. Elévenselos 
autos al superior, con emplazamiento de 20 dias á los interesa- 
dos. Hágase saber original. 

Severo G. del Castillo. 



F«llo de la Suprema Carie 

Buenos Aires. Marzo 5 de 1896. 

Vistos : Resultando de autos que subsiste aún la causal que 
motivó la excusación del Juez Federal á foja sesenta y cinco 
vuelta, cuya legalidad no se contesta, se confirma, con costas, 
el auto apelado de foja ochenta y nueve vuelta. Repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. 
TORRENT. 



CAVfi^A XIX 



Doña Ignacia S. de Figueroa y D. Arturo G. Figueroa, contra 
D. Jorge Mallinson, por desalojo; sobre incompetencia y litis 
pendencia. 

Sumario. — Los pleitos que, por razón de quiebra del inte- 
resado, han sido iniciados ante el Juez del concurso, cesado éste 
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en virtud de concordato, deben segairse ante los Jaeces á quie 
lies corresponde por razón de la materia y de las personas. 



Caso» — En H de Setiembre de 1895, se presentó ante el 
elJuzgado, don Arturo 6. Figueroa por sí y en representación 
de la señora Figueroa, exponiendo : que entablaba demanda 
contra el subdito alemán, vecino del Baradero, don Jorge Mal- 
linson, pidiendo se le condenara al inmediato desalojo del ter- 
reno de ellos que indebidamente ocupa y cuya entrega resiste^ 
con costas, daños y perjuicios. 

Dijo : Que en 10 de Junio de 1889, dieron en arrendamiento 
á don Fernando Gratkofoky, un campo de estancia denominado 
cLos Alamos >, ubicado en el partido del Baradero, celebrán- 
dose el contrato en esta Capital, ante el escribano Haedo, como 
lo demuestra la escritura que presenta en testimonio. 

Que por ese contrato (artículo 1^) el arrendatario se obligaba 
á pagar el arriendo por semestres adelantados cada I"" de Jnlio 
y cada I*" de Enero, en el domicilio de la señora Figueroa, en 
esta Capital; estableciéndose en el artículo 14, que si el arren- 
datario no entrega el precio dentro de los cinco primeros días de 
cada Julio y Enero, la propietaria tiene el derecho de rescindir 
el contrato ó de exigir el pago. 

Que no habiéndose hecho el pago en los cinco primeros días 
de Julio, la señora de Figueroa protestó ante Escribano, y ha- 
biendo manifestado el arrendatario la imposibilidad en que se 
encontraba de cumplir las obligaciones del contrato, á causa de 
habérsele declarado en quiebra en el Eosario de Santa Fé, se 
consideró llegado el caso prescrito en el contrato é interpusieron 
inmediatamente ante el Juez de la quiebra, la correspondiente 
demanda de rescisión. 

Que esta demanda fué llevada ante el Juez de la quiebra, en 
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vista de lo dispuesto en los artículos 1387, 1412 y 1438 del Có- 
digo de Üomercío ; y siguió sus trámites hasta que, previa la rea- 
lización de un juicio verbal, el Juez resolvió, declarando rescin- 
dido el contrato de arriendo desde el 5 de Julio de 1895, de 
acuerdo con la cláusula resolutoria contenida en él. 

Que habiendo celebrado concordato ei arrendatario fallido con 
sus acreedores reconocidos, se presentó después el apoderado en 
él, manifestando conformidad con la resolución del Juez del 
concurso, según todo consta en las actuaciones que presenta. 

Que declarada la rescisión, el Juez del concurso libró exhorto 
al de San Nicolás* á fin de que lo hiciera saber á los ocupantes 
del campo y que pusiera á sus legítimos propietarios, en pose- 
sion de él. 

Que el Jne^de San Nicolás dirigió oficio con tal objeto al de 
Paz del Baradero, y la casi totalidad de los ocupantes del terre- 
no suscribió la notificación, entregando el terreno; pero don 
Jorge Mallinson se resistió á verificar la entrega, lo cual dio 
origen á que se labrara una protesta ante el escribano del Bara- 
dero ( actuaciones acompañadas). 

Que en presencia del contrato y de lo dispuesto en el artículo 
1197 del Código Civil, es indiscutible el derecho que.han tenido 
para reclamar la rescisión de aquel contra don Fernando Orat- 
kofoky; y en efecto, fué ella declarada (artículos 1579 y 1604, 
incisos 6* y 7% Código Civil). 

Que Mallinson no ha podido alzarse contra la resolución de 
los jueces, pues no sólo no es propietario, sino que es un in- 
truso. 

Que aun cuando él dijo al ser notificado, que es subarrenda- 
tario y que su contrato no ha vencido, no ha dicho cuándo ni con 
quién celebró semejante contrato. 

Que aun cuando fuera verdad que Mallinson tenga contrato y 
de término no vencido, es evidente que él habría cesado en sus 
efectos, desde que cesó ei que era causa ú origen de él ( artículo 
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1606, Código Civil; Segovia, nota 133; Llerena, tomo II, 451; 
Laurent, tomo XXV, números 386 j 387; artículos 1579 y 
3270, Código Civil). 

Que no existiendo en la ley de procedimientos, trámites espe- 
ciales para el juicio de desalojo, deben observarse los estableci- 
dos por el Código de Procedimiento de la Capital, y citarse á 
comparendo, según lo dispuesto por el artículo 586 de dicho 
Código. 

Acreditado el fuero, por ser los demandantes argentinos y el 
demandado extranjero, el Juez convocó á juicio verbal, el cual 
tuvo lugar, labrándose la siguiente acta: 

En la ciudad de La Plata, á veinte y tres de Setiembre, año 
del sello, comparecieron ante su Señoría, al juicio verbal de- 
cretado, por una parte don Agustín Villar con su abogado el 
doctor Funes, en representación de la parte demandante, y por 
la otra don Marcelo T. Bosch con su abogado doctor Jardin; 
concedida la palabra al doctor Funes, expuso: 

Que reproduce 1a demanda en todas sus partes, reservándose 
el derecho de formular las observaciones pertinentes á la con- 
testación que diera el demandado. Concedida la palabra al doc- 
tor Jardin, expuso: 

Que en virtud de la representación que le había conferido el 
demandado, señor Jorge Mallinson y cuyo poder exhibía, por 
respeto al Juzgado, había decidido asistir á este juicio, aun- 
que sin admitir m reconocer en el señor Juez Federal, otra com- 
petencia ni jurisdicción, que la que resulte corresponderlepara 
el reconocimiento del asunto que se promueve, ni la regularidad 
del procedimiento sumario que se trata de aplicar en un juicio 
que por su naturaleza y objeto, tendría que substanciarse en 
otra forma más amplia, que permita la defensa de los derechos 
que se atacan por los demandantes y con el propósito de opo- 
ner ante todo, en forma de artículo previo y de especial pro- 
nunciamiento, las excepciones dilatorias que son del caso, que 
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son las de incompetencia de jurisdiecion y litis pendencia en 
' otro Juzgado f autorizadas por el artículo 73» incisos 1"^ y 3^, de 
la ley de procedimientos. 

Que la demanda que se promueve ante este Juzgado, no puede 
admitirse ni substanciarse, como si realmente se tratara de un 
desalojo, solicitado por un propietario de un campo contra un 
locatario sin contrato ó intruso, pues es la continuación inde- 
bida de gestiones judiciales que se están siguiendo ante el Juez 
de /* Instancia en lo civil y comercial del Rosario de Santa Fé, 

Que en efecto la señora de Figueroa y su hijo don Arturo, en- 
tablaron demanda ante dicho Juez, doctor Lucero, en el con- 
curso formado á don Fernando Gratkofoky^ para que se decla- 
rara disuelto el contrato de locación con él celebrado, respecto 
del campo denominado € Los Alamos» en el Baradero y se les 
diera la posesión de ese campo, á pretesto de que Gratkof oky se 
hallaba en quiebra y había dejado de abonarse el arrendamiento 
adelantado que empezaba en Julio^ en la forma estipulada. 

Que mientras la señora de Figueroa y su hijo promovían esa 
demanda, ya los sub-arrendaturios como el señor Mallinson, se 
habían apresurado á exhibir sus contratos unte el Juez del con- 
curso, acompañando también la comprobación de haber abonado 
por cuenta del concurso, el arrendamiento adelantado en la for- 
ma que venía efectuándose desde mucho tiempo atrás, es decir, 
depositando en el Banco de la Nación en la ciudad de Buenos 
Aires, en la cuenta corriente de la señora de Figueroa, para que 
en seguida Gratkofoky, presentando los boletos de depósito, 
obtuviera de aquella el recibo respectivo, con el objeto de que 
por falta de pago oportuno, no se solicitara la disolución del con- 
trato con perjuicio de ellos. 

Que la señora de Figueroa y su hijo, presciendiendo de esos 
antecedentes, bajo la base inexacta de qne no se había abonado 
en tiempo el arrendamiento, acordaron con el Síndico del con- 
curso una solución, dando la señora de Figueroa, tres mil pesos 
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moneda naoional y pidieron al Juzgado, renunciándolas trami- 
taciones, que se pronunciara acerca de él la disolución del con- 
trato» y así se hizo. 

Que los sub-arrendatarios perjudicados con ese arreglo nulo 
é ilegal/ dedujeron en el acto ante el mismo Juez, las acciones y 
demandas que oorrespondían contra el concurso, y la señora de 
Figueroa y su hijo, para que el Juzgado decUtrase nulo todo lo 
obrado, así como la resolución que declaró disuelto el contrato y 
que esas gestiones se están tramitando, habiéndose ya dictado 
un auto que revoca y deja sin efecto la posesión que por sorpre- 
sa se mandó dar á los propietarios del campo. 

Que mientras no queden decididas en última instancia, en la 
provincia de Santa Fé, las gestiones y demandas mencionadas, 
no pueden, la señora de Figueroa y su hijo, exigir la entrega y 
desalojo del campo y mucho menos ante otro juez como lo pre- 
tenden. 

Que e! juez competente, para decretar el desalojo, cuando se 
llegue la oportunidad de decretarlo, si es que llega á quedar 
subsistente la disolución del contrato, como no es de suponerse, 
sería el mismo que entiende en esos autos, como consecuencia 
directa de sus resoluciones. 

Que mientras no se resuelva en las indicadas cuestiones, no 
pueden los dueños del campo afirmar que el contrato án locacioii 
está disuelto, ni desconocer los sub-arrendainientos hechos por 
los sub-arrendatarios, en virtud de las facultades que en el con- 
trato se le acordaron y que el locador tiene el deber de respetar. 

Que existiendo pendientes esas gestiones, no puede prescin- 
dirse de ellas, ni pronunciarse al mismo tiempo en otro Juzga- 
do, con iguales propósitos. 

Que además, la jurisdicción provincial está aceptada por los 
demandantes y también se hallan demandados por el señor Ma- 
llinson ante el juez del Rosario, no pudiéndose ya invocar el 
fuero federal por la diversa nacionalidad de las partes. Agre- 
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gó el señor Bosch, qne por todo lo expuesto y ofreciendo la 
comprobación de los hechos invocados, pedía al Juzgado se sir- 
viera admitir las excepciones opuestas, en forma de artículo 
previo y en su tiempo resolver de conformidad con ellos, para 
que los solicitantes ocurran ante quien corresponda, con impo- 
sición del pago de las cortas que causen ; y constituyó domici- 
lio legal en esta ciudad calle 47 entre 11 y 22, estudio del 
doctor García Vieyra. 

Concedida la palabra al doctor Funes, dijo: 

Que las excepciones que pretende oponer el demandado, no 
deben aceptarse en manera alguna, porque son de todo punto 
improcedentes é infundadas y solicita sean rechazadas en méri- 
to de las siguientes razones: 

Que el juicio de desalojo, sumario por su naturaleza, debe 
substanciarse por los trámites propios y peculiares á tal géne- 
ro de juicios, j por consiguiente, carece de fundamento la ob* 
servacion del demandado al respecto. 

Que la competencia del Juzgado es innegable, desde el mo- 
mento que se encuentra debidamente acreditada la calidad de 
extranjero del demandado, así como el hecho de que mis repre- 
sentados son argentinos. 

Que no existe litis pendencia, desde el momento que mis re- 
presentados no han reconocido absolutamente al Juez deVIns- 
tancia del Resario, el derecho para conocer en cualquiera de- 
manda, que pudiera promovérsele ante tal Juez, puesto que no 
tienen allá, ni su domicilio y negocios de ningún género. 

Que el demandado se dice sub-arrendatario y, sin emWrgo, 
no acompaiía ni exhibe título de ninguna especie, que pueda 
acreditarlo en tal carácter. 

Que el contrato de arrendamiento á que se refiere la demanda 
fué celebrado entre la señora de Figueroa por sí y en representa- 
ción de don Arturo Figueroa con don Fernando Gratkofoky y en 
él no figura ni se menciona para nada al demandado Mallinson. 
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Que la cláasnia décimacuarta de dicho contrato, establece 
expresamente q\ pacto comisorio^ en cuja virtud se solicitó y 
obtavo la rescisión del mismo á consecaencia de no haber paga* 
do oportunamente el precio del arrendamiento en el tiempo y 
forma estipuladas. 

Que la resolución judicial que declaró la rescisión del contra* 
to, ha pasado ya en autoridad de cosa juzgada y que habiendo 
entrado nuevamente el concursado Grratkofoky en posesión de 
sus bienes, como consta de los documentos que se acompañan á 
la demanda, dicho concurso ha terminado y con él, la jurisdic- 
ción de aquel Juez, sobre el particular. 

Que si Mallinson ha demandado á mis representados en el Ro- 
sario, á consecuencia de la resolución aludida, tal hecho no au- 
toriza absolutamente la excepción de litis pendencia, que se in- 
tenta hacar valer, puesto que es evidente que dicho Mallinson, 
no ha podido ni debido demandar á mis representados ante 
aquel Juez, que carece de jurisdicción para entender en cual- 
quiera demanda que pudiera promovérseles á éstos, como an- 
tes lo afirma. 

Que el contrato de sub-arrendamiento que dice tener el de- 
mandado, no puede tomarse en consideración y hay razones 
fundadas para suponer que no debe existir, entre otros, el he- 
cho de no haberlo presentado en este acto, debiendo hacerlo. 

Que aunen el caso de tenerlo, se trataría sólo de un docu- 
mento privado, cuyos documentos, ni tienen fecha cierta, ni 
hacen fé en juicio, ni pueden en manera alguna perjudicar á 
terceros, como son en este caso mis representados. 

Que según lo dispone el artículo 1184, inciso 10, del Código 
Civil, todo contrato accesorio de otro, redactado en escritura 
pública, debe hacerse necesariameíite en escritura pública, ba* 
jo pena de nulidad : que como lo revela claramente el contrato 
que tenían mis representados con Gratkofoky, aquellos no han 
querido que las obligaciones y derechos que establece, fuesen 
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cedidos á otro ú otros, á fin de que dicho Gratkofoky, fuese di- 
rectamente responsable para con ellos, j esta volnntad debe 
respetarse, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 1197 del 
Código Civil. 

Que aun en el supuesto que en el documento simple á que 
parece referirse el demandado, no estuviere afectado de nulidad 
absoluta comp lo está, sostengo, desde el momento que cesó 6 
terminó la locación, habían cesado ese pacto, los sub-arriendos 
qne pudieran haber existido, según lo dispone el artículo 1606 
del Código Civil . 

Que en el juicio por desalojo, como en los interdictos, no se 
admite excepción alguna de carácter previo, ni se señala térmi- 
no probatorio, pues tanto las pruebas délas excepciones, como 
la que se refiere al fondo del asunto, debe presentar y produ- 
cirse en el único comparendo de que habla la ley, lo que en el 
presente caso, no ha efectuado el demandado. 

Que no' habiendo probado absolutamente el demandado las 
excepciones que pretende deducir, ellas no pueden ser tomadas 
en consideración. 

Qne aun en el caso que se considerase la rescisión del contra- 
to de arrendamiento que tenían mis representados con Grat- 
kofoky, como el resultado de una transacción con éste, dicho 
contrato había c&ducadode hecho y el demandado carecería en 
absoluto de personería para observar tal acto, que como antes 
he tenido oportunidad de manifestarlo, ha pasado ya en autori- 
dad de cosa juzgada, de acuerdo con los artículos 850 y 1200, 
Código Civil. 

Que por todo lo expuesto, y siendo notoria la falta de razón 
y de derecho con que el demandado resiste la entrega del terre- 
no que ocupa, pide a! señor Juez se sirva rechazar in limine^ 
las excepciones opuestas á la demanda y de acuerdo con las 
disposiciones legales pertinentes, resolver sin más trámites, con- 
denando al demandado en las costas, daños y perjuicios. 
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Concedida la palabra ai doctor Jardín, manifestó: 

Que las objeciones con que los demandantes tratan de des- 
virtuar los fundamentos de las excepciones opuestas^ estftban 
suficientemente debatidas con ios razonamientos de su primer 
exposición, que daba por reproducidas. 

Que para evidenciaree con las mismas declaraciones de los 
demandantes, que lo que se trata con este juicio, es conseguir 
un desalojo ya solicitado, del Juez de 1' Instancia del Rosario, 
basta pasar la vista por lo que se dice en el párrafo tercero del 
escrito de demanda. 

Que si los ocupantes del campo han desacatado un auto de 
dicho Juez, no es el Federal el llamado á hacerlo cumplir, sino 
el mismo Juez que lo dictó. 

Que el contrato de sub-arrendamiento del señor Mallinaon, 
se halla agregado á otros documentos que se han presentado en 
el concurso de Gratkofoky y que por esa circunstancia no se ha 
podido incluir ahora. 

Que ese contrato, aunque esté labrado en instrumento pri- 
vado^ adquirió fecha cierta con su presentación en juicio, no 
siendo indispensable su constitución en escritura pública, por- 
que no puede considerarse como un acto accesorio de otro de 
cesión de derechos reales, como se indica. 

Que la señora de Figueroa y su hijo han pollido ser reconve- 
nidos ante el mismo Juez del Rosario, donde dedujeron ac- 
ciones. 

Que la base de la demanda actual, es una resolución de di- 
solución de contrato, que aún está sujeta á un debate judicial 
en el Rosario, puerto que se ha atacado su validez legal y que 
ya que el Juez indicado revocó el auto en que mandó hacer la 
entrega del campo á la señora de Figueroa. 

Que excepciones previas como las opuestas, deben resolverse^ 
ante todo, aun tratándose de un verdadero juicio de desalojo, 
no pudiendo, en consecuencia, prescindirse de la comprobación 
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de los hechos invocados. .Oído por el Juzgado, mandó poner los 
autos al despacho, para proveer lo que corresponda y firmaron 
de que doy fé, y ordenando sea agregado el poder del señor 
Bosch. — Aurrecoechea . — B. A. Jardín, — Funes. — V. Bosch. 
— Agustín Villar. — Ante mí: Estevan Guabello. 



Pallo del Jlu«K Federal 



La Plata, Noviembre 18 de 1895. 

Y vistos : Los seguidos por Arturo O. Figueroa y otro, con- 
tra don Jorge Mallinson, sobre desalojo, para resolver la articu- 
lación promovida, sobre incompetencia y litis pendencia. 

Y considerando : I'' Que ella se fonda en que Mallinson tiene 
deducido ante los Tribunales del Bosario de Santa Fé, el recur- 
so de nulidad contra la rescisión del contrato de arrendamiento 
que se pronunció por dichos Tribunales, cuyo contrato versaba 
sobre una finca ubicada en el Baradero, y fué celebrado entre 
los demandantes y don Fernando Gratkofoky. 

Mallison se cree autorizado para solicitar dicha rescisión, en 
mérito de las razones que invoca en su calidad de snb-arrenda- 
tario de Gratkof oky. 

2^ Que la rescisión se verificó por común consentimiento de 
los actores y del Síndico del concurso deGratkofoky. Habiendo 
éste celebrado concordato con sus acreedores, ratifica posterior- 
mente la rescisión, según resulta de los testimonios acompaña- 
dos á la demanda . 

3^ Que consumado el acto jurídico de la recision y celebrado 
en seguida el concordato aludido, cesó la jurisdicción del Juez 
de Comercio del Rosario, para entender en lo relativo al con- 
trato de arrendamiento de que se trata. 
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Todas las controversias á que éste diera lugar, eran ajenas á 
la jurisdicción de los Tribunales do Santa Fé^ que si conocieron 
de la rescisión, fué únicamente debido á la circunstancia de ha- 
berse allí concursado á Oratkof oky . 

Luego, una vez que el concurso quedó terminado, esa juris- 
dicción cesó. 

Por consiguiente, si Mallinson tiene objeciones que hacer á la 
rescisión celebrada, para oponerf^e al desalojo solicitado, debe 
alegarlas ante este Juzgado. 

Por estas consideraciones, fallo: no haciendo lugar con cos- 
tas á la articulación promovida y comparezcan las partes el día 
veinte y nueve del corriente á la una de la tarde, á celebrar el 
juicio verbal decretado sobre el desalojo. 

Notifíquese con el original y repónganse las fojas sin más trá- 
mites. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



VISTA DEL SEfiOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Diciembre 18 de 1895. 
Suprema Corte : 

La ejecución del contrato testimoniado de foja l*y sus con- 
secuencias legales, caían bajo la jurisdicción legal de los tri- 
bunales de la Provincia de Buenos Aires, porque allí estaba 
ubicado el campo objeto del contrato, allí residían los intere* 
sados y allí habían celebrado el convenio de arrendamiento.* 

La jurisdicción de la provincia de Santa Fé, sólo se produjo 
entonces, en virtud de un hecho eventual, la quiebra del arren-' 
datario y la radicación de su concurso, ante los tribunales de 
aquella jurisdicción. 
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Desaparecida esa causa eventual, por el concordato que res- 
tableció al arrendatario en el ejercicio de todos sus derechos, las 
relaciones jurídicas entre locador y locatario, quedaron en la 
misma situación en que se encontraron antes de la formación 
del concurso. Las acciones de la locatoria, no estando ya suje- 
tas al deber legal de ocurrir al juicio universal del concurso 
que atrae todos sus incidentes, han podido prescindir de aque- 
lla jurisdicción y llevarse ante la que correspondía, con suje- 
ción á los hechos y condiciones del contrato. 

Si esto era procedente respecto del arrendatario principal, lo 
era con mayor motivo, relativamente á los sub-arrendatarios, 
cuyos contratos estaban sujetos á la jurisdicción del lugar del 
contrato ó del bien contratado. 

Con este concepto considero arreglada la resolución recurrida, 
que corre á foja 47, en cuanto declara la competencia del Juez 
de Sección de Buenos Aires, y pido á Y. E. se sirva confirmarla 
por sus fundamentos. 

Sabiniano Kier, I 



Fallo de la Suprema Corte 



Bueaos Aires, Marzo 5 de 1896. 

Vistos : De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General y por sus fundamentos^ se confirma, con 
costas, el auto apelado de foja cuarenta y siete. Repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

LUIS V. VÁRELA. —ABEL BA- 
ZAR. — OCTAVIO BUNGB. — 
JUAN E. TOBRERT. 
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CAUSA XX 



Don Eleodoro Parodi contra don Waldo Rodríguez^ sobre cobro 

de pesos 



Sumario. — La obligación de pagar al encargado de vender 
algunas propiedades el excedente de la base fijada para la venta 
cuando se escriture ésta y se pague el precio, no es exigiblo si- 
no después que se haya hecho dicha escrituración y pago, á me- 
nos que conste que la falta de cumplimiento de estas dos condi- 
ciones sea debido á culpa 6 dolo del obligado. 



Caso. — Resulta del 



Fullo del JueE Federal 



Mendoza, ^unio 3 de 1892. 

Vistos: Don Eleodoro Parodi demanda á don Waldo Rodri- 
guez por el pago de 20.000 pesos moneda nacional y las costas, 
daños y perjuicios que le ocasione el presente litigio^ expo- 
niendo : 

1^ Que con fecha 16 de Julio de 1889 don Waldo Rodríguez 
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le confirió poder para que le vendiera dos fundos de su propie- 
dad, que dicho señor posee en ei municipio de la ciudad, lugar de- 
nominado € Alto Godoy », de una extensión de 42 cuadras su- 
perficiales 7 por el precio de 180.000 pesos nacionales. 

2^ Que el señor Bodriguez cedía á favor del demandante, 
señor Parodi, el excedente que pudiera sacar de este valor en 
compensación del trabajo que se tomara hasta conseguir vender 
las susodichas propiedades dentro del término de 30 días, fija- 
dos por el comitente para la realización del mandato. 

S^ Que antes de la expiración de dicho término y después de 
varias diligencias en las que tuvieron que intervenir corredo- 
res de oficio que puso el señor Parodi á mi servicio, consiguió 
formular con don Eugenio Mare, en nombre y representación 
de su poderdante, un contrato de compra venta de los fundos re- 
lacionados, en las mismas condiciones referidas en el instrn- 
mento del mandato por el precio 200.000 pesos al contado. 

4^ Que firmado qne fué este contrato, el señor Parodi presen- 
tó en texto original al señor Waldo Bodriguez para que verifi- 
cara, de acuerdo con la exigencia del señor Mare, la escritora 
definitiva de compra- venta de las propiedades, é hiciera la tra- 
dición de estos inmuebles, á cuyo efecto había manifestado el 
comprador tener lista la suma de 200.000 pesos que se había 
fijado como precio de ellos. 

5^ Que el señor Bodriguez se negó á realizar la venta y á 
pagar la comisión estipulada por motivos tendentes á manifes- 
tar su arrepentimiento y de ningún modo á invalidar un contra- 
to ya consumado de una manera formal y concluyente, como 
hecho conforme á las instrucciones del mundante, quien lejos 
de pedir formalmente su ejecución procuró eludirlo de todos 
modos, ausentándose repentinamente de la Provincia sin dar 
aviso á nadie de su partida y ni que se supiera el lugar de su 
paradero, quizá con el mal propósito de dejar vencer el término 
acordado para la venta. 
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6^ Qoe puestos estoshechos y circnnstancias en conocimiento 
del comprador don Eugenio Mare, ocnrrió éste al Juzgado en 
demanda contra Rodríguez sobre el cumplimiento del aludido 
contrato de compra-venta, desistiendo después, por no conve- 
nirle la realización de un negocio cuyos términos y condiciones 
habían cambiado con la variación del mercado y la baja del va- 
lor de la tierra. 

T*" Qaeno habiéndose consumado definitivamente el contrato 
por la culpa del señor Rodrigaez, tiene Farodi perfecto derecho 
para reclamarle la retribución de su servicio en Ta forma espe- 
cialmente convenida, según los artículos 1939, 1947, 1952 del 
Código Civil y nota 85 de Segovia al artículo 1954 de su obra 
sobre el mismo Código. 

8^ Que, finalmente, en justificación de la demanda, pide la 
agregación en copia autorizada del boleto de comisión de venta 
y poder que corren á fojas 7 y 8 de estos autos. 

El doctor Conrado Céspedes por don Waldo Rodríguez, con- 
testa la demanda, exponiendo ásu vez: 

9^ Que si bien es cierta la existencia del poder y boleto de 
venta y el contratoconel señor Mare, en los términos referidos 
en la demanda, era falso que su poderdante hubiese abrigado 

m 

la intención de rehuir su cumplimiento que precisamente le in- 
teresaba celebrar, y que su viaje á la capital federal fué á con- 
secuencia del llamado urgente que se le hiciera y en circuns- 
tancias que ignoraba el estado de las gestiones practicadas por 
su mandatario señor Parodi. 

10^ Que allí tuvo recien conocimiento de la demanda de Mare 
sobre el cumplimiento del contrato de compra-venta celebrado 
por éste con Parodi, á virtud de los edictos que publicaron los 
diarios de Mendoza, é inmediatamente regresó poniéndose al ha- 
bla con Mare y Parodi para escriturar el compromiso en cuestión 
precediéndose ámensurar la propiedad objeto del negocio, ope- 
ración que exigió previamente el comprador para averiguar si 
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la extensión del terreno correspondía con el áreaqae daban los 
títulos. 

11^ Que llegado el momento de reducir á escritura pública 
aquel contrato, supo recien el señor Rodrigaezque ante el Juz- 
gado de I'' instancia de la provincia á cargo del doctor Ortiz, su 
esposa había obtenido un auto prohibiendo la enajenación de 
todos sus bienes. 

12^ Que el señor. Rodríguez se apersonó ontonces á don Eu- 
genio Mare y le expuso la nueya dificultad que por el momento 
entorpecía la conclusión definitiva del negocio, indicándole al 
mismo tiempo la conveniencia de celebrar un comparendo ante 
este Juzgado para acordar los medios conducentes á la elimina- 
ción de este obstáculo. 

13** Que la audiencia tuvo lugar en efecto, conviniéndose en 
que toda dificultad quedaría salvada depositándose el víilor de 
la venta á la orden del Juez que entendía en el juicio, de cuyo 
comparendo no se dejó constancia. 

14^ Que pocos días después, el señor Mare desistió de la de- 
manda entablada contra Bodriguez alegando fútiles protestos, 
entre otros, el hecho de haber cambiado la situación económica 
del país, imprimiendo una baja considerable en el valor de las 
tierras. 

15*" Que del expediente respectivo consta la oposición formu- 
lada por Rodríguez, solicitando la fijación de un término breve 
para que el comprador concurriera á consumar la negociación 
pactada. 

16^ Que todos estos hechos concurren á demostrar que Rodrí- 
guez, lejos de oponer dificultades para la realización del contrato 
como lo afirma el actor, estuvo siempre dispuesto á celebrarlo 
bajo las condiciones estipuladas en la boleta de compra-venta 
y carecen así de aplicación al caso ocurrente los preceptos lega- 
les que el demandante cita en apoyo de sus pretensiones. 

17^ Que en definitiva debe resolverse que el demandado no 
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está obligado á pagar la suma que se le cobra, mientras no se 
realice la venta por el precio y bajo las condiciones estipuladas 
condón Eugenio Mare. 

Abierta á prueba la causa, primero sobre las causas que obs- 
taron al cumplimiento del contrato á que se refiere la boleta de 
foja 7, 7 segundo sobre la responsabilidad del demandado en el 
caso, se ha producido por las partes la corriente de fojas 18 á 48. 

Y considerando : i^ Que no ha sido materia de discusión en 
la causa el hecho de haber Parodi celebrado en nombre de su 
comitente Rodríguez la negociación objeto del contrato de fo- 
ja? con perfecta sujeción al poder de foja 8, documentos ambos 
que no han sido objetados en forma alguna y de los cnales apa- 
rece comprobado por su texto y comparación de sus fechas, que 
el mencionado contrato fué firmado por Mare y Parodi á los 211 
diai, ó sea dentro de los 30 del plazo fijado al efecto por Ro- 
dríguez. 

2^ Que la misión de Parodi terminó de consiguiente con aquel 
acto jurídico revestido de ios requisitos esenciales de derecho 
para producir los efectos legales á que era destinado y desde en- 
tonces quedaron vinculados á su cumplimiento de una parte, 
don Eugenio Mare, como comprador de los inmuebles, materia 
de la negociación, y de la otra, don Waldo Rodríguez como ven- 
dedor de los mismos por medio de su mandatario Parodi (artícu- 
los 1197 y 1946 del Código Civil), 

3^ Que de las respuestas afirmativas de Rodríguez á las pre- 
guntas 1*, 2% 3', 8* y 11' de las posiciones de foja 33, consta 
asimismo que él tuvo aviso y conocimiento oportuno de la cele- 
bración del contrato de compra-venta antes de marcharse á 
Buenos Aires y de notificársele el decreto sobre inhibición de 
bienes áque se refiere el descargo contenido á foja 9 de su con- 
testación á la demanda y antes también de expirar el plazo de 
los 30 días fijados á Parodi para realizar el negocio. 

4^ Que consta igualmente que antes de la partida de Rodri- 



DE JUSTICIA NACIONAL 95 

guez á Buenos Aires y de recibir éste de manos de Parodi la co- 
pia del contrato de foja 8, aquél había recibido ya una carta de 
éste, dándole cuenta de haber vendido á Mare los terrenos del 
c Alto Godoy » : declaración de Salvador Orrego foja 38, de Julio 
M. Godoy foja 41, de Alfredo Ruiz, foja 42 y posición S'', 

5^ Que también consta de autos que el auto por el cual el señor 
Juez de Letras de la provincia prohibió á don Waldo Rodríguez 
enajenar sus bienes inmuebles fué dictado á solicitud de su es- 
posa con fecha 10 de Agosto de 1889 y se le notificó recien él 30 
de Setiembre del mismo año (informe de foja 46 vuelta); estq es, 
con posterioridad al contrato de venta, datado el 7 de Agosto, y 
de presentada por Mare contra Rodríguez su demanda sobre su 
cumplimiento, que tuvo lugar siete días después de esta última 
fecha (informe de foja 31). 

6^ Que del propio informe citado últimamente, basado en las 
constancias del juicio aludido, entre Mare y Rodríguez, aparece 
que éste no pudo ser habido hasta el 27 de Setiembre de 1889 
para notificarle la demanda sobre cumplimiento del contrato de 
foja 7 y entregarle el traslado de ella y que no obstante, esto y 
de haber sido antes citado por edictos, dejó pasar el tiempo sin 
contestar aquella demanda ni ejecutar el contrato escriturando 
la venta, hasta que en 16 de Octubre del mismo año (1889) se 
dio en su rebeldía por decaído el derecho que había dejado de 
usar, quedando ya autorizado el acto. 

7^ Que todos estos hechos y circunstancias concurren á de- 
mostrar que el demandante Parodi practicó todas las diligencias 
conducentes á la realización de la negociación pactada sin extra- 
limitar el mandato conferido por su comitente. 

8° Que no sucede lo mismo respecto al señor Rodríguez, quioii 
lejosde justificar causa alguna* legal, ni siquiera impedimentos 
materiales para no escriturar el compromiso de venta á Mare, 
aparece por el contrario omiso y culpable de su inejecución; ya 
por su ausencia injustificada, tratándose de un negocio de tras- 
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cendental importancia y urgencia, que le era conocido en todos 
sus detalles por el texto mismo del contrato, que confiesa ha- 
ber recibido de Parodi, además de! aviso anticipado dado por la 
carta que le entregara Salvador Orrego, ya porque entre el 7 y 
el 10 de Agosto de 1889 tuvo tiempo suficiente para cumplir 
su obligación de dar la escritura de propiedad á Mare, recibir el 
precio convenidoy hacer la tradición de los inmuebles. 

9'' Que de consiguiente resultan improbados y falsos todos y 
cada uno de los cargos que Rodríguez alega en su contestación 
á la .presente demanda y responsable por su propia culpa del 
fracaso déla negociación. 

lO"* Que dados estos antecedentes y lo dispuesto en los artí- 
culos 1961 y 1952, del Código Civil, el demandante señor Pa- 
rodi, no está obligado á esperar las resultas del juicio seguido 
contra Mare y Rodríguez para deveqgar la comisión de venta 
que le acuerda el poder de foja 8 y por lo tanto debe considerarse 
de legítimo abono la cantidad demandada. 

Portante, fallo definitivamente declarando : queden Waldo 
Rodríguez debe satisfacer en el término de 10 días á don 
Eleodoro Parodi, la cantidad de 20.000 pesos moneda legal re- 
clamada en la presente demanda, con costas. 

Hágase saber original y repóngase el papel. 

Juan del Campillo. 



Pallo de ln Supremn Corte 



Buenos Aloes, Marzo 7 de 1896. 

Vistos y considerando : Que por el poder otorgado por don 
Waldo Rodríguez ádon Eleodoro Parodi, se ha comprometido 



JSJBnráú KACNIKákL 



e; primero á eeder e1 úiumc- e. *?ivt«£' dt pTecir ouf" obtcviestt 
por la TeDta que T^LÜsase LassA :& snmh oe cierno ocbeiji^ mil 
pe8ii£, de las propit^áad-jf qut ei. áichi podf? i%e mencionaii. 

Qneaim enasdDPiO'oá.prf^endf^ haber Tencidc las dos^ pr-^ 
piedades de la Teferencia á ons £u£reiLic ULaxe por la suma d^ 
dosdentos mil pesof moiheaa naRÍonal . «l rirtud del bolexr d^ 
renta soscmo por ¿ y el camrradnT y cof eorrt & í áa ^üeie, <^ 
evidente qoemediaTitf la sus'jnrriDL dt esttr l>oieu> sct i^ ha rea- 
lizadcla renta de los iiunnf-iies á qne serefif-Te, porque para 
eliO seiia isdispeiB&lije el oío^imiiieiLTC' df la escrirnrapúiiiíca, 
sin la cual e! boieio é* ó ir acreció la oejf-bracion de ima ob. ca- 
cic» de baoer escriinra dtr xenia. 

Que e£!Cando snbordinaáa la comi^oL üfrecida á Parodi. nc 
sólo i la eBcritnracioL de Lis icopiedaces p:>T mas de- 1d> ciento 
ochenta mil pesoE, siuo taiLi ien á ^ entrera de contado, en el 
acto de eCa, del precin estiptiEü:, üd puede aquel baber adqui- 
rido derecho para qne se le sbone por Eodrirnei el excedente 
de dicha cantidad, aiji'es de!I ciiiiijlimitxi.o de esas condiciLines^ 
qne hasta hoj ao se han realiziido. 

Qeeno aparece justifi&ali* en antos qne ¿i estas condicioDes 
00 se han cumplido, hija s;dD por cnZpa ó dolo de Sodrigocz, 
desde que por sd par^e mimifiesLa habt^r estadü y estar dispuesto 
i qaese extiendan las escrituras de TeLta. 

Por estos fandamento^: se r^^oca la sentencia apelada de fo- 
ja dneae&ta j ima, absi'lriéniose al demandado de la demanda 
de foja dos. Bej»Bestos los sellos, deroélTanse. 

▲BEL Eaauí. — OCTAVIO ar>GE. 
— JcaH E- lORRnn", 



Toi. um 
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CAUSA XXI 



Don Antonio C. Chacón contra doña Patrocinia P. de San- 
chez, doña Carmen y doña María Sánchez^ por reivindica- 
ción; sobre concesión de recursos. 



Sumario. — Consentido el anto qne declara válida la notifi- 
cación de una sentencia, no pueden concederse los recursos que 
se interpongan contra ésta, después del término legal, conta- 
do desdedidla notificación. 



Caso. — Dictada sentencia definitiva en aquella causa, fué 
notificada á Chacón con fecha 13 de Mayo de 1893, por medio 
de cédula en que sólo se transcribe la parte dispositiva deaque- 

m 

lia, la cual fué recibida por don B. J. Avila. 

El 20 de Junio del mismo año, Chacón ocurrió al juzgado di- 
ciendo : que la notificación de la sentencia es nula porque no ha 
sido hecha por el secretario, sino por el empleado Izquierdo, y 
porque en la cédula no se transcribió sin embargo el auto, como 
lo manda la ley; que interpone, en consecuencia, recurso de nu- 
lidad en cuanto á la notificación, fundado en el artículo 62 y 63 
de la ley de procedimientos, y los recursos de apelación y nuli- 
dad de la sentencia. 

El juez mandó que informara el secretario, quien dijo: 
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Señor Juez : 



En oamplimiento de lo ordenado por Y. S.« debo informar lo 
sigaiente : 

1° Que siempre que se ha notificado ana sentencia larga se ha 
trascripto en la oédalasolamente la parte dispositiya, y estose ha 
hecho en más de doce años que soy secretario de este juzgado. 

2° Que es efectivamente cierto que el infrascripto no hizo 
personalmente la notificación de la sentencia de foja 187 á cau- 
sa de haberse hallado ocupado ese dia en el despacho de Y. S. 
y el plazo de la notificación se yenda, por cuya razón se la en- 
comendé al oficial de justicia don José Izquierdo, quien ha he- 
cho regularmente la diligencia como consta de la misma, pues 
el cedulón lo ha recibido la persona que ha dejado encargado el 
señor Chacón. Y. S. sabe perfectamente, que hacen más de 
diez años que sirvo mi secretaría con un solo escribiente que 
me asígnala \^j de presupuesto, teniendo desde ese tiempo á 
mi solo cargo la intervención como secretario en todos los actos 
referentes á elecciones nacionales en esta Provincia; cuya tarea 
Y. S. bien sabe cuan ardua es; y hace más de tres años que 
tengo la secretarla general de este juzgado á mi cargo, y todo 
ello fuera de la enorme suma de trabajo que por falta de per- 
sonal me agobia por más constantes que sean los esfuerzos que 
hago por el buen nombre de la oficina que sirvo, á pesar de ha- 
ber quebrantado mi salud en ese servicio. Hace más de diez y 
ocho años, señor juez, que ejerzo la profesión de escribano — 
seis en el juzgado de comercio de la Provincia de Buenos Aires 
y más de doce en este juzgado, sin haber merecido jamás una 
sola reprensión de mis superiores, y si hoy ocurre por vez pri- 
mera en todo el largo tiempo que desempeño el cargo de secre- 
tario se pida la nulidad de una diligencia por mí autorizada, no 
importa ello hacerme un cargo, como no se me hace de haber fal- 
tado maliciosamente á mis deberes, pues lo que se pretende es 



! 
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y 

I 

responsabilizar al secretario de un descaido ú olvido de la mis- 
ma parte que deduce el recurso desde que no se niega, y el con- 
trario se confiesa, haber recibido la cédula. 

Dejando así evacuado el informe ordenado, saludo á Y. S, 
respetuosamente. 

Esíevan Guabello. 



Auto del Juez Federal 



La Plata, Julio 5 de 1895. 

T vistos : Los seguidos por don Antonio C. Chacón con doña 
Patrocinia P. de Sánchez sobre reivindicación y demás en ellos 
deducidos: á fin de resolver el incidente incoado sobre nulidad 
de notificación de la sentencia definitiva de foja 187. 

Y considerando: 1^ Que la mencionada notificación aparece 
ser hecha y autorizada por el escribano secretario don Estevan 
Guabello (véase f. 199). 

2^ Que aunque éste en su informe de foja 2213 asegura que no 
la hizo personalmente, tal atestación no debe ser tomada en con- 
sideración, atento lo dispuesto en el artículo 992 del Código Ci- 
vil. 

3^ Que en cuanto á no haberse transcrito en la cédula de fo- 
ja i93 la sentencia íntegra sino su parte dispositiva, tal cir- 
cunstancia no puede invalidar la notificación, pues el objeto 
principal de ella es hacer saber lo resuelto^ no los fundamentos 
de la lesolucion. 

4^ Que mucho menos puede considerarse como nula y por con- 
siguiente como no hecha la ya citada notificación, cuando el agra- 
viado por la sentencia se muestra conocedor de ella y en su mé- 
rito deduce los recursos de apelación y nulidad. 



DE lUSTIGU flACIONAL 101 

Por estos f andamentos, fallo: no haciendo lugar á la nulidad 
de la notificación y se concede libremente y en' ambos efectos, 
los recursos de apelación y nulidad; debiéndose elevar los autos 
al superior en la forma de estilo. 

Notiflquese con el original, regístrese en el libro de senten- 
cias y repónganse las fojas.' 

jf. S. de Aurrecoechea. 

Elevados los autos, el apelante Chacón expresó agravios sin 
referirse ni fundar ei recurso de nulidad. 

Los apelados manifestaron que el Juez Federal había conce- 
dido mal la apelación, pues aquel dejó concluido el incidente 
sobre nulidad de la notificación por el auto de foja 238, contra 
el cual no se ha interpuesto recurso alguno. 

Que siendo esto así, es evidente que la apelación se interpuso 
fuera del perentorio término señalado por la ley y que la Supre- 
ma Corte no puede conocer de los recursos concedidos á Chacón. 



Vullo de ím Suprema Corto 

Buenos Aires, Marzo 12 de 1896. 

Vistos : Resultando que el auto de foja doscientos treinta y 
ocho, que declaró válida la notificación déla sentencia, ha sido 
consentido por Chacón, en cuyo caso los recursos interpuestos 
por éste, á foja doscientos veinte, contra dicha sentencia, lo han 
sido fuera del término señalado por el artículo doscientos ocho 
de la ley de procedimientos, se declaran mal concedidos dichos 
recursos. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

• 

benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BDN- 
GB. — JUANE. TORRENT. 
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CAUSA XXII 



El doctor don Jimn Ángel Martínez, defensor del ex-tesorero 
del Banco Hipotecario de la Provincia de Buenos Aires, en re- 
curso directo contra sentencia de los Tribunales de dicha pro- 
vincia. 



Sumario. — No apareciendo haberse violado e! artículo cons- 
títacional en que se funda el recurso interpuesto contra sen- 
tencias de los tribunales locales, la Suprema Corte no puede 
concederlo por razón de interpretación y aplicación errónea de 
los códigos comunes hecha por dichos tribunales. 



Caso. — Lo explica el fallo de la Suprema Corte y la 



VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 12 de 18^. 
Suprema Corte : 

Del contesto mismo del precedente escrito de queja, resulta 
la improcedencia del recurso. Se ha controvertido acerca del 
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delito imputado al tesorero del Banco Hipotecario de laprovin- 
cia de Buenos Aires, y las sentencias dictadas en tres diversas 
instancias^ cualquiera que sea la apreciación que hicieran de 
^se delito, muestra que no había omisión de la defensa. Puede 
alegarse contra ellas infracción de los procedimientos legales^ 
equivocada apreciación de los hechos, errónea aplicación de las 
leyes. Pero^ una vez que el proceso se ha llevado adelante, con 
audiencia de las partes, no importa que esa audiencia no haya 
alcanzado á todos 6 alguno de los tópicos considerados en las 
sentencias. Ello podría dar margen al recurso ordinario de nu- 
lidad, ó al de inaplicabilidad déla ley ó doctrina, pero nunca al 
de inconstitucionalidad. El artículo 18 de la Constitución con- 
sagra la inviolabilidad de la defensa en juicio : pero no puede 
extender su mandato á protejer los procedimientos de forma 
en el ejercicio de ese derecho, que caen bajo el régimen deesas 
leyes de procedimientos. No encuentro por ello, que las apre- 
ciaciones de la sentencia de la cámara puedan violar la Gonsti- 
cion nacional, ni consiguientemente que el recurso traido á 
Y. E. contra ella, se apoye en ninguno de los incisos del artí- 
culo ié de la ley de competencia nacional de 1863. Si sólo se 
ha tratado en el proceso, sobre hechos delictuosos de un em- 
pleado del Banco, cuya apreciación y penalidad, aun siendo 
errónea, no puede bajo pretexto de inconstitucionalidad rever- 
se por la autoridad federal, sin necesidad de requerir el trá* 
mitedel informe previo, pienso que Y. E. carece de jurisdicción, 
para entender de este recurso, y pido á Y. E. se sirva así de- 
clararlo. 

Sabiníano Kier. 
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Pallo de la Supreaia Corto 

Buenos Aires, Marzo 14 de 1895. 

Vistos en el acuerdo: Resaltando de la propia exposicioa del 
recurrente, que !a senten«ña pronunciada por los tribunales de 
la provincia de Buenos Aires de que ha interpuesto apelación 
para ante esta Suprema Corte, ha recaído sobre el delito materia 
del juicio. 

Que seguido el proceso en todos aus trámites, el procesado ha 
sido oído en su defensa con toda la amplitud del procedimiento 
ordinario, no pudiendo, en consecuencia, pretenderse que se ha 
violado el artículo 18 de la Constitución nacional, en cuanto de- 
clara inviolable la defensa. 

Que la interpretación y aplicación de los códigos comunes, 
hecha por los tribunales de provincia, no puede fundar un re- 
curso ante esta Suprema Corte, de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo quince de la ley de jurisdicción y competencia. 

Queá las consideraciones expuestas, se agrega que la Corte 
Suprema de la provincia de Buenos Aires, ha eliminado como 
elemento de la condenación, el hecho que, según el recurrente 
no ha sido discutido, declarando no obstante, la aplicabilidad 
de la ley invocada para dicha condenación. 

Por estos fundamentos y concordantes de la vista del señor 
Procurador General : se declara bien denegado el recurso. Tés- 
tense por Secretaría las palabras subrayadas en el escrito de 
foja primera, recomendándose al letrado que lo suscribe que eu 
lo sucesivo guarde estilo. 

Repóngase el papel y archívese. 

benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. TORhENT. 
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CAUSA ."V.^III 



Roberto P. Brownell y C% contra la sociedad de David y Ante- 
rior Carreras, en liquidación, por cobro de pesos; sobre nu- 
lidad. 



Sumario. — En los pleitos contra una sociedad comercial en 
liquidación, no es necesaria la intervención del ministerio pa- 
pilar por los herederos menores de an socio fallecido. 



Caso. — Citados de remate, los deudores opusieron, entre 
otras, la excepción de nulidad, la que fundaron diciendo : 

Que aun cuando ella no está enumerada en la ley de proce- 
dimiento, es admisible, puesto que faltando la base del proce- 
dimiento ejecutivo, no puede llevarse adelante la ejecución; 

Que el auto de solvendo procede del fallo de la Suprema Cor- 
te, 7 no de providencia del Juez de Sección, único competente 
para diotarlo ; 

Que aquella no tenía jurisdicción para hacerlo desde que co- 
nocía en la causa en grado de apelación, y no podía entonces 
fallar sobre ningún capítulo no propuesto á la decisión del in- 
ferior (articulo 224, ley de procedimientos) (1). Que la decisión 

(1) Como antecedente de esta causa, véase el tomo 52 (serie A\ tomo 
2*), página 359. 
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propuesta al juez era si debía ó no precederse por la TÍa ordina- 
ria ó por la ejecutiva, habiéndose resuelto no hacer lugar al 
procedimiento ejecutivo. Apelado este auto, la Suprema Corte 
lo revocó, y debiendo ella limitarse, con arreglo á la ley, á ese 
punto, que era el único apelado, no lo hizo, sino que decretó 
también el auto de solvendo, que no había sido materia de dis- 
cusión en 1*^ instancia ; 

Que es cierto que dicho auto fué reiterado por el Inferior, 
pero lo fué modificado sustancialmente en la cantidad que se 
mandaba pagar, lo que demuestra que el auto de la Sqprema 
Corte es insubsistente, como es el del juez que contraría una re- 
solución consentida, ampliando la cantidad, ampliación que no 
está justificada por el artículo 249 déla ley de procedimientos y 
que se refiere á una cantidad que no trae aparejada ejecución ; 

Que otra causa de insanable nulidad, es la de no haberse 
dado intervención al ministerio pupilar, existiendo, como exis- 
ten, menores interesados en la causa, que lo son los hijos del so- 
cio fallecido, don Antenor Carreras, según consta en otro juicio 
que se sigue por el mismo Tribunal. Que esa omisión anula to- 
do lo actuado, con arreglo á los artículos 59 y 494 del Código 
Civil. 

Los ejecutantes contestaron : Que el fallo de la Suprema Cor- 
te es legal, pues habiéndosele negado el auto de solvendo por el 
inferior, aquella estaba perfectamente autorizado para hacerlo. 
Que según la doctrina y la ley, las sentencias deben ser preci- 
sas, declarando, condenando ó absolviendo, que es lo que ha 
hecho la Suprema Co: te : revocar el fallo del inferior declarando 
que debía dictarse auto de solvendo, punto que fué pedido en 
i* instancia ; 

Que se observa también que el Juez no ha podido dictar 
nuevo auto de solvendo, agregando los intereses corridos desde 
la liquidación; pero ello no es exacto desde que todo auto de 
esa naturaleza comprende el pago de los intereses, con mayor 
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razón coando ellos están convenidos expresamente, como ocurre 
en este caso, j son, además, de ley ; 

Qne es cierto que en un juicio ordinario seguido contra la 
misma sociedad demandada, resulta la existencia de menores 
7 se ha dado interTencion al ministerio pupilar; pero ella no es 
conforme con las disposiciones del Código de Comercio (arti- 
culo 445), según el cual basta para la validez de los actos 
ejecutados por el liquidador, una autorización general del Juez 
de la tutela ; 

Que no se trata de un caso extraordinario, sino de uno común 
y ordinario á las funciones del liquidador ; 

Que, por otra parte, la madre de los menores^ hijos de don 
Antenor Carreras, ha conferido poder por sí y sus citados hijos, 
con autorización é intervención del Defensor de Menores, ádon 
David, para todos los asuntos de la liquidación social, según 
consta de autos ; 

Que el artículo 445 del Código de Comercio ha modificado las 
prescripciones del Código Civil en cuanto pudieran aplicarse á 
sociedades mercantiles en qne hubiesen menores interesados, 
como lo demuestran los términos absolutos de ese artículo, dis- 
poniendo qne en todos los actos de una liquidación comercial 
los representantes de menores deben proceder con plenitud de 
facultades, como si obrasen en negocio propio; 

Que, además, la existencia de los menores se denuncia des- 
pués de una larga tramitación judicial, lo que indica que no be 
trata simplemente de evitar nulidades, sino de alargar el juicio, 
poes ol liquidador ha podido limitarse á pedir la intervención 
del Ministerio de Menores, sin solicitar la nulidad. 
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Füllo del ^ues Federal 



Córdoba, Setiembre 26 de 1894. 

Y vistos: Las excepciones deducidas por la parte de la casa 
de David y Antenor Carreras, en las que fígara la nulidad de lo 
actuado, entre otras causas por no haber intervenido el Minis- 
terio de Menores. 

Y considerando: 1® Que es indudable y no se ha negado lo 
contrario, que hay menores interesados en este juicio, cuales 
son los hijos de'uno de los socios fallecido, don Antenor Carreras, 
como también que éstos no han tenido participación en el 
mismo. 

^ Que según los artículos 59 y 494 del Código Civil, concor- 
dantes con el 1° del Cogido de Comercio, son nulos todos los ac- 
tos y contratos en que estén interesados las personas y bienes 
de los menores, si en .ellos no hubiese intervenido el Ministerio 
de Menores. 

S"" Que el artículo 428 del Código de Comercio no es aplica- 
ble ai caso sub'judice^ pues él supone en el socio fallecido la 
falta de herederos presentes. 

4^ Que el artículo 445 del mismo Código de Comercio auto- 
riza la liquidación por los liquidadores solos, cuando se trata de 
los actos ordinarios de administración, mas no cuando se trata 
de pleitos por créditos de existencia dudosa, en cuyo caso debe 
intervenir y no está excluido el Ministerio de Menores como lo 
manifiesta la última parte del artículo, al responsabilizar á los 
liquidadores por los perjuicios que puedan causar á dichos me- 
nores. 

5^ Que en cuanto á las costas debe pagarlas la casa de Ca- 
rreras hasta el momento en que denunció la existencia de me- 
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ñores en el juicio, que fué cuando los procedimientos estaban 
muy avanzados y después de haber habido dos recursos á la Su- 
prema Corte, en el juicio. El Juzgado, aun cuando había en 
juicio análogo, en que se había denunciado la existencia de me- 
nores, no podía proveer aún suponiendo que lo hubiera tenido 
presente, sin serle denunciada en el mismo juicio, porque los 
jueces no proceden sino por las constancias de autos. Después 
de esa fecha debe abonarlas la casa de Brownell y C", que moti- 
vó la secuela del procedimiento al oponerse á la participación 
del Ministerio de Menores y á la declaratoria de nulidad^ sin 
razón plausible para ello. 

6^ Que declarado nulo lo hecho, no puede el Juzgado pronun- 
ciarse sobre las otras excepciones alegadas por no haber sido 
oidos los menores. 

Por estos fundamentos, se resuelve : declarar nulo el presente 
juicio, debiendo abonar las costas, hasta foja 116, la casa de 
Carreras, y desde ella, la de Brownell y C*. Hágase saber origi- 
nal, previa reposición y trascripción en el libro de resolu- 
ciones . 

C. Moyano Gacitúa. 



rallo de la f^uprema Corte 



Buenos Aires, Marzo 17 de 1896. 

Vistos y considerando : Que el presente juicio se sigue por 
los señores Roberto P. Brownell y C^ contra la sociedad co- 
mercial David y Antenor Carreras, en liquidación. 

Que fallecido el socio don Antenor Carreras, el socio supérs- 
tite, don David Carreras, ejerce, en el caso, la representación 
de la mencionada sociedad^ la que se considera legalmente exis- 
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tente al efecto de su liquidación (artículo cuatrocientos trein- 
ta 7 cinco del Código de Comercio), continuando así adminis- 
tradas como si no hubiese fenecido, salvo las limitaciones esta- 
blecidas por la ley. 

Que entre esas limitaciones no está la circunstancia de haber 
menores interesados en la liquidación de la sociedad, pues que, 
al contrario, el artículo cuatrocientos cuarenta y cinco del cita- 
do Código dispone expresamente que, en tal caso, los represen- 
tantes de los menores procederán con plenitud de facultades, 
como si obrasen en negocio propio. 

Que legislado el caso de una manera explícita por las dispo- 
siciones del Código de Comercio, no son de tomarse en cuenta 
las reglas generales establecidas por el Código Civil sobre re- 
presentación de incapaces, desde que este Código sólo se aplica 
cuando aquel, en materia de su resorte, no ha estatuido espe- 
cialmente (artículo primero del título preliminar). 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de fo- 
ja ciento setenta, declarándose que no es necesaria la interven- 
ción del Ministerio de Menores en la presente causa. Y no ha- 
biendo el inferior pronunciádose sobre la otra causal de nulidad 
y demás excepciones opuestas por ios ejecutados en su escrito 
de foja ciento cuatro, devuélvasele los autos para que las resuel- 
va con arreglo á derecho, debiendo en esa circunstancia pro- 
nunciarse también respecto de las costas. Repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

benjamín paz. —luis V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN . — OCTAVIO BUN- 
GB. — JUANE. TORRENT. 
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CAUSA XXI¥ 



Criminal contra el agrimensor Julio V, Diaz, por falsedad 

y estafa 

Sumario. — 1® Cuando el ministerio fiscal ha acusado por 
dos delitos, y no apela de la sentencia que declara solamente la 
existencia de ano, la Suprema Corte no puede juzgar sobre el 
otro del cual el procesado ha sido absuelto. 

2^ El fraguar una diligencia de mensura, haciéndola apare- 
cer como totalmente terminada, cuando solo ha sido practicada 
en parte, constituye delito de falsedad . 

3^ Impuesta por la sentencia apelada la pena de dos años de 
trabajos forzados, y pedida por el ministerio público su reduc- 
ción á un año, hay equidad en darla por compurgada con la 
prisión sufrida, si ésta se ha prolongado por tres años y cin* 

* 

co meses, sin culpa del acusado en la demora del proceso. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 



ACUSACIÓN FISCAL 

Buenos Aires, Abril de 1893. 



Señor Juez: 



Autorizado por ley, el Poder Ejecutivo, para vender en Europa 
24.000 leguas kilométricas de tierras públicas nacionales, dis- 
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puso la mensura en lotes apropiados para la venta de 500 le- 
guas cuadradas, en la gobernación de Tierra del Fuego, cuya 
operación fué sacada á licitación, obteniendo en ella preferencia 
la propuesta del agrimensor Julio V. Diaz. 

Llenados los trámites administrativos de regla^ dicha pro- 
puesta fué aceptada por decreto de 21 de Noviembre de 1889, 
que original corre á foja 21 del expediente agregado. E! con- 
trato respectivo fué escriturado el 10 de Diciembre de 1889 y 
el 20 de Enero de 1890 se impartieron por el Departamento de 
Obras Públicas las instrucciones del caso. 

Por estos documentos, el agrimensor Díaz se comprometía á 
mensurar en la referida gobernación y al Este del meridiano del 
Cabo del Espíritu Santo, 500 leguas cuadradas de terrenos ap- 
tos para la ganadería, agricultura y usos industriales^ subdi- 
vidi^ndolos en lotes de 10.000 hectáreas cada uno, 

'Él contrato y las instrucciones le imponían la obligación de 
colocar mojones costaneros cada 2000 metros, á más de los es- 
quineros de los lotes, cuyos mojones debían S9r de piedra, ma- 
dera dura ó tierra con una chapa metálica numerada. Estos úl- 
timos tendrían dos metros de altura y la forma de un cono 
truncado (artículo 7° de las instrucciones, foja 27 y adicional 
del contrato foja 18). 

Además, se le imponía la obligación de relevar las costas del 
Atlántico, y los cursos principales de agua que existieran al 
interior, tales como el río Grande y Carmen Sylva, sobre los 
cuales se apoyarían los frentes de los lotes que con ellos lin- 
dasen. 

El gobierno nacional debía pagar por esta operación 100.000 
pesos moneda nacional, de los que el señor Diaz recibiría anti- 
cipadamente 25.000 pesos, que fueron puntualmente entre- 
gados. 

El mencionado agrimensor acompañado del personal de la ex- 
pedición salió de esta Capital el I"" de Febrero de 1890. El 8 
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de Marzo dio principio á la operación y el 24 de Julio estaba de 
regreso en Buenos Aires, presentando en Enero de 1891» la di- 
ligencia y plano que corren agregados á fojas 29 y 149 del expe- 
diente respectivo. 

Tanto en éste, como en la diligencia escrita, se hace cons* 
tar minuciosamente que la operación ha sido ejecutada de per- 
fecto acuerdo con el contrato y las instrucciones del Departa- 
mento, esto es^ que se ha hecho la mensura completa de las 
500 leguas con el respectivo relevamiento de costas y ríos, la 
subdivisión en lotes y el correspondiente amojonamiento total 
y parcial. 

Inmediatamente de presentado el plano y diligencia referi- 
dos^ y cuando el Departamento aún no había expedido el in- 
forme de práctica, el agrimensor Diaz se presenta al gobierno 
nacional con fecha 29 de Enero de 1891 solicitando 30.000 pe- 
sos moneda nacional á cuenta de la operación ejecutada. 

Pasada esta solicitud á informe de la Oficina de Tierras y 
Colonias, el señor Oroño se expide afirmando que Díaz < ha cum- 
plido en todos sus detalles y en los términos establecidos las 
obligaciones de su contrato; que el gobierno nacional debe cum- 
plir por su parte las que le corresponden » y que no había jus- 
ticia en hacer sufrir á Díaz perjuicio por las demoras del De- 
partamento en expedirse. En consecuencia que le deben ser 
entregados sin más trámite los 30.000 pesos solicitados. 

En vista de un informe tan terminante, el Poder Ejecutivo, 
por decreto de 8 de Abril del mismo año, resuelve mandar en- 
tregar la cantidad reclamada, que unida á la que recibió por 
anticipo^ suman 55.000 pesos moneda nacional desembolsados 
por la nación en retribución de un trabajo que no se ha ejecuta- 
do (Expediente agregado. Comisión Legislativa de cuentas). 

Con fecha 24 de Abril del mismo año, la Sección de Geodesia 
del Departamento de Obras Públicas, presentó el informe que 
corre á foja 85 del expediente agregado, en el cual no sólo ob- 

▼OL. Lxni g 



'i 
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jeta la operación en sus detalles técnicos, j llama la atención 
sobre el silencio de la diligencia en lo relativo al amojonamien- 
to, sino que llega hasta manifestar sospechas sobre la verdad 
de la ejecución, fundándose en el brevísimo ti^^mpo transcurri- 
do desde la salida hasta el regreso de la expedición. 

Pasadas estas observaciones envista al agrimensor Diaz, és- 
te se expide á foja i AS refutando alguna de las objeciones del 
Departamento, aceptando otras y manifestando respecto al amo- 
jonamiento € que ha sido establecido, colocando los mojones 
cada 2000 metros como lo prescribe el contrato, y que si se 
omitió decirlo en ¡a diligencia de mensura fué sólo en obsequio 
á la brevedad » . 

Como se ve, el señor Díaz ha asegurado oficialmente que la 
mensura y subdivisión de las 500 leguas de Tierra del Fuego 
ha sido debidamente ejecutada en el terreno, con sujeción es- 
tricta á los términos del contrato y á las instrucciones del De- 
partamento. 

Ahora bien, en las circunstancias referidas y en momentos 
en que el Departamento de Obras Publicas debía pronunciar su 
informe definitivo, se hizo por La Prensa la denuncia de que 
esa mf^nsura no había sido hecha en el terreno y que eran falsas 
las enunciaciones de la diligencia y planos presentados, arran- 
cándose por este medio fraudulento al tesoro nacional sumas 
que no debían ser abonadas. 

Llevada por el ministerio fiscal esta denuncia á conocimiento 
de y. S.^ se mandó, previa ratificación, instruir el sumario, so- 
bre cuyo mérito paso ahpraá expedirme. 



¿Ha realizado el agrimensor Díaz la mensura, división y 
amojonamiento de las 500 leguas de Tierra del Faego^ de acuer- 
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do eon sn contrato y las instraociones recibidas de! Departa- 
mento de Obras Públicas? 

Alrededor de este hecho cayo esclarecimiento és el punto de 
partida para determinar la existencia del delito, se ha aglome- 
rado toda ó la mayor parte de la prueba producida, y el resul- 
tado de ella es tan completo, que el ministerio fiscal no vacila 
en afirmar que e! agrimensor Diaz no ha ejecutado en el terreno 
las operaciones de que dan cuenta la diligencia y planos presen- 
tados, y, en consecuencia, que en esos documentos se ha cometi- 
do una falsedad con el propósito de defraudar á la nación, co- 
brándole cantidades de dinero como retribución de trabajos que 
no se han prestado. 

No es necesario hacer minuciosas demostraciones, basta re- 
señar ligeramente las piezas que la constituyen para que que- 
de evidenciada la verdad de aquella afirmación. 



II 



Amojonamiento. — Planos 

Debo ante todo, presentar á V. S. el informe abrumador de la 
Comisión de Límites con Chile, expedido por el señor ministro 
de Relaciones Exteriores y que se halla agregado á foja ... de 
este sumario. Entre otras cosas, en él se asegura: 1® Que en 
el terreno que se dice mensurado y que los miembros de la co- 
misión tuvieron ocasión de recorrer en todas direcciones y aún 
sobre el meridiano del Cabo del Espíritu Santo, no encontraron 
uno sólo de los innumerables mojones que debían colocarse de 
acuerdo con el contrato é instrucciones. 

2^ Que al trazar la línea del Cabo, la subcomisión demar- 
cadora del Sud encontró una diferencia de 27 kilómetros entre 
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el verdadero punto en que el cauce principal del Río Grande 
intercepta dicho meridiano y el punto señalado en el plano de 
Diaz. 

3^ Que requerido este señor á dar explicaciones por el jefe de 
la comisión internacional, le manifestó que el amojonamiento 
hecho tenía carácter de provisorio y que el definitivo lo ha- 
ría en el momento de hacer entrega de los lotes vendidos, para 
lo que tenía plazo de tres años. 

Esta manifestación está confirmada por Diaz en su declara- 
ción de foja . . . 

Antes de seguir con la relación de la prueha, es de oportuni- 
dad hacer, siquiera de paso, una observación. 

Una mensura^ como operación técnica, se caracteriza por la es- 
tabilidad de los mojones. No hay mensura en el sentido legal, 
donde no hay amojonamiento definitivo. Esto debe saberlo el 
agrimensor Díaz. ¿Cómo presentaba entonces para su aproba- 
cion una operación que no estaba concluida? 

Y si el gobierno vendía los lotes después de los tres años en 
que quedaba extinguida la obligación de entrega ¿cómo se las 
componía para otorgar títulos basados en una operación que no 
estaba hecha ? 

¿Iría de todas maneras el señor Diaz á ejecutarla definitiva- 
mente ? 

A pesar de las decantadas penurias del viaje á Tierra del Fue* 
go, muy agradable debe haberle sido^ cuando se proponía repe- 
tirlo para hacer en dos ocasiones lo que pudo hacer en una 
sola ! 

Pero sigamos reseñando las constancias del sumario. 

A foja 96 se encuentra el informe pericial producido por la. 
misma comisión en cumplimiento de mandato de Y. S. y en 
éste, no sólo se ratifica lo aseverado en el primero, respecto á 
la falta absoluta de mojones, sino que se establece como un he- 
cho que el agrimensor Diaz limitó sus operaciones & la línea 



OB JUSTICIA NACIONAL 117 

meridiana del cabo al norte de Carmen Sylva y al relevamíento 
de una parte de las costas del Atlántico. 

Estos informes se hallan nuevamente confirmados por la de< 
ciaracion personal del ingeniero Yirasoro, quien, á foja 38, repi- 
te qae no encontró amojonamiento efectivo sobre el terreno, á 
pesar de haberlo cruzado en todas direcciones. 

Además, este punto, como el relativo á la diferencia encon- 
trada en la intersección del Río Grande con el meridiano del 
Cabo, están corroborados por las siguientes declaraciones que 
reúnen para su fuerza probatoria todas las condiciones legales: 

1® Informe del gobernador del territorio señor Mario Cor- 
nero (foja 16). Puedo garantizar, dice, que he recorrido todo el 
territorio y que no he encontrado un solo mojón de acuerdo con 
lo que establece el contrato, habiendo sido imposible por esta 
razón poner en posesión de sus Crimpos á varios arrendatarios 
que presentaron sus títulos á la gobernación ; 

2^ Del ingeniero Julio Popper, foja 24 vuelta. Manifiesta que 
ha recorrido la parte sud del territorio y no ha encontrado un 
solo mojón ni señal alguna de que se hubiese realizado la men- 
sura mencionada; 

3^ Del comandante Eduardo O'Connor, jefe de la comisión 
que hizo el relevamiento del Rio Grande, foja 27. Dice que en 
la parte por él recorrida no ha encontrado mojones ni indicios 
de que se haya practicado mensura alguna, y que al hacer los 
estudios de relevamiento de que fué encargado por el gobierno 
nacional, encontró que el Rio Grande, en el plano de Diaz es- 
taba colocado, en su curso, 27 kilómetros más al Norte de su 
verdadera situación ; 

4^ La del teniente Juan M. Noguera, foja 31. Si bien este 
señor declara por referencias, asegura que era voz corriente en 
la Tierra del Fuego que la mensura no se había hecho, puesto 
que no se había establecido uno solo de los mojones que debie- 
ron colocarse ; 
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5^ La del teniente Juan A. Marti, jefe de la sub-oomision 
demarcadora del Sad, foja 32. cDice qoe en la zona de territo- 
rio que debió medirse y que el declarante recorrió, no encontró 
mojón ni vestigio alguno de mensura, agrega que habiéndosele 
dado el plano de Diaz como guía de sus trabajos, las operacio- 
nes practicadas por la comisión de su mando, arrojaron en sus 
resultados diferencias considerables comparados con los datos 
de aquel plano». 

Como y. S. ve, la prueba en esta parte no puede ser más 
completa: los informes de una comisión científica; las decla- 
raciones contestes de personas caracterizadas que en el desem- 
peño defunciones oficiales han recorrido y estudiado el territorio 
en que la mensura debió hacerse. 



III 



¿Puede pretenderse que se ha hecho la operación cuando no 
se han colocado los mojones? Evidentemente no; y si cabe en lo 
posible, como el señor Diaz lo observa en su declaración de 
foja • « ., que aquellos hayan sido arrancados por los indios, es 
esto tan improbable que basta enunciarlo para desechar en 
absoluto la suposición. 

¿Cómo admitirla tratándose de tan innumerable cantidad do 
mojones distribuidos en una inmensa extensión de terreno ac- 
cidentado y montuoso? 

Además, ¿ qué podrían proponerse los indios al arrancarlos ? 
¿ Servirse de ellos como combustible ? Sería algo muy extraor- 
dinario que fueran á buscar con ese objeto pequeños palos des- 
parramados en una extensión de 500 leguas cuadradas y en un 
territorio en que todo puede faltar menos la madera. ¿Y los de 
piedra? ¿Y los de tierra? ¿También habrían sido empleados 
como combustibles? 
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¿Hacer mal simplemente? No paede suponerse, sino admi- 
tiendo algo que es inadmisible: que aquellos indios tan salva- 
jes como son, pudieran haberse dado cuenta de lo qu^ la opera- 
ción significaba y de la importancia que los mojones tenían. 

¿Serán acaso los aventureros de aquella región, que busca- 
ban otra cosa que mojones los que iban á recorrer 500 leguas 
de bosques y pantanos para darse el placer de arrancarlos? 
Pero no, la hipótesis no es admisible y la explicación no esséria. 

Sin duda, para facilitar estas sospechas el agrimensor Diaz 
recurrió al expediente del amojonamiento provisorio con esta- 
cas de una vara, sin apercibirse: i^ qne desmentía su propia 
diligencia de mensura que habla de amojonamiento definitivo 
hecho de acuerdo con el contrato y las instrucciones; ^ que 
autorizaba dos observaciones bien fundamentales : una, que no 
era posible poner estacas de una vara en terrenos blandos, don- 
de las capas de turba tienen hasta tres metros da espesor; otra, 
que si los operantes estaban sobre el terreno y trabajaban con 
proligidad, no había razón para no poner mojones definitivos. 
Y á la verdad, ¿á qué exponerse, colocando estacas que fácil- 
mente desaparecen, á tener que repetir luego un trabajo pesa- 
do, costoso y delicado? Y si consideraba qne la operación no se 
hacía en las condiciones debidas ¿ por qué trató de sorprender 
al Departamento de Obras Públicas, pretendiendo que le apro- 
base como buena una mensura mal hecha? 

T no se diga que no era fácil producir esta sorpresa, porque 
el Departamento que no presencia la operación, no tiene res- 
pecto de una mensura más elementos de juicio que los que le 
proporciona el mismo agrimensor operante, ú otras mensuras 
hechas en las inmediaciones, lo que no sucedía en este caso. 

A tal puoto es esto cierto, qne si al Departamento le pre- 
sentan un plano en que aparecen las figuras bien cerradas y las 
superficies parciales en debida relación con las generales, no 
tiene más que aprobarlo . 
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Si el agrimensor Diaz se habiera cuidado on poco más de su 
plano 7 hubiera prolongado mayor tiempo su paseo á Tierra 
del Fuego, es posible que no se eucoutrase en esta situación, á 
pesar de no haber hecho la mensura. 



IV 



Pero, prescindiendo de la falta de amojonamiento, que por 
sí sola es prueba coucluyente de .que la operación se ha hecho 
sólo en el papel ¿ cómo se explica que ejecutándose por hombres 
de competencia científica, trabajos que tienen su base exacta 
en la medida y el cálculo puedan obtenerse resultados tan dife- 
rentes ? El agrimensor Diaz señala en su plano una situación 
al Rio Grande. La comisión de límites lo encuentra 27.733 me- 
tros más al Sud. 

Al señalar la línea que sirve de base á la operación ó sea el 
meridiano del Cabo, el agrimensor Diaz se encuentra tan sólo 
una vez con el Bio Grande. La comisión de límites tropieza con 
su curso principal y sus anuentes en seis puntos diversos. 

Para el agrimensor Diaz elrio Carmen Sylva sólo intercepta 
el meridiano en un punto de la línea. Para la comisión de lí- 
mites se halla interceptado en siete puntos diversos (informes y 
declaración citados). 

¿Qué explicación da el agrimensor Díaz de estas diferencias ? 
Ninguna. Se limita á decir á foja 52 que no sabe cómo la co- 
misión hace oficialmente esa manifestación, cuando no ha hecho 
el relevamiento de los ríos mencionados. 

Independientemente de la inexactitud de esta aseveración, 
puesto que el comandante O'Conuor ha hecho los estudios de 
relevamiento del Rio Grande, el señor Díaz sabe muy bien que, 
para encontrar con su plano las diferencias apuntadas» la co- 
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misión no tenía necesidad de bacer el relevamiento de los ríos 
que sólo es reclamado pornna operación de subdivisiones y co- 
mo base de aquellas. A la comisión le bastaba recorrer con la 
cinta j los jalones la línea meridiana del cabo al Snd, para po- 
der determinar en qué pantos precisos está ella interceptada por 
los rios mencionados j sus afluentes. El señor Diaz no ha pues- 
to en duda que esta línea haya sido trazada por la comisión 
hasta algunos kilómetros al sud del Rio Grande, lo que por otra 
parte está aseverado por la alta autoridad del jefe de la comi- 
sión internacional señor Yirasoro, y por la declaración de los 
oficiales de la subcomisión Sud. Los trabajos de la comisión 
en esta parte son, pues, un hecho; y como el señor Diaz ha re- 
conocido á foja 51 que ese trabajo como todos los que aquella 
ha ejecutado en ese territorio tienen indiscutible base de ver- 
dad científica, queda, como consecuencia, establecido que el se- 
ñor Diaz ha señalado á los ríos ya mencionados una situación 
muy diversa de la que realmente tienen, cosa que no podía pro- 
ducirse si la mensura y división se hubieran hecho en el terre- 
no, pues si hubo error al señalar la intercepción, este tenía ne- 
cesariamente que encontrarse al hacer la demarcación de los 
lotes. 



Pero dejando por un momento tranquila á la comisión de lí- 
mites que, por su carácter é importancia, ha suministrado los 
elementiis principales de esta prueba, vamos á encontrar, aho- 
ra, en el estudio comparativo de los dos planos de Diaz una 
nueva comprobación de que la mensura no se ha hecho en el 
terreno, como aquel lo pretende. 

El plano de foja 149 con su respectiva diligencia ha sido pre- 
sentado á la aprobación del Departamento. Este lo observa. 
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7 el agrimensor operante presenta un nuevo plano, el de foja 
148. 

Si se establece la comparación de esos planos, se encuentran 
desde luego, diferencias fundamentales que se refieren princi" 
pálmente á la forma y dimensiones de los lotes, diferencias que 
e! Departamento ha becho notar en el plano de foja i48 seña- 
lando con tinta de diverso color las dimensiones que tienen en 
uno y las que tienen en el otro. 

También se encuentran diferencias considerables entre la 
colocación que el primer plano asigna á los mojones esquineros 
de algunos lotes y la que se les señala en el segundo (informe 
foja 150, expediente agregado). 

Un plano es la reproducción fiel de lo que se hace en el terre- 
no; y si el primero expresaba con verdad las operaciones ejecu- 
tadas ¿cómo se cambian en el segundo, la colocación de los 
mojones, la forma y dimensiones de los lotes, sin rehacer la 
operación ? 

Punto es este que no necesita mayores demostraciones. Ade- 
más, en el primer plano aparece hecho el relevamiento de los 
ríos por un sistema, el de las líneas auxiliares, en el segando 
aparece hecho por el de abcisas y ordenadas rectangulares. 

O el agrimensor operante ha tenido necesariamente que cru- 
zar el rio y colocar estacas de señales en los puntos que indica 
el primer plano, ó nu ha tenido que hacerlo por el sistema adop- 
tado en el segando. 

Si un plano, como he dicho, reproduce con entera fidelidad el 
terreno y el trabajo que en él se ejecuta, no se explica entonces 
esta diversidad de sistemas de relevaciones tratándose de ana 
misma operación. 

Es cierto qoe en su declaración de foja 53 el agrimensor 
Diaz dice que en el segundo plano empleó las abcisas y ordenn* 
das rectangulares para facilitar los cálculos de superficies. Po- 
drá ser este sistema más cómodo para ios cálculos; pero, si es- 
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tos habían sido ya hechos por el otro sistema ¿ cómo pensar que 
fuese más fácil rehacerlos que reproducirlos? 

Finalmente, en este punto debo llamar especialmente la aten- 
ción de Y. S. sobre lo qne dice el informe pericial de la comi- 
sión de límites á foja 99. 

Considera que el sistema de relevamiento por medio de líneas 
que crucen el rio de una á otra banda es impracticable para 
mediciones ppr medio de la cinta, porque el río ofrece pocos j 
escasísimos pasos vadeable;» á caballo. (Ese es precisamente el 
sistema que se dice empleado en el terreno, pues el otro fué 
para facilitar cálculos). 



VI 



Tiempo y qecucion 

£1 tiempo empleado y la manera cómo se ha operado son 
otros de los argumentos opuestos á la verdad de la diligencia y 
planos presentados. 

Para qne la prueba en esta parte tenga la fuerza de convic- 
ción que debe tener^ se hace necesario describir siquiera sea á 
grandes rasgos, el terreno en que la operación debía llevarse á 
cabo. 

El Rio Grande es el curso de agua más importante que baja 
de la montaña hacia el Atlántico, dividiendo la parte argentina 
de Tierra del Fuego en dos porciones de fisonomía muy di- 
versa. 

En la del norte que es la más reducida, los campos son poco 
accidentados: hay extensas llanuras cubiertas de pasto y ape- 
nas salpicadas por uno qne otro arbusto. La operación no po- 
dría ofrecer dificnUades en esta parte, no obstante hallarse cru- 
zada por numerosos arroyos y rios, como el Alfa, Beta, San 
Martín, CuUen, Carmen Sylva, etc., etc. 



1^ FALLOS D£ LA SUPREMA CORTE 

Pocos kilómetros al Sod del Rio Grande y á partir del para- 
lela 54, principia una región de bosques espesos, cuya exhube- 
rante vegetación ofrece al tránsito obstáculos casi insupe- 
rables. 

Para hacer una apreciación exacta de lo que esos bosques 
son, basta recordar lo que el mismo señor Díaz dice en la pági- 
na 15 del folleto agregado y reconocido á foja 54. 

€ El bosque comprende una superficie de400 leguasc uadradas 
ó sea un millón de hectáreas y si calculamos que cada hectárea 
contiene por parte baja^ dos mil árboles ó sea un árbol cada cin- 
co metros cuadrados,» etc. 

El ingeniero Popper, bien conocido como poblador y explora- 
dor de aquel territorio, ponderando la espesura de esos bosques 
dice en una desús conferencias en el Instituto Geográfico Ar- 
gentino, lo siguiente: a durante dos días tuvimos que luchar 
contra los obstáculos casi insuperables de esta ñoresta, viéndo- 
nos forzados á servirnos constantemente de nuestras hachas pa- 
ra abrirnos un camino paso á paso; encontrándonos más de una 
vez, después de muchas horas de trabajo, delante de una cavidad 
profunda que nos obligaba á volver sobre nuestros pasos para 
buscar otra salida >• 

Y en otra conferencia dada en el mismo Instituto dice : cEs 
difícil hallar en las exhuberantes selvas de la región Sud un 
trozo de tierra plana de diez metros de extensión ». 

Estas informaciones sobre la naturaleza de aquel territorio se 
hallan corroboradas : i^ Por el informe pericial ya citado (foja 
60). cLos bosques que hemos visto, dice, y los que en genera) 
cubren la zona en referencia son espesos y en muchas partes 
obstruidos por grandes árboles secos y ramosos que han caído 
bajo la acción del tiempo y de vientos huracanados; 2® Por las 
declaraciones de los señores O'Connor, Marti, Erdman y el mis- 
mo Popper (fojas 100 á 105). 

Todos ellos afirman que los bosques son sumamente extensos 
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é impenetrables, hasta el ponto de dificultar en extremo la mar- 
cha á través de ellos. 

Además de los bosques, estas regiones ofrecen otro inconve- 
niente tan serio como aquel. La composición de su suelo, cu- 
bierto en grandes extensiones por depósitos vegetales ó capas 
de turba cuyo espesor varía, llegando en muchas partes á tener 
tres metros de profundidad, lo que hace difícil y sumamente 
peligroso el tránsito aún á pié. Se corre á cada momento riesgo 
de desaparecer bajo la turba (informes, folleto declaraciones 
citadas). 

Y es sobre este terreno que debía ejecutarse la mayor parte 
de la mensura! donde el agrimensor Diaz dice haber medido 
y amojonado 77 lotes de los que el gobierno nacional preparaba 
para la venta con destino á la ganadería y agricultura! 



VII 



Ahora bien : ateniéndonos á su propia declaración, el agri- 
mensor Diaz empleó cuatro meses en la completa ejecución de 
la mensura : el 8 de Marzo dio principio y á mediados de Julio 
estaba de regreso en Buenos Aires. 

¿De qué elementos disponía? 

De tres ayudantes, veinticinco peones, un fotógrafo, un me- 
cánico, treinta molas ycaballos, un breack y un carro (declara- 
ción de foja . . .) 

¿Es posible que con esos elementos y dada la naturaleza del 
terreno, puedan medirse, dividirse y amojonarse 500 leguas 
cuadradas en el corto tiempo de cuatro meses? La contestación 
corresponde á los peritos y hela aquí : 

El Departamento de Obras Públicas, en su informe de foja 74, 
dice que no se puede establecer al respecto una regla absoluta; 



126 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

pero qae en este caso, dados los elementos de que dispuso Diaz y 
la clase de terreno en qae debía operar, es materialmente impo^ 
sible que la mensura se haga en tan corto tiempo. 

En apoyo de esta opinión acompaña un cuadro en que se de- 
termina la duración de otras operaciones en condiciones más 
ventajosas que las de Díaz, por razón de la extensión y las con- 
diciones del terreno. La que menos ha durado, ha ocupado 
trece meses . 

La comisión de límites, á foja 97, declara también imposible 
la ejecución de esa mensura en tan corto tiempo. 

Los señores O'Connor, Marti, Erdman y Popper, en las de- 
claraciones citadas^ se expresan en el mismo sentido. 

Por otra parte, el agrimensor Diaz dice que midió con la 
cinta todas las lineas que aparecen trazadas en sus planos y 
que la extensión total de esas líneas, tanto las del perímetro 
general como las de demarcación de los lotes, ascendían próxi- 
mamente á i5(^(^ kilómetros; agrega que los trabajos se hacían á 
razón de 15 kilómetros diarios (foja 45 vuelta). 

El Departamento de Obras Públicas, dice que la extensión 
total de las líneas medidas ascedía á ^//J kilómetros (infor- 
me de foja 80 vuelta). 

Suponiendo ahora que se haya trabajado de sol á sol, sin 
interrupción de un sólo día durante cuatro meses (lo que no ha 
sucedido, como más adelante lo demostraré) tenemos que, á ra- 
zón de 15 kilómetros diarios, en ciento veinte días no pueden 
haberse medido más que mil ochocientos kilómetros, esto es, 
setecientos kilómetros menos de los que el mismo señor Diaz 
asigna á la extensión total de las líneas medidas, y mil tres- 
cientos quince kilómetros menos de la extensión señalada por 
el Departamento de Obras Públicas. 

Y esto, admitiendo lo de los quince kilómetros diarios, suma 
exagerada, si se considera la condición del terreno y sobre todo 
la poca duración del día en aquellas latitudes y en la estación 
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del año en que 86 dice hecha la mensura. ComoV. S. puede 
ver por la tabla de foja 62, en la fecha en que se da por princi- 
piada la operación, 8 de Marzo, el día dura sólo doce horas, y 
se yá sucesivamente acortando hasta el 30 de Junio en que sólo 
tiene siete horas veinticuatro minutos . 
¿Para qu.é detenerse más en este punto? 



VIII 



cLas líneas interiores de demarcación de lotes, fueron todas 
medidas con la cinta á través del bosque » (declaración de Díaz 
ya citada). 

Nada más natura!, yaque, dada la extensión y los obstáculos 
del terreno, no pedía hacerse por intercepción de visuales; pero 
el señor Díaz agrega que para hacer esta medición no tuvo ne- 
cesidad de abrir una sola picada. Esta afirmación se explica, 
por más que el hecho sea muy extraordinario. Las señales de 
una picada en un bosque no se borran en dos días. Reconocer 
su apertura era exponerse á una prueba fácil en contrario. 

Aunque el simple buen sentido indica que no es posible pasar 
con la cinta y los jalones, colocando mojones cada 2000 metros, 
á través de un bosque extenso y espeso, sin tener necesidad de 
despejar el terreno sobre la línea, remito á V. S. á los informes 
periciales del Departamento de Obras Públicas, foja 78 vuelta, 
y de la comisión de límites, foja 94, en los que se declara termi- 
nantemente la imposibilidad de trazar esas líneas sin abrir pi- 
cadas. 

Lo mismo dicen los señores Popper, O'Connor, Marti y Erd- 
man (fojas iQO á 105). 

Y si el señor Díaz confiesa que no ha abierto picada alguna, 
y las oficinas técnicas y los peritos conocedores del terreno afir- 
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man, en absoluto, que no ha sido posible la medicionde esas lí- 
neas sin abrir dichas picadas, ¿no queda también, por este me* 
dio, probada la falsedad de la diligencia y planos presentados? 



IX 



lie dicho anteriormente que era falsa la aseveración de haber 
empleado cuatro meses en el trabajo sin interrumpirlo un sólo 
día (declaración de foja ... )• 

Para desautorizarla basta una consideración : En la esta- 
ción en que se operó, son frecuentes en aquellas latitudes las 
lluvias y las fuertes nevadas, y nadie podrá desconocer que el 
agua y la nieve son obstáculos que impiden esta clase de tra- 
bajos. 

Y que estos fenómenos atmosféricos se producen con frecuen- 
cia, lo prueban las observaciones hechas por el mismo Diaz, y 
publicados en el folleto agregado á estos autos. Durante el tiem- 
po que residió en Tierra del Fuego, comprendido entre los me- 
ses de Marzo y Junio, llovió treinta y seis veces y nevó siete 
veces. 

Son, pues, cuarenta y tres días que hay que descontarle á los 
ciento veinte. 

Además de los datos del folleto, tenemos también el informe 
del perito señor Yirasoro, foja 62, en el que textualmente se di- 
ce: < Las lluvias aunque en forma de garúa, dificultan la ope- 
ración . Las nevadas principian en Marzo y en Mayo asumen 
grandes proporciones. En el mes de Mayo y Junio del presente 
invierno, reputado benigno por los habitantes de aquel lu- 
gar^ la nieve casi ha alcazado ÍO centímetros de espesor. 

€ En esta estación, todo trabajo de mensura es casi imposible 
ó la operación tendrá que salir sumamente lenta.» 
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¿Se quiere, ahora, otra prueba más conclojente dequeDiaz 
DO ha dicho la verdad cuando afirma que trabajó sin tregua so- 
bre el terreno durante todo el tiempo que estuvo en Tierra del 
Fuego? Poes bien, esa prueba la suministra la única libreta 
de campaña que ha presentado ; en la que están detallados los 
únicos trabajos por él realizados (Número I). Las apuntacio- 
nes de esa libreta empiezan el 8 de Marzo con la determinación 
geográfica del cabo del Espíritu Santo y se continúan día por 
día hasta el 24 de Abril en que se da el trabajo por terminado. 
(Véase libreta). 

Pues bien, en el tiempo á que se refieren esas anotaciones, 
comprendido desde el 8 de Marzo hasta el 24 de Abril, se ha 
suspendido el trabajo en 18 días, por lluvia, malos tiempos y 
otras i-ausas (véase libreta), lo que quiere decir que, sólo ha ha- 
bido 29 días de trabajo efectivo, empleados exclusivamente, 
como lo expresan dichas notas, en el relevamiento de una parte 
de la costa del Atlántico. 

Admitiendo, pues, que los trabajos han ocupado cuatro meses^ 
se puede establecer, por lo que respecta á dias hábiles, la si- 
guiente proporción. Si en los 47 días corridos desde el 8 de 
Marzo al 24 de Abril, hubo sólo 29 días hábiles para trabajar, 
en los 120 comprendidos entre la primer fecha y el 8 de Julio 
debe haber habido sólo 74. 

Setenta y cuatro días para medir, subdividir, y amojonar, 
con los elementos que ya conocemos, 500 leguas cuadradas, te- 
niendo que cruzar rios, atravesar selvas y esquivar tembla- 
derales ! 

Pero hay algo más. No es cierto tampoco que haya ocupado 
con sus trabajos los cuatro meses que dice: sus propias libre- 
tas, suministran la prueba. Las agregadas bajo los números 
n y m contienen, de puño y letra de Díaz (reconocimiento de 
foja ...), una descripción de todo el territorio, descripción que 
concluye de la siguiente manera: Presentamos á la considera- 

VOL. Lxin 9 
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cion del Exmo, Gobierno de la Nación estos ligeros apuntes so- 
bre el territorio que venimos de mensurar etc., etc. Tierra del 
Fuego, Babia del Buen Suceso, Mayo 4890. 

Cómo! ¿En Mayo daba ya por terminada la mensura? Lue- 
go no empleó cuatro meses sino dos y medio. 

Si establecemos, ahora, sobre los dos meses y medida misma 
proporción que hemos establecido sobre los cuatro, tendremos 
como resultado que toda la operación se ha hecho en 46 días 
de trabajo efectivo! 

Pregunto: ¿ Es esto posible ? 

Me he extendido demasiado; la atención de Y. S, estará fa- 
tigada y debo concluir. Excuso, pues, muchas otras conside- 
raciones que se desprenden fácilmente de las constancias del 
sumario y que no se ocultarán al ilustrado criterio de Y, S.; 
pero antes de cerrar este escrito, llamo la atención del Juzgado 
sobre la declaración del ingeniero Genulfo Sol, en cuyo escrito- 
rio se confeccionaron los planos de Díaz. Este señor dice que 
nunca vio una sola libreta de campaña y que sus dibujantes 
concurrían á casa de Diaz á pedirle instrucciones sobre la ma- 
nera de confeccionar los planos. 

Agrega que, cuando Diaz regresó de Tierra del Fuego, le pi 
dio le recomendara un ingeniero capaz de ir á terminar la men- 
sura en el terreno, pedido que él satisfizo recomendándole al in- 
geniero Marius Millot. 

- Y,. S. convendrá en que lo expuesto basta para dejar es- 
tablecidos con el carácter de verdad probada los hechos si 
guientes: 

I"" Que el agrimensor Diaz estuvo en Tierra del Fuego y li- 
mitó sus trabajos al relevamiento de una parte de las costas 
del Atlántico, y á la medición de una pequeña fracción de la 
línea meridiana del cabo de Espíritu Santo comprendido entre 
dicho cabo y el rio Carmen Sylva. 

2^ Que no se ha completado la medición del perímetro gene- 
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ral ni se ha hecho la subdivisión en lotes y, en consecaencia^ que 
hay falsedad en los planos y diligencias escritas qae detallan 
esas operaciones. 

3^ Qoe el Agrimensor Diaz presentó esos planos y diligen- 
cias falsas á las oficinas públicas del Estado, obteniendo, por ese 
medio, que la nación le entregara 55.000 pesos que no se le 
debían, desde el momento qne no había ejecutado el trabajo 
que se le había confiado . 



X 



¿Cuál es la apreciación legal de estos hechos? El de presen- 
tar un plano y una diligencia de mensura refiriendo minuciosa-, 
mente operaciones y trabajos qne no se han ejecutado, caracte- 
riza perfectamente el delito de falsedad, delito cometido en do- 
cumento público, puesto que emana de persona qne ha recibido 
comisión accidental del Estado; que ha sido presentado á las 
oficinas públicas y debe servir de base á los actos públicos del 
gobierno como son la venta y arrendamiento de las tierras de 
la nación (artículos 64 y 65, ley de 14 de Setiembre de 1863). 

El de obtener por ese medio, sumas á que no se tiene derecho 
y que de otra manera no se habrían percibido, constituye una 
estafa de que la falsedad es á la vez en este caso elemento cons- 
titutivo y circunstancia agravante. 

Pienso, pues, que el agrimensor Diaz hacometido el delito de 
estafa contra la nación, sorprendiendo la confianza de sus agen- 
tes y arrancándole sumas á que no era acreedor, por medio del 
delito de falsedad de un documento público. 

Si el mismo culpable, con ocasión de la ejecución del delito 
que se propone cometer perpetrase otros, se le aplicará la pena 
del más grave y los otros se considerarán circunstancia agra- 
vante (artículo 87, Código Penal). 
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La pena de la estafa que constituye en este caso el delito 
más grave es de tres á seis años de penitenciaría cuando la su- 
ma estafada pase de 6000 pesos (artículo 202, Código Penal). 

Las penas divisibles se gradúan en su aplicación, teniendo 
en cuenta las circunstancias del hecho: con el mínimum si hay 
atenuación; con el máximum si hay agravación (artículo 52, có- 
digo citado). 

Al agrimensor Diaz, convicto del delito de estafa ala nación^ 
por medio de la falsedad de un documento público, le corresponde, 
pues, como pena, seis años de penitenciaría. Sin perjuicio de las 
acciones civiles á que hubiere lugar para el reintegro de las su- 
mas indebidamente percibidas, deduzco contra don Julio Y. 
Diaz las acciones criminales corresponiientes á los hechos le- 
galmente calificados^ y pido áY. S. que en oportunidad se sirva 
condenarlo á la pena indicada, con deducción del tiempo que 
lleva de detención. 

Dígnese dar por presentada la acusación y por evacuada esta 
vista que cierra el primer capítulo del sumario de tierras y co- 
lonias. 

José María Busíillo. 



Fallo del Juez federal 

Buenos Aires, Noviembre 6 de 1894. 

Y vistos: Estos autos seguidos contra Julio Y. Diaz, argen- 
tino de nacionalidad, viudo, de 56 años de edad, ingeniero, do- 
miciliado en la calle Rodríguez Peña número 223, acusado por 
el Procurador Fiscal de falsedad y estafa, en los que se encuen- 
tran los siguientes antecedentes : 

Habiendo el diario La Prensa de esta Capital, hecho diversas 
publicaciones en las que se denunciaban irregularidades come- 
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tidas en la Oficina de Tierras y Colonias, el Procurador Fiscal 
pidió que el editor de aquel diario fuera llamado á ratilicarse 
en esas denuncias. Así se ordenó por el Juzgado, y el dotor 
Adolfo E. Dávila, en representación del editor de Lá Prensa, 
hizo la ratificación pedida, estableciendo^ en lo relativo á lo que 
áeste procesocorresponde, que la mensura encomendada al agri- 
mensor Julio Y. Diaz, en Tierra del Fuego, no había sido prac- 
ticado en el terreno. 

En consecuencia, se dispuso la instrucción del correspon- 
diente sumario, dictándose á solicitud fiscal las medidas condu- 
centes ¿ la averiguación de los hechos, y en oportunidad, habién- 
dose encontrado mérito para ello, se ordenó la prisión preven- 
tiva del procesado Diaz. 

Clausurado el sumario, el Procurador Fiscal dedujo, contra 
Julio y. Diaz, acusación en forma por falsedad y estafa, pi- 
diendo se le aplicara la pena de seis años de penitenciaría. 

Conferido el correspondiente traslado de la acusación fiscal, 
el Defensor del procesado y el procesado mismo en un memo- 
rándum adjunto á la defensa, sostienen la improcedencia déla 
acusación fiscal, pidiendo que Diaz sea declarado libre de culpa 
y cargo y puesto en libertad. 

Recibida !a causa á prueba, se ha producido la de descargo 
que corre agregada de foja 205 á foja 278, con lo que se llamó 
autos en los términos del artículo 492 del Código de Procedi- 
mientos en materia penal, quedando así la causa en estado de 
sentencia. 

Examinadas las constancias de autos, á efecto de establecer en 
debida forma los hechos que en ellas aparecen justificados, 
resulta : I** Que el amojonamiento de las 500 leguas cuadra- 
das de tierras que Diaz se encargó de medir en Tierra del Fue- 
go por el contrato que obra en el expediente agregado, no se ha 
llevado á cabo en la forma y condiciones establecidas pn ese 
contrato y en las instrucciones expedidas al efecto por el De- 
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partamento Nacional de Obras Públicas, siendo así que Diaz 
bahía aseverado reiteradamente que ese amojonamiento se ha- 
bía piactido en las condiciones estipuladas. 

En efecto> en la diligencia de mensura se hace constar la co- 
locación de mojones en relación con los progresos de la opera- 
ción que allí se detalla; en la contestación dada á las observa- 
ciones de la Sección de Geodesia del Departamento de Obras 
Públicas, relativamente á una parte del amojonamiento, dice 
Diaz textualmente: «El amojonamiento ha sido establecido 
cada dos mil metros, como dice el contrato^ y si se ha omitido 
hacer constar esta circunstancia de mensura, ha sido en obsequio 
á la brevedad ». 

En la solicitud de foja 1^ del expediente agregado, pedido á 
la Comisión legislativa de cuentas, Diaz afirma haher practica- 
do el trabajo con arreglo al contrato, y en ello se funda para 
pedir un anticipo á cuenta, de 30.000 pesos. Al informar sobre 
esta solicitud la Oficina de Tierras y Colonias da á esas pala- 
bras, su significado y alcance propios, diciendo: «La petición 
del señor Díaz es fondada^ ajuicio de esta Oficina. Dicho señor 
ha cumplido en todos sus detalles y en los términos estableci- 
dos, las obligaciones que contrajo, y es justo que por su parte 
cumpla también la suya el Poder Ejpcutivo >. 

En la solicitud que corre áfoja 121 de los autos principales, 
Diaz, fundado en que el gobierno había desistido de vender en 
Europa las tierras de la mensura, pide « hacer entrega á la Go- 
bernación del territorio de las tierras medidas con arreglo al 
contrato y al amojonamiento existente > . 

En todos estos documentos, Diaz da. pues, por hecha y termi- 
nada la operación de mensura, de acuerdo con las estipulacio- 
nes de su contrato, y por practicado el amojonamiento en la 
misma forma. 

Ahora bien, Diaz, en su declaración, confiesa qu^ el amojo- 
namiento que hizo, fué sólo con carácter provisorio; siendo pro- 
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visorios todos los mojones que dice haber colocado, tanto los de 
las líneas exteriores como los esquineros (fojas 4¿ vuelta y ^S). 

Lo mismo consta de los informes del señor Yirasoro, enton- 
ces perito argentino para la demarcación de límites con Chile. 
En el de foja 7 vuelta dice : c no haber encontrado amojona* 
miento sobre el terreno ni aún sobre la línea meridiana, que 
aparecía trazada desde el Cabo al sud>, agregando que habien- 
do interpelado al respecto á Diaz, que entonces formaba parte 
del personal de la comisión de límites con Chile, éste le mani- 
festó que había creído mejor esperar que la línea divisoria con 
Chile quedara definitivamente fijada por la comisión internacio- 
nal de límites. Este informe fué ratificado en el de foja 60. 
En el que corre á foja 91, el perito Virasoro amplía y precisa 
sus aseveraciones sobre el particular. Establece que en el con- 
cepto de que el amojonamiento debía hacerse de acuerdo con 
las instrucciones recibidas por Díaz, no ha encontrado la comi- 
sión de límites en todo lo recorrido por ella, mojón alguno ; 
que sólo han hallado algunas estacas con una pequeña chapa de 
^ata, que serían seguramente señales provisorias^ pero '];ue ape- 
nas sobresalían del suelo desde 20 hasta 40 centímetros, c En 
el punto inicial del meridiano divisorio con Chile, cerca del 
cabo, y un poco al Oeste del punto que nosotros tomamos como 
tal, dice, encontramos, después de mucho buscar^ una de estas 
estacas, saliente como 20 centímetros sobre el suelo, con una 
pequeña placa de lata en que se había grabado, punzando el con- 
torno, el número 0. Sobre el meridiano no hemos encontrado 
otras estacas, quizá porque nuestra línea, no fuera exactamen- 
te sobre la del señor Diaz y también porque en muchas partes 
nosotros ñus apartamos de la recta», Y luego, refiriéndose á la 
costa del Atlántico, dice c haber encontrado estacas pero que no 
han podido notar el amojonamiento prescrito >. 

En el informe d-el entonces gobernador de la Tierra del Fue- 
go, doctor Cornero, que corre áfoja 16, este funcionario maní- 
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fiesta : c qae en cuanto al amojonamiento, paedo garantizar 
que he recorrido una parte del territorio y que no he encontra- 
do un solo mojón de acuerdo con lo que establece el contrato, 
habiendo sido imposible por esta razón poner en posesión de 
sus campos á varios arrendatarios que presentaron sus títulos á 
la gobernación». 

El ingeniero Julio Popper declara á foja 23, que, cuando re- 
gresó á Tierra d^l Fuego, recorriendo la parte Sud del territo- 
rio, no encontró ningún mojón, ni otra señal de que se hubiera 
realizado la mensura antes mencionada. 

£1 capitán de fragata Eduardo O'Coonor, declara á foja 25 
vuelta, que la comisión de limites no encontró mojones en la 
parte de Tierra del Fuego recorrida por ella en desempeño de 
su cometido. 

El teniente de fragata Juan A. Martín declara, á foja 32 vuel- 
ta, que: c habiendo recorrido una gran zona del territorio que 
debió medir Díaz, no ha encontrado mojones, ni vestigio alguno 
de que se haya practicado dicha mensura». 

Los testigos de descargo presentados por el procesado han de- 
clarado en los términos generales de los interrogatorios presen- 
tados por la defensa, diciendo que se colocaron gran número de 
mojones, sin determinar su clase ó forma, por lo que deben re- 
ferirse á las estacas ó mojonei provisorios de que habla Diaz 
en su declaración y la defensa en su contestación á la acusación 
fiscal. 

Por codo loque se deja relacionado, queda, pues, justificada, 
la conclusión asentada de que el amojonamiento no se había 
efectuado en las condiciones del contrato, y por lo tanto, Diaz 
había faltado á la verdad en la narración de los hechos, al afir- 
mar en varios documentos que ese amojonamiento se había 
practicado de acuerdo con io estipulado. 

2^ La mensura no se ha llevado á término, en todas sus par- 
tes, como aparece de la diligencia presentada por Díaz y de los 
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planos adjuntos á ella. Diverso8 hechos y circnnstancias con- 
curren á justificar esta conclusión de una manera acabada. En 
efecto, según se expondrá en seguida, se consignan en la dili- 
gencia j plano de mensura operaciones impracticables en la 
forma consignada; se da una situación muy distante de la ver- 
dadera á los brazos principales del Rio Q-rande y del Carmen 
Sylva, en su cruzamiento con el meridiano del cabo Espíritu 
SantOy y no se consignan diversos brazos ó afluentes de esos 
rios que también cortan ese meridiano; se da por medidas y 
amojonadas, numerosas lineas de lotes, dentro de un extenso y 
espeso bosque, sin abrir en éste picada alguna; y por último se 
pretende haber hecho la mensura en un lapso de tiempo, con 
mucho insuficiente. 

En uno de los planos que obran en el expediente de la men' 
sura, presentados por Díaz, el relevamiento del Bio Grande 
aparece hecho por medio de líneas auxiliares. Habiéndose re- 
querido informe del Departamento de Obras Públicas, sobre si 
esta operación podía consignarse en el plano en esa forma, ha- 
biéndose practicado en otra, contesta á foja 79: cNo puede 
admitirse que con propósito alguno se haga constar en el pla- 
no, líneas que no han sido medidas en el terreno». Y en cuanto 
á la posibilidad de que se haya hecho el relevamiento de ese rio 
por medio de las líneas auxiliares que figuran en el plano, el 
señor Virasoro dice: vEu la parte que hemos visto del Bio 
Grande, éste tiene de anchura media ochenta metros, y su cau- 
dal es tal, que no ofrece pasos sino en pocos y determinados lu- 
gares. Es claro que mientras más se acerque de la emboca- 
dura, el caudal debe ser mayor. Creo, pues, que el relevamiento 
de su costa por medio de líneas que lo crucen de una á otra 
banda, no es practicable, al menos por mediciones con la cinta. 
Los pasos mismos vadeables á caballo, son escasísimos y hasta 
ep sus brazos secundarios, y tan arriba como hemos andado, 
hemos tenido dificultades para cruzar de una á otra banda. 
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perdiendo á veces hasta un día en encontrar tales pasos». 

Interrogados los testigos O'Connor, Martin, Popper y Erd- 
man, sobre si en la parte boscosa del territorio por ellos reco- 
rrida, habían encontrado alguna picada que indicara el paso de 
la cinta de agrimensor, todos declaran no haber encontrado nin- 
guna señal de picada. El señor Yirasoro dice á foja 62 sobre 
el mismo punto: cEn la parte qne nuestras operaciones han 
abarcado, si bien hemos cruzado algunas agrupaciones ya com- 
pactas de bosques, no hemos encontrado señal alguna de qne 
se hubieran abierto picadas; aunque el meridiano mismo del 
cabo Espíritu Santo, se interna en varios grupos de bosques 
desde antes de cruzar ala parte sud del RioG-rande». 

Pero el señor Diaz ha dicho en su declaración de foja 42 que 
^ara medir !a parte boscosa del territorio, dada su configura- 
ción, no fué necesario hacer picadas, pues se valió de rodeos; 
manifestando nuevamente, á foja 53 vuelta, que había hecho la 
mensura de las líneas anteriores á través del bosque por los me- 
dios acostumbrados, es decir, la cinta, los jalones, pero que no 
había tenido necesidad de abrir picadas, pues había rodeado los 
obstáculos con líneas auxiliares para entrar y salir. 

Solicitado informe sobre el particular del Departamento de 
Obras Públicas, la Sección de Geodesia expresa, á foja 78 vuel- 
ta, qne: c La demarcación de diversas líneas dentro de un mon- 
te tupido de 300 leguas cuadradas de extensión, sin practicar pi- 
cada alguna, es materialmente imposible». 

Interrogados al respecto como peritos y conocedores de esos 
territorios, los señores O'Connor, Martín, Popper y Erdman, di- 
cen: el primero y el último que creen imposible que se puedan 
medir á través de esos bosques, varias líneas con cinta y amo- 
jonen cada dos mil metros, sin abrir una sola picada, dada la 
densidad del bosque; la misma imposibilidad manifiesta el se- 
gundo, fundándose en que él, para recorrer trayectos á través 
de esos bosques, á pesar de no tener que hacer medición algu- 
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na, tuTo que romper áib>les: Popper dice que creo que es ímpo* 
sible trazar naa recta p<>r espacio de iiDa cuadra >in abrir uua 
picada. T el perito Virasoro, en dos oca>iones, Uoga á la misma 
conclusión en términos tan convincentes como se terá en so- 
guida. Dice en su informe de foja 91 contestando u la quinta 
pregunta: «Los bosques al sud dol Rio Grande apareotMi cu- 
briendo cimpactamente grandes extensiones de esos terrenos y 
son espesos. Por lo que hemos visto en la parte explorada por 
nosotros, no es posible, á mi juicio, demarcar líneas de deslin* 
de, medidas á cinta y amojonados á distancias fijas j relativa» 
mente pequeñas, como son las de dos en dos kilómetros, sin 
abrirse picadas en esos bosques; porque el deslinde, medición y 
amojonamiento de las lineas, relacionándose y complementan* 
dose entre si, imponen la necesidad de hacer sin desvíos la re- 
corrida de todos los costados de los lotes, y esa recorrida no es 
posible sin apertura de picadas en la dirección precisa du esas 
líneas* 

« T aún suponiendo que pudiera haeerse la medición por ro- 
deos^ siempre sería indispensable internarse en el bosque para 
determinar los puntos de su interior, que serían muühísiuioH en 
donde fuera preciso colocar mojones, y por esto habría sienipn* 
de ser indispensable la apertura de picadas. > 

Entre los resultados obtenidos en el terreno por la roniÍHion 
de límites con Chile y los datos consignados en el plano y dili- 
gencia de mensura de Díaz, se encuentran diferencias notabien, 
que sólo tienen una explicación racional: la de que la nicnnura 
no se practicó, en esa parte, sobre el terreno, 

DiaZy en su plano y diligencia de mensura, (istablece que rd 
meridiano del cabo Espíritu Santo corta 6 es cortado híAo ^u\ 
una parte por el rio Carmen Sylva y también en una parte por el 
SioGrandf, La comisión de límites ha encontrarlo qu(^ enton 
brazos del Carmen Sylva y Kio Grande, fí^urmloH por l)íaz, 
como ios cauces principales de eso:s rios, no cortan el morid ia* 
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no en los pantos indicados por Diaz y que hay además varios 
otros brazos ó afluentes de esos ríos que también cortan el me- 
ridiano y que sin embargo no figuran en el plano de Díaz. Si la 
mensnra se hubiera hecho efectivamente en el terreno, si se hu- 
biese medido la línea del meridiano, habríase encontrado y ex- 
presado en la diligencia y plano respectivos, los puntos de in- 
tersección de ese meridiano en los diversos cursos de agna que 
existían en el trayecto. La sola medición de esa línea habría 
revelado la existencia de los brazos 6 afluentes mencionados. 

Así, dice el señor y i rasero contestando á una pregunta sobre 
esto: cPara determinar los puntos precisos del cruzamiento 
del meridiano del cabo del Espíritu Santo con los rios Grande 
y Carmen Sylva, basta la medición de una línea meridiana has- 
ta los cruzamientos buscados, no siendo necesario el levanta- 
miento de esos río», á no ser para ñnes de comprobación ó para 
bases de subdivisión ». 

La Oficina deG-eodesia del Departamento de Obras Pública^, 
en su informe á foja 78 vuelta expresa : c Toda diligencia de 
mensura debe detallar con fidelidad las operaciones practicadas 
en el terreno; es por esto que en el artículo 10 délas instruccio» 
nes que se le expidieron por este Departamento al agrimensor 
Díaz, se le imponía la obligación de consignar con claridad el 
detalle de las líneas medidas, especificando todos los acciden- 
tes topográficos y el relevamiento del océano, rios y arroyos». 

Pues bien, como se ha dicho, Díaz no da en su piano sino un 
brazo de cada uno de los ríos mencionados, y aún estos en la 
situación que expresa el señor Yirasoro, en su informe de foja 
91, en la respuesta al tercer punto: «Es verdad que el resultado 
de la medición h^cha por la subcomisión de límites á mis ór- 
denes desde el cabo Espíritu Santo al snd, hasta el Rio Oran- 
de, difiere en 27.733 metros de la distancia consignada en el 
plano del señor Diaz^ siendo mayor la encontrada por la sub- 
comisión. Esa línea, medida en direcñon sud desde el cabo re- 
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ferido corta en tres nacientes y su cauce principal un brazo 
bastante caudaloso del río, los primeros á los 114.000, 119*400 
y 121.400 metros conteos desde el cabo y el cauce principal 
del brazo á los 131.800 metros. A los 142.918 metros porta- 
mos con nuestra linea el brazo principal del Rio Grande que el 
señor Diaz figura en su plano á los 115.185. Además, al sud 
del brazo principal de dicho rio, el mismo meridiano cruza otro 
brazo del mismo^ cuya intersección precisa en distancia no co- 
nocemos, porque á esa parte no se extendió por medición sino por 
reconocimientos ligeros el estudio hecho por la subcomisión. 
El señor Diaz sólo da como cruzado por el meridiano el brazo 
principal y muy dislocado > . 

Bespecto del Carmen Sylva, dice el señor Virasoro en el mis- 
mo informe de foja 91 : c Del Carmen SylvM cruzamos, ade- 
mán (íe un cauce principal, que lo pasamos á los 98.000 metros 
que el señor Diaz lo da á los 92.894 una naciente y un afluente 
fuerte en la parte Norte á los 84.700 y 92.200 metros desde el 
cabo, y tres nacientes de otro afluente meridional á los 103.000 
107.100 y 107.700 metros. El señor Diaz sólo da el brazo prin- 
cipal i los 92.894 metros como queda dicho >. 

Y á foja 97 llega á esta conclusión el señor Virasoro con la 
autoridad que dan á su palabra la elevada misión que desempe- 
ñaba, bu competencia y su reconocida probidad científica y per- 
sonal: «La completa disconformidad que se nota entre lo que 
existe en el terreno y lo demostrado en el plano referido desde 
el Carmen Sylva hacia el sud, prueba á mi juicio que segura^ 
mente no se continuó la medición del meridiano divisorio con 
Chile más al Sud que el arroyo Carmen Silva » . 

Finalmente, hay que averiguar si ha sido posible que la men- 
sura se llevara á término en las condiciones estipuladas, en el 
lapso de tiempo en que se dice haberla efectuado. En sn decla- 
ración de foja 44 vuelta, Diaz manifiesta que empleó en la men- 
sura, subdivisión y amojonamiento de las 500 leguas de tierras. 
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desde mediados de Julio, trabajando iin término medio de diez 
horas diarias, midiendo alrededor de 15 kilómetros un día con 
otro. 

De manera que, según eso, empleáronse en los trabajos en el 
terreno cinco mese^, ó sea 150 días, que á razón de 15 kilóme* 
tros diarios dan sólo 2250 kilómetros. Según el cálculo de la 
Oficina de Geodesia^ el total de la extensión lineal que com- 
prende la mensura cuya diligencia ha presentado Diaz, alcanza 
á 3115 kilómetros. Aún admitiendo^ pues, que se hubiesen me- 
dido sin interrupción 15 kilómetros diarios durante los 150 días 
expresados, el tiempo habría sido insuficiente y habría faltado 
para medir 865 kilómetros. 

Pero si se examina la diligencia de mensura, se ve que el tra- 
bajo empezó recien en 8 de Marzo, con la determinación del 
punto de partida, esto es, la situación del meridiano del cabo 
Espíritu Santo; y entonces resultaría 20 días menos: noque- 
dando ya sino 130. 

Si se recorre la libreta de campaña que corre agregada bajo 
el número 1*^ y que es la única existente, se descubre que no 
hubo trabajo durante 15 días, los que se perdieron, según las 
anotaciones de esa libreta, por las lluvias^ por descanso, mar- 
cha, espera de provisiones, mudanza de campamento, etc. No 
quedan ya sino 115 días^ que á razón de 15 kilómetros de me- 
dición diaria no dan sino 1725 kilómetros. Hay un déficit de 
1390 kilómetros. 

De las apuntaciones de la referida libreta resulta que del 
tiempo transcurrido del 8 de Marzo á 24 de Abril^ 7 de los 15 
días sin trabajo se emplearon en la marcha, en la necesaria 
traslación de un punto á otro para las exigencias de la propia 
mensura. Sise descuenta una suma proporcional en el resto 
del tiempo por el mismo concepto, habrá que disminuir unos 15 
días más. Y así resulta que se habría empleado efectiva y ma- 
terialmente en el trabajo de mensura sobre el terreno, tres me- 
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ses y medio, 6 sean 105 días, que á razón de 15 kilómetros dan 
1625 kilómetros, siendo así que la extensión á medir era, según 
el Departamento de Ingenieros, de 3115 kilómetros. 

Díaz ha obviado la diñcultad que resulta de estos núme- 
ros elocuentes, diciendo que eran dos comisiones las que opera- 
ban, y que entonces el tiempo resulta suficiente. 

Pero, fuera de las observaciones que en seguida se expon- 
drán no ha advertido que si divide en dos grupos el personal, 
tendrá que disminuir el término medio de trabajo diario; si con 
25 hombres, que eran los que tenía Diaz, podía un operador 
medir 15 kilómetros diarios, dividiéndolos en dos grupos no era 
posible que siguieran midiendo 15 kilómetros por grupo, ó sean 
30 kilómetros diarios. Los cálculos precedentes se han hecho 
admitiendo que durante todos los 105 días que se habrían em- 
pleado realmente en el terreno se hubiese hecho la misma suma 
de trabajo, sin consideración á las lluvias, á la menor duración 
del día, á la naturaleza del terreno boscoso ó cubiertu de turba. 

Pero el término medio de 15 kilómetros diarios es excesivo, 
imposible. En efecto, el perito Virasoro, en su informe oficial 
de foja 91, al contestar á la décima pregunta establece que la 
subcomisión de límites, con 3 ayudantes y 3 auxiliares, con 
igual número de peones que todos los que llevó Diaz, es decir, 
25, y con mejores elementos de movilidad, en 37 días que dedicó 
á las operaciones de medición sobre el terreno (en los meses de 
Enero á Mayo, más propicios que de Abril á Julio), sólo alcan- 
zó á medir 231 kilómetros, los cuales divididos entre los 37 
dias, dan un promedio de poco más de 6 kilómetros por día. 
Agrega que en dias excepcionales de Enero y Febrero, y sobre 
la playa se llegó á medir hasta 15 kilómetros en un día. 

Hay que recordar que Diaz tenía también que subdividir en 
lotes, las tierras medidas, amojonándolas á distancias relativa- 
mente cortas. 

Es con razón, pues, que al preguntársele al perito Virasoro, 



\Aí FALLOS ÜE LA SUPREMA CORTE 

si consideraba que Diaz, con el personal y elementos que llevó 
á Tierra del Fuego, pudo efectuar desde fines de Febrero á fines 
de Junio la mensura que dice haber practicado^ ha contestado 
categóricamente: cCreo que no es posible hacer, en el tiempo 
indicado y con los elementos y personal expresados, una men- 
sura come la que se encomendó al seüor Díaz y en las condi- 
ciones que el mismo en sus diligencias respectivas dice haber 
cumplido. » Ya se había expresado en este mismo sentido en su 
informe de foja 38, donde manifestó que «dados los obstáculos 
naturales del territorio, la magnitud del trabajo de subdivisión y 
el gran número de mojones á emplearse, considero extremamente 
corto, y por lo tanto insuficiente el término de cuatro meses >. 
Además de esto^ es de observar aún lo que expresa el señor 
Yirasoro respecto de la duración media del día en aquella re- 
gión en los meses de Enero á Junio, y sobre todo, lo que tam- 
bién consigna en su informe relativamente á las lluvias y ne- 
vadas y la influencia que éstas hayan podido tener en el retardo 
de las operaciones de mensura sobre el terreno. Háse ya cons- 
tatado que el promedio de 15 kilómetros de medición diaria, 
que Diaz pretende haber hecho, es imposible; lo es más toda- 
vía, en presencia de los siguientes datos del señor Yirasoro : 
«Las lluvias son frecuentes (en los meses de Marzo, Abril, Ma- 
yo y Junio) y aunque en forma de garúas, dificultan la medi- 
ción. £n las cercanías del Río Grande, tuvimos nevadas á me- 
diados de Marzo. A principios de Abril, las tuvimos en el rio 
CuUen y cabo Espíritu Santo. En Mayo ya asumen ellas gran- 
des proporciones y según observaciones hechas por un empleado 
de la comisión que se encuentra actualmente en Tierra del Fue- 
gOy en los meses de Mayo y Junio del presente invierno, que es 
reputado benigno por los habitantes de aquel lugar, la nieve 
ha alcanzado á 40 centímetros de espesor. En esa estación todo 
trabajo de mensura es poco menos que imposible en aquella re- 
gión ó la operación tendría que ser sumamente lenta». 
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Por último, hay qae oonsiderar la naturaleza del terreno en 
que la mensara debía verificarse. En su declaración de foja 50 
Diaz reconoce que al Sad del Bío Grande se extiende una vasta 
región de bosque espeso j que, coincidiendo con esta parte bos- 
cosa, el terreno se hace pantanoso á medida que avanza el in- 
vierno, ablandándose el suelo, compuesto den na especie de tar- 
ba; que á este respecto esa parte del territorio ofreció para la 
mensura mayores dificultades, si bien el tránsito podía hacerse 
á pié con facilidad; que estas dificultades comenzaron en Marzo 
con las nevadas que desde entonces cayeron con intermitencia, 
pero lo suficiente para incapacitar á varios peones. 

El capitán O'Connor, el teniente Martín* el ingeniero Popper 
y el teniente Erdman (declaraciones de foja 100 á foja 104 
vuelta) confirman la existencia de esa región boscosa, difícil 
de penetrar^ y del terreno de turba que llega hasta dos y tres 
metros de espesor. El perito argentino Yirasoro informa sobre 
este particular, que al sud del Bio Grande los grupos de árbo- 
les son compactos y cubren grandes extensiones, estando inte- 
rrumpidas, por abras que son relativamente muy poco extensas. 

cLos bosques que hemos visio, dice, y según informes, los 
que en general cubren la zona en referencia, son espesos y en 
muchas partes obstruidos por grandes árboles secos y ramosos 
que han caído bajo la uccion del tiempo ó de vientos huracana- 
dos (foja 60)». 

En .cuanto á la turba, dice el mismo en su informe de foja 
91 (pregunta sexta) : c Esos terrenos tienen en su parte su- 
perior una capa de tejido vegetal rellenada de tierra suelta y 
que cubre un fondo de barro blando. Ese tejido es más ó me- 
nos consistente, según su estado de sequedad sea mayor 6 menor, 
y se extiende sobre ese fondo ya dicho de barro, que en parte 
es profundo de dos metros más 6 menos. Esa capa vegetal su- 
perior ofrece á veces resistencia para caminar á pié sobre ella 
sin rompejrjse, pero en muchas ocasionas ella cede, abriéndose un 

TOL. Lxni 10 
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boquete, y el viajero aún á pié se hunde. A caballo es imposible 
cruzar esos turbales. Ellos se encuentran extendidos en las ve^ 
gas y también en las altiplanicies cuando éstas se presentan en 
zonas de poco desnivel». 

Interrogado el teniente Martín sobre si los bosques presenta- 
rían dificultades á la comisión de límites para la demarcación 
de la línea divisoria con Chile al sud del Rio G-rande, dijo á 
foja 102 vuelta, que, efectivamente, ofrecerán grandes dificul- 
tades, y que para el trabajo de demarcación, á causa de esas 
dificultades, se necesitará tres veces más tiempo en la parte 
boscosa que en el llano. Y el teniente Erdman, á foja 104 vuel- 
ta, dice á este respecto: cque las dificultades son grandes y 
que, en su opinión, para trazar la línea divisoria se necesitará 
por lo menos toda una estación ». 

Y sin embargo, Va mensura se da por hecha en todas sus par- 
tes en cuatro meses^ sin abrir una sola picada á través de la 
extensa zona de bosque, y con un término medio de 15 kiló- 
metros de medición diaria, sin consideración á las lluvias ó ne- 
vadas, al bosque, al terreno fangoso que sólo permite, y con 
dificultad, el pasaje á pié. 

El perito Yirasoro aprecia debidamente todo esto en su in- 
forme de foja 60. He aquí sus palabras textuales: cEl señor 
Diaz ha tenido, según datos que he recibido, 25 hombres para 
el trabajo. Y suponiendo quede ellos haya podido emplear diez 
en la apertura de picadas y que éstos hayan trabajado en un 
solo grupo ó divididos, creo que dadas las condiciones de esos 
bosques y suponiendo el mayor aprovechamiento posible del 
tiempo y de las fuerzas de los trabajadores, éstos no podrían 
despejar sino á lo sumo tres kilómetros de picada, para faci- 
litar y aún hacer posible la medición y la prolongación de la lí- 
nea del deslinde, como término medio por cada día. 

€ Generalizando este dato, y teniendo en cuenta, en cuanto al 
trabajo de que se trata: 1^ La gran extensión á que asciende 
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la sama de todas las líneas de división que en la parte sud del 
Rio Grande, que es la zona de los bosques^ dice haber medido y 
amojonado el señor Diaz; 2® Que estando proscripto y habiendo 
sido ejecutado en el terreno, según dicho agrimensor, el amojo- 
namiento no sólo de los vértices de los lotes, sino también de 
todas lai líneas de división de dos en dos kilómetros, no es po- 
sible hacer la medición por desvíos, que además de no permi- 
tirlo la extensión de los bosques, dificultaría en vez de facilitar 
la operación con ese amojonamiento á distancias fijas; se puede 
fácilmente deducir que un año de trabajo asiduo y constante^ 
sin contratiempos ni demoras, apenas sería suficiente para 
abrirse todas las picadas en las líneas generales y de división, 
y si se agrega la consideración de las grandes dificultades en 
parte quizá insuperables por ahora, para allegar á los puntos 
de trabajo, los recursos necesarios para el sustento y los ele- 
mentos de movilidad requeridos, se verá que ese tiempo, calcu- 
lado para una zona propicia en recursos fáciles y cercanos, ten- 
drá que aumentarse notablemente, para la parte central de la 
Tierra del Fuego, en que la mensura ha debido internarse y 
donde el tiempo trauscnrrido realmente se reduce ordinaria- 
mente á una tercera parte de tiempo efectivo de trabajo.» 

Y considerando : 1*^ Que del examen que acaba de hacerse de 
las constancias de autos, resulta suficientemente establecido 
que el procesado Diaz, en la diligencia de mensura y otros do- 
cumentos por él presentados á las Oficinas Públicas de la nación, 
ha faltado X la verdad en la narración de los hechos, dando por 
verificadas operaciones que, ó no se habían realizado efectiva- 
mente, ó que se habían realizado sólo en parte ó en distinta ma- 
nera ó forma. 

2® Que estos hechos del procesado caen dentro de las pres- 
cripciones de la ley penal, no pudiendo ser considerados como 
un simple asunto civil en el cual una de las partes contratantes 
no ha cumplido ó ha cumplido deficientemente las obligaciones 
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del contrato. Es verdad que el perjuicio 6 el daño qne comporta 
el delito del derecho civil, constituye también, siquiera sea 
como posible resultado, elemento del delito de derecho penal; 
pero mientras en aquel delito sólo se produce ese daño ó per- 
juicio, en el segundo existe además la transgresión á una ley 
penal. 

En el presente caso, hay, sin duda, por parte del procesado, 
falta de cumplimiento alas obligaciones que por su contrato se 
impuso, y de este punto de vista habría lugar auna acción civil 
para obtener la ejecución de lo pactado, ó la correspondiente 
indemnización de dañus y perjuicios. Mas hay asimismo una 
violación de la ley penal : se ha fraguado una diligencia de men- 
sura y planos, para hacer aparecer como totalmente concluida 
la mensura que sólo en parte se había practicado. Esto cons- 
tituye el delito de falsedad, previsto y penado por los artículos 
64 y 65 de la ley de 14 de Setiembre de 1863, que determina los 
crímenes cuyo juzgamiento corresponde á los tribunales naciona- 
les. La lesión producida por la acción del procesado no alcanza 
solamente al interés privado del Estado, como persona del de- 
recho de los bienes; afecta al mismo tiempo al interés social 
que la ley penal ampara con sus prescripciones. 

Así lo ha reconocido, por lo demás^ la Corte Suprema, coan- 
do en el incidente sobre excarcelación provisoria del procesado, 
ha establecido categóricamente que la prisión preventiva esta- 
ba bien ordenada; si sólo se hubiese tratado de un delito civil, 
aquel Tribunal se habría apresurado á declarar la incompeten- 
cia del juzgado del crimen para entender en el asunto orde- 
nando la libertad del sindicado. 

8^ Que no resultando de las circunstancias particulares de 
esta causa una presunción contraria, debe estarse á la presun- 
ción legal, según la que se considera cometido con intención cri- 
minal todo hecho calificado por la ley como delito. Se ha adu- 
cido como escusa del procesado, el propósito que á éste se atri- 
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baía de volver á Tierra del Faego á reemplazar los mojones 
provisorios por los definitivos, que, con arreglo al contrato» de- 
bieron colocarse; pero, aparte de qae la solicitad de Diaz de 
entregar inmediatamente tas tierras qae decía medidas y amo- 
jonadas desautoriza esa excasa, es inverosímil qae él se habiera 
propaesto hacer en so segundo viaje, la mensura que no había 
hecho sino en parte la primera vez, y el amojonamiento que 
aún en esta parte se había practicado fuera de lo estipulado. La 
intención dolosa resulta, por lo demás, de la ejecución de los 
hechos incriminados, porque no se concibe que se hayan podi- 
do efectuar con intención inocente : esta no cabe en la presen- 
tación de una diligencia y planos en que se da por terminada 
una mensura no practicada. 

Agregúese á esto que luego Diaz ha reclamado y percibido, 
fundado en esa diligencia y planos, una parte del precio de la 
operación, 30.00() pesos, que agregados á los 25.000, que ya ha- 
bía recibido, forman la suma de 55.000 pesos, que representan 
un perjuicio probable para el Fisco. 

En apoyo de la intención atribuida al procesado» y que acaba 
de examinarse, se aduce la cláusula dsl contrato, según la cual 
el agrimensor Diaz debía hacer entrega de las tierras medidas 
á los compradores que las adquiriesen hasta dentro de los dos 
años siguientes á la aprobación de la mensura. 

Y para robustecer el argumento, se clasifica esto como un de- 
recho áéi agrimensor. Así resultaría, que teniendo el derecho 
de entregar las tierras hasta dos años después de medidas, te- 
nía también el derecho de no hacer hasta entonces el amojona- 
miento proscripto en el contrato. Pero esto no es sino una habi- 
lidad de la defensa. 

Esa cláusula es una previsión de los que formularon el con- 
trato; buscaron una garantía más de efectividad y de verdad de 
la operación de mensura, en la obligación que le impusieron al 
agrimensor de hacer entrega de las tierras á los compradores 



150 FALLOS D£ LA SUPREMA CORTE 

hasta dos años después de aprobada la mensura. Para qne la 
mensura se aprobase era menester que ella estuviese realizada. 
¿Y cómo? Realizada en la forma establecida en el contrato, es 
decir, subdivididas las tierras en lotes y amojonados en la 
manera estípnlada. 

Y tan era esa una obligación, que podía en el caso tener con- 
secuencias enojosas, que Díaz se presentó, casi al mismo tiempo 
qne la Oficina de Geodesia hacía sus observaciones á la opera- 
ción de mensura, pidiendo hacer entrega inmediata de las tie< 
rras medidas con arreglo al contrato y al amojonamiento exis' 
tente. Nada justifica, pues, la existencia de ese propósito que el 
procesado se atribuye, el cual, por lo demás, carece de impor- 
tancia, si se tiene presente qne ha quedado demostrado que sólo 
una pequeña parte de la mensura se ha practicado efectiva- 
mente en el terreno. 

4^ Que la calificación legal que corresponde al delito come- 
tido por el procesado es el de falsedad únicamente, no pudiendo 
considerarse que también se ha cometido el de estafa, como lo 
sostiene la acusación, pues el perjuicio que resultaría para el 
Fisco de las sumas percibidas á cuenta de la mensura, debe es- 
timarse como un elemento de la misma falsedad comc^tida. 

5° Que la penalidad qne al procesado debe aplicarse no es la 
qne determina el artículo 64 de la ley citada de 14 de Setiembre 
de 1863, sino la menos grave del artículo 65, pues contraria- 
mente á lo sostenido por el Procurador Fiscal (y por el señor 
Procurador General en el incidente de excarcelación), el agri- 
mensor procesado no puede ser considerado empleado nacional 
por el hecho de haber contratado una mensura con el gobierno 
nacional. 

No habiendo la ley del 63^ ni el Código Penal, definido en 
ninguna de sus disposiciones, lo que legalmente debe enten- 
derse por empleado, en la aplicación de las prescripciones pe- 
nales que se refieren á esa categoría de personas, habrá que 
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atribuir á esa denominacioo^ la acepción y el alcance qne co- 
munmente se le dan. 

Escriche, en el Diccionario de legislación y jurisprudencia 
define el empleado: «el destinado por el gobierno al servicio 
público de la nación y pagado por ésta >; y en la voz funciona- 
rio público, dice: 

< Generalmente, por funcionario ó empleado público, se en- 
tiende toda persona, que ejerce funciones públicas, cuales son 
las que se ejercen en nombre del Estado, y que constituyen una 
parte de la autoridad pública ó que tienen por objeto la admi- 
nistración de la cosa pública. > 

Evidentemente esta es la acepción que corresponde á la voz 
empleado, y no habiendo la ley determinado el alcance verda- 
dero que tenga esa denominación, no puede asignársele uno 
más lato que el ordinario, tanto más si se tiene en cuenta que 
con ello habría de ampliarse, de extenderse los casos en qne fue- 
se aplicable la más grave penalidad qne la ley determina para 
estos delitos cuando son cometidos por empleados. No puede, 
pues, decirse que se hallen incluidas en la categoría de los em- 
pleados públicos, ni que reciben comisión que los equipare á los 
empleados, aquellas personas que, cómo Diaz, contratan con el 
gobierno la ejecución de una mensura, como no lo serían los 
que contrataran con él la construcción de un edificio; ó el sumi- 
nistro y la confección de vestuario para el ejército. 

El artículo 64 de nuestra ley penal de 1863 procede del Có- 
digo español de i850, y se encuentra también en el reformado 
de 1870. Este, en su artículo 4i6 reputa funcionario público, 
á los efectos de las responsabilidades anexas á los empleados 
en los delitos que le son peculiares, todo el que por disposición 
inmediata de la ley 6 por elección popular, ó por nombramiento 
de autorilad competente participa del ejercicio de funciones 
públicas . 

Pacheco al ocuparse del título del Código sobre delitos de los 
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empleados públicos en el ejercicio de sas cargos, dice : < Llá- 
mase comunmente empleado, á los funcionarios del orden civil 
qae deben su nombramiento al gobierno y qne se destinan á 
servir bajo sas órdenes en la administración de las cosas pú- 
blicas. 

€ Un eclesiástico, un militar, un escribano propietario de su 
oficio, un profesor que ganó su cátedra, no se llaman empleados 
en el lenguaje común; y no tienen ese nombre justamente, por- 
que es necesario distinguirlos de un secretario de gobierno po- 
lítico, de un administrador de rentas, hasta de un consejero 
real, á quienes libremente se ha instituido para ejercer la ac- 
ción del mismo gobierno en superior ó inferior categoría. Mas 
en este título que nos ocupa, la palabra empleado tiene más lata 
significación. Todo el que ejerce funciones, todo el que desem- 
peña un cargo público en la sociedad, entra 6 puede entrar aqní 
dentro de aquella esfera. 

cEl alcalde de elección popular, el escribano que ha heredado 
su oficio, el cura que obtuvo por oposición su curato, á todos es* 
tos^ y á cuantos otros casos análogos se imaginen, puede alcan- 
zar la ley en sus respectivas disposiciones. 

c La expresión empleado, quiere decir persona pública^ perso- 
na que tiene un carácter en la sociedad dirigido á su ordenación 
según la ley^» 

Pero aún admitiendo que en nuestra ley la voz empleado de- 
biera tener una aplicación tan lata, ¿alcanzaría acaso á com- 
prender en sus términos al agrimensor, que en licitación públi- 
ca obtiene la mensura de una cierta extensión de tierra pú- 
blica? 

La negativa se impone á juicio del Juzgado. El artículo 64 
de la ley del 68 se refiere al c empleado nacional, qne abasando 
de su oficio, cometiese falsedad; el 65 se refiere al particular 
que cometiere falsedad en documento público ú oficial en el que 
hubiere presentado ó introducido en las oficinas de la liaciou, 
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etc.^ y castiga al primero con ana pena mayor qae al segando. 
Aún dentro de las prescripuíones del Código español de 1870, 
la Yoz empleado no comprende & los particulares que desempe- 
ñen accidentalmente por comisión las funciones del empleado, 
y así se ve que el artículo 277 establece pena especial para 
el particular que, encargado de la conducción 6 custodia de 
un preso 6 detenido, cometiese el delito de infidelidad; y el 
artículo 281 determina que se aplicarán las penas de los artí- 
culos anteriores á los particulares encargados accidentalmente 
del despacho ó custodia de papeles ó documentos, por comisión 
del gobierno ó de los empleados, á quienes hubieren sido con- 
fiados aquellos por razón de su cargo. 

Se requeriría, pues, el desempeño de unafuncion, de un em- 
pleo, de un cargo público: el procesado no se ha encontrado en 
tales condiciones, por lo cual no puede aplicársele la penalidad 
establecida en el referido artículo 65 de la ley nacional penal . 

6" Que no habiendo circunstancias agravantes en contra, ni 
atenuantes en favor del procesado, corresponde, según la regla 
del artículo 52 del Código Penal, aplicar en su término medio 
la pena impuesta al delito cometido por el procesado, en el ar- 
tículo 65 de la ley penal de 14 de Setiembre de 1863. 

Forestes fundamentos, de acuerdo con las citadas prescrip- 
ciones legales, fallo: condenando á Julio Y. Diaz, á la pena de 
dos años de trabajos forzados, de la que se deducirá el tiempo 
de prisión preventiva que haya sufrido, á razón de tres días de 
ésta por ono de aquella pena; y al pago de una multa de 550 
pesos fuertes ó su equivalencia en moneda de curso legal, más 
las costas dol juicio. En oportunidad, comuniqúese al Director 
de la Penitenciaría á los efectos que correspondan, y hágase la 
devolución de los expedientes agregados. 

J. V. Lalanne. 
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VISTA DEL SEftOR PROCCRAOOR GENERAL 



Buenos Aires, Abril 3 de 1895. 
Suprema Corte : 

La extensa prueba acumulada en el proceso, ha demostrado 
que la mensura en cuestión no se practicó sobre él terreno, en 
la totalidad de sus líneas, ni pudo tampoco practicarse en todos 
los detalles de deslinde, amojonamiento y subdivisiones inter- 
nas del perímetro determinado en los planos, dentro del relati- 
vamente breve espacio de tiempo empleado al efecto por el agri- 
mensor Diaz. 

Esa prueba ha sido bien estudiada 7 apreciada en la acusa- 
ción fiscal, corriente á foja 132, 7 en los resultandos de la prime- 
ra parte de la sentencia corriente á foja 302. £1 análisis compara- 
tivo de la mensura con los trabajos informados por la comisión de 
límites con Chile^ demuestran diferencias é irregularidades, co- 
mo la diferencia de 27 kilómetros entre el punto en que el cauce 
del Rio Grande intercepta el meridiano del Cabo 7 como la refe- 
rencia de un solo punto de intercepción del meridiano del cabo 
Espirita Santo con el rio Carmen Sílvu, 7 uno solo con el Hio 
Grande : cuando en realidad, el primero cae en siete puntos di- 
versos 7 el segundo en seis, bajo la línea de aquel meridiano. 

Si á ello se agrega la falta de demarcación del amojonamien- 
to primero, su designación posterior, con declaración del pro- 
cesado de haber omitido esa diligencia por facilitar la presen- 
tación de la mensura, su declaración contradictoria, de haber 
sólo establecido mojones provisorios, los cambios de sistema en 
dos planos diferentes para el relevamiento de las aguas 7 la fal- 
ta material del tiempo para practicar tales operaciones según 
las tablas comunicadas por el Departamento de Obras Públicas 
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á foja 75^ la Gonolnsion incontestable es, que la mensura no fué 
practicada sobre el terreno. El trabajo presentado ala aproba- 
ción de la autoridad es, por consiguiente, engañoso y falso, al 
menos en su parte sustancial. 

Pero si esto es evidente, no dejó de serlo también, que el agri- 
mensor se ha trasladado en tiempo á la Tierra del Fuego con 
equipo 7 séquito bastante, para cumplir su cometido. 

Que ha medido positivamente gran parte del perímetro que 
le fuera asignado, que ha llevado materiales al efecto y ha colo- 
cado mojones, como lo reconoce la misma comisión de límites á 
fojas 96 vuelta y 97, en el punto inicial del meridiano divisorio 
con Chile y sobre las costas del Atlántico y del rio Cullen. Re- 
sulta entonces el hecho de una mensura iniciada y ejecutada 
en parte sobre el terreno y concluida fuera del centro necesa- 
rio de estudio, sin la medición de sus proyecciones, ni de las lí- 
neas intermediarias, sin la colocación efectiva de los mojones 
definitivos en toda la extensión del perímetro y sus subdivisio- 
nes y todo esto presentado á la autoridad nacional, como una 
operación geodésica definitiva, en cumplimiento de un contrato 
público y para servir de base á operaciones de transferencia del 
dominio público al dominio privado . 

Hay, pues, falsedad si no en el todo, en parte fundamental, y 
esta falsedad es un delito ante el derecho nacional y extran- 
jero y ante la doctrina misma sustentada por la defensa, pues 
esa falsedad es alteración de la verdad en perjuicio del Fisco 
contratante, y con el interés doloso de uní ucro indebido. 

No obstante lo expuesto en el incidente sobre excarcelación, 
hoy que la causa revela todas las circunstancias características 
del hecho acusado, no tratándose de un funcionario con nom- 
Iramionto del gobierno, ó de una comisión acordada por el mis- 
mo» en virtud de nombramiento con carácter oficial; sino de la 
ejecución de un contrato de carácter civil adquirido por licita- 
ción, no de alteración de un documento que tuviera ca ácter 
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público, sino de un simple proyecto de mensura, que aan no ha- 
bía recibido el sello de la autoridad que le diera fuerza de do- 
cumento auténtico, debo reconocer lealmente con la sentencia, 
que la falsedad acusada, se refiere á hechos en documento pri- 
vado j por persona que carecía de investidura oficial. 

¿Caál es la pena de este delito? La ley nacional de 14 de Se- 
tiembre de 1863 fué sancionada en defensa de la nación y para 
reprimir los crímenes, que, como lo establece en sus diversos 
títulos, afectan directamente su seguridad, su interés 6 su cré- 
dito. Tal ley no ha debido ser derogada por el Código Penal 
posteriormente sancionado. El Código Penal prescribe el dere- 
cho coman y sus relaciones con particulares y gobiernos locales; 
pero la ley de 1863 se refiere á los atentados contra la nación 
misma, como la traición, rebelión, piratería, falsificación de su 
moneda, de sus sellos, documentos, etc., etc., todo lo que en fin 
atenta contra su seguridad, su paz interna ó externa, su mone- 
da, su crédito. Es esta ley aplicable entonces al caso sub-judice, 
del que resulta falsedad en un documento privado sin duda, pe- 
ro destinado á ser prueba fehaciente del deslinde y subdivisión 
de tierras públicas, que la nación debía vender y entregar bajo 
la fé de sus constancias. Es fuera de duda que se trata de un 
hecho delictuoso, cuya investigación y castigo no debía dife- 
rirse i espera del pronunciamiento, por otra parte no dudoso, 
acerca del mérito de la mensura. Ese pronunciamiento sólo al- 
canza á la aprobación ó desaprobación, con referencia á los an- 
tecedentes: los móviles ilícitos conducentes á producirlos caían 
bajo el imperio del Código Penal, y el Procurador Fiscal á quien 
llegaba la denuncia^ según las prescripciones de los artículos 
155 y 164 del Código de Procedimientos en lo Criminal, estaba 
autorizado, obligado á promover el jnicio criminal y á deducir 
las acciones criminales con sujeción á lo proscripto en el artí- 
culo 171 del mismo Código. Ninguna nulidad se entrevé, en el 
ejercicio del procedimiento establecido y ninguna tampoco pro- 
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cede de la omisión de la sentencia, al prescindir de estas cuestio- 
nes qae no son fandamentales. La sentencia se ha separado de 
la forma ordinaria, tal vez bascando mayor amplitud, en cansa 
de hechos tan complejos, para el estudio en detalle de los pun- 
tos capitales. 

Pero es cierto que ha abrazado y examinado todo cuanto era 
necesario para la legalidad de su forma y fondo^ estableciendo 
y apreciando con extensión, los antecedentes requeridos en el 
artículo 488 del Código de Procedimientos en lo Criminal. No 
procede, entonces, la nulidad denunciada por la defensa^ cuan- 
do esa nulidad sólo puede resultar, según el artículo 509 del 
Código invocado para sustentarlo, de la violación de las for- 
mas esenciales de procedimiento. 

Volviendo entonces al delito denunciado é investigado, el ar- 
tículo 64 de esa ley nacional de 1863^ especifica las falsedades 
que puede cometer, abusando de su oficio, un empleado nacional 
colocando entre ellas según el ii:ciso 4^, c la falta de verdad en 
la narración de los hechos». 

El artículo 65 de la misma, se refiere al particular que come- 
tiere algunas de las falsedades designadas en el artículo ante- 
rior en documento público ú oficial, 6 en el que hubiere presen- 
tado ó introducido en las oficinas de la nación. 

El procesado, admitiendo su carácter privado y el de la misma 
mensura practicada para la nación por el hecho de presentarla 
á las oficinas nacionales con las falsedades denunciadas, ha caí- 
do bajo e¡ régimen penal de ese artículo. 

La pena debe ser entonces de trabajos forzados de uno á tres 
años, y multado iOO á 1000 pesos. 

No existe igual delincuencia entre el que falsifica un docu- 
mento público ú oficial y el que introduce á las oficinas públi- 
cas un documento privado con el mismo vicio. El uno atenta la 
fé pública y el crédito de la nación, el otro envuelve sólo una 
tentativa de sorpresa á la autoridad. Si para el primero es apli- 
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cable el máximun de la pena, pienso que al último le corres- 
ponde el mínimun. 

Deduzco esta distinción, no sólo de la diversalidad de los 
grados de criminalidad efectiva y perjuicio probable que entra- 
ñan uno y otro hecho, sino del orden de designación gradual de 
las falsedades, que expresa el artículo 64 y del secundario en 
que el artículo 65 coloca los hechos de falsificación en docu- 
mentos presentados á las oficinas nacionales. 

Por ello, pido á V. £. que desechando la nulidad denunciada, 
se sirva revocar la sentencia de i* instancia en cuanto á la ex- 
tensión de la :pena, imponiendo al procesado el mínimun de la 
establecida en el artículo 65 de la ley nacional citada. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corfe 



Buenos Aires, Marzo 19 de 1896. 

Vistos y considerando: Que el procesado Diaz fué acusado 
en esta causa por el doble delito de falsedad y estafa ó defrau- 
dación . 

Que juzgado el proceso, la sentencia del inferior declara exis- 
tir tan sólo el primero de esos delitos, ó sea el de falsedad, y eli- 
mina expresamente el segundo contenido en la acusación. 

Que el Ministerio Público no ha interpuesto recurso alguno 
contra la mencionada sentencia, viniendo así la causa á conoci- 
miento de esta Suprema Corte, únicamente por los de nulidad y 
apelación deducidos por parte del procesado. 

Que el señor Procurador General no tan sólo no se ha adhe- 
rido á la apelación en esta instancia, sino que ha pedido la re- 
ducción de la pena impuesta por la sentencia recurrida. 
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Que con tales antpcedeates, esta Saprema Corte no paede juz- 
gar sino sobre el delito de falsedad j al que la apelación se re- 
fiere, no pudiendo en manera alguna agravar la condición del 
procesado imputándole la comisión de delitos de que ha sido 
absnelto, para basar en ellos una condenación penal, todo de 
conformidad á los principios que reglan la materia y á la juris- 
prudencia invariablemente establecida. 

Que el delito de falsedad se halla debidamente comprobado 
en autos, como lo demuestran las consideraciones de la senten- 
cia apelada y del dictamen del señor Procurador General \ 

Que debiendo graduarse la pena entre el mínimsn de un año 
de trabajos forzados y tres de la misma pena, con arreglo á lo 
dispuesto en el artículo sesenta y cinco de la ley penal de ca- 
torce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres, no debe í 
perderse de vista para hacer esa graduación, lo prolongado de 
la prisión sufrida, que data desde Octubre de mil ochocientos 
noventa y dos, seguii la nota del dia diez y siete de ese mes, 
corriente á foja ciento quince, y la manera de computar aquella 
cuando la demora no es imputable en el caso, al proce- 
sado. 

Que, en consecuencia, hay equidad en reducir la condena al 
tiempo de prisión sufrida, la que, por otra parte, supera á la 
pena pedida por el señor Procurador General, que entiende debe 
aplicarse el mínimun de la establecida por el citado artículo 
sesenta y cinco . 

Que no hay mérito en autos que sirva de fundamento al re- 
curso de nulidad deducido con el de apelación, por el Defensor 
del procesado, como lo demuestra el señor Procurador General 
en su precedente vista. 

Por estos fundamentos, se reduce la pena corporal impuesta 
al procesado Julio V. Díaz, al tiempo de prisión que lleva su- 
frida, confirmándose la sentencia apelada de foja trescientos 
dos en todo lo demás que contiene, en cuanto es materia del re- 
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carso traído, no haciéndose lagar á la nulidad, por no ser pro- 
cedente. Notífíqaese con el original j devuélvanse. 

benjamín PAZ. — LUIS Y. VÁRELA. 
— OCTAVIO BCNGE. — JUANE. TO- 

RRENT. — ABEL BAZAN (en di- 
sidencia). 



DISIDENCIA 



Vistos ; considerando : Que en la querella deducida á foja 
ciento treinta j dos por el Procurador Fiscal, se acusa al proce- 
sado Julio y. Diaz de dos diferentes delitos: el de falsedad, por 
haber presentado á la aprobación del gobierno nacional las dili- 
gencias de mensura de foja veinte y nueve (expediente agrega- 
do), planillas de cálculos y plano acompañados, diciendo falsa- 
mente haber practicado la mensura de quinientas leguas de 
campo en la Tierra del Fuego, á que se comprometió de confor- 
midad á las estipulaciones del contrato celebrado con el gobier- 
no nacional en fecha diez de Diciembre de mil ochocientos 
ochenta y nueve y á las instrucciones del Departamento de in- 
genieros nacionales, de foja veinte y seis (expediente agregado); 
y el de estafa ó defraudación de dineros al Tesoro nacional por 
haber cobrado y recibido de éste, á cuenta del precio de esa men- 
sura, la suma de treinta mil pesos moneda nacional en concepto 
de estar ya terminada dicha operación y mientras se hallaba á 
examen del expresado Departamento de ingenieros. 

Que el primero de estos delitos está plenamente comprobado 
por las constancias de los autos, como lo demuestra la fiel expo- 
sición que de la prueba rendida hace la sentencia apelada en la 
parte que se ocupa de ella, y lo confirma la vista del señor Pro- 
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carador General, al hacer el análisis de la misma. Que el segun- 
do de los delitos mencionados se halla igualmente comprobado 
por el expediente administrativo^ agregado á estos autos, sobre 
cabro de los treinta mil pesos moneda nacional^ donde consta 
que Diaz cobró y se le pagó esa suma, á cuenta de los honora- 
rios que se estipularon en el contrato agregado que había termi- 
nado la mensura de que se trata, cuya operación se hallaba, 
hacía dos meses, á estudio del Departamento de ingenieros, ha- 
biendo sido aprobada ya por la oficina de Tierras y Colonias. 

Que estos delitos siendo cometidos, como lo han sido, contra 
la nación, y estando previstos en los artículos sesenta y cuatro, 
sesenta y cinco y ochenta y dos de la ley de cttorce de Setiem- 
bre de mil ochocientos sesenta y tres, caen, en cuanto á su pe- 
nalidad, bajo el régimen de esta ley y no bajo la del Código 
Penal de la nación, que forma el derecho común de las provin- 
cias y que es sólo aplicable á los delitos contra la nación no pre- 
vistos en aquella ley, como expresamente lo dispone el artículo 
noventa y tres de la misma y lo ha establecido la jurispruden- 
cia de esta Suprema Corte en repetidos fallos. 

Que el artículo sesenta y cuatro de dicha ley, entre las false- 
dades que castiga con la pena que en él establece, enumera la 
que el empleado nacional cometieie faltando á la verdad 
en la narración de los hechos; y el sesenta y cinco dispone: 
que el particular que cometiere en documento público ú oficia), 
ó en el que hubiese presentado ó introducido en las oficinas de 
la nación ó en letra de cambio ú otra clase de documentos mer- 
cantiles, algunas délas falsedades designadas en el artículo an- 
terior, será castigado con la pena de trabajos forzados de uno 
á tres finos, y una multa de cien á mil pesos fuertes. 

Que, en cuanto al delito de defraudación el artículo ochenta 
y dos de la citada ley dispone : que el que emplee fraude por 
apropiarse dineros públicos» 6 que cobre al gobierno cuentas 
falsas 6 fraudulentas, pagará el triple de lo que se apropiase 6 
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cobrase, sufrirá además la pena de trabajos forzados, por uno 
á tres años ó ana malta de qninientos pesos faertes, ó ana y 
otra juntamente. 

Que, en consecuencia, habiendo cometido el procesado Díaz, 
como queda dicho, los delitos de falsedad y de defraadacion, es 
eyidente que incurría en las penas impuestas por los artículos 
antes transcriptos, penas que debían haberse acumulado en la 
sentencia apelada, por tratarse de delito de diferente especie, 
cometidos por otras tan Cas acciones y de penas de igual natura- 
leza, cuya reunión en el caso, no excedía del máximun legal, 
conforme á la expresa disposición del artículo ochenta y cinco 
del Código Penal, que como ley general de la nación, es aplica* 
ble al juzgamiento de los delitos que afectan á ésta en todo 
aquello que no se halle de otro modo dispuesto en la ley espe- 
cial de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres, 
dictada para el castigo de los crímenes contra la nación. 

Que, á pesar de esto, el Juez a quo^ en su sentencia, sólo ha 
condenado á Díaz por el delito de falsedad y le ha impuesto la 
mitad de la pena que prescribe el artículo sesenta y cinco de la 
ley de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres, 
considerando para ello, que no hay circunstancias agravantes 
ni atenuantes y que el perjuicio resultante para el Fisco délas 
sumas percibidas por Díaz, á cuenta de la mensura, debe esti- 
marse como un elemento de la falsedad cometida. 

Que por lo que hace á esta declaración, no puede haber la 
menor duda de que se ha incurrido con ella en un manifiesto 
error, por la sencilla razón de que mal puede ser elemento de 
un delito ya cometido, un hecho ejecutado con mucha posterio- 
ridad á él, como ha.sucedido en el presente caso con el cobro y 
percibo de la suma de treinta mil pesos moneda nacional, á 
cuenta de la mensura estipulada, desde que consta que este he- 
cho tuvo lugar á los dos meses de haberse presentado á las ofi- 
cinas de la nación las diligencias de mensura donde se hacía la 
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falsa relación de haber sido ésta praticada de conformidad al 
contrato, y se cometía, por consiguiente, el delito de falsedad 
may diferente por cierto del de defraudación que consiste en 
apropiarse por el fraude de dineros públicos. 

Que después de lo expuesto^ fácilmente se comprende que Diaz 
no ha tenido razón para apelar de la sentencia de foja trescien- 
tas dos, que ningún agravióle causa, antes lo favorece, por cuan* 
to no le impone la pena que merecía por sus delitos, siendo de 
observar que si por no haber apelado de ella el Procurador Fis- 
cal, como no ha apelado, acaso por haber participado del mismo 
error delJuez aguo, no puede esta Suprema Corte agravar la 
pena impuesta en la sentencia, según la jurisprudeucia que tie- 
ne establecida al respecto^ ello no puede inhabilitarla para notar 
el error padecido con el objeto de que no se reproduzca en ade- 
lante, con daño de la justicia, en caso análogo y mucho menos 
para dejar de tomar en ^.oasideracion circunstancia tan grave 
que suministra el proceso, á fin de no di^^minuir la pena ya im- 
puesta. 

Que á esta conclusión no sería justo llegar, tomando en cuen- 
ta el largo tiempo de prisión sufrida por Diaz, mientras ha du- 
rado el juicio, porque la sentencia apelada, de acuerdo con la ley, 
ha declarado que se descuente de la pena de dos años de trabajos 
forzados que le impone, aquel tiempo á razón de tres días de 
prisión por uno de trabajos forzados y la Suprem?i Corte no 
podría, sin violación de la ley, alterar dicha proporción para 
dispensar al reo del íntegro cumplimiento de aquella pena. 

Que tampooo puede llegarse á la disminución de esa pena que 
ha solicitado el señor Procurador G-eneral, aceptando la equivo- 
cada distinción que hace sobre diversidad de grados de crimina- 
lidad efectiva entre cada una de las falsedades que enumera el 
artículo sesenta y cuatro de la ley de catorce de Setiembre de 
mil ochocientos sesenta y tres. El error de esa distinción se pa- 
tentiza con la simple lectura del artículo sesenta y cinco de di- 
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cha ley, que impone al particular que cometiese alguna de las 
falsedades designadas en el artículo anterior, la misma pena de 
uno á tres años de trabajos forzados y una multa de cien á mil 
pesos fuertes, escala que excluye esa distinción por cuanto co- 
rresponde á cada una de las falsedades enumeradas, y que el 
Juez está autorizado á recorrer según haya circuntancias ate- 
nuantes ó agravantes en cada caso. En el presente no existe 
ninguna circunstancia atenuante. 

Por estos fundamentos, y las consideraciones de la vista del 
señor Procurador General, en lo relativo á la inexistencia de la 
nulidad alegada por el recurrente contra la sentencia apelada de 
f^ja trescientos dos: se confirma ésta, no haciéndose lugar al 
recurso de nulidad contra ella interpuesto, con costas. Repues- 
tos los sellos, devuélvanse. 

ABEL BAZAN. 



CAUSA x\^ 



Don Antonio March contra don Rodolfo Alurralde, por cobro 
ejecutivo de pesos; sobre apelación denegada 



Sumario. — £1 anto que, en juicio ejecntivo, ordene el nom- 
bramiento de peritos para tasar los bienes embargados, no es 
apelable. 
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• 

C(xso. — Resalta del siguiente 



RECURSO 



Buenos Aires, Diciembre S8 de 1895. 

Excelentísima Corle Suprema. 

£1 doctor AgastÍD Matienzo, domiciliado en la calle Chaoa- 
bnco número 34^ por don Rodolfo Alurralde, presentándome an- 
te V. E. respetuosamente digo: que don Antonio Maroh ha se- 
guido un juicio ordinario contra mi poderdante don Rodolfo 
Alurralde, sobre cobro de pesos, ante el Juzgado Federal á 
cargo del señor doctor Campillo y por la Secretaría del señor 
Almandos. 

2** En ese juicio ordinario se celebró transacción, en virtud de 
la cual el acreedor debía ser pagado con un crédito contra el 
gobierno nacional. Mas á pesar de ser tan claro lo convenido, el 
acreedor Maroh había iniciado juicio ejecutivo para que se le 
pague el crédito con otros bienes de ití\ poderdante, y sin ci- 
tación de éste se había embargado un terreno y se había dictado 
sentencia de remate. 

3^ Reoien cuando se ordenó se nombrara perito tasador, tuvo 
noticia mi poderdante de ese juioio ejecutivo. Deduje entonces 
la nulidad de todo lo obrado en ese juicio ejecutivo, alegando 
que^ aunque se había notificado el solvendo al apoderado ante- 
rior, don Anaoleto Resta, éste había manifestado que había de- 
jado de ser apoderado y había señalado el domicilio del señor 
Alurralde en esta ciudad, y alegando también que la sentencia 
de remate era nula por ser contraria á la transacción aprobada, 
que tiene el valor de cosa juzgada. 
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4® El juez federal no hizo logar á la nalidad. Interpuse en 
consecuencia los recursos de nulidad y de apelación para ante 
V. E. Pero el Juzgado no me ha hecho lugar á esos recursos y 
por eso ocurro directamente de hecho ante Y. E. 

5° En toda clase de juicio es admisible el recurso de nulidad. 
Y en cuanto al de apelación también es admisible de las provi- 
deocias dictadas después de la sentencia de remaíie, porque en- 
tonces ya no se trata de la discusión del título de crédito sino 
de la enajenación de bienes, y no debe privarse al propietario 
de la defensa de su propiedad. 

6** Por tanto, ocurriendo de hecho ante Y. E., pido se digne 
mandar se traigan los autos y concediéndome los recursos de 
nulidad y de apelación, revocar el auto expresado. Será, etc. 

Agmtin Matienzo. 



Fall« «• la SuprcBMi Cmrém 



Buenos Aires, Marzo 21 de 1896. 

Yistos en el acuerdo : Considerando : que después de pronun- 
ciada la sentencia de remate, el nombramienio de peritos para 
el justiprecio de los bienes embargados, forma parte del trámite 
regular del juicio ejecutivo. 

Que conforme el artículo trescientos de la ley de procedi- 
mientos sólo son apelables, en dicho juicio, los autos que sede- 
claren tales en la misma ley, entre los que no se encuentra el 
que ordena el nombramiento de peritos á los fines expresados. 

Por esto y atento á lo resuelto á foja trescientos treinta y 
cuatro vuelta del expediente remitido como informe, se decla- 
ra bien denegado el recurso. 
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Agregúense estas actaaciones á dicho expediente y devuélvase 
al Juzgado de su origen. 
Repóngase el papel. 



BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. TO- 
RRENT. 



CAUSA XXVI 



El Banco Nacional contra don Guillermo Araoz, por cobro eje- 
cutivo de pesos; incidente sobre intervención del comprador 
del bien embargado y apelación denegada. 

Sumario. — El comprador del bien embargado, tiene dere- 
recho de ser oído en el incidente que se suscite sobre nulidad 
de la venta, y es apelable el auto que le niegue dicha audien- 
cia. 



Caso. — Resulta del siguiente 



INFORME 



Suprema Corte : 



En cumplimiento de lo ordenado por Y. £ . paso á informar : 
Que en los autos seguidos por don Juan Antonio Diana, en re- 
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presentaoioB del Banco Naeíonal en liquidación^ contra don Gui- 
llermo Araoz, sobre cobro ejecutivo de pesos, se trabó embargo 
en un campo situado en el Chaco Austral, de propiedad del deu- 
dor, el que fué mandado sacar á remate nombrándose al efecto 
á los martilieros señores Bosch y compañía. 

Estos dieron cuenta desu cometido, manifestando simplemen- 
te y sin acompañar el boleto que lo acreditara que lo habían 
Tendido á los señores L. T. Pintos y L. TTrdaniz, en la suma de 
18.200 pesos moneda nacional. 

Hecha saberla operación realizada^ el doctor Dario B. Bodri- 
guez, defensor del ejecutado, se presentó observando que no 
constaba que el remate se hubiere anunciado en la cabeza del 
partido ó lugar donde se hallaban los bienes, requisito esta- 
blecido por el artículo 288 de la ley de Enjuiciamiento Federal, 
y que en consecuencia le ordenase á los martilieros, justificasen 
haberlo llenado para poderse aprobar el remate. £1 juzgado 
dispuso se hiciera la intimación solicitada á los señores Bosch 
y compañía, quienes expusieron, entre otras razones, que en 
el caso no había sido posible hacer publicación anunciando el 
remate, por no existir prensa periódica en el Chaco, 

Corrido traslado al defensor del ejecutado, éste lo evacuó 
llamándose en seguida autos para resolver. 

En este estado, los señores Pintos y TTrdaniz, alegando ser 
compradores del campo rematado, y que el incidente suscitado 
afectaba sus intereses^ pedían ser oídos, á lo que el Juzgado no 
accedió c por no ser partes en el juicio >. Apelado que fué este 
auto les fué igualmente denegado elrecurso. 

Es cuanto tengo que informar á Y. E. á quien Dios guarde. 

Juan del Campillo. 
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Autm fie la Siiprenuí Carte 

Buenos Aires, Octubre 22 de 1895. 

Vistos en el acuerdo : Versando el auto apelado sobre perso- 
nería del reoarrente para intervenir en el incidente sobre venta 
del inmnebld á qae 61 se refiere, j trayendo su negativa grava- 
men irreparable, se declara mal denegado el recurso, j se con* 
cede en relación. Líbrese oficio al Jaez de la causa para la re- 
misión (le los autos, con noticia de las partes. 

Bepóngase el papel. 

LUIS V. VÁRELA. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGB. — JUAN 
E. TORRENT. 



Fallo de la Suprema liarte 

Buenos Aires, Marzo 24 de 1896. 

Vistos 7 considerando: Que se trata en el incidente promo- 
vido á foja setenta y tres, sobre la validez ó nulidad del remate 
efectuado en la causa. 

Que en tal caso es indudable que la cuestión afecta de un mo- 
do directo á la persona que se reputa comprador legítimo, por 
razón del expresado remate. 

Por esto : se revoca el auto apelado de foja ochenta y cinco 
vuelta, declarándose que en el mencionado incidente, debe ser 
tenido por parte el recurrente. 

Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGB. — JUAN 
E. TORRENT. 
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CAUSA XXTII 



Contra los señores Gana, Cerro y Avendaño, por error en la 
clasificación de mercaderías ; sobre pena de dobles derechos 
y competencia. 



Sumario. — i^ La resolución de aduana .que clasifica una 
mercadería y condena al pago de dobles derechos, es apelable 
para ante el Juez Federal, respecto de la imposición de la pena. 

2^ No puede incurrir en pena alguna el comerciante que ha 
expresado con exactitud la especie, calidad y cantidad de los 
artículos, y ha hecho la clasificación de éstos, aceptada como 
suya por el vista. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas: 



RESOLUCIÓN DE ADUANA 



Rosario, Octubre 12 de 1895. 

Y vistos: La mercadería de que se trata, oída la opinión de 
03 vistas de esta Aduana, de todos los que componen el Tribu- 
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nal de la capital de la Bepúblioa, y otios requeridos para la 
mejor apreciación, resnelTo, en oso de la facnltad que me con- 
fiere el artícolo 136 de la Ordenanza, declararla comprendida en 
la partida número 1535 de la tarifa de avalúos, que tiene asig- 
nado el Talor de 4 pesos el kilo. 

Y resultando : Que la casa manifestó dicha mercadería de la 
clase comprendida en la partida número 1534, que tiene el aforo 
de 1.60 el kilo, manifestación que ha corroborado tanto en su 
declaración como en el escrito presentado con fecha 30 de Agos- 
to próximo pasado, lo que constituye una falsa manifestación. 

Por tanto, resuelvo : de conformidad con lo proscripto por 
los artículos 104, 128 y 930 de las Ordenanzas, condenar la dife- 
rencia de valor que resultad la pena de dobles derechos. 

Hágase saber y pase á Contaduría y tesorería para su ejecu- 
ción y á los efectos de los artículos 1029 y 1030 de las Orde- 
nanzas de Aduana, y repuestos los sellos archívese. 

Manuel Camelifw. 



VISTA FISCAL 

Señor Juez : 

La cuestión sub-judice, objetode la apelación, se reduce sim- 
plemente á saber á cuál de las partidas de la tarifa de avalúos 
corresponde la mercadería solicitada á despacho, ó lo que es lo 
mismo, á qué clasificación pertenece según tarifa, sobre el par- 
ticular, que es una cuestión de hecho ; no procede la apelación 
para ante el Juzgado Federal, como terminantemente lo dispo- 
ne el artículo 137 de las ordenanzas de Aduana, y la Suprema 
Corte Nacional lo tiene establecido en infinidad de casos, entre 
otros en uno idéntico al que nos ocupa (serie 2*, tomo 3^, pági- 
na 411). 

En consecuencia, la apelación concedida por el administrador 
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por resolución de foja 16 vuelta^ es improcedente y Y. S. debe 
declararse incompetente para conocer de ella; devolTiendo los 
antos á quien corresponda. 

R. G. Pavera. 



Fallo fiel «iuex Federal 



. Rosario, Noviembre 38 de 1895. 

Vistos : Los autos traídos en apelación por los señores G-ana, 
Cerro yAvendaño de la resotncion administrativa de foja 15 
ynelta, y resultando: qae ios señores Gana, Cerro y Ayendaño 
solicitan á esta Aduana el despacho de mercaderías generales, y 
entre ellas dos cajones con 593 kilos encaje de algodón, aforándo- 
lo ál.60; que pasada la solicitud al vista para que compruebe la 
exactitud de la clasificación, manifiesta estar conforme con ella; 
que seguido el procedimiento para el despacho, detiene la mer- 
cadería el guarda almacén para formar el c reparo > que cons- 
ta á foja 1*, por el cual resulta que en su opinión no correspon- 
de aplicar á la mercadería la partida de avaluación número 1534 
sino la del número 1535 ; que formado el correspondiente suma- 
rio, dictaminan el Tribunal de vistas de la aduana de la Capital 
y el formado en esta aduana, que la mercadería debe aforarse 
según la partida de avalúos número 1535; que el señor admi- 
nistradorde esta aduana, en mérito de estas opiniones, resuelve 
de conformidad con ellas y además condena á la pena de dobles 
derechos, fundado en los artículos 104, 128 y 930 de las Orde- 
nanzas de Aduana; que corrido traslado al ñscal, de la expre- 
sión de agravios de los apelantes, dictamina desconociendo la 
competencia de este Juzgado para entender en !a presente causa. 

Y considerando : 1® Que en cuanto á la competencia del Juz- 
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gado, está el proveyente de acuerdo con el dictamen del Fiscal 
por lo que respecta á la primera parte de la resolución de foja 
15 vuelta, declarándose el Juez sin jurisdicción para decidir el 
punto si los encajes de algodón corresponden clasificarse á tal 
ó cual partida de la tarifa de avalúos, cuestión de hecho, de com- 
petencia exclusivamente administrativa, según el artículo 137 
de las Ordenanzas de Aduana. Mas, no así en cuanto ala parte 
de la resolución administrativa que condena álos apelantes á la 
pena do dobles derechos. 

En este punto el fallo de la Aduana es apelable, de conformi- 
dad al artículo 1063 de las Ordenanzas y al fallo de la Suprema 
Corte contenido en la serie 3*^, tomo 14, página 253. Per con- 
siguiente declaro á este Juzgado con jurisdicción. 

2® Que la pena de dobles derechos establecida en el artículo 
930 de las Ordenanzas es para cuando la diferencia del aforo ha- 
ya sido descubierta por el vista, razón por la cual le concede el 
mismo articulo al vista el producido de la pena. Mas no es 
aplicable al presente caso, porque el comerciante se ha condu- 
cido en su procedimiento para el despacho con arreglo álaley : 
ocurriendo con el manifiesto y copia de la factura al vista del 
ramo, y este empleado que es el perito designado por la ley para 
clasificar el aforo, se ha expedido de acuerdo con la clasifica- 
ción hecha por el comerciante; luego no existe la diferencia á 
que se refieren los artículos 128 y 930, entre el comerciante y 
el vista. El vista reconoce en su declaración que se ha equivo- 
cado en la clasificación, que ha cometido un error al aforar la 
mercadería según la partida 1534 en vez de hacerlo por la de 
1535; este error del vista no puede servir de fundamento para 
aplicar una pena al comerciante. El mismo señor administrador 
ha omitido en su resolución aplicar la última parte del artículo 
930 de las citadas ordenanzas, que disponen que el producido de 
la pena sea en provecho del vista. Este silencio en el administra- 
dor, sobre el destino que deba tener la multa^ significa que re- 
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conoce ilegal que al vista se le premie por sn propio error. En 
este caso la lógica se impone: si no se puede cumplir con la ley 
en la aplicación del valor de la pena, es porque no debe existir 
pena. 

3^ Que es un principio de derecho penal, que las leyes que 
imponen pena, deben aplicarse estrictamente á los casos deter- 
minados por ellas y no á otros casos por extensión ó analogía, 
pues en caso de duda debe absolverse al acusado. 

Forestas consideraciones, que se incorporan ala parte dispo- 
sitiva de este fallo, resuelTO defiúitivamente en esta Sala de 
audiencias: revocándola resolución administrativa de Octubre 
12 del corriente año, en la parte que condena á los apelantes á 
la pena de dobles derechos. 

Notifíquese con el original, repónganse los sellos y devuél- 
vanse. 

Daniel Goytia. 



VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERA}. 



Buenos Aires, Febrero 29 de 1896. 
Suprema Corte: 

Encuentro ajustada á derecho la resolución del Juez a quo 
que corre á foja 26 : no debo por ello sostener el recurso instau- 
rado por el Procurador Fiscal contra ella. 

Una explicación de la tarifa, que siendo de exclusiva compe- 
tencia de la administración cae fuera de la jurisdicción conten- 
ciosa, otra la aplicación de penas, que es del resorte del orden 
judicial. Esto en cuanto i la competencia del Juez a quo. 

En cuanto á la cuestión de fondo, parece cierto que la ley no 
ha prescrito al comerciante el deber de designar la tarifa que 
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corresponda á la mercadería llevada á despacho. £1 artículo 
104 de las Ordenanzas, sóio impone entre otros al despachante, 
el deber de expresar en el manifiesto la especie, calidad y canti- 
dad de los artículos contenidos en los bultos. El vista, según los 
artículos 422, 127 y 130 debe verificar la exactitud de esas de- 
signaciones, siendo entonces que, según el artículo 132, pagará 
el aforo que la tarifa asigna á las mercaderías cuando, como en 
el caso, el despachante ha designado con exactitud, cantidad, 
especie y calidad el error en la designación de la tarifa, que el 
vista reconoce y confiesa como suyo á foja 14, es un acto de su 
exclusiva responsabilidad. No puede por él imponerse pena al 
comerciante, que puede invocar una menor avaluación y hasta 
reclamar de la impuesta, sin por ello incurrir en pena. 

Se ha de servir V.E. en mérito de lo expuesto, confirmar por 
sus fundamentos el auto recurrido de foja 26. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema C^rte 



Buenos Aires, Marzo 24 de 1896. 

Vistos: De conformidad con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General y fundamentos concordantes del auto ape- 
lado de foja veinte y seis, se confirma éste. DevuélTanse. 

■ 

BENJ4MIN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. — - OCTAVIO BUNGE. 
JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA JÍXYIII 



Uon A. Franchi contra los señores Joselin Huergo y C, sobre 

prueba testimonial 



Sumario. — No es admitida la prueba de testigos que se 
presentan en el último dia del término probatorio. 



Caso. — Hallándose en prueba el mencionado juicio, los se- 
ñores Huergo y C* pidieron, por escrito presentado el 11 de Ju- 
lio de 1894, que se tomaí^e declaración á cuatro testigos. 

El juez proveyó de conformidad, con fecba 14 de Julio, seña- 
Salando la audiencia del 23 del mismo Julio. 

Notificada la parte de Franchi, expuso : que los dichob testi- 
gos habían sido ofrecidos el mismo día que vencía el término 
de prueba, y no podía admitírseles, porque la declaración ven- 
dría á prestarse fuera del término, por culpa de la parte. 
Que la presentación de testigos debe hacerse, por lo menos, 
tres días antes de vencer eltérmino, como lo ha establecido la 
jurisprudencia interpretando el artículo 120 de la ley de Proce- 
dimientos (tomos 3 y 15, páginas 76 y 49, Fallos de la Suprema 
Corte). Pidió que se revocara el auto en que se señala audiencia 
para la declaración de los testigos, con costas á la otra parte. 
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Fallo del Jnea Federal 



Baenos Aires, Setiembre 15 de 1894. 

Autos 7 vistos : Resultando del certificado del actuario, que el 
término de prueba venció con fecha 11 de Julio» y apareciendo 
del cargo al escrito de fecha 10 del mismo» que éste fuera pre- 
sentado á la oficina actuarla el día 11 en que espiraba el término 
de prueba, es evidente que no estaba dentro de lo determinado 
por el artículo 120 de la ley de procedimientos nacionales; por 
esto, se deja sin efecto el auto de fecha 14 de Julio por con- 
trario imperio; no haciéndose lugar, en consecuencia, á lo soli- 
citado en el escrito de foja 7; y se concede la apelación en rela- 
ción que subsidiariamente se interpone para ante la Suprema 
Corte, donde se remitirán los autos en la forma de estilo. Bepón- 
ganse las fojas. 

Juan del Campillo. 



Ffillo de la Sapremn Corte 

Baenos Aires, Marzo 24 de 1896. 

Vistos : Por sus fundamentos se confirma, con costas, el auto 
apelado de foja veintitrés. Bepuesto los sellos, devuélvanse. 

BENJAIAN paz. — LUIS Y. VÁRELA. 
— ABEL BAEAN • — OCTAVIO BUN- 
GE. — JUAN B. TORRENT. 

VOL. Lxm 12 
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CAUSA XXIX 



Don Enrique Solanet contra la provincia de Buenos Aires, por 
cobro ejecutivo de pesos; sobre incompetencia é inhabilidad 
de titulo. 



Sumario. — P Corresponde á la jurisdicción originaria de 
la Bnprema Corte, la cansa civil de nn extranjero contra una 
provincia. 

2^ La Suprema Corte, encargada de interpretar la Consti- 
tncionen los casos judiciales ocurrentes, ha declarado invaria- 
blemente que las provincias son demandables ante ella. 

3° Es, por lo tanto, inadmisible la excepción de inhabilidad 
de título, fundada en la doctrina contraria. 



Caso. — El señor Solanet, extranjero y vecino de esta Ca- 
pital, promovió juicio ejecutivo contra la provincia de Buenos 
Aires, por cobro de la cantidad de 55.774 pesos moneda nacio- 
nal procedentes de letras de cambio, que fueron reconocidas 
por el gobierno de aquella. 

Dictado auto de solvendo y no verificado el pago, se libró 
mandamiento de ejecución y embargo. Trabado éste se citó de 
remate á la Provincia, cuyo representante opuso la excepción 
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de inhabilidad de títalo, fondado en la incompetencia de la Su- 
prema Corto para conocer en cansas regidas por el derecho co- 
mún, suscitadas entre una provincia y los vecinos de otra^ cuan- 
do aquella no fuera demandante ; y que aun cuando así no fuese, 
un vecino de )a Capital no lo es de ninguna provincia, y por 
consiguiente no es aplicable el artículo 1®, inciso 1^ de la ley 
de jurisdicción. 



VISTA D£L SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Noviembre 4 de 1895. 
Suprema Corte : 

Ni la Constitución nacional, ni la ley del Congreso argentino 
sobre jurisdicción y competencia de la Soprena Corte Federal, 
ni la bien meditada y constante jurisprudencia de este alto 
tribunal, supremo intérprete de la Constitución, autorizan la 
excepción deducida en esta causa. 

La Constitución había declarado por su artículo 100^ c que 
corresponden al conocimiento y decisión de la Suprema Corte, 
las causas que se susciten entre dos 6 más provincias, y entre 
una provincia y los vecinos de otra » y el artículo 101 , ampli- 
ficando la expresión general de ese mandato : c que en todos los 
asuntos en los que alguna provincia fuese parte, ejercerá ju- 
risdicción originaria y exclusiva ». 

De términos tan amplios, de expresiones tan genéricas, no 
puede arribarse á la limitación sostenida por el ejecutada, sin 
violar los textos fundamentales y los principios dirigentes en 
materia de interpretación. 

La ley del congreso de 14 de Setiembre de 1863 ajustó sus 
prescripciones al precepto del Código fundamental. Su artícu- 
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lo I'' en el inciso Is no distinguió entre demandar 6 ser deman- 
dado, prescindió en absoluto de la situación activa ó pasiva de 
las provincias en las causas con vecinos de otra, para estable-- 
cer que, de tales causas que versan entre dos á más provincias, 
ó entre una provincia y algún vecino ó vecinos de otra ó ciuda- 
danos ó subditos extranjeros, la Suprema Corte conocerá en 
primera instancia. 

En las causas que versen entre dos ó más provincias, etc., al- 
guna hade ser demandada: esta hipótesis innegable, demuestra 
que la ley no ha separado de la jurisdicción de Y. E. las causas 
en que la provincia sea demandada, ó pur un extranjero ó un 
vecino de alguna otra. 

La historia, tantas veces estudiada, de la Constitución de los 
Estados-Unidos del Norte, que invoca el representante de la 
provincia ejecutada, es contraproducente : allí como aquí, el 
texto constitucional sujetaba á la justicia federal las controver- 
sias antre los estados ; allí como aquí, la Suprema Corte en el 
comentado caso de Criskolm con el estado de Georgia, declaró 
que los Estados podían ser demandados ante ella por el pago de 
sus deudas. 

Esta sentencia de la Suprema Corte d^ los Estados-Unidos 
del Norte, último intérprete de la Constitución, decidía la in- 
teligencia genuina desús términos. 

Entonces vino la sanción de las enmiendas á la Constitución 
Norte-americana, siendo la 1 i* la que creóla prerrogativa en 
favor de los estados, de no poder ser demandados ante el Poder 
Judicial. 

Esta fué una enmienda que correspondía al Poder constitu- 
yente, como expresamente la define su epígrafe, no una inter- 
pretación que ya había sido hecha y era de atribución del Po- 
der Judicial. 

Nuestros constituyentes no adoptaron esa enmienda ; prefi- 
rieron el texto originario, qoe no es discutible ya, ni ante la 
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doctrina, ni ante la jarísprndencía norte-americana, que fijó 
do una manera clara é intergi7ersable, la decisión contra el es- 
tado de Georgia . 

y. E. así lo ha reconocido también, y la jurisprudencia de 
sus fallos debiera haber cortado la reapertura de una discusión 
que además de tan poderosas razones de derecho^ tiene en su 
contra, la expresión y carácter de la cosa tantas veces juzgada. 

No es admisible contra esa jurisdicción, la distinción entre 
causas del derecho común y juicios de un orden especial. La 
Constitución y la ley se han referido á causas civiles, envolvien- 
do en esa generalidad^ todas las que rige aquella rama del de- 
recho positivo. 

Tampoco procede la inconstitucionalidad invocada contra la 
ley número i467 de i8 de Setiembre de 1884, qae declara al 
fuero federal, comprensivo de los vecinos de la Capital de la Be- 
pública en los casos determinados por la Ipy de competencia 
nacional . 

Aquella ley se ajusta estrictamente á la garantía de la Cons- 
titución y ley relativas á la independencia de los fallos de la 
justicia que ha de resolver las causas entre una provincia y 
vecinos de otra. Reconocido el fundamento dominante y único 
del artículo constitucional, no puede desconocerse que el ve- 
cino de la Capital federal, segregada posteriormente déla pro- 
vincia de que formó parte, se encuentra comprendido en la ju- 
risdicción creada para todos los que no son vecinos de la misma 
provincia actora y demandada. 

Por ello y fundamentos de los fallos de Y. E. que han esta- 
blecido la doctrina legal y constituido una jurisprudencia uni- 
forme á su respecto, pidoá Y. E. se sirva desechar la excep- 
ción de incompetencia, proveyendo en lo demás como corres- 
ponda con arreglo al estado de la ejecución. 

Sabiniano Kier. 
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Fallo de la Saprema Carte 

Buenos Aires, Marzo 26 de 1896. 

Vistos y considerando : Que esta causa se signe por don 
Enrique Solanet, eitranjero^y vecino de esta Capital, contra la 
provincia de Buenos Aires, lo que pone fuera de duda la juris- 
diC;CÍon originaria de esta Suprema Corte. 

Que citado de remate el deudor, ha opuesto á la ejecución la 
excepción de inhabilidad de título, basado en la incompetencia 
de esta Suprema Corte. 

Que funda la incompetencia en la doctrina que sustenta de no 
ser demandables las provincias. 

Que esta Suprema Corte, encargada de interpretar la consti- 
tución en los casos judiciales ocurrentes, ha declarado invaria- 
blemente que siendo parte las provincias, pueden estar en juicio 
tanto como demandantes como en calidad de demandadas. 

Que no es aceptable después de tan larga serie de resolucio- 
nes, una interpretación distinta de la que ellas han consagrado 
como el derecho constitucional del país. 

Por estos fundamentos y concordantes de la vista del señor 
Procurador general, no se hace lugar á la excepción opuesta, y 
llévese adelante la ejecución, hasta hacerse pago al acreedor 
del capital, intereses y costas. Hágase saber y repóngase el pa- 
pel. 

RENJAMIN PAZ. — LUIS Y. VÁRELA. 
—ABEL RAZAN. — OCTAVIORUN- 
GE. —JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA XXX 



El concesionario del Ferrocarril al Pacifico, contra don Bono 
rio F. Luque y don Felipe Gallegos; sobre expropiación 



Sumario. — En la estimacioa del precio del terreno expro 
piado, debe atenderse al que podía tener en la épooa de la des- 
posesión. 



Caso. — Besnlta del 



Fallo del Suem Fedieral 



Buenos Aires, Junio 26 de 1895. 

Autos 7 vistos : Estas actuaciones sobre expropiación, inicia- 
das por el Ferrocarril de Buenos Aires al Pacífico, contra doña 
Fetrona Zamora de ArbaUo y seguidas despnes, en virtud de 
transferencias sucesivas, contra los señores Honorio F. Luque 
7 Felipe L. Gallegos, de las que resulta lo siguiente : 

Qnededuoida la presente acción, la parte actora obtuvo la 
autorización pedida en su escrito de demanda para tomar pose • 
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sion del terreno materia de este juicio, habiendo oblado al efec- 
to, la cantidad de 1000 pesos por el recibo de foja 1*. 

Qne realizado el juicio verbal decretado de acuerdo con lo 
dispuesto en la ley de la materia, se procedió al nombramiento 
de los peritos propuestos por las partes; y no habiéndose éstos 
puesto de acuerdo en cuanto al precio que debía asignarse á la 
parte del terreno expropiado, ó sea 6440 metros 60 centíme- 
tros cuadrados, como asimismo á la indemnización de los per- 
juicios, expidieron por separado sus tasaciones. 

Que el perito de los demandados, ingeniero don Mariano 
Quintana, estima el valor del terreno en cuestión y la desvalo- 
rizacion del resto de la propiedad en la cantidad de 44.863 pe- 
sos con 42 centavos moneda nacional (foja 63), y el perito de 
la contraparte, doctor Tomás Sarmiento, avalúa una y otra 
cosa en 3800 pesos con 98 centavos, agregándole de interés el 
7 % desde el I'' de Agosto de 1886 hasta el 1"" de Diciembre de 
1804, sobre la suma expresada, deducidos los 1000 pesos depo- 
sitados, la cantidad de 1342 pesos con 16 centavos, que forman 
un total de 4643 pesos con 14 centavos (foja 84). 

Que á pedido de la parte de Luque se decretó una inspección 
ocular, habiéndose el Juzgado constituido en el punto materia 
de este litigio, como consta por la diligencia de foja 99. 

Y considerando: Qne existiendo diferencia tan sustancial en- 
tre las apreciaciones de uno y otro perito en cuanto al valor del 
terreno que el expropiante debe abonar, y por los perjuicios que 
de la expropiación resultan para el resto del terreno afectado por 
la traza del ferrocarril expropiante, corresponde al Juzgado apre- 
ciar en su justo mérito las razones por uno y otro expuestas, y 
fijar definitivamente el valor del terreno y el monto de la in- 
demnización, de acuerdo con lo quede autos resulta. 

Que según los términos de la ley de expropiación y la jnris- . 
prudencia al respecto establecida por la Suprema Corte, el pre- 
cio á fijar del área de terreno expropiado es el correspondiente 
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á la propiedad en la época de la desposesion, 6 sea, en el caso 
ocorrente; el i"" de Agosto de 1886. 

Que estando de acuerdo ambos peritos sobre la extensión de 
la tierra á expropiarse, debe tomarse ésta en el concepto de que 
comprende 6440 metros 60 centímetros cuadrados. 

Que para fijar el valor de dicha zona en el año de su ocupa- 
ción, aparece equitativo tomar un término medio entre el valor 
por el cual fué vendido el terreno en la escritura de venta á fa- 
vor de P. Alegre j el asignado al mismo en ia avaluación para 
la Contribución Directa en el año subsiguiente de 1887. 

Que para determinar la indemnización correspondiente á los 
perjuicios que el resto del terreno sufre con motivo de la expro- 
piación, debe tenerse presente, queja se considere el dicho te- 
rreno en su totalidad, 6 ya fraccionado en lotes, según la divi- 
sión proyectada en el plano de foja 81, es evidente que sólo 
una parte de él resulta perjudicada por la línea del ferrocarril, 
pues el resto tiene su salida natural á los caminos adyacentes, 
y no se ven privados del beneficio del camino á San Martin de 
que antes gozaban, pudiendo llegar á él por el paso á nivel 
próximo . 

Por esto, fallo : disponiendo que la empresa expropiante, pa- 
gue dentro de diez días á los señores Luque y Gallegos los 
6440 metros con 60 centímetros comprendidos en la expropia- 
ción, á razón de un peso moneda nacional el metro cuadrado, 
quedando incluido en este precio la indemnización correspon- 
diente á la parte de terreno afectada por la línea, con más los 
intereses á estilo de Banco sobre la suma que resulta una vez 
descontado el depósito hecho por la empresa á foja 1% desde el 
día de la desposesion. 

Serán á cargo del expropiante las costas de actuación y ho* 
norarios de los peritos. Notifíquese con el original y repón- 
ganse los sellos. 

J. V. Lalanne. 
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Fallo dle la Suprema Corte 

Baenos Aires, Marzo 26 de 1896. 

Vistos: Por sus fundamentos, se confírmala sentencia ape- 
lada de foja ciento cinco. Repuestos los selbs, devuélTanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BA- 
ZAR. — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. TORRENT. 



C^AUSA XXXI 



Don Antonio de Oro, contra don Trifon Cárdenas^ por daños 
y perjuicios : sobre deserción de recurso 



Sumario. — Los plazos legales para la interposición y mejo- 
ra de los recursos autorizados, son de orden público. 



Co^o. — Dictada sentencia definitiva en aquella causa, fué 
apelada por Cárdenas, habiéndose declarado desierto el recurso 
por no haberlo mejorado el apelante. 
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Este pidió se dejara sin efecto la deserción, alegando haber 
estado imposibilitado de ocurrir á mejorar el recurso, en razón 
de un fuerte ataque á la cabeza que sufrió en el término conce- 
dido para ello, durante el cual, por prescripción médica, debía 
guardar absoluto reposo . 

La Suprema Corte recibió el incidente á prueba, j notificada 
de esta resolnoion, la parte de Oro manifestó : que á ñn de abre- 
viar la tramitación de la causa, no tenít^ inconveniente en que 
se dejara sin efecto el auto de deserción, admitiendo como cier- 
tas las causales alegadas por Cárdenas, que no lo son, como ya 
lo tenía expuesto. 



Vallo de la Maprema Oorte 

Buenos Aires, Marzo 36 de 1896. 

No estando reconocido el hecho alegado por Cárdenas, que 
en los términos de la ley doce, título veinte y tres, partida ter- 
cera, puede motivar el pedido de foja trescientos nueve, y sien- 
do de orden público los plazos legales para la interposición y 
mejora, en su caso, de los recursos autorizados, estése á lo man- 
dado en el auto de foja trescientos catorce vuelta. 

benjamín paz. —luis V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUN- 
GE.— JUAN E. T0RBB5T. 
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CAUSA XXXII 



Contra don Severo Maresca^ por infracción de las ordenanzas 
de aduana; sobre pena de dobles derechos 



Sumario, — Incurre en la pena de dobles derechos el que en 
la guia de removido manifiesta mayor cantidad de la que con- 
tienen los bultos. 



Caso, — Resalta de las siguientes piezas: 



RESOLUCIÓN DE ADUANA 



Buenos Aires, Octubre ^ de 1895. 

Tistos: La dennncia de foja i* y la declaración precedente 
del señor Maresca; y no aduciéndose razón alguna que justifi- 
que la manifiesta infracción al artículo 668^ inciso 4^, en el 
despacho de la guía de removido número Í1942; fallo impo- 
niendo al cargador una multa igual á los dobles derechos por 
la mercadería manifestada y no embarcada á beneficio del em- 
pleado denunciante (artículos 101 i y 1030 de las ordenanzas). 
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Hágase saber; pase á la Contaduría para su cnmpiimieuto; j 
repónganse los sellos. 

J. //. Martínez Castro. 



Fallo del Juea Fedierai 



Buenos Aires, Noviembre "23 de 1895. 

Y vistos: Considerando: Que se halla constatado en autos 
que el apelante ha cometido la infracción prevista en el artícu- 
lo 668, inciso 4"^, y penada en el artículo lOi 1 de las ordenan- 
zas, sin que sea admisible la excusa por él alegada en su des- 
cargo, pues ella no se encuentra en las condiciones exigidas por 
el artículo 1057 de las mismas ordenanzas. 

Por esto, se confirma, con costas la resolución apelada de 
foja 5. DevuélTanse los autos á la Aduana en oportunidad, pre- 
via reposición de sellos. 

J, V. Lalanne. 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Febrero 29 de 1896. 

Suprema Corte: 

£1 mismo señor Maresca, girador de la guía corriente á foja 
1*, reconoce el error en que incurrió al expresar la cantidad de 
fósforos removidos. La ley no distingue en las infracciones de 
la ley de aduana que puedan perjudicar los intereses fiscales, 
entre el error y el hecho deliberado. 
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El artículo 668 de las ordenanzas prescribe en sa inciso 4% 
qae si la diferencia procede de haberse declarado efectos en 
mayor cantidad de la que realímente tienen los bultos, se suje- 
tará á la pena señalada en el artículo 1011 . 

Gomo esa pena es una multa igual á dobles derechos sobre la 
diferencia, encuentro arreglada la resolución de foja 15, cuya 
confirmación solicito de Y. E. 

babiniano Kier. 



Fallo dle la Supremii Corte 

Buenos Aires, Marzo 28 de 1896. 

Vistos : De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General y por sus fundamentos, se confirma con 
costas, el auto de foja quince vuelta, en la parte apelada. Re- 
puestos los selIoSy devuélvanse. 

BENJAMiri PAZ. — LUISV. VÁRELA.— 
ABEL RAZAN. — OCTAVIO BCNGE. 
— JUAN E. TORRENT. 



DE JUSTICIA NACIONAL i 91 



CAUSA XXXIII 



Blancard y C", contra don L Badia; sobre falsificación de 

marca de fábrica y de comercio 



Sumario. — 1^ No paede ber considerado cómplice de falsi- 
fioacioQ, el que declara á quien ha comprado los productos fal- 
sificados, 7 de quien no se prueba que los haya vendido con co- 
nocimiento de ser falsificados. 

2^ Tratándose de un específico, no es prueba de conocimien- 
to el hecho de ser boticario el expeudedor. 



Caso. — Resulta del 



Fallo del JínesB Vedenil 



Buenos Aires, Diciembre 15 de 1894. 

Vistos : Estos autos iniciados por demanda de don Gastón 
Nogues, por los señores Blancard y C*, contra don L. Badía, 
por falsificación de marca de fábrica. 
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Besulta: Que don Gastón Nogoes se presentó á foja 17, en 
representación de los señores Blancard y G*, diciendo qne se- 
gún constaba del certificado de la Oficina de Marcas de fábrica 
que acompaña, sns representados son los únicos dueños de la 
marca con que distinguen las pildoras de Blancard. 

Que notando hace algún tiempo la disminución de la Tonta 
de las expresadas pildoras, supieron que varias personas se que- 
jaban de que en ciertas boticas el precio de las pildoras Blan- 
card era de más de veinte pesos la docena, mientras que en 
otras se las vendía á diez pesos, lo que les indujo á creer que 
fuesen falsificadas; trataron, pues, de buscar el foco de la fal- 
sificación, el que fué encontrado en la droguería de don L. Ba- 
día, calle Buen Orden número 639; que en esa virtud ocurría 
al Juzgado, entablando formal demanda contra don L. Badía, 
droguero, domiciliado calle Baen Orden número 639, por falsi- 
ficación de marca de fábrica, á nombre de sus poderdantes Blan- 
card y G^, y pedía se embargara en el domicilio del falsificador 
L. Badía, calle Buen Orden 639, todas las botellas, frascos, 
etiquetas, sellos, envoltorios y prospectos semejantes á los que 
acompaña como cuerpo del delito; se condene al demandado ai 
máximum de la pena que establece el artículo 28 de la ley de 
marcas, y á pagar á sus mandantes la suma de 10.000 pesos 
moneda nacional, como indemnización de los daños y perjuicios 
ocasionados . 

Que corrido traslado de la demanda, ordenóse previamente, 
bajo la responsabilidad del demandante, el embargo en la forma 
solicitada por la demanda, dando por resultado no encontrarse 
ninguna mercadería semejante á la que motivó la orden de em- 
bargo, manifestando en ese aeto el señor Badía, que había com- 
prado pildoras Blancard á un corredor desconocido al precio de 
8 pesos moneda nacional la docena, las que había vendido á 
diez pesos docena. 

Que evacuado el traslado de la demanda á foja 90 manifestó 
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el demandado Badía, qne las pildoras de Blancard de cuya fal- 
sificacioD se le acosa, las ha comprado como legítimas y las ha 
vendido como tales, sin entrar á averiguar ni analizar sns com- 
ponentes, pnes no tenía la suficiente competencia para ello, 
negando por oonsiguiente ser autor de ningún género de falsi* 
f icacion . 

Que abierta la causa á prueba fueron presentados por el de- 
mandante, los testigos Luis Fors, Francisco Gagliardo y Artu- 
ro Escalada, quienes declaran respectivamente á foja 40 vuelta, 
41 vuelta y 42 vuelta, que han comprado en la botica de L. Ba- 
día, calle Buen Orden número d39, pildoras de Blancard á ra- 
zón de 10 pesos moneda nacional la docena de frascos, de los 
cuales presentan cuatro, los testigos Gagliardo y Fors^ con la 
anotación de la fecha y parajes en que fueron comprados. 

Que nombrados peritos los señores P. Goni, Augusto Pech, 
Alberto Soulignac, Aureliano Bolón y Eduardo Betienne, para 
qne dictaminasen sobre los caracteres de falsificación que pu- 
dieran presentar los frascos de pildoras Blancard, que les fue- 
ron entregados, siendo estos los mismos que presentaron al 
Juzgado los señores Gagliardo y Fors, éstos se expidieron á fo- 
ja 45, dando como conclusiones, la siguiente : c Que en vista 
de las diferencias constatadas, declaraban que los frascos some- 
tidos judicialmente á su examen pericial, eran falsificados». 

Y considerando: Que versando la presente querella sobre 
falsificación de marca de fábrica y atribuyéndose al querellado 
la falsificación de las pildoras Blancard, correspondía al actor 
la prueba de los extremos de su demanda. 

Qne si bien se ha comprobado con el informe pericial de fo- 
ja .. . que las etiquetas de los frascos de pildoras examinadas 
son falsificadas, no hay en autos elementos qne autoricen á es- 
tablecer qne el querellado sea el autor de la falsificación. 

Que aún en el caso de que, dados los términos de la querella, 
se considerase que ésta importa también la acusación por ven- 

TOL. Lxm 13 
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ta del prodacto falsificado, ha debido probarse que esa venta era 
hecha por el demandado á sabiendas de la falsificación, extre- 
mo que no aparece justificado en autos, por cuanto no bastan 
para ello la circunstancia de ser boticario el expendedor, si se 
tiene en cuenta que el articulo es un específico, y que según el 
mismo demandante lo reconoce, existe tal similitud entre la 
etiqueta falsa y la verdadera que con gran facilidad, una y otra 
pueden confundirse; ni el precio del expendio que no se ha jus- 
tificado no ser el verdadero, pues la factura de foja ... no ha 
sido reconocida y carece de fuerza probatoria y aun cuando la 
tuviera, no sería bastante para establecer el dolo del vendedor, 
pues la baratura del precio ha podido tener por causa algún 
otro hecho distinto de la falsedad del artículo. 

Que en tal concepto las presunciones que de esas circunstan-, 
cias se podrían derivar» no revestirían los caracteres necesarios 
para hacer prueba plena como lo requiere el artículo... del Código 
de Procedimientos en lo Criminal. 

Por estos fundamentos, fallo: declarando improbada la ac- 
ción deducida y absolviendo por tanto de culpa y cargo al acu- 
sado Badía. Notifíquese con el original y repuestos los sellos, 
archívese. 

J. V. Lalanne. 



Palltf de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Marzo 28 de 1896. 

Vistos y considerando : Que el demandante no ha compro- 
bado que el demandado sea autor de la falsificación de su mar- 
ca de fábrica. 

Que para considerarse al demandado, en el caso ocurrente,. 
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como cóqiplioe en la falsificación, hubiera sido necesario que 
compeli^o judicialmente, se hubiese negado á hacer las mani- 
festaciones á que hace referencia el artículo treinta y uno de 
la ley de marcas. 

Que por el contrario» Badía manifestó espontáneamente á fo- 
ja cuarenta y nueve que él compró la mercadería al corredor Ge- 
rónimo Larrabone y que éste la hubo de Thulon, domiciliado 
calle General Guido, donde tenía su laboratorio, y no consta de 
autos que se haya practicado ninguna diligencia para averi- 
guar el mérito de estas indicaciones, como ha debido solicitarlo 
el actor. 

Por estos fundamentos, y los de la sentencia apelada de foja 
sesenta y cuatro, se confirma ésta, con costas. Bepuestos los 
sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS Y. VÁRELA. 

— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BüNGE. 

— JUANE. TORBENT. 



CAUSA XXXIT 



La Compañía de Mandatos y Préstamos, contra don Andrés 
González y su esposa, por cobro ejecutivo de pesos; sobre ven- 
ta del terreno embargado. 

Sumario. — Las palabras ad corpus^ empleadas para anun» 
ciar la venta de un terreno, que se ha hecho con toda la super- 
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ficie qae contiene á un precio cada medida, á pagarse por el 
comprador después de la medición, significan que se quiso ven- 
der la totalidad del terreno, pero no que la venta se haya he- 
cho ad Corpus. 



Caso. — Dictada sentencia de remate, las partes, de común 
acuerdo, presentaron al Juzgado un escrito tasando los bienes 
raíces embargados y afectados al crédito hipotecario, materia 
de la ejecución, pidiendo que fueran vendidos por el martiliero 
don Enrique Astengo. 

En dicho escrito, las partes, refiriéndose á uno délos inmue- 
bles, dicen: cOtra finca en la calle General San Martín, antes 
Puerto* entre las de Santa Fé y Córdoba, edificada en un terre- 
no de 11 varas 65 centímetros de otra, igual á 10 metros 88 
centímetros de frente al este, con el fondo que haya hasta dar 
con los herederos de don Pedro Almiron y D^ Tomasa Mata- 
toro, que es poco más ó menos de 75 varas, 6 sean 64 metros 
95 centímetros; lindando por el este, con la calle San Martín , 
antes Puerto; por el oeste, con los menores Almiron y Mata- 
toro; por el sud con D^ María Antonia Muñoz, y por el norte 
con la finca anteriormente de esta propiedad ». 

La avaluación de esta finca fué hecha por las partes á razón 
de 80,83 pesos moneda nacional el metro cuadrado, 6 sea, á 
70 pesos la vara cuadrada. 

No habiendo tenido lugar el remate, por falta de postores, 
las partes pidieron que se anunciaran nuevamente en venta, 
con base de 50 pesos vara cuadrada, debiendo aquella ser ad 
Corpus. 

El Juez así lo ordenó, y el remate se verificó según la si- 
guiente acta : 

En la ciudad del Bosario de Santa Fé, á primero de Diciem- 
bre de mil ochocientos noventa y tres, siendo la hora fijada pa- 
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ra la venta de las propiedailes hipoteoadas á favor de la Compa-. 
ñla de Mandatos y Préstamos, por don Andrés González y su 
señora D^ Orfilia Muñoz de González, el martiliero don Enri- 
que Astengo procedió al remate, ante bastante námerjo de in* 
teresados, de la propiedad calle Santa Fé entre las de San Mar- 
tín y Libertad, descrita bajo el número primero de la escritura 
de hipoteca de foja cinco; y después de varias ofertas que hicie- 
ron se adjudicó á los señores Travella hermanos y compañía, 
por la suma de veinte y cinco mil trescientos pesos nacionales 
de corso legal. Acto continuo se procedió al remate de un lote 
en la calle San Martín, compuesto de trece y media varas de 
frente, por el fondo que expresa el título, más ó menos con el 
contrafrente que tiene y cuya área se determinará previamente 

á la escrituración para hacer el precio total. Después de varias 

* 

posturas fué adjudicado á razón de cincuenta y seis pesos na- 
cionales curso legal la vara cuadrada, álos mismos señores Tra- 
vella hermanos y compañía. Seguidamente se procedió á la 
venta del lote restante en la calle San Martín, entre las de 
Córdoba y Santa Fé, lindero por el norte con el lote anterior, 
compuesto de trece varas cincuenta y cinco centímetros de otra 
de frente, por el fondo que expresa el título más ó menos, cuya 
área total se verificará antes de la escrituración para formar el 
importe total de la venta; hechas varias ofertas se adjudicó á 
don Félix Corte, por la sama de sesenta y siete pesos naciona- 
les de curso legal la vara cuadrada. Estos dos últimos lotes se 
han vendido ad corpus como queda expresado. Con lo que se 
dio por terminada el acta, que la firma el rematador señor As- 
tengo, don Andrés González, don Carlos Castilla, apoderado de 
la compañía demandante don Félix Corte, y los señores Tra- 
vella hermanos y compañía por ante mí el secretario autorizan- 
te que certifico. — E. Astengo. — Andrés González. — Carlos 
Castilla. — Féliw Corte. — Travella Hermanos y Compañía. — 
Ante mí : Julio Hernández. 
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. Con fecha 6 de Jalio de 1894, el señor Félix Corte se presea- 
tó al Juzgado exponiendo: Que él ha comprado ad corpus un 
lote de terreno de ana extensión determinada, segan rezaban 
los edictos . 

Qne en ese concepto se ha obligado á pagar la extensión de« 
terminada, saliera más 6 menos. 

Qne ha resaltado más de la extensión determinada en los edic- 
tos, y la compañía cree qne debe pagar también al precio de 
remate, el exceso qne se ha encontrado. 

Qne no puede admitir semejante cosa, pues la compra que 
ha efectuado ha sido ad corpus, por una extensión fijada en los 
ayisos. 

Terminó pidiendo resuelva el punto sin forma de pleito, ha- 
ciendo presente que está dispuesto á depositar el precio si se de- 
clara que la venta es ad corpus, y en caso negativo opta por la 
rescisión del contrato, no sólo por haber sido inducido en error 
por los avisos, sino también porque el exceso encontrado es de 
nn vigésimo. 

La parte demandante, evacuando el traslado que se le confi- 
rió, dijo: Que para que la venta se considere ad corpus es ne- 
cesario que la cosa vendida sea en masa y en su conjunto, por 
un solo y único precio, como lo enseña Marcado (tomo 6^, pági- 
na 149), á quien sigue el codificador argentino en sus artículos 
1340 á 1348, sin que pueda sostenerse que las disposiciones 
contenidas en estos artículos se refieren sólo á los mnebles, pues, 
como dice el doctor Segovia, sus términos son absolutos y com- 
prenden también á los inmuebles. 

Que con arreglo á estos principios, aun cuando en los edictos se 
emplee la expresión ad corpus , la venta no se hizo así, por cuanto 
no lo fué por un precio único, sino á tanto la vara cuadrada. 

Que esa expresión se ha usado impropiamente en los edictos, 
para indicar que se vendía el terreno y edificios encerrados den- 
tro de muros. 



DE JUSTICIA NACIONAL 199 

Qae aun cuando los edictos contienen la expresión ad corpus^ 
de sns mismos términos resalta qne la venta se anunciaba á 
tanto ia medida, lo que excluye aquella forma. 

Que, además, en el acta de remate suscrita por el señor Cor- 
te, se estableció que el área total del terreno comprado á razón 
de 67 pesos la vara cuadrada, se verificaría antes de firmarse la 
escritura para formar el importe total de la venta. 

Que dados estos antecedentes no puede sostenerse que la ven- 
ta fué ad Corpus, desde que faltan los elementos necesarios 
para ello. 

Qne, en consecuencia, el caso está regido por el artículo 1343 
del Código Civil, y no por los artículos 1346 y 1347 á que pre- 
tende acogerse el señor Corte, por cuanto no puede resultar el 
exceso de área á que estos se refieren, desde que la venta se ha 
hecho sin indicación de área y á tanto la medida. 

Que los señores Travella, compradores de otra fracción de te- 
rreno, lo han entendido así, depositando el importe de todas las 
varas cuadradas que resultaron de la medición. 

Que esa misma inteligencia dio también el señor Corte al 
contrato, cuando de acuerdo con el ejecutante designaron peri- 
tos agrimensores para establecer la superficie total del terreno 
vendido, lo que se ha verificado según el plano que acompaña. 
Que este hecho no se explica, si la venta hubiese sido ad corpus^ 
como no se explica también que haya ofrecido, como lo reconoce 
en su escrito, abonar 52.000 pesos, al contado, y constituir por 
el saldo hipoteca á favor de la compañía actora, cuyo saldo de 
90 y tantos mil pesos unido á la cantidad anterior, hace un total 
de 72.000 pesos, que se necesita para la compra ád mensurám; 
pues si fuese ad corpus sólo necesitaría 67.000 pesos. Que on la 
solicitud presentada á la compañía pidiendo el crédito, expresa 
que la compra la hizo por 72.360 pesos, y aun cuando existe una 
pequeña diferencia con el precio verdadero, ello importa reco- 
nocer que la venta no fué ad corpus. 
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Que, por último, el mismo señor Corte ha manifestado & la 
Compañía, en diversas ocasiones, so conformidad con el área re- 
saltante, y solicitado qne no se urgiese la oblación del pr^cio^ 
hasta tanto padiese terminar ciertos arreglos para procararse 
fondos. 

Terminó pidiendo se declare que la venta no ha sido ad cor- 
pus, 7 obligado al señor Corte á cnmplir el contrato, y en sn 
defecto á abonar la diferencia de precio qne resalte en an noe- 
vo remate y las costas y gastos causados, con arreglo al artículo 
291 de la ley de procedimientos. 



Vallo del if uea Federal 



Rosario, Agosto 11 de 18d4. 

Visto el llamamiento de foja 74 vuelta, relativo al incidente 
promovido por don Félix Corte, comprador en remate público 
de un bien raíz de propiedad de don Andrés Q-onzalez y su es- 
posa, subastado por la ejecución seguida en contra de éstos por 
la compañía de < Mandatos y Préstamos », expresando el señor 
Corte que la adquisición que hizo de esa propiedad en el remate 
de 1"^ de Diciembre del año próximo pasado, lo fué en calidad 
de compra ad corpus y que, por tanto, no se encuentra obligado 
á abonar el exceso que hoy se le exigía en razón de haber resul- 
tado dicha propiedad, después de su medición, con una área 
mayor. 

Y considerando : 1® Que ante la manifestación que el señor 
Corte hace en su escrito de foja 61, en que la articulación se 
formula, de que desea se decida ésta con la brevedad y sin for- 
ma de pleito, el Juzgado no cree necesario dar nuevo traslado á 
los ejecutados, encontrando en las constancias de autos los ele- 
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mentos necesarios para formarse an criterio suficiente qne sus- 
tente en jastioia la resolución á pronunciarse. 

2^ Que el artículo 1340 ddl Código Civil enseña que la venta 
es á peso, cuenta 6 medida, cuando las cosas no se venden en 
masa 6 por un solo precio. 

3^ Que la venta de la referencia se ha realizado en las con- 
diciones del artículo citado, puesto que lo ha sido á un precio 
fijo por cada medida, ó sea á un tanto la medida, lo que indica 
no haberse verificado la venta predicha en la calidad de ad 
Corpus. 

iP Que el acta de foja 50 suscrita por Corte refiriéndose al 
área vendida textualmente dice así : c Cuya área total se veri- 
ficará antes de la escrituración para formar el importe total de 
la venta», lo que demuestra con evidencia el hecho de que la 
compra-venta no fué llevada á cabo ad corptís, como Corte lo 
afirma, sino por el contrario por un precio dado cada metro ó 
medida de la tierra subastada. 

5^ Que aunque los edictos hayan usado del término ad cor* 
pus y en esa forma hubiera sido la primera intención que Cor- 
te hubiera tenido para concurrir á la subasta, en el acto de esta, 
ó sea al establecerse el contrato definitivo, aquella fórmula 
quedó modificada por la convención expresa de las partes en 
los términos precisos del acta de foja 50, suscrita y aceptada 
por Corte. 

6® Que en presencia de lo anterior no puede decirse exista di- 
ferencia de más en el área comprada, puesto que se contrataba 
y adquiría todo lo que llegase á resultar de la medición, « para 
formar el importe total de la venta», según la expresión del 
acta de foja 50, no siendo asi\ por consiguiente, de aplicación al 
caso lo dispuesto en los artículos 1346 y 1347 del Código Civil 
que la parte de Corte invoca. 

7^ Que por el contrario, la disposición legal que rige el 5u6- 
judieey es la contenida en los artículos 1343 y 1342, de igual 
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Código, cuando éstos establecen qoe en las ventas hechas al pe- 
so, cuenta ó medida, el comprador puede obligar al vendedor^ 
á que pese, mida ó cuente y le entregue la cosa vendida; y el 
vendedor puede obligar al comprador á que reciba la cosa con- 
tada, medida ó pesada y satisfaga el precio de ella. 

Por estos fundamentos y los concordantes del escrito de foja 
65, se declara que la compra hecha por don Félix Corte ha si- 
do á la medida y no ad corpas, y por tanto que éste se encuen- 
tra obligado á consumarla, abonando el valor correspondiente al 
área total exacta que resulte tener la propiedad subastada, sin 
tener facultad de pedir la rescisión del contrato; ó en defecto 
de lo anterior, se declara pesar sobre dicho don Félix Corte la 
obligación de abonar la diferencia de precio que resulte de un 
segundo remate y las costas causadas con ese motivo, de acuer- 
do con lo establecido en el artículo 291 de la ley naoíonal de 
Procedimientos. Hágase saber con el original y repónganse 
los sellos. 

G. Escalera y Zuviria. 



Fallo de I» SupreHia f*orie 



Baeoos Aires, Marzo 38 de 1896. 

Vistos y considerando : Que según resulta del acta de foja 
cincuenta, el terreno que motiva esta cnestion fué vendido con 
toda la superficie que contiene, á un precio cada medida, obli- 
gándose el comprador á pagar lo que resultara de la medición 
que debía verificarse antes de la escrituración, para determinar 
el área total de la cosa vendida y consiguiente importe, tam- 
bién total de la venta. 

Que esas designaciones demuestran hasta la evidencia que la 
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Tenta no ha sido cul corpus, j que si se empleó tal palabra en el 
acto del remate, fué tan sólo para indicar que se comprendía 
en la venta la totalidad del terreno. 

Por estos fundamentos^ y concordantes de la sentencia ape- 
lada de foja ochenta y ocho, se confirma ésta con costas. 

Y observándose que en la citada acta de remate de foja cin- 
cuenta y en otros varios escritos y diligencias de la causa, se 
ha infringido la ley número ochocientos cuarenta y cinco sobre 
sistema métrico decimal, se llama la atención del inferior al 
respecto para la imposición de las penas á que haya lugaf con 
arreglo á dicha ley. Bepuestos los sellos, devuélvanse. 

LUIS V. VÁRELA. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BGN6E. — JUAN E. TO- 
RRENT. 



CAUSA x:vxY 



Criminal contra don Quirico Carranza^ por sustracción 

de valores 



Sumario. — V Debe absolverse al procesado, si de las pruebas 
producidas no resulta ser autor del delito. 



J 
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2^ No habiéndose interpuesto recarso de apelación, no puede 
haber adhesión á él. 



Caso . — Resalta del 



Fallo del JíueB Federal 

Córdoba, Diciembre 26 de 1895. 

T vistos : La oausa seguida por denuncia de la administra- 
ción del Ferrocarril Nacional Andino, contra el individuo don 
Quirico Carranza, de 26 años, soltero, ex*empleado de la men- 
cionada administración, argentino y domiciliado en Rio Cuarto, 
por suponérsele autor de la sustracción de un valor por i 543 
pesos 91 centavos nacionales, producto de la recaudación de 
la estación Yilla Mercedes. Resulta que en el tren número 2 
del día 9 de Julio del corriente año, el guarda-encomiendas Ro- 
gelio Marot condujo varios valores entre los que iban tres pro- 
cedentes de Villa Mercedes. Al llegar el guarda á Rio Cuarto 
entregó toda la correspondencia al jefe de la estación y entre 
ella los tres valores de Yilla Mercedes, y el conductor nadare- 
clamo. El jefe señor Carranza, guardó todos los valores en un 
cajón y al día siguiente al entregar al tesorero de la adminis- 
tración los valores, éste notó la falta de uno de los tres que co- 
rrespondían á la recaudación de Yilla Mercedes. 

Y considerando : 1® Que la responsabilidad criminal que el 
boñor Procurador Fiscal atribuye á Carranza no aparece com- 
probada ni pur pruebas directas ni por presunciones que no ad- 
mitan una fácil explicación contraria; faltan las presunciones 
varias, directas y concordantes prescritas por el artículo 358 del 
Código de Procedimientos en lo Criminal, para formar la prue- 
ba iudiciaria. 
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El hecho de encoutrarse en so poder la gnía referente al valor 
extraviado aunqne arroje una presunción de haher recibido el 
referido valor, no constituye una prueba, por cuanto falta el re- 
cibo, y la carencia de este documento esencial hace muy posi- 
ble la presunción de que Marot no entregara el valor, pues era 
éste el principalmente obligado á muñirse del recibo de porte 
del jefe Carranza. Por manera que si aquella circunstancia ha- 
ce presumir que Carranza recibió el valor, la falta de recibo de- 
muestra por derecho que no lo recibió. Por otra parte, este solo 
documento demuestra el recibo, y la omisión de Carranza sólo 
hace presumir que sufrió un descuido al no haber visto la guía, 
omisión mucho menos grave que la de Marot de no exigir 
recibo. 

^ Además es muy posible que si ese valor le fué entregado 
por Marot éste hubiera sido sustraído del lugar en que lo pu- 
siera Carranza, por un tercero, desde que está comprobado que 
entre el momento del recibo de los valores ó el descubrimiento 
de la falta de uno de ellos, intervalo en el cual permanecieron 
dentro del cajón, entraron en la oficina, en ausencia de Carran- 
za, varias personas. 

3^ Que la Suprema Corte de Justicia nacional tiene varias 
veces declarado especialmente, en resoluciones de fecha Octubre 
24 de 1893, que no es autor de sustracción, que es un hecho 
positivo de hurto, un empleado que recibió y guardó, en un ca- 
jón de que él solo tenía la llave, un valor, y días después encon- 
tróse que había desaparecido, en vista de que cabía la posibili- 
dad deque otro la hubiese sustraído. 

4^ Si el procesado Carranza hubiera sido el autor de la sus- 
tracción, á fin de dificultar las pruebas de su delito habría usado 
un procedimiento diverso con el empleado Qíjena que le recibió 
loa valores ó habría ocultado el recibo de la guía« añadiéndose á 
todo esto los buenos antecedentes del procesado, comprobados 
en autos. 
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Destruyendo Carranza la guía, alejaba de sí una presunción 
que le era contraria; ocultando y aun sustrayendo los otros dos 
valores de Yilla Mercedes que Tinieron juntos con el perdido, 
habría aparecido que éstos no llegaron á Bio Cuarto. Estaba, 
pues, en el interés de Carranza proceder de otra manera y esta 
circunstancia, habiendo procedido como lo ha hecho, es un con- 
tra indicio de considerable importancia que hace imposible una 
conclusión condenatoria para Carranza. 

5® Que de este proceso resulta sin embargo evidente la falta 
en el cumplimiento de sus deberes por parte del jefe interino 
señor Carranza y del guarda-encomiendas señor Marot, y por 
tanto la responsabilidad civil por el daño hecho á la empresa por 
ambos con la omisión de diligencias que habrían tendido á des- 
cubrir al momento, la falta del dinero y evitar su extravío. 

El procesado Carranza omitió observar oportunamente que 
no obstante entregarle Marot una guía por el valor perdido, 
éste no se lo entregaba, dado caso de que hubiera sido así. Con 
esa observación quedando probada la faltado Marot, éste habría 
sido el responsable. Ambos son, por lo expuesto y lo prescrito en 
el Código Civil, artículos 1109ylll2, civilmente responsables 
por el daño ocasionado por su descuido y sin perjuicio de las 
responsabilidades de mandatarios de la empresa, especialmente 
de Marot. 

Por estos fundamentos, y otros que se omiten fallo : definiti- 
vamente juzgando, absolviendo de culpa y pena al procesado 
Quirico Carranza por el delito de sustracción de la suma de 
1543 pesos 91 centavos nacionales, á la administración del Fe- 
rrocarril Andino, sin perjuicio de sus otras responsabilidades. 
En consecuencia mando que, ejecutoriada la presente, sea pues- 
to el procesado en libertad. Hágase saber con el original, 
transcríbase y oportunamente archívese. 

C. Moyana Gacüúa. 
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VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Febrero 21 de 1896. 
Suprema Corte : 

El procesado no ha reconocido que recibiera los valores per- 
didos 6 sustraídos. Al contrario desde sa declaración de foja 6 
adelante, ha negado categóricamente qne recibiera esos valores, 
expresando sólo qae ha encontrado dos de Uíchos valores des- 
pués entreverados entre la correspondencia conducida poi* el 
guarda-encomiendas. 

El recibo que debiera existir en poder del conductor, j que 
sería la prueba fehaciente de la entrega no ha sido otorgado ni 
en tiempo ni después, su omisión en actos tan trascendentales , 
suprime la prueba procedente de la entrega. 

La prueba legal del cargo contra el procesado que niega el 
hecho imputado, no puede suplirse con las presunciones que 
emanan del hecho de haberse encontrado la guía del valor per- 
dido entre los sobres y el de no haberse anotado en la foja de 
observaciones. 

Esas presunciones no bastan por sí para establecer la crimi- 
nalidad, mucho más cuando el procesado expresa al respecto á 
fojas 6 y 8, que viniendo las anotaciones de diversas estacio- 
nes, no había notado la falta, á lo que puede agregarse que ha- 
biendo pasado algunos días entre la recepción y la entrega, pu- 
do sustraerse por mano extraña el valor no encontrado. 

La falta de una prueba conclnyente ó de presunciones, tan 
pertinentes como requiere el artículo 358 del Código de Proce- 
dimientos en lo Criminal para suplirla, no me permite apoyar al 
señor Procurador Fiscal en la petición de uua penalidad tan 
grave como la que impondría al hecho, si fuese plenamente jus- 
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tifíoado, el artículo 80 que invoca de la ley sobre crímenes con- 
tra la nación. 

Cediendo por ello, al principio consignado en el artículo 13 
del Código de Procedimientos, me inclino á pedir á Y. E. la 
confirmación de la sentencia absolutoria que corre á foja 92. 

Sabiniano Kier. 



El doctor Ángel Pizarro Lastra, por Carranza, contestó el 
traslado conferido de la vista del señor Procurador General, y 
al hacerlo adhirió á la apelación interpuesta por el ministerio 
fiscal en 1^ instancia^ pidiendo á la Suprema Corte que se ab- 
suelva á su representado de la resposabilidad civil á que le con - 
dena la sentencia recurrida. 

Contestando el traslado de la adhesión, se expidió la siguiente 



VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 17 de 1896. 
Suprema Corte: 

m 
El procesado no interpuso en tiempo recurso alguno contra la 

sentencia de foja 92. 

Sólo le era dado, entonces, adherir á la apelación del Minis- 
terio Fiscal, 7 esa adhesión tuviera efecto según el artículo 
622 del Código de Procedimientos en lo Criminal, con motivo 
de la expresión de agravios del apelante. 

Pero resulta que el representante del ministerio no expresa 
agravios y acepta la sentencia, lo que implica el desistimiento 
del recurso. 

En tal caso, la adhesión, que supone necesariamente la sub- 
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sistenoia del reourso manifestada por la expresión de agravios 
del recurrente, no puede tener efecto y la modificación de la 
sentencia en la parte no recorrida en tiempo por ninguna de las 
partes, resultaría legalmente improcedente. Pido por ello, á 
y. E. se sirva así declararlo, no hiiciendo lugar en consecuen- 
cia á la modificación solicitada al final del escrito de foja 105. 

Sabiniano Kier. 



Fallo ém la Suprema Corte 

Buenos Aires, Abril 9 de 1896. 

Vistos 7 considerando: Que no está probado que el procesado 
haya recibido el bulto valor declarado, por el que se ha forma- 
do esta causa . 

Por esto, y por los fundamentos de la vista del señor Procu- 
rador Q'cneral de foja ciento dos, y concordantes de la sentencia 
de foja noventa y dos, se confirma ésta en la parte apelada; no 
haciéndose lugar á la adhesión al recurso, deducida por el de- 
fensor del procesado, por no haber mérito. Devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAR. 
— OCTAVIO BCNGE. — JUAN B. 
lORRENT. 



TOL. LXIII U 



SIO FALLOS DE LA SÜPHEMA CORTE 



tJAIJSA XXX VI 



Don Antonio Valleti contra don Adolfo Villalbay por falsifica- 
ción de marca de fábrica; sobre fianza de arraigo y em- 
bargo. 



Sumario. — 1^ Ea los juicios criminales por falsificación de 
marea de fábrica, no procede la excepción dilatoria de arraigo 
del juicio. 

2^ En los mismos, es procedente el embargo de ios objetos 
que han servido para cometer el delito que se acusa. 



Caso. — Don Antonio Valleti, dedujo contra Yillalbay que- 
rella criminal por falsificación de marca de fábrica^ y obtuvo 
embargo délos artículos en que se había usado la marca que 
consideraba falsificada. 

Yillalba contestó la acusación, y por otrosí manifestó que : 
de su exposición, resultaba que el Juzgado había sido sorpren* 
dido al pedirse y ordenarse el embargo ; que éste no es proce- 
dente, por no ser aplicables los artículos 32 y 33 de la ley de 
marcas de fábrica y de comercio, ni el artículo 208 del Código 
de Procedimientos en lo criminal; que, en consecuencia, debía 
levantarse dicho embargo, y así lo pidió, solicitando, al mismo 
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tiempo, que el actor arraigue el juicio, bajo apercibimiento de 
sobreseerse en él. 



Aillo ^el J«es Weúmmml 



Buenos Aires, Abril 39 de 1895. 

T vistos: Considerando: Qne dada la naturaleza y los térmi- 
nos de las peticiones contenidas en el primer y segundo otrosí 
del escrito de foja . . ., ellas se han propuesto de manera á exi- 
gir á su respecto un pronunciamiento previo á la continuación 
del juicio. 

Que el embargo á que se refiere la primera petición, ha sido 
trabado en consonancia con las disposiciones legales del caso. 

Que el arraigo del juicio solicitado en el segundo otrosí, no es 
procedente en causas del género de la presente, como reiterada- 
mente lo ha resuelto este Juzgado y confirmado la Suprema 
Corte. 

Por esto, se resuelve desestimar las referidas peticiones, con 
costas, atento lo dispuesto en el artículo 144 del Código de Pro- 
cedimientos en materia penal. Bepóngase el papel. 

/. V. Lalanne. 



Fallo de lo Sapromo Corto 



Baeuos Aires, Abril 11 de 1896. 

Vistos y considerando: Que dada la naturaleza criminal de 
la causa, es procedente, con arreglo al Código de Procedimientos 
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de la materia, el embargo trabado sobre los objetos que han 
servido para la comisión del hecho que se acusa como delic- 
tuoso. 

Por esto, y los fundamentos del auto apelado de foja cin- 
cuenta y cinco Tuelta, se confirma éste, con costas. Repuestos 
los selIoSy devuélvanse. 

LU18 V. VÁRELA. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BDUGE. — JtAR E. 
TORRENT. 



CAUSA XXXVll 



Don Daniel Cosini contra don Lorenzo Taborda, por reivindi- 
cación; sobre falta de constitución de domicilio y desistimien- 
to de la demanda. 



Sumario. — La falta de constitución de domicilio por parte 
del actor, advertida durante el término de prueba, no autoriza 
á pedir que se le dé por desistido de la demanda, sino á que se 
subsane la omisión . 



Ca^o. — Don AntonioHernandez, por Cosini, entabló lademan* 
da, exponiendo: que su representado había comprado el terreno 
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sobre que versa el jaicio^ ádon Tadeo Almada. Que Gosiai, 
enando iba á tomaf posesión del terreno comprado, se encon- 
tró con que don Lorezo Taborda había tomado posesión de él . 
Fundado en estos hechos dedajo la acción reivindicatoría con- 
tra don Lorenzo Taborda, y pidió que se citara de eviccion al 
vendedor don Tadeo Almada. 

En esta demanda, el apoderado Hernández no constituyó do- 
micilo . 

Acreditada la competencia del juzgado, éste corrió traslado y 
proveyó de conformidad respecto de la citación de eviccion. 

Notificado Almada, el citado de eviccion^ presentó escrito en 
30 de Junio de 1886, confiriendo poder a/>u(¿ acta, á don Aber- 
tano Quiroga, domiciliado en la calle San Luis nilmero 136, para 
que lo representara en todas las diligencias que en lo sucesivo 
hubieran de entenderse con él. El Juez mandó tener por parte 
al apoderado Quiroga. 

Por escrito presentado el 20 de Agosto del mismo año 86, 
oonbtituyó suapoderado ádon Juan S. Cavia, á quien seman-^ 
dó también tener por parte. 

No habiéndose contestado la demanda dentro del término 
legal, acusada rebeldía, el Juez de sección declaró rebelde al de- 
mandado Taborda; pero la Suprema Corte revocó la sentencia 
de dicho juez y declaró que el demandado tenía derecho á ser 
oidoen la cansa en el estado en que se hallaba. 

Devuelto el expediente al Juez de sección, se recibió la causa 
á prueba; y el secretario dio cuenta de que no había notificado 
ádon Antonio Hernández, apoderado del demandante Cosini, 
por haberse ausentado, residiendo actualmente en la provin- 
cia de Entre Bios. 

A pedido del demandado, ordenó el Juez que la parte actora 
constituyera domicilio dentro de tercero dia, bajo apercibimien- 
to ; y este decreto no se notificó á Hernández por la misma ra- 
zón de ignorarse su domicilio. 
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La parte demandada, fundada en que por la ley debió el ac- 
tor constituir domicilio y en qne no debió dársele aadíenoia 
desde que no lo constituía, pidió que se hiciera efectivo el aper- 
cibimiento decretado, y el Juez dictó el siguiente auto: 

Rosario, Setiembre 15 de 1891 

Aparte de que como se comprueba por el escrito de foja 15^ 
don Tadeo Almada ha salido á la evicoion en este juicio y tanto 
éste como el señor Abertano Qairoga, que lo representaba, tie- 
ne constituido domicilio legal, pudiendo por tanto y hasta de- 
biendo proseguirse con ellos el presente, en razón de haberlo 
hecho propio por su aceptación en la ericcion . A parte de esto, 
resultando asimismo de la diligencia del actuario, corriente á 
foja 71 , que el procarador del demandado, don Antonio Her- 
nández, tiene su domicilio en Entre Bios, diríjase exhurto al 
señor Juez Federal de dicha sección para la notificación del 
mencionado señor Hernández, la que deberá hacerse bajo los 
apercibimientos que correspondan en derecho, con emplaza- 
miento de cinco dias. Repónganse. 

Escalera, 



Con fecha 22 de Setiembre del mismo año 91, don Antonio 
Hernández, sin constituir tampoco domicilio legal, pidió que 
la prosecución del juicio se entendiera con don Tadeo Almada, 
citado de eTiocion, y el Juez proveyó de conformidad. 

En consecuencia, el apoderado de Almada, don A. Quiroga, 
presentó escrito sosteniendo que su representado no se encon- 
traba obligado á seguir el pleito y pidiendo que el Juez revo- 
cara BU auto. El Juez corrió traslado de la revocatoria y mandó 
se hiciera saber á Almada la renuncia del poder. 

Después de esto, el Juez declaró á la parte de Almada, de- 
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sistida de su intervención en el jaioio y mandó qae se notifi- 
cara al actor por edicto, el anto qae le mandaba constitair do- 
micilio (foja 72 vaelta). 

Pablicados los edictos, no habiendo comparecido el deman- 
dante Gosini, á solicitad del demandado, dictó el Jaez el si- 
guiente anto : 



Vallo úM jrnes Federal 



Rosaría, Agosto 11 de 1892. 

Autos 7 vistos : Atento el informe verbal del secretario en 
este acto, confirmada la exactitud de la publicación de edictos 
ordenada, y teniendo en consideración que el demandante ha 
resistido cumplir la obligación de constituir domicilo legal, 
como debió hacerlo desde su representación en juicio, sin tener 
derecho á esperar que el Tribunal lo exigiera, pues el llama- 
miento decretado por éste ha procedido sólo en virtud de una 
consideración de equidad, propendiendo á facilitar á la parte, 
dentro de limites legales, la conservación de los derechos que 
pudieran corresponderle. Por tanto, y debiéndose considerar la 
actitud del demandante como deserción del juicio, se resuelve 
declararlo desistido de la acción, con costas. Notifíquesele la 
presente en la forma establecida para los autos en rebeldía. 

G. Escalera y Zuviria. 



Publicada esta resolución por edictos, se prosentó don An- 
tonio Hernández, por Cosini, con fecha 29 de Mayo de 1883, 
exponiendo : 

Que por casualidad oyó conversar en la secretaría, sobre si 
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se le notificaba 6 no, y se informó de la resolncion declarando 
desistida la demanda. 

Que el procedimiento que se había seguido era vicioso, pues 
. no se había declarado la rebeldía ni se le había juzgado como 
rebelde. 

Que sabiendo que Cosini, qi^e tenía representante, se había 
ausentado para Europa, se le había llamado, conociéndose el do- 
micilio de él (Hernández), que tiene otros asuntos ante el Juz- 
gado, en tramitación. 

Que habiendo informado el secretario que se hallaba en En- 
tre Ríos, se le mandó citar por medio de exhorto, 7 esta pro- 
ridencia no se había cumplido. 

Que se había consentido á Almada, después de haber salido á la 
eyiccíon,que no cumpliera con la obligación que ésta le impone. 

Que abierta la causa á prueba, sin haber vencido el término 
de ella, ni verificádose el auto como correspondía, se había re- 
suelto la causa. 

Que en la falta de constituir domicilio no tiene otra pena que 
el de no darle audiencia. 

QueniTaborda ni su apoderado Quiroga han dado las copias 
que prescribe el artículo 8^ de la ley de procedimientos. 

Pide que en vista de tan graves faltas, se revoque la sentencia 
de su referencia, con costas, y en caso denegado se le conceda 
apelación para ante la Suprema Corte. 

Corrido traslado, contestó Taborda exponiendo: que el mismo 
recurrente confiesa que su omisión de constituir domicilio ha 
sido la causa de lo sucedido, y desde luego, las consecuencias no 
deben recaer sino sobre él. 

Que' la petición de revocatoria es manifiestamente impro- 
cedente ante las constancias de autos. 

Que la sentencia contra la cual se reclama, ha pasado en au- 
toridad de cosa juzgada. Pidió que no se hiciera lugar á la 
revocatoria, con costas. 
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Falto del Summ Federal 

Rosario, Diciembre 29 de 1893. 

Y Tistes : No encontrando mérito para la revocatoria que se 
solicita por la parte de Cosiní, pues precisamente el motivo fun- 
damental de la disposición que se impugna, se encuentra con- 
fesado por esta misma parte en el primer párrafo de su escrito 
de foja 125; no se hace lugar á la revocatoria pedida y se con- 
cede la apelación interpuesta, debiendo elevarse los autos con la 
nota de estilo y emplazamiento de las partes por el término de 
ley, Bepónganse. 

Ér. Escalera y Zuviría. 



Fallo de la Suprema <;orte 

Buenos Aires, Abril 11 de 1896. 

Vistos y considerando : Que aunque es verdad que el deman- 
dante no constituyó en su escrito de demanda, domicilio legal 
para el jaicio, no lo es menos que no obstante tal deficiencia la 
causa se continuó y tramitó en primera instancia y aun ante esta 
Suprema Corte, con motivo del recurso resuelto á foja sesenta. 

Que en consecuencia y una vez advertida la citada omisión 
se ha podido y debido exigir su subsanacion, haciéndose al 
efecto la debida notificación al representante del demandante 
en el juicio. 

Que esa notificación no se ha hecho en forma alguna, no ha- 
biendo, por otra parte, ley que, en el estado de la causa, permita 
se dé por desistido al demandante de la acción deducida. 
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Por esto 7 estando ya constituido el domicilio en el escrito de 
foja ciento reintioaatro, se revoca el auto apelado de foja noventa 
y ocho vuelta, debiendo, en consecuencia^ seguir la causa según 
su estado. 

Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BÜH- 
GE. — JtAN E . TOERENT. 



CAUSA XXXVIII 



Mallman y Lavoisier contra don Carlos Junody por cobro de 
pesos; sobre competencia y nulidad 



Sumario. — Debe declararse nulo todo lo obrado en las cau- 
sas en que no se acredite el fuero federal. 



Caso. — En la expresada causa, el secretario di6 cuenta á la 
Suprema Corte, que no se había acreditado el fuero federal. La 
Corte, en vista de esto, mandó devolver los autos al juzgado de 
su procedencia, para que se llene ese requisito. 



i 
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Recibidos los aatos, el juea de secoion señaló an término al 
efecto, y no habiendo las partes, durante él, hecho gestión algu- 
na para el cumplimiento de lo ordenado, elevó nuevamente los 
autos á la Suprema Corte. 



Pullo de la Saprem» Oerte 

Buenos Aires, Abril 14 de 1896. 

Vistos en el acuerdo: Resultando del auto de foja ciento seis, 
que no se ha acreditado que el conocimiento de esta causa co- 
rresponda á la justicia federal, por razón de las personas, déjase 
sin efecto todo lo obrado en ella; y devuélvanse los autos al juz- 
gado de sa procedencia. 

BBNJAHIN PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN . — OCTAVIO 
BUNGE. — JUAN E. TORRENT. 



CAUSA XXXIX 



Don Benjamín Giménez Paz contra el Banco Hipotecario de la 
provincia de Busnos Aires; sobre cumplimiento de un contra- 
to de venta. 



Sumario. — La venta hecha bajo la condición de ser apro- 
bada 6 poder ser desaprobada por el Directorio del Banco Hi- 
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potecario, no autoi[iza á pedir sa cumplimiento, si el Directorio 
la desaprobó. 



Caso. — Resulta del 



Fallo del Jneae Federal 



La Plata, Octubre 30 de 18d5. 

Y Tistos: los seguidos por don Benjamin Giménez Paz con- 
tra el Banco Hipotecario de la provincia de Buenos Aires, sobre 
cumplimiento de un contrato y demás en autos deducidos. 

Y resultando: 1^ Que don Benjamin Giménez Paz se presentó 
ante este juzgado exponiendo: que había comprado al Banco Hi- 
potéoariu de la Provincia, en remate público, una casa-quinta 
ubicada en la Capital Federal, en las condiciones expresadas en 
el boleto adjunto; que no pudiendo conseguir que se le extendiera 
las escrituras correspondientes, por haber el Directorio del Ban- 
co desaprobado el remate, sin invocar causa bastante, se vé en 
la necesidad de entablar la presente demanda para que en. opor- 
tunidad sea condenado dicho establecimiento, con costas, á ex- 
tender escritura de lo que vendió, de acuerdo con los artículos 
1185 y 1187 del Código €ivil, con más el pago de intereses so- 
bre la suma depositada por saldo del precio. 

Que la desaprobación á que alude carece de justificación, 
desde el momento que no existe conveniencia para el Banco, en 
razón de que el precio obtenido cubre sobradamente el crédito 
hipotecario, intereses, comisión, amortización y gastos calcula- 
dos^ quedando todavía un resto para el deudor. Que por otra 
parte se trata de una venta concluida. 

^ Que corrido traslado, el representante del Banco contestó 
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que el remate fné hecho con la expresa condición de que el Di- 
rectorio podrá aprobarlo ó no, como resulta del boleto, de cuya 
facultad hizo uso, anulando ese acto. Que no es exacto que el 
contrato hubiera estado terminado, puesto que faltaba la tra- 
dición, la escritura 7 la aprobación del Directorio. Después de 
algunas consideraciones, termina pidiéndose rechace la deman- 
da, con costas. 

3® Que antes de contestar la demanda se ordenó el embargo del 
inmueble comprado, de la cual Wdida reclamó el Banco por* 
medio de su escrito de foja 22, contestado por el del actor de fo- 
ja 33, encontrándose aún sin resolverse el incidente. 

4^ Que llamados autos para definitiya por no haber hechos 
que probarse, es llegado el caso de pronunciar sentencia. 

Y considerando: 1® Que el instrumento con que se instruye 
esta demanda es el boleto de compra- venta de foja 3. 

2® Que la cláusula 11 de dicho documento autoriza al Direc- 
torio para aprobar 6 desaprobar el remate practicado. 

3^ Que las convenciones délas partes forman una regla áqne 
deben sujetarse como ala ley misma (art. 1197 del C6d. Civ.). 

4® Que en su mérito el Directorio ha usado de un derecho per- 
fecto, cuando ha anulado el referido remate. 

5® Qne como consecuencia del pronunciamiento que va á re- 
caer en esta causa, debe revocarse el auto sobre embargo pre- 
ventivo relacionado con el 3^ resultando. 

O® Que el escrito de foja 22, por sus términos, es incorrecto 
y ofensivo á la dignidad de este juzgado. 

Por todo ello, fallo: desechando la acción deducida por el 
actor, con costas, dejando sin efecto el auto de foja 18 vuelta, y 
llamando muy seriamente la atención al doctor Gasabal y re- 
presentante del Banco doctor Vargas, sobre el lenguaje destem- 
piado que emplean cuando se trata de actos de este Juzgado y 
todo, sin perjuicio de testarse las palabras subrayadas con 
lápiz. 
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Notifiquese con el original, regístrese en el libro de senten* 
cias y repónganse las fojas. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



Buenos Aires, Abril 14 de 1896. 

Vistos : Por sus fundamentos, y de conformidad con la juris- 
prudencia establecida por esta Suprema Corte en casos análogos, 
se confirma, con costas, la sentencia apelada de foja treinta j 
siete; y repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín PAZ.--LDI8 Y. VÁRELA. 
—ABEL BAZAN. — OCTAVIO BCN- 
GE. — lüAIl E. TORRENT. 



CACHA Xli 



Don Juan Coronado contra don José González y don Félix 
Brizuela^ sobre tercería de mejor derecho 

Sumario.-- Si los fondos embargados al deudor común, han 
sido obtenidos en virtud de las gestiones judiciales hechas por 
uno de los acreedores, éste tiene preferente derecho sobre ellas 
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para ser pagado de sn erédíto de boo orarlos devengados en di- 
chas gestiones . 



Caso. — Con fecha 26 de NoTiembre de 1894 se paso cons- 
tancia en aquella cansa, del embargo decretado' por el joex de 
1* instancia doctor Pizarro, sobre el pagaré materia del jaioio^ 
por haberlo así ordenado en los antes seguidos por don Jnan 
Coronado contra don Félix M.Briznela, por cobro de pesos. 

CoB fecha 23 de abril de 1895^ el mismo jaez doctor Pisarro 
se dirigió al de sección, pidiendo se intime al demandado deposite 
en el Banco de la Nación el importe del pagaré reclamado, ca- 
yo plazo se hallaba yencido^ por haberse asi ordenado en el 
jaicio de Coronado con Brizuela. 

£1 jaez federal dio yista á las partes. 

£1 señor Bertram, demandado por Brisnela, ante el Jaez Fe- 
deral, evacaándola, dijo : que no obstante de no estar obligado 
á hacer entrega del pagaré en cuestión, ni menos la de sn im- 
porte efectivo, sino en el momento de escriturarse los terre- 
nos, por orden del juez que no ejerce jurisdicción sobre estos 
autos^ ha depositado en el Banco de la Nación y á la orden 
del juzgado, como perteneciente á este jaicio, la sama por 
la que debía extenderse el pagaré con las sigaientes re- 
servas: 1* Que no se disponga de él hasta tanto no se realizo la 
escritora^ la que se está tramitando en el juzgado á cargo del 
doctor Campillo; 2* Que declina toda responsabilidad respecto 
de la aplicación que en oportunidad se resuelva dar á esos fon- 
dos en razón de estar embargados con anterioridad por Gonzá- 
lez, como consta de autos. 

£n 22 de Mayo, el juez doctor Pizarro se dirigió nuevamente 
al de sección pidiendo se sirva ordenar que el depósito hecho por 
Bertram en esta causa sea transferido á su orden, pues el crédito 
de Coronado goza del privilegio que le acuerda el artículo 3879 
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del Código Civil. Así se había dispuesto en el joioio segaido 
por el sefior Coronado contra Briznóla^ por cobro de pesos pro* 
cedentes de gastos de justicia hechos en defensa del último. 

Eljuez de sección dio yista á las partes. 

Bertramdijo: qne á él no le afecta el destino ulterior de los 
fondos, 7 sí sólo la oportunidad de disponer de ellos. Que estan- 
do para concluirse las escrituras á que se refirió en su escrito 
anterior, cree que dentro de pocos días podrá dejar sin efecto la 
reserva que en el mismo hizo, la que reproduce. 

Don Juan Coronado expuso : que ha tenido conocimiento de 
que don José González gestiona también en su calidad de acree- 
dor de Brizuela, la entrega de la suma depositada. 

Que ésta, como consta de autos, fué embargada por orden del 
juez doctor Pizarro en el juicio que sigue contra Briznóla, por 
cobro de honorarios que importan seis mil pesos moneda nacio- 
nal, en cuya suma le fueron regulados por los trabajos practi- 
cados en distintos juicios en que representó y defendió á Briznó- 
la contra Bertram, siendo éste vencido y condenado á pagar al 
primero la suma de 59.000 pesos, de los que hace parte la suma 
depositada y embargada. 

Que establecido el origen y naturaleza del crédito que persi- 
gue, es evidente su derecho á ser pagado con preferenoia á Gon- 
zález, pues dicho crédito tiene por la ley privilegio sobre la ge- 
neralidad de los bienes muebles é inmuebles del deudor. 

Qne el crédito de González se funda en préstamos de dinero y 
en títulos otorgados por Briznóla sobre inmuebles que no eran 
del vendedor á la época del contrato. Terminó pidiendo se de- 
clare su derecho preferente al crédito de González y qne se libre 
oficio al Banco de la Nación Argentina, para que se le entregue 
la snma depositada, la que deberá imputarse á cuenta de la 

deuda. 

El sefior José González pidió que no se haga lugar, con cos- 
tas, á lo solicitado por el señor Coronado. 
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Dijo: que este incidente debió promoverse en los autos que él 
sigue contra Brizuela, en los cuales se decretó embargo sobre el 
pagaré en cuestión, á pedido suyo. Que él, por lo demás, no pro- 
cede en juicios ordinarios como el presente, sino en los ejecuti- 
vos, desde que no importa otra cosa la pretensión del señor Co- 
ronado que una tercería de mejor derecho. 

Que el señor Coronado no ha observado en su escrito los requi- 
sitos establecidos por el artículo 57, incisos 4% &* y iO, de la ley 
de procedimientos. 

Que Begun consta del juicio seguido por él (González) contra 
Brizuela, el juzgado, coa fecha 2 de julio de 1894, decretó embar- 
go preventivo, siendo notificado Bertramen 12 y 23 del mismo, 
del embargo y de la. cantidad qué debía retener. Que posterior- 
mente^ ambos celebraron una transacción, poniendo final-pleito, 
la que fué aprobada. 

Que el embargo pedido por Qoronado no fué anotado por opo- 
sición que él dedujo, y aun admitiéndolo como, trabad o^ el suyo 
(González) siempre sería muy anterior . 

Que de los titulos respectivos resulta también muy anterior 
el crédito de González al de Coronado. 

Que el señor Coronado no puede infocar el privilegio estable- 
cido por el artículo 3879, Código Civil^ porque no hay concurso 
de acreedores, el que no se ha producido y en caso de producirse 
no correspondería conocer de él á la justicia federal (art. 12, 
inc. 1^, Ley de Jurisdicción). 

Que si pudiera invocarse ese. privilegio sin. la existencia de un 
concurso» el señor Coronado no podría ampararse de él, puesno 
se tratado gastos de justicia hechos en el interés particular ex- 
clusivamente de Brizuela . 
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Fallo del Jíues Federal 



Buenos Aires, Octubre 17 de 1895. 

YTistos: Considerando qne la presente demanda ha sido en- 
tablada por don Joan Coronado á objeto de que se declare sn 
derecho preferente á ser pagado con la suma depositada por Ber- 
tram en los antos seguidos contra éste por Brizuela, suma sobre 
la cual existen trabados dos embargos : uno á pedido de don Jo- 
sé González en los autos que sigue contra Brizuela, y el otro ¿ 
pedido de Coronado, según exhorto del juez doctor Pizarro. 
Funda Coronado su pretensión en que la suma que le debe Bri- 
zuela proviene de honorarios regulados en causas que el dicho 
Brizuela seguía contra Bertratn; honorarios que según Corona- 
do gozan de privilegio sobre la generalidad de los muebles é in- 
maebles del deudor . 

Que es innecesario recibir la causa á prueba, existiendo los 
elementos de juicio necesarios para resolver la cuestión en liti- 
gio. 

Que resulta délos autos caratulados « González contra Brizue- 
la, por indemnización de daños y perjuicios», que corren por este 
inismo juzgado j secretaría del mismo actuario, que González 
pidió se trabara embargo sobre la suma que Bertram debía en- 
tregar á Brizuela hasta cubrir la cantidad de 2500 pesos, em- 
bargo que fué decretado por este juzgado en Julio 2 de 1894. 
Resulta en cambio de los autos Brizuela contra Bertram, que por 
exhorto del juez doctor Pizarro, á podido de Coronado, se anotó 
embargo sobre la misma soma que Bertram debía entregar á 
Brizuela, en Noviembre 26 de i 894. 

Que no gozando el crédito de Coronado del privilegio que éste 
pretende, pues dicho crédito no se encuentra comprendido den- 
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tro de la disposícioa del artículo 3879, inciso i®, del Código Gi- 
yil^ qae sólo se refiere á los gastos de jasticia hechos en el in- 
terés coman de los acreedores y los que causa el concurso, 
carácter que no reviste el crédito de Coronado, según eu su pro- 
pia demanda se revela, Coronado no puede alegar derecho pre- 
ferente á ser pagado con la suma entregada, y siendo posterior 
el embargo trabado á solicitud suya que el hecho á pedido de 
G-onzalez, es el caso de aplicar la regla' ^ut pnores ¿em/9ore, 
potiores jure . 

Por estos f andamentos : fallo declarando no haber lugar é. la 
demanda entablada. Notifíquese con el original y repóngase el 
papel. 

J V. Lalanne, 



rallo de ím Suprema Corte 



Buenos Aires, Abril 16 de 1896. 

Vistos y considerando : Primero: Que la tercería deducida 
por don Juan Coronado, á foja sesenta y dos de estos autos, tiene 
por objeto que se declare su mejor derecho como acreedor de don 
Félix M. Briznóla, por honorarios devengados, que el de don Jo- 
sé G-onzalez, acreedor también de este último, por indemnización 
de daños y perjuicios, á ser pagado preferentemente con los fon- 
dos pertenecientes al deudor común, embargados primeramente 
por González á don Guillermo Bertram y depositados por éste 
en el Banco de la Nación á la orden del Juzgado. 

Segundo: Que Coronado funda su mejor derecho en que los 
fondos de que se trata, son parte de mayores cantidades que 
Bertram adeudaba á Brizuela y cuyo cobro ha perseguido como 
apoierado de éste en diferentes pleitos que ha seguido ante los 
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Tribunales de la Capital, siendo en ellos vencido Bertram y con- 
denado á pagar á Brizuela cincuenta y nueve mil pesos moneda 
nacional, y en que por sos trabajos en dichos pleitos, la Exma. 
Cámara reguló sus honorarios en la suma de seis mil pesos mo- 
neda nacional, por la cual ejecuta á Brizuela ante el Juzgado de 
la Capital á cargo del doctor Ángel S. Pizarro. 

Tercero : Que la verdad de estos hechos ha sido aceptada por 
la.parte de don José González, cuando á foja ochenta y una de 
su escrito de contestación á la tercería de Coronado, se refiere á 
ellos, sin negarlos, alegando solamente que no es aplicable al 
caso el articulo tres mil ochocientos setenta y nueve, inciso pri- 
mero, del Código Civil, que ha invocado Coronado para sostener 
que su crédito tiene el privilegio que él acuerda á los gastos de 
justicia. 

Cuarto : Que siendo los trabajos procuratorios de Coronado 
de indiscutible utilidad para llegar á la liquidación y sanea- 
miento de los créditos deBrixuela contra Bertram, no puede de- 
jar de considerarse, entre los gastos de justicia hechos en el 
interés común de los acreedores del primero, desde que se en- 
tienden por gastos de justicia, no sólo los ocasionados por actos 
que tienen por objeto ponerlos bienes del deudor y sus derechos 
en manos de la justicia, sino también todos aquellos que los 
acreedores no habrían podido dispensarse de pagar para go- 
zar de sus derechos, si otros no hubiesen hecho los trabajos 
indispensables á ese fín. 

Quinto: Que hallándose en estocase los trabajos de Corona- 
do, de que procede el crédito cuyo pago preferente reclama, su 
derecho está bajo el amparo de la disposición de los artículos tres 
mil ochocientos setenta y nueve, inciso primero, y tres mil nue* 
veoientos del Código ya citado, y prima sobre el de González que 
sólo invoca en favor de su crédito, el de acreedor que ha em- 
bargado primero los fondos de que se trata. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de foja 
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noventa j seis, declarándose de preferente pago, con los dineros 
depositados en este juicio por Bertram, el crédito de Don Juan 
Coronado sobre el que gestiona don José González. Repuestos 
los sellos, devuélvanse junto con los expedientes traidos ad e/ec- 
tum vtdendi. 

LUIS V. VÁRELA. —ABEL BA- 
ZAN. — OCTAVIO BUNGB. — 
JUAN B. TORBENT. 



CACSA XK.I 



Don Augusto Lasserre contra don Augusto Maisonave, por 
ocultación de haciendas; sobre recusación 



Sumario. — Es nulo todo lo que actúe el juez recasado, con 
posterioridad á la recusación, que no se refiera á ésta . 



Caso. — Lo explica el 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Abril 18 de 1896. 

Yistos en el acuerdo : Considerando : Que según resulta del 
escrito dp foja nueve, Maisonave recusó al Juez Letrado. 



230 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

Que la recusación importa la promoción de an incidente de 
resolacion previa, impidiendo entre tanto el curso del juicio. 

Que, en consecuencia, y no estando aún pronunciada esa re- 
solución^ los procedimientos ulteriores á la recusación j ajenos 
á la misma, no han podido ser dictados por el Juez recusado. 

Por esto : se deja sin efecto lo actuado después del auto de 
fojas trece Tuelta j catorce, y devuélvanse para que el inferior 
tramite con arreglo á derecho, la recusación deducida. Agre- 
gúense estas actuaciones al expediente traido para mejor pro- 
veer. Repóngase el papel. 

benjamín paz. — luis V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE. — JUAN B. TORRENT. 



CAUSA XK.II 



Criminal contra Luciano Greloni y otros, por infanticidio ; 

sobre competencia 



Sumario. — Corresponden á la Camarade Apelaciones en lo 
criminal de la Capital, los recursos interpuestos en las causas 
penales de derecho común, que son de competencia de los jueces 
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letrados de los territorios nacionales, aunque en reemplazo de 
éstos, haya conocido en primera instancia un juez federal. 



Caso. — Por excusación del juez letrado del Río Negro, 
pasó al juez federal de la secoion de Buenos Aires, la causa 
seguida contra Luciano Qreloni y otros, por infanticidio. 

Terminada la causa, el defenbor de los procesados solicitó 
regulación de sus honorarios. Practicada ésta por el Juez Fe- 
deral, fué apelada por el defensor para ante la Suprema Corte. 



l**allo de ím •uprem» Corte 

Buenos Aires, Abril 21 de 1896. 

Vistos en el acuerdo : Considerando : Que el Juez Federal de 
la sección de Buenos Aires conoce é interTíeneen esta causa, no 
por razón de la materia, sino en calidad de reemplazante legal 
del juez del territorio del Río Negro. 

Que corresponde á la Cámara de Apelaciones en lo criminal, 
el conocimiento de los recursos que se interpongan en causas 
penales de derecho común, de la competencia de los jueces le- 
trados délos territorios nacionales, con arreglo á lo dispuesto 
en los artículos 25^ inciso l'^, y 33^ inciso 1^, del Código de Pro- 
cedimientos en lo criminal.. 

Por esto : se declara incompetente esta Suprema Coi:te^ para 
conocer del incidente de que se trata ; y remítanse los autos 
con oficio á la Exma. Cámara de Apelaciones en lo criminal. 
Repóngase el papel. 

BENMMIN PAZ. — LOIS V. VARBLA; 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BÜN- 
GB. — JUAN E. TOBRENT. 
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CAIMA XIjIII 



Don Antonio Marechal contra la Municipalidad de Córdoba , 
sobre pago de un terreno y daños y perjuicios 



Sumario. — 1^ Las municipalidades están obligadas á indem- 
nizar á los particalares, por los terrenos de sa propiedad que 
ocupan para fines de utilidad general. 

2^ La donación 6 su promesa, que no sea hecha en escritura 
pública, no surte efecto. 



Caso. — El señor Marechal se presentó al Juzgado exponien- 
do : Que el año 89, la municipalidad de Córdoba constituyó un 
camino que arranca al final de la calle Santa Rosa y termina en 
el puente Rodríguez del Busto, dividiendo un terreno de su 
propiedad, situado entre el Cementerio San Gerónimo y el 
río Primero ; 

• Que para la construcción del camino, fué roto el alambrado 
que cercaba la propiedad, lleyándose al corralón municipal los 
alambres y postes derribados, se terraplenó y empedró el espa- 
cto ocupado, con materiales de allí mismo, sin dársele aviso de 
ningún género; 
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Qoe tal proceder importa una violación de la ley de expro- 
piación, que manda consignar previamente el precio del terreno 
ocupado; 

Qne ha reclamado administrativamente el pago de la indem- 
aizacion debida^ y no habiéndolo conseguido, entabla demanda 
contra la Municipalidad, para que se la condene á pagar el im- 
porte de 6691 metros cuadrados de terreno, que ocupa con el 
referido camino, al precio que valia al tiempo de su ocupación, 
(4 pesos m/n metro cuadrado), con los intereses correspondientes, 
y á indemnizarle los cercos destruidos y los daños y perjuicios 
causados, con costas. 

Acompañó el título de propiedad del terreno referido. 

Acreditado el fuero, por ser Marechal extranjero, se corrió 
traslado de la demanda. 

Evacuándolo el Presidente de la Municipalidad, pidió su re- 
chazo con costas. 

Dijo: Que es cierto que la Municipalidad tiene la obligación 
de indemnizar á los propietarios el importe de sus propiedades, 
ocupadas para fines de utilidad general ; pero también lo es, que 
legalmente no puede obligársele á efectuar tal indemnización, 
cuando el terreno ha sido cedido gratuitamente; 

Que antes de hacerse el camino de que se trata, y como con- 
dición indispensable desn construcción, se trató de acordar con 
Marechal el importe de la indemnización de su terreno, el que 
no tiene valor alguno, por ser anegable, y que más bien ha re- 
cibido un gran beneficio, en lugar de perjudicarse, con la aper- 
tura de la calle. 

Que así debió entenderlo Marechal, que no opuso inconvenien- 
te alguno cuando se pidió que hiciera donación del terreno ne- 
cesario para el camino, como resulta del telegrama que aquel 
4irigi6 al señor Antonio Rodríguez del Busto, diciendo : c na- 
die me habló de calle, pero siendo útil, con verdadero placer 
concederé terreno gratis > . 
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Que de este documento, que presentará oportunamente, re- 
sulta que Marechal cedió gratuitamente la fracción de terreno 
que ocupa la Municipalidad, y, por consiguiente, la demanda 
carece de fundamento legal. 



Fallo del Jues Federal 



Córdoba, Agosto 31 de 1895. 

Yistos: El doctor Felipe Crespo, en representación de don An- 
tonio Marechaly demanda á la Municipalidad de la Capital de 
Córdoba por cobro de pesos. Fundando la demanda, dice que : 
próximamente el año 1889, la Municipalidad construyó un cami- 
no que arranca al final de la calle de Santa Bosa y termina en el 
puente Bodrignez del Busto, dividiendo el terreno denominado 
el Bajo de Marechal, cuyo titulo de propiedad se adjunta. 

Que para la construcción del camino fué roto el alambrado 
que lo cercaba, apropiándose la Municipalidad de alambres y 
postes derribados y empedrando y terraplenando el espacio ocu- 
pado, sin dar aviso siquiera á Marechal. 

Que este acto importa una violación del artículo 4 de la ley 
de expropiación^ no consignando el precio estimado del terreno; 
y que no habiendo arribado á un arreglo, administrativamente, 
demanda á la Municipalidad de Córdoba por el importe de 6691 
metros cuadrados de terreno que ocupa el referido camino, ai 
precio que éste Valía al tiempo de su ocupación, intereses desde 
esa fecha, daños y perjuicios y costas. 

Acreditada la competencia del Juzgado se corrió traslado á 
la Municipalidad, quien evacuándolo dice: que es inconcuso 
que la Municipalidad, como todo poder público, debe indemnizar 
á los propietarios de los terrenos que ocape con fines de interés 
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general ; pero que es también incuestionable qne no podría le« 
galmente obligársela á indemnizar el valor de un terreno, caan- 
do él ha sido cedido grataitamente para la construcción de un 
camino público. 

Que el señor Marechal, consultando la conveniencia de que 
dicho camino pasara por su propiedad, dando á ésta un valor 
que no tenía, cuando fué ocasión de acordar una indemnización 
por el terreno que ocuparía el camino á las Rosas, á indicación 
de la Municipalidad, aquel^ sin inconveniente alguno^ lo cedió 
gratuitamente ; que por estas consideraciones pide se rechace 
la demanda, con especial condenación en costas. 

Abierta la causa á prueba se produce la documental de foja 
16á23. 

Y considerando : 1<* Que la Municipalidad no ha comprobado 
ser dueña del terreno á que se refiere este juicio, por ningún 
título de propiedad; ni que el señor Marechal le haya transfe- 
rido derecho alguno sobre él; pero sin embargo está plenamente 
comprobado con el telegrama no negado de foja 21, que el señor 
Marechal permitió que la Municipalidad hiciera en ese terreno, 
el camino que conduce á las Rosas desde la calle Santa Rosa. 
Esta prueba está corroborada con la declaración del señor Ro- 
drigues del Busto, quien afirmó además que fué ese terreno y 
no otro el objeto de la concesión. 

2^ Que si bien ese título no le da derecho á la Municipalidad 
para apropiarse el terreno, le da sí para establecer el camino 
como una concesión graciable y revocable. 

3® Que el señor Marechal no pide en este juicio la devolución 
de dicho terreno, por lo que el Juzgado no puede decidir sobre 
ello, sino sobre el pago del mismo, que no es de ninguna manera 
procedente, desde que la Municipalidad lo ha ocupado con per- 
miso del dueño^ lo que se ha declarado comprobado. 

En su mérito y de otras consideraciones que se omiten, defi- 
nitivamente juzgando fallo: no haciendo lugar al cobro de p 



A 
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SOS entablado por el señor don Antonio Marechal contra la Mu- 
nicipalidad, sin perjuicio de las accioBOs que hubieren contra la 
misma por entrega del terreno ocupado^ con costas. Hágase 
saber con el original, repóngase y transcríbase previamente. 

C. Moyano Gacitúa. 



Vallo 4e la Muprema Corte 

Buenos Aires, Abril 21 de 1896. 

Vistos j considerando : Primero : Que la excepción opuesta 
por la Municipalidad^ de habérsele donado 6 cedido gratuita- 
mente el terreno de que se trata, no ha sido probada, carecien- 
do de todo valor jurídico la única prueba rendida á este efecto, 
consistente en el telegrama de foja veinte y uno, y declaración 
de foja treinta y tres. 

Segundo: Que demandándose por la parte de Marechal, el pa- 
go del terreno que la Municipalidad reconoce que ooupa y no 
oponiéndose á esa demanda sino la excepción á que se refiere el 
anterior considerando, esta Suprema Corte sólo tiene que resol- 
ver si existe 6 no dicha donación, y en su caso la procedencia 
de la acción deducida. 

Tercero: Que con arreglo al artículo mil ochocientos diez del 
Código Civil, y á lo resuelto por esta Suprema Corte en caso 
análogo (Fallos, serie cuarta, tomo tercero, página ciento cua- 
renta y ocho), para que la donación surta efecto es necesario 
que ella, ó su promesa, sea hecha en escritura pública, lo que 
no ocurre en el presente caso, ni se ha alegado por la Munici- 
palidad. 

Cuarto : Que la Municipalidad no ha desconocido el derecho 
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de propiedad del demandante, como tampoco desconoce la obli- 
gación en que se halla, con arreglo á la ley, de indemnizar álos 
propietarios el importe de sas propiedades, cuando las ocupa 
para fines de utilidad general. 

Por estos fundamentos: se revócala sentencia apelada de foja 
treinta y cinco, y se declara que la Municipalidad demandada 
debe abonar al demandante el valor del terreno, con más los 
intereses desde la fecba de la demanda, y los daños y perjuicios 
que se justificaren debidamente, todo lo que será apreciado por 
peritos. Repuestos los sellos, devuélvanse, notificándose con el 
original. 

LUIS V. VÁRELA. — OCTAVIO BüNGE. 
— JUAN fi. TORI\ENT. — ABEL BA- 

ZAN (en disidencia). 



DISIDENCIA 



Vistos: Considerando: Primero: Que por la demanda dedu- 
cida áfoja siete de estos autos^ á nombre de don Antonio Mare- 
chal contra la Municipalidad de Córdoba, se pide que ésta sea 
condenada á pagar al actor el importe de seis mil seiscientos 
noventa y un metros cuadrados de terreno á razón de cuatro 
pesos moneda nacional el metro, con sus intereses, y á indem- 
nizarle cercos destruidos y los daños y perjuicios causados, más 
las costas del juicio, por haber dicha Municipalidad apoderádose, 
sin el menor aviso al demandante, de esa extensión de terreno 
en la propiedad cuyo título se acompaña^ para la construcción 
de un camino que arranca al final de la calle Santa Bosa y ter- 
mina en el puente de c Bodriguez del Busto. 

Segundo: Que contestando esta demanda, el representante 
de la Municipalidad pidió su rechazo con costas, alegando que 
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ésta no se hallaba en la obligación de pagar á Marechal el te- 
rreno qoe ocupaba el camino á cLas Rosas », que atravesaba sa 
propiedad, porque lo había cedido gratuitamente á aquella para 
que se hiciese dicho camino, con. el cual se había beneficiado 
Marechal, valorizando sus terrenos que. nada le producían por 
ser un bajo fácilmente anegable durante la época de las crecien- 
tes, y sin riego hasta hoy, por lo que su propietario nunca ha- 
bía pensado en destinarlo á trabajos agrícolas. 

Tercero: Que puesta la causa á prueba, la Municipalidad no 
ha justificado el hecho capital eñ que ha fundado su defensa, á 
saber, que Marechal cedió á aquella gratuitamente el terreno 
ocupado por el camino. 

Toda la prueba producida á este respecto, consiste en el tele- 
grama de foja veinte y una, que aparece dirigido por Marechal, 
desde Buenos Aires, á don Antonio Bodriguez del Busto, y en 
la declaración de foja treinta y dos vuelta de este último, qoe 
ha sido presentado como testigo. 

Cuarto : Que en cuanto al telegrama que dice : c Nadie me 
habló de calle, pero siendo útil, con verdadero placer concederé 
terreno gratis >, el representante de Marechal afirma en su ale- 
gato de bien probado á foja veinte y seis vuelta, que Marechal 
no se ha referido en él, al terreno en cuestión, y sostienecon razón 
que aun en caso contrario, él no comprobaría una donación gra- 
tuita del terreno, hecha ala Municipalidad, porque ni es, ni 
puede considerarse, un documento revestido de los requisitos 
exigidos por la ley para que valga como una escritura de dona- 
ción. 

Quinto: Que respecto á la declaración de Rodríguez del Bus- 
to, es de observar, que con ella nada útil se ha probado en favor 
de la pretensión deU Municipalidad, pues preguntado el testi- 
go : « segundo : si sabe y le consta que el señor Antonio Marechal 
haya otorgado permiso á la Municipalidad de esta capital para 
construir un camino público á cLas Rosas » pasando por terre- 
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nos de su propiedad sin indemnización alguna », dice que ni sabe 
ni le consta el contenido de la pregunta, aunque contestando á 
las siguientes preguntas del interrogatorio de foja veinte j 
nueve, declara que el telegrama de foja veinte y nno se refiere 
al terreno y camino que motivan este juicio, y que no recor- 
daba que Marechal le haya dado aviso de haber concedido per- 
miso para abrir el camino de que se le pregunta, agregando que 
el declarante no ejercía cargo municipal en la época en que 
ocurrieron los hechos á que se refieren sus declaraciones. 

Sexto : Que á pesar de la deficiencia completa de prueba 
sobre el hecho alegado por la Municipalidad en su defensa, no 
por ello puede darse desde luego por justificada la demanda de 
Marechal, ni revocarse la sentencia apelada, que no ha hecho 
lagar á ella. 

Séptimo : Que para esto es necesario que Marechal demos- 
trase que la Municipalidad se haya sometido á la necesidad ju- 
rídica de comprarle el terreno que abraza el camino, por el pre- 
cio que él le atribuye ó aquel que se fijase como justo por reso- 
lución judicial^ no bastándole probar que él es dueño legítimo 
de dicho terreno y que ha sido privado de su posesión por un 
acto atentatorio á sus derechos, pues sabido es que estos hechos 
sólo autorizan á deducir la acción posesoria ó reivindicatoria, 
en su caso, y nada más, para que el despojante, ó injusto de- 
tentador, restituya á su dueño la cosa ajena que se retiene^ con 
la correspondiente indemnización de daños y perjuicios. 

Octavo: Que siendo correlativos los derechos y obligaciones 
del vendedor y comprador y de expreso derecho que «nadie puede 
SPiT obligado, á vender sino cuando se encuentre sometido á una 
necesidad jurídica de hacerlo », la cual tiene lugar en los deter- 
minados casos enumerados en los incisos del artículo mil tres- 
cientos veinte y cuatro del Código Civil, es evidente que, para 
que pueda prosperar la demanda de Marechal^ en que exige que 
la Municipalidad le compre el terreno de que se trata, ha debi- 



240 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

do jastifioar que ésta se halla comprendida en algonode los ca- 
sos enamerados en dicho artículo . 

Noveno : Que es fuera de duda que esta justificación no la ha 
producido Marechal^ como lo demuestran las constancias de au- 
tos y lo patentiza el m^érito de ellos, en lo relativo al caso del 
inciso primero de dicho artículo, único al que puede referirse 
como pertinente el del sub-judice, desde que los otros mani- 
fiestamente no lo comprenden. 

Décimo: Que ese inciso dice : «Primero, cuando hay derecho 
de comprar en el comprador la cosa por expropiación, por causa 
de utilidad públisa >. Ahora bien como no es posible atribuir á la 
Municipalidad, el derecho de comprar por expropiación si no exis- 
te la ley que autorice ésta^ y como en el presente caso no se ha 
dictado esa ley^ según paladinamente lo ha declarado la parte de 
Marechal en su alegato de bien probado á foja yeinte y seis, 
sigúese de ello como consecuencia necesaria y lógica^ que no se 
puede obligar á la Municipalidad á que compre por razón de ex- 
propiación, el terreno de Marechal, aunque aquella haya resueU 
to por causa de utilidad pública, prolongar la calle « Santa Rosa> 
por el terreno de Marechal, quien si no ha podido acordar con. 
ella un precio para que pase á su dominio, no tiene el derecho 
de obligarlo por justicia á que se lo compre por el precio que él 
le ha fijado, ni por otro cualquiera, desde que no hay ley que 
así lo establezca, y por cuanto su derecho sólo se limita en tal 
caso, á entablar algunas de las acciones á que se refiere el sép- 
timo considerando de esta resolución, ninguna de las cuales se 
ha deducido. 

Por estos fundamentos : se confirma con costas, la sentencia 
apelada de foja treinta y cinco. Repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

ABEL RAZAN. 
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CAUSA XEiIV 



Don Felipe Torea, contra don Pedro Patiíío y Espin, por cobro 

de pesos; sobre apelación denegada 



Sumario. — No es apelable el aato qae no confiere traslado 
de los documentos acompañados á la contestación de la de- 
manda. 



Caso. — Al contestar la demanda, el demandado acompañó 
algunos documentos. 

El Juez recibió la causa á prueba. El demandado, preten- 
diendo que debió dars^ traslado de esos documentos, dedujo 
contra el auto de prueba los recursos de reposición y apelación, 
en subsidio, que le fueron negados • 



Valto de ki SiiprenMi C?«rte 

Buenos Aires, Abril 23 de 1896. 

Vistos en el acuerdo : No trayendo gravamen irreparable la 
«misioa de procedimiento en que el recurrente pretende haber- 
Yot. uní 16 
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se incurrido, y de conformidad además á lo dispuesto en el ar- 
tículo doscientos siete de la ley de procedimientos, se declara 
bien denegado el recurso. Remítanse estas actuaciones alJuez 
de la causa para la agregación á los autos de su referencia. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS Y. VÁRELA. 
— OCTAVIO BUNGE. 



CAIIÍiA XI.Y 



Don Antonio M. Correa, contra don Ángel Estrada y C*, por 
dafws y perjuicios; sobre costas y testación de palabras 



Sumario. — 1^ Son inapelables los autos dictados para me- 
jor proveer. 

2^ El pronunciamiento sobre las costas causadas con motivo 
de los recursos interpuestos contra un auto de esa clase, es sus- 
ceptible de apelación. 

3^ Aunque se hagan manifestaciones de respeto al Juzgado, 
deben ser testadas las palabras sobejanas empleadas en los es- 
critos. 



Caso. — Terminada la sustaciacion de la causa y llamado 
autos t el Juez mandó, para mejor proveer, que los ingenieros 
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l^milio Mitre y Yedia, Ignacio Oyaela y Carlos MaBchwitz, 
procedan á confrontar los mapas que existen en secretaría é in- 
ÍQTmen si el de Tacuman, publicado por la casa de Estrada y G^, 
es on plagio 6 ana copia del publicado por don Antonio M. Co- 
rrea, el cual demandó á aquellos por daños y perjuicios, funda^ 
do en que habían reproducido el mapa déla citada provincia, de 
que él es autor y editor. 

La casa de Estrada y C" dedujo los recursos de reposición y 
apelación de este auto, y en su escrito respectivo se encuentran 
las siguientes palabras : 

c Entonces si se dijera en este juicio ¿ quién presentó la prue- 
ba? se tendría que contestar : la presentó el Juez. Y si contra 
lo que yo pienso y sostengo, la prueba fuese eficaz; y si contra la 
verdad de los hechos, esa prueba me fuese desfavorable, el pleito 
se perdiera y se me preguntara ¿quién me lo ganó? Yo tendría 
que contestar me lo ganó el Juez, que alegó y probó en lugar 
del actor . 

«Desde este punto de vista el auto puede sugerir sospechas de 
parcialidad. 

«Declaro sobre mi honor que no las abrigo. Peto por lo mis- 
mo que tengo la conciencia serena y tranquila al respecto, me es 
lícito insinuar esa idea, de la cual, repito^ no participo. En efec* 
to, ese auto puede inspirar sospechas de parcialidad. 

c Y bien, esas sospechas deben darle la voz de alarma al señor 
Juez, advirtiéndole que ha ultrapasado los límites legítimos 
de su facultad discrecional. £1 libre arbitrio del Juez en tanto 
es justo, en cuanto no lo sacan de su asiento ; pero es injusto é 
ilegítimo y se convierte en arbitrario y abusivo, desde el momento 
en que lo llevan á hacer el papel de parte. 

« Porque la facultad de producir prueba de oficio es mera- 
mente complementaria pero no supletoria de la acción de las 
partes. » 



! 



214 FALLOS DE LA SUPBEMA CORTB 



VaIIo del Jlues Federal 



Baenos Aires, Julio 2 de 1895. 

Y vistos : Considerando : Bespecto de los interpaestos : qu9, 
dadbla cnestion qne se ventila en este jaicio, el hecho sobre el 
cual debe versarla medida de que se recurre, tendría en definitiva 
que ser apreciada por el Juzgado; y en tai concepto éste ha sen- 
tido la necesidad de ilustrar su criterio con el dictamen de per- 
sonas especialmente competentes en la materia. 

Que el auto de foja 180, qne es preciso en el objeto que se 
propone y no necesita por tanto ser aclarado, es por su propia 
naturaleza inapelable, según se demuestra en el escrito de foja 
188. 

Por estos fundamentos, estése á lo proveído, no haciéndose 
lugar á la apelación en subsidio interpuesta, sin especial conde- 
nación en costas. 

Y considerando : Por otra parte, que el Juzgado se encuen- 
tra en el deber eatricto de mantener en toda su integridad los 
respetos que se le deben, precédase por secretaría á testar del 
escrito del foja 183, los párrafos señalados, que contienen consi- 
deraciones y conceptos sobejanos. Repóngase la foja. 

J. V. Lalanne. 



El demandante apeló en cnanto no se condenaba en costas á 
los demandados, y se le concedió el recurso en relación. 

£1 apoderado de los señores Estrada y G* ocurrió de heoho 
respecto del primer punto, y se declaró bien denegado el recur- 
so por el siguiente : 
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Valla de la MupraMia Carie 

Buenos Aires, Setiembre 3 jde 18^5. 

Vistos en el acaerdo : Resaltando de aatos que se trata de 
una providenoia para mejor, proveer, dictada por el inferior en 
aso de las atribuciones qne para ilustrar su criterio le oonñere 
)a ley de procedimientos, en sn artículo 16, inciso 3"*, j no sien- 
do ella apelable, como lo tiene resuelto en dívesos caso? esta 
Suprema Cortease declara bien denegado el recorso interpuesto 
por la parte de Estrada. Agregúense estas actuaciones á la cau- 
sa de su referencia y pase ésta al relator, para conocer de los 
recursos concedidos á fojas 204 y 209. Repóngase el papel. 

• » 

LUISV. VÁRELA.— ABEt. BAZAR. 
— OCTAVIO BDNGE. — JUAN E. 
TORhENT. 

El mismo apoderado de Estrada y C% dedujo los recursos de 
reposición y apelación en subsidio, respecto de la corrección 
disciplinaria contenida en el auto del Juez Federal. 

Dijo: Que por la naturaleza de la cuestión debatida en su 
escrito anterior, ha debido referirse al Juez, por tratarse de un 
acto suyo, declarando que no abrigaba sospechas respecto de su 
imparcialidad y rectitud* los que no sufrían menoscabo por el 
ejercicio, poco discreto, de la facultad de dictar medidas para 
mejor proveer. 

Que las palabras de su escrito anterior, -mandadas testar, no 
pueden reputarse como consideraciones y conceptos sobejanos, 
pues este término, según la ley 2, título 4^, partida 2', y la glosa 
de Gregorio López, importa las palabras excesivas, sobradas, 
supeiflaas y sobre cosas incidentes y ajenas al hecho discutido 
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Que aún tomando ese término en su sentido lato, pueden con- 
siderarse sobejanas las palabras á que se refiere el auto; y sólo 
una susceptibilidad muy excesiva puede atribuir sentido ofen- 
sivo é indecoroso á las razones de su escrito anterior. 

Que reitera sus protestas de no abrigar sospechas contra la 
imparcialidad y rectitud del Juez, añadiendo que no ha tenido 
intención de ofenderle ni faltar á los respetos que le son de- 
bidos. 

En este escrito se contienen los siguientes párrafos: 

«En la situación en que me encuentro ¿debo considerar ante 
todo, el carácter, el genio del individuo? ¿Estaré acaso expuesto 
á que un escrito, que redacte yo con el mayor respeto y que ca- 
balleros amigos míos, consideren correcto, sea tomado á mal 
por un juez irascible 6 en extremo susceptible? El Juez es la 
persona, el individuo^» ... 

«... que se sustituía al actor : que presentaba él la pnieba 
que la parte habla renunciado, porque dejó vencer el término 
sin producirla después de haberla pedido ; que importando las 
pruebas en ciertas condiciones, el tiempo en un juicio^ elJuez 
que presenta la prueba el que puede reivindicar los honores del 
triunfo. ¿Y por qué dije eso? Para demostrar que esa actitud 
es ocasionada d engendrar sospechas y para fundar en laplau- 
sibilidad de esas sospechas, engendradas por el ejercicio de una 
facultad discrecional^ son síntomas é indicaciones seguras de 
que se ha extralimitado la facultad. » 



Falla del Jlues Federal 

Buenos Aires, Julio 17 de 1895. 

T vistos : Considerando: Que el Juzgado, al dictar la medida 
de que se reclama, tuvo en cuenta las protestas de respeto que 
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en el escrito de foja ... se hacían, y se limitó por ello á dis- 
poner qae fuesen testados del referido escrito, los párrafos se- 
ñalados. 

Qae estos párrafos contienen consideraciones y conceptos 
que son evidentemente sobejanos, vale decir, excesivos é incon- 
venientes, y deben por tanto ser eliminados del expediente, no 
obstante las nuevas manifestaciones de respeto del escrito de re- 
posición. 

Por esto, el Juzgado manda que se esté á lo resuelto. 

Y siendo así que este último escrito repite alguno de aque- 
llos conceptos y agrega otros de la misma naturaleza, se proce- 
derá también á testarlos por secretaría. 

Concédese en relación el recurso de apelación en subsidio in- 
terpuesto. Repóngase la foja. 

J. F. Lalanne. 



Los demandados apelaron de la nueva corrección contenida en 
el fallo anterior. 



Vallo de la Suprema €orte 

r 

fi aenos Aires, Marzo 17 de 1896. 

Vistos : Por sus fundamentos, se confirman los autos de fo- 
ja ciento noventa y cinco vuelta, y doscientos nueve en la parte 
recurrida por el demandado. 

Y habiendo discordia para juzgar respecto de la apelación in- 
terpuesta á foja doscientos cuatro, intégrese el Tribunal; de- 
biendo á ese efecto» por impedimento del señor presidente doctor 
Paz, precederse en la forma prescrita por el artículo veinte y 
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tres de la ley de Procedimientos, señalándose para la insacala- 
cion, la audiencia del sábado veinte y ano del corriente á la una 
de la tarde. Eepóngase el papel. 

LUIS V. VÁRELA. — ABEL BAZAM. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. 
TORRENT. 



Vallé de la Huprema Corte (1) 

Buenos Aires, Abril 23 de 1886. 

Yistos y considerando : Primero : Que para resolver la ape- 
lación interpuesta por don Antonio M. Correa, relativa al pago 
de las costas, no es necesario conocer del incidente mismo pro- 
movido por los demandados, bastando al efecto examinar tan 
sólo la procedencia 6 improcedencia de los recursos que ellos 
dedujeron, pues para pronunciarse esta Suprema Corte sobre la 
procedencia de la condenación en costas del incidente que ba se- 
guido al auto inapelable de foja ciento setenta y nueve, no ne- 
cesita entrar á estudiar los antecedentes que motivaron ese au- 
to, sino sólo las actuaciones que le han seguido. 

Segundo: Que los recursos de reposición y apelación en sub- 
sidio, contra el auto de foja ciento setenta y nueve, interpues- 
tos por Estrada y Compañía, fueron declarados improcedentes 
por el auto de foja ciento noventa y cinco vuelta y por el de esta 
Suprema Corte de foja doscientos treinta. 

Tercero: Que el pago de las costas causadas para la sustan- 
ciacion de esos recursos, sería indudablemente un perjuicio para 
la parte que no ha motivado su producción por hecho suyo, pues 

(1) Integrada con el señor conjuez, doctor Daniel J» DÓDOvan.f 
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tendría qne abonarlos de su peculio, si la Corte no se pronan- 
ciare á ese respeeto, resolviendo á cargo de qaien hayan ée 
pesar . 

Cuarto : Que con arreglo á lo dispuesto por el articulo dos- 
cientos seis de la ley de Procedimientos, el recurso de apelación 
procede de todo auto que canse perjuicio irreparable. 

Por esto, se revoca el auto de foja ciento noventa y cinco 
vuelta, en la parte apelada por don Antonio M. Correa, decla- 
rándose que las costas del incidente son á cargo de los deman- 
dados. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

LUIS V. VÁRELA. — OCTAVIO BUNGE. 
— DANIEL J. DÓNOVAN. — ABEL 

BAZAN (en disidencia). — jüan 
E. TORRBNT (en disidencia). 



DISIDENCIA 



Buenos Aires, Abril 33 de 1896. 

Vistos: Considerando: Que por la resolución de esta Supre- 
flaa Corte de foja doscientos treinta^ se ha declarado inapelable 
el auto para mejor proveer de foja ciento setenta y nueve. 

Que siendo este auto inapelable, lo es también necesariamen- 
te el de foja ciento noventa y cinco vuelta, que negó su reposi- 
ción, sin especial condenación en costas. 

Que el pronunciamiento sobre costas que contiene dicho au- 
to, es parte integrante del mismo, en cuyo caso es igualmente 
inapelable. 

. Que, finalmente, la inapelabilídadde un auto 6 sentencia im- 
plica que el superior no puede entrar á conocer de su justicia 6 
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injastioia, y como el pronanciamiento sobre costas no puede te- 
ner lugar sin juzgar de ia justicia ó injusticia de la pretensión 
que es materia del auto ó sentencia inapelable, es claro que es- 
tando inhibida esta Suprema Corte^ por la naturaleza del auto 
de foja ciento noventa y cinco vuelta, para emitir ese juicio, no 
puede tampoco admitir la apelación deducida contra dicho pro- 
nunciamiento. 

Por estos fundamentos, se declara mal concedido el recurso 
interpuesto á foja doscientos cuatro. Repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

ABEL BAZAN. — JUAN E. TORRENT. 



CAUSA XEiYI 



Doña Juana Zamudio de Lavalle, contra doña Isabel Wi- 
lliams de Buchanan y sus hijos, por reivindicación; sobre 
competencia. 



Sumario. — Resuelto definitivamente un punto, no puede 
volverse sobre él . 



Ca^o. — Después de dictado el fallo de 26 de Marzo de 1895 
(serie lY, tomo 9"^, página 117), la señora Zamudio pidió se sus- 
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tanciara el pnnto relativo á la competencia, en la forma indica- 
da por el señor Procurador Oeneral, diciendo que había ocurri- 
do á la Justicia Federal^ porque los Tribunales de la provincia 
habían declarado que la causa correspondía á ese fuero . 



Pallo del JucB Federal 



La Plata. Setiembre 30 de 1895 . 

Estando resuelto el pnnto & que se refiere, en el auto de foja 
64, estése á lo allí mandado. Bepóngase la foja. 

Aurrecoeehea. 



Fallo de la Suprema €orie 

Buenos Aires, Abril 25 de 1896. 
Vistos : Por sus fundamentos, se confirma con costas, el au- 
to apelado de foja ochenta y nueve. Repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

LDIS V. VÁRELA. — ABELBAZAN. 
— OCTAVIO BCNGE. — JOAN E. 
TORRENT. 
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CAUSA XliVII 



Don Néstor Fernandez, contra don Aquiles Franchini, por cum- 
plimiento de sentencia; sobre depósito de precio 



Sumario. — Debe ser confirmado el auto que tiende al cam- 
plimiento de la cosa jozgada. 



Caso, — Por sentencia del Juez de Sección, confirmada por 
la Suprema Corte en U de Noviembre de 1894 (tomo 58, pág. 
160), se mandó cumplir el contrato á que se refiere el siguiente 
documento : 

c Conste por el presente boleto de compra, que he comprado á 
los señores José Rubio y Eugenio Diaz un terreno que linda con 
el Hospicio de Mendigos, cuya superficie es de cien varas de 
frente, más 6 menos, por doscientas cincuenta varas de fondo, 
más ó menos, al precio fijo de cinco pesos nacionales moneda 
curso legal la vara cuadrada. 

€ Dicho terreno es propiedad del señor Néstor Fernandez; se- 
gún autorización que obra en poder de Rubio y Diaz, firmo la 
presente compra. 

€ Las condiciones de pago serán : 

cLa mitad del importe total á los cuatro meses de firmar este 
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boleto, debiendo efectuarse el pago de la otra mitad á oaatro me- 
ses más tarde, época en la cual se firmarán las escrituras. 

€Í, Franchini. 
« Rosario, Agosto 8 de 1889. » 



La sentencia disponía que el actor debía previamente afian- 
zar la restitución del precio qne perciba en razón del con- 
trato. 

Mandada cumplir dicha sentencia, el actor solicitó qne se fi- 
jara el término dentro del cual debía firmarse la escritura, bajo 
apercibimiento de daños y perjuicios, ofreciendo dejar, en ga- 
rantía, depositado el precio en el Banco, á la orden del Juzgado, 
hasta tanto se levante el embargo trabado por el doctor Quiro- 
ga. Solicitó también embargo preventivo contra el demandado, 
fundándose en el artículo 55 de la ley de procedimientos y en 
los fallos de la Suprema Corte, serie 2% tomo 7^, página 445, y 
tomo 14, página 552, en los que no se exige más recaudos para 
proveer al embargo preventivo, que dos sentencias conformes. 



FaIIo «el Jues Vedleral 

Rosario, Marzo 2 de 1895. 

Proveyendo al escrito precedente y de conformidad á las sen- 
tencias de fojas 123 y i78, señálase el plazo de diez días para 
que ambas partes cumplan sus respectivas obligaciones conte- 
nidas en el contrato de foja 3 y sentencias mencionadas, bajo 
apercibimiento de pérdidas é intereses. 

El precio que está obligado á entregar el demandado don Aqui- 
lea Franchini, deberá consignarse en el Banco de la Nación á la 
orden de este Juzgado hasta nueva resolución. 



IJ -m- 
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En cuanto al embargo preventivo solicitado por el actor, por 
los daños y perjuicios que ocasionara la inejecución de la obli* 
gaoion del demandado, no ha lugar, por ahora, porque no se de- 
termina en la petición cantidad líquida ni existen en autos ele- 
mentos de juicio para su apreciación aproximada por el Juez; 
no siendo, por lo tanto, aplicables al presente caso los fallos de 
la Suprema Corte Federal citados por el actor. Repóngase. 

Daniel Goyíia. 



fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Abril 25 de 1896. 

Vistos : Tendiendo el auto de foja ciento ochenta y nueve al 
cumplimiento de la sentencia de foja ciento veinte y tres, con- 
firmada por esta Suprema Corte, se confirma dicho auto, con 
costas, en la parte recurrida. Repuestos los sellos, devuél- 
vanse . 

BENJAHIN PAZ. —LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BüN- 
GE. — JUANE. TORRENT. 
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CAUSA XI«VIII 



Criminal contra Francisco Cornac, por contrabando; sobre 

prescripción 



Sumario. -^ No puede ser admitida la excepción de prescriD- 
cion, que resulta haber sido interrumpida. 



Caso, — Resulta del 



Vallo del Jues Federal 



Paraná, Setiembre 6 de 1895. 

T vistos: En la excepción de prescripción de la pena alegada 
por don Pedro J. Homero, en representación de don Francisco 
Gomas. 

Y resultando: Que con fecha i i de Agosto, fué condenado 
Comas á sufrir la pena de comiso de las mercaderías introduci- 
das de contrabando al territorio de la nación, y además á pagar 
por ellas los derechos de importación: pena que debía hacerse 
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efectiva en los bienes del deudor por el valor de dichas merca- 
derías q^ue no fueron aprehendidas, liquidado según tarifa de 
avalúos, siendo confirmada esta sentencia por la Suprema Cor- 
te Federal en i3de Abril de i889, foja 163. Vueltos los autos, 
este Juzgado ordenó su ejecución, por decreto de 30 de Julio del 
mismo año 89. En Febrero de i890 se manda liquidar el comi- 
so, 7 en Octubre, á pedido del fiscal, se ordenó el solvendo. Con 
fecha Febrero de 1891 se libró exhorto al señor Juez Federal de 
Corrientes para que hiciese notificar este auto á Comas. Resul- 
tando no tener éste su domicilio en Corrientes, en Mayo del 
mismo año se proveyó un auto mandando investigar el lugar de 
su residencia y en Agosto del mismo año 1891 se mandó librar 
nuevo oficio con igual objeto, foja 184. 

Ko dando resultado estos oficios, se decreta una nueva inves- 
tigación en Octubre, repitiéndose la misma resolución eu Hayo 
de 1892; iguales providencias se dictaron en Octubre siguiente, 
foja 192, y en Mayo de 1893, hasta recurrirse, en Setiembre si- 
guiente, al Ministro de Hacienda para que por medio de los em- 
pleados de Aduana, se averiguase el paradero de don Francisco 
Comas, foja 207, precediéndose á ordenar el arresto con fecha 
11 de Noviembre de 1894, por la persuacion que llegó á formar- 
se de que no tenía bienes conocidos en el país en que hacer efec- 
tiva la pena. 

Y considerando: Que al fijar el Código Penal el término de 
un añoi contado desde el último acto directo de procedimiento 
contra el inculpado, para la prescripción de la pena de multa, 
lo hace en atención á que^ por el artículo 79 del mismo Código, 
la pena de multa en ningún caso puede equivaler á más de 9 
meses de arresto. 

Que las penas por delitos de contrabando son especialmente 
regidas por las Ordenanzas de Aduana, y no por el Código 
Penal. 

Que según aquellas* artículo i032, cuando el penado eon 



HE JQSnCU KAaORAL 257 

nmlU no tofiese bienes con qoe pagarla, snfriri ana pñsioa 
coja dnraeion se regula á raion de an peso por cada día de pri- 
sion, sin qoe pueda exceder ésta en ningún caso de dos años de 
prisión. 

Que el ralor del comiso, á cnjo pago fué condenado don Fran* 
dsco Comas, según liquidación de fojas 168 i 170 Tuelta, es de 
5272 pesos oro; de modo qoe, en conformidad oon la disposición 
citada» le corresponde sufrir la pena de dos años de prisión por 
lo menos, por no haberle encontrado hasta hoy ni haber presen- 
tado él^ bienes para hacer efectira la pena pecuniaria. 

Que esto sentado, el término de prescripción para la pena 
impuesta á don Francisco Comas es de cuatro años, según el 
artículo 90, inciso 2*. del Código Penal. 

Que, como se ha risto, el procedimiento seguido para hacer 
efectira ia condena, no ha sido interrumpido por este período 
de tiempo, ni siquiera por un año^ pues la prescripción, según el 
Código Penal Tigente en la nación, se interrumpe por actos di- 
rectos de procedimiento cjntra el inculpado ó condenado, artí- 
culo .... 7 como tales deben considerarse las proridencias y 
despachos librados para iuTestigar su residencia y los bienes 
que tuTiese. 

Por estas consideraciones^ no se hace lugar á la excepción de 
de prescripción alegada. 

Y resultando del poder de foja . . ., que don Francisco Bojas 
reside en Santa Bosa, departamento de Artigas, de laBepública 
Oriental del Uruguay, exhórtese por la TÍa diplomática, á las 

autoridades judiciales de aquella nación, solicitando, en con- 
formidad con los tratados existentes entre ambos países, se sir- 
van mandar embargar bienes al expresado don Francisco Comas^ 
hasta la suma de 6397 pesos oro; y en caso de no tener bienes, se 
le someta á arresto prcTentiTO, á ñn de hacer efectÍTa la pena 
prerista por el artículo 1032 de las Ordenanzas de Aduana. Be- 
mítanse como recaudos las sentencias de 1* y 2* instancia y las 

TOL. Lllll 17 
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liquidaciones de fojas 168 á i70. Repóngase el papel coirel se- 
llado correspondiente. 

M. de T. Pinto. 



VISTA DEL SEfiOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 30 de 1896. 
Suprema Corte : 

Los hechos establecidos en el auto recurrido de foja 234, cu- 
ya comprobación consignan las constancias del expediente, con- 
ducen á las conclusiones legales de aquel auto; esto es, que el 
término para la piesoripcion de la pena impuesta á don Fran- 
cisco Comas, es de cuatro años, según el artículo 90, inciso 2**, 
del Código Penal, y quo ese término ha sido interrumpido por 
actos de procedimiento directo. Ruego á Y. E. se sirva así de- 
clararlo, en confirmación del auto recurrido. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de ím Suprema Corte 



Buenos Aires, Abril 25 de 1896. 



Vistos y considerando: Que ya se trate de la prescripción por 
el lapso de cuatro anos, como lo establece el auto apelado, ó ya 
por el de un año, como lo pretende el recurrente, es, en uno 
y otro caso, cierto que la pena no se halla prescripta, pues 
desde que se pronunció la sentencia condenatoria, no ha trans- 
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cánido un año íntegro entre los aotos interruptivos de la pres- 
cripción, conforme al artícolo noventa y tres del Código Penal. 
Por esto, y por los fandamentos concordantes del auto ape- 
lado de foja doscientas treinta y cuatro, y de conformidad á lo 
pedido por el señor Procurador General, se confirma dicho auto, 
con costas. Devuélvanse, debiendo reponerse los sellos ante el 
inferior . 

BEiNJAMIN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BON- 
GB. — JUANB. TORRBNT. 



CAVSA XIjtK 



Don Félix Adalid, contra el Banco Hipotecario Nacional; sobre 

entrega de un inmueble vendido 



Sumario. — El Banco Hipotecario Nacional está obligado á 
hacer entrega al comprador, de los inmuebles que vende en uso 
del derecho que le confiere la ley de su creación. 



Caso. -- Resulta del 
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Fallo diel Jues Federal 



Mendoza, Abril 18 de 1892. 

Vistos : Don Carlos £. O'Donell, en representación de don Fé- 
lix Adalid, deduce demanda contra el agente de esta sucursal del 
Banco Hipotecario Nacional, por entrega de un inmueble, ex- 
poniendo : 

Que en fecha 20 de Marzo del año próximo pasado, fué sacada 
á pública subasta por el expresado Banco, en virtud de las fa- 
cultades que la ley acuerda á éste, una propiedad perteneciente 
á la testamentaría de don Tomás Goldsaak, ubicada en el de- 
partamento San Martín de esta provincia, la que se encontraba 
afectada á un préstamo hipotecario, cuyos servicios se habían 
atrasado por más tiempo del que permite la ley. 

Que en el día prefijado para el remate, el demandante compró 
el enunciado inmueble, otorgándosele por el Banco, en 17 de Ju- 
lio del mismo año, la correspondiente escritura, después de 
aprobado el remate por el directorio 

Que cumplidas por su parte- las obligaciones que tal acto le 
imponía, requirió del Banco la entrega del inmueble comprado, 
sin obtener empero que sale diera su posesión, faltando así és- 
te á su compromiso, con perjuicio de sus intereses, que deben 
indemnizársele» desde que la venta se hacía libre de todo grava- 
men y con cargo de efectuarse la entrega una vez aprobada 
aquella por el directorio. Pide, en conclusión, se condene al re- 
presentante del Banco á la entrega de la cosa vendida, con más 
los perjuicios causados y costas del presente juicio. 

El representante del Banco, contestando á la demanda, ex- 
pone por su parte : Que eran efectivos los hechos aducidos en 
ella en cuanto á la compra del inmueble que se expresa^ obser- 
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Taado, empero, qoeinmediatamente de ser requerido por su en- 
trega, dio al señor O'Doaell una nota para el administrador de 
la sucesión de don Tomás Groldsask^ comonicándole haber com- 
prado dicho señor el inmueble de que se trata, á fin de que le hi- 
ciera su entrega. 

Que no había dado cuenta al Banco del resultado de esa nota 
hasta hace poco tiempo, é inmediatamente se pidió á este Jua- 
gado se le mandara dar la posesión solicitada, con interyencion 
de la fuerza pública si fuera necesario, según todo consta del 
expedieote respectiro. 

Que según el artículo 46 de la ley orgánica del Banco, en el 
contrato de préstamo se hace constar la facultad de éste para 
vender por sí y sin forma de juicio los bienes hipotecados, en 
caso de falta de pago en los términos que prescribe el artículo 
5i , como la de otorgar la correspondiente escritura al compra- 
dor, quien queda, por el hecho, subrogado en todos los derechos 
que correspondan al deodor, sobre dichos bienes. 

Que llegado el caso previsto en el citado artículo 51 , el Banco 
hizo vender en remate público el inmueble referido, y habién- 
dose éste adjudicado al señor O'Donell, como representante del 
señor Adalid, se le extendió la correspondiente escritura, su- 
brogándolo en los derechos que tenía el propietario, llenando así 
por su parte las obligaciones que le impone la ley. Pide á su 
vez, no se haga lugar, con costas, ala demanda, en mérito de las 
consideraciones expuestas. 

Yco.isiderando: 1^ Queso ha constatado por la exposición 
de ambas partes, el hecho de la venta del inmueble objeto de la 
demanda, en las condiciones que en la misma se expresan. 

2^ Que la cuestión á resolver en el caso, se reduce entonces á 
determinar el alcance de las obligaciones que la ley impone al 
Banco, como vendedor del inmueble, respecto á su comprador 
el señor Adalid. 

3^ Que al proceder por sí el representante del Banco á la 
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venta de la propiedad perteneciente á su deador don Tomás 
Goldsaak, lo hacía en virtud de la facultad expresa que le acuer- 
da la citada ley en sa artículo Añ, y por cuanto no se habían 
cumplido por parte de éste las obligaciones que le imponía el 
contrato de préstamo celebrado con el Banco, sin que tal acto, 
empero, impusiera á éste ó á su representante, respecto al com- 
prador^ mayores obligaciones que las que determina la mis- 
ma ley. 

4® Que según dicha ley, la facultad del Banco se reduce á 
otorgar la escritura de venta al comprador, una vez efectuado el 
remate, quedando éste por el hecho, subrogado en todos los de- 
rechos que correspondan al deudor sobre los bienes vendidos, 
sin que pueda deducirse de sus términos ni aun de su espíritu, 
la obligación para el Banco, de efectuar por sí la entrega de la 
cosa vendida en tales condiciones, desde que ésta no se hallaba 
bajo su posesión ni dominio, ni el contrato de hipoteca estable- 
cía en su favor derecho alguno de propiedad en ella. 

5^ Que, en consecuencia, las obligaciones del Banco respecto 
al comprador del inmueble hipotecado, quedaban desde luego 
cumplidas con el acto sólo de la escrituración del contrato de 
venta, siendo de cuenta del comprador el obtener ó gestionar de 
quien corresponda y por los medios que autoriza ia ley, la pose- 
sión de la cosa comprada. 

Por tantOy y omitiendo otras consideraciones, fuUo defini- 
tivamente : absolviendo á ésta sucursal del Banco Hipotecario 
Nacional de la presente demanda, sin especial condenación en 
costas. Hágase saber original y repóngase el papel. 

Juan del Campillo. 
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Vallo die la MiipreanMi f)arte 



Buenos Aires, Abril 25 de 1896. 

Vistos y considerando; Que las partes están conformes en 
reconocer que el Banco no ha hecho entrega al demandante, de 
la cosa á éste vendida por aqael. 

Qae el derecho de vender implica la obligación de entregar, 
cnando otra cosa no estuviere estipulado 6 resultare de los tér- 
minos de la convención . 

Que, por consiguiente, el Banco Hipotecario al ejercer la fa- 
cultad que la ley de la materia y la convención hipotecaria le 
acuerdan, para vender los inmuebles hipotecados en los casos de- 
terminados por la citada ley, contrae el deber recíproco de ha- 
cer entrega al comprador de la cosa enajenada. 

Que á no ser así, el Banco no tendría el derecho á exigir del 
comprador el cumplimiento de sus obligaciones, porque en lo 
contratos bilaterales una de las partes no puede deducir las ac- 
ciones que derivan para su ejecución, si no prueba haberlo ella 
cumplido ú ofrecerse á cumplirla, no siendo á plazo la obliga- 
ción (artículo mil doscientos uno, Código Civil) y desde que se- 
gún el artículo mil cuatrocientos veinte y cuatro del mismo Có- 
digo, la entrega del precio por el comprador debe hacerse en el 
tiempo de la entrega de la cosa, si no hubiere estipulación es- 
pecial al respecto. 

Que la ley orgánica d6l Banco Hipotecario, no contiene dispo- 
sición que se oponga á las precedentemente citadas. 

Por estos fundamentos : se revoca la sentencia apelada de foja 
diez y ocho vuelta, declarándose que el Banco está obligado á 
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hacer entrega de la cosa vendida, al demandante. Bepnestos los 
sellos, devuélvanse. 

benjamín PAZ. — LUIS Y. VÁRELA. 
— OCTAVIO BUNGE.— JUAN E. TO- 
RRENT. 



CAVSA Ij 



Criminal contra Teófilo Ceballos, por estafa 



Sumario. — No probado e! hecho en que se fanda la acosa- 
cion de estafa, procede la absolución del procesado. 



Caso. — Lo explica el 



Falto del tf ues Federal 

Paraná, Febrero 35 de 1893. 

Y vistos : La causa criminal iniciada á instancia del repre< 
sentante del Banco Nacional contra Teófilo Gebailos, por es- 
tafa. 
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YresnlUiido: Qae el procurador del Banco en sq qaerella 
dice : qae Teófilo Ceballos no sólo estafó al Banco en 800ü pe- 
sos por medio de cheqoes con la firma falsificada de Bonb y Pen- 
nati» por cayo delito se le procesa, sino qae en 90 de Mayo de 
1880, habiéndose presentado al Banco el carbonero BstÓTan Fe- 
drighri* á depositar 585 pesos, á un año de plazo, el auxiliar de 
caja Teófilo Ceballos le entregó como comprobante de so depó- 
sito, con el qae debía concarrir al año á cobrarlo, el docnmento 
de foja 1*, qae es el ejemplar del certificado qne firmó el mismo 
depositante Fedrighri, en ves de darle el firmado por el emplea- 
do del Banco. 

Fedrighri guardó confiadamente el documento, segare de te- 
ner bien documentado su depósito. 

Cumplido el año del depósito, Fedrighri se presentó al Banco 
i retirar su depósito, que con los intereses ascendía á 824 pesos, 
y exhibió como comprobante el documento de foja 1*. 

Desde luego se rió que el documento firmado por el mismo de- 
positante, no era un co^iiprobante aceptable. Se registraron 
los libros del Banco y en ellos no se encontró constancia algu- 
na del depósito. 

Esto no obstante, como la estafa hecha por Ceballos, empleado 
del Banco, era manifiesta, éste para conservar el buen nombre 
de la institución, resolvió pagar d Fedrighri la suma íntegra, 
reaerrándose entablar las acciones correspondientes. 

El hecho narrado, dice, «'onstituye una estafa de parte de 
Teófilo Ceballos, según define la ley este delito; y en cunsecuen- 
cia, apoyado en el texto dd artículo 302 del Código Penal, j 170 
del Código de Procedimientos, entabla qaerella criminal contra 
Teófilo Ceballos, ex-empleado de la sucursal del Banco Nació* 
nal, preso y procesado por igual delito y pide se dé al Procu- 
rador Fiscal la participación que le corresponde. 

En la indagatoria, Ceballos declara que la fórmula impresa 
de foja 1' es de las que usaba el Banco para certificados de de- 
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p6sito; pero dada si la escritura manaal con que está llenada, sea 
de él ó de otra persona. 

Declara asimismo que los empleados encargados de expedir 
los certificados de depósito, eran Fortunato Ceballos, él j Ale- 
jandro Calderón, quienes accidentalmente eran suplidos por los 
empleados de contaduría; que la letra del certificado de fojal* 
no era parecida á ninguna de la de estos empleados. 

El testigo Alejandro Calderón, auxiliar de caja del Banco en 
la época á que se refiere el certificado, declara á foja 12 que la 
letra con que está llenado dicho certificado, es de Teófilo Ceba- 
llos 7 se caracteriza especialmente en él nombre de Estévan 
Fedrighri. Que conoce áeste individuo, porque en el año ante- 
rior, 1890, pidió la traslación de un depósito del Banco Kacio- 
nal de Buenos Aires á la sucursal de ésta. Recuerda que hizo 
ese depósito, pero no tiene presente á cuál de los empleados lo 
entregó. Él también reconoce que la fórmula del certificado de 
foja i^ es de los que usa el Banco para recibos de depósitos. 

Estévan Fedrighri, á foja i9, afirma bajo juramento : que él 
entregó al empleado del Banco, Alejandro Calderón, para depo- 
sitar á plazo fijo, tres cheques valor de 500 pesos con 65 centa- 
tavos, y además 80 pesos en efectivo ; que teniendo otra ocupa- 
ción Calderón, en ese momento, él pasó esta suma á Teófilo 
Ceballos, quien le entregó como resguardo el documento de foja 
i*, diciéndüle que una vez vencido el año se presentase con él 
al Banco á cobrar el depósito. Presente Teófilo Ceballos en esa 
andiencia, Fedrighri lo señaló diciendo que él era quien le ha* 
bía entregado el documento aludido de foja 1\ 

Cotejada la letra del certificado en cuestión de foja 1* con la 
de Teófilo Ceballos, los peritos informan á foja 25 que la escri- 
tura con que está llenado aquel, pertenece á dicho Ceballos. 

Abierto el plenario, el Procurador Fiscal, apoyado en estas 
demostraciones, acusa á Ceballos por estafa y pide se le conde- 
ne á i2 meses de arresto, que es el máximun de la pena que infli- 
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ge el artículo 202, inciso 3^^ del Código Penal, en atención á la 
reiteración del delito. £1 representante del Banco lo acasa tam- 
bién 7 pide la misma pena, tanto por la circunstancia de preva- 
lerse para la comisión del delito de la confianza qne gozaba co- 
mo empleado del Banco, como por la reiteración de que ba he- 
cbo mérito el Fiscal. 

£1 defensor del procesado, niega á don Santos Domínguez el 
derecho de querellarse en representación del Banco Nacional, 
por no haber justificado el carácter de apoderado que invoca sino 
en el ingreso al plenario, y niega personalidad al mismo Banco 
para intervenir en el proceso, porque según confesión hecha por 
su propio Procurador en la acusación, el estafado no fué el Ban- 
co sino Fedrigbri, y los artículos 14 y 170 del Código de Pro- 
cedimientos, disponen que sólo el ofendido por un delito de que 
nazca acción páblica puede querellarse y promover el juicio cri- 
minal. 

£ntrando al fondo arguye así: es requisito esencial del delito 
de estafa, en concepto de la ley, que se haya defraudado ó cau- 
sado un daño ó perjuicio á alguien. Pero del proceso no resulta 
qne Ceballos recibiese para depositar en el Banco la suma que 
se dice entregada por Fedrigbri, porque la prueba á este res- 
pecto es de ningún valor, ya porque los testigos son interesados 
en la cuestión, ya porque se contradicen en sus afirmaciones. 

Que aunque fuese esto cierto, no existe el pretendido fraude ó 
perjuicio hecho al Banco; porque es también un requisito esen- 
cial para que estos hechos puedan calificarse de delitos, que sean 
cometidos contra la voluntad del que se dice damnificado; mas 
la entrega que hizo el gerente del Banco á Fedrigbri del su- 
puesto depósito y en que se hace consistir el daño, fué volunta- 
rio, porque el documento de foja i* no envuelve una obligación 
eficaz que el Banco debiese cumplir. 

£n cnanto á la pericia para comprobar que la letra con que 
está llenada la fórmula de depósito de foja 1«, es de Teófilo Ce- 
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ballos, lo ataca como nula, y se fanda en que el cotejo no se ha 
hecho con documentos indubitados como lo prescribe la ley, 
sino con papeles que ellos fueron á buscar al Banco. 

Durante el término probatorio del plenario, el Procurador Fis- 
cal noha solicitado ninguna diligencia de prueba y el Banco sólo 
ha traído al proceso el informe que corre de foja ... del que 
consta que el Banco deyolvió á Fedrighri la suma que él decía 
haber depositado • 

Y considerando : 1° Que la circunstanciado no aparecer el po- 
der justificativo de la personería de Domínguez^ como represen- 
tante del Banco, juntamente con la querella, está explicada sa- 
tisfactoriamente por el secretario, en su informe de foja..., del 
cual y del poder que agrega, resulta que Doíniguez procedió con 
suficiente personería al presentar la querella. 

Que por lo que respecta á la personalidad del Banco Nacio- 
nal para acusar, no puede dudarse que, en la hipótesis de ser 
cierto que Teófilo Ceballos recibiese de Fedrighri para deposi- 
tar en el Banco, la suma de 595 pesos y en vez de darle ingreso 
en hi caja del Banco, se la hubiese apropiado, entregando al de- 
positante como recibo de depósito, el papel de foja 1*, que no es 
un documento de resguardo, el Banco había sufrido un daño 
real, por la responsabilidad legal que le cabe para con los terce- 
ros por los daños que causen sus empleados ó dependientes en 
el ejercicio de sus funciones, y éstos, aun en el caso en que no 
se hubiese anticipado á reembolsar á Fedrighri la suma defrau- 
dada, artículo 1113, Código Civil; aparte del interés que envuel* 
ve la necesidad de proteger el crédito del establecimiento, afec- 
tado seriamente por un crimen de la naturaleza del que se atri- 
buye i Ceballos. 

Considerando en cuanto á los hechos constitutivos del delito 

6 es tafa : Que la entrega de 595 pesos que se dice hecha por 

Estovan Fedrighri y recibida por el auxiliar de caja del Banco, 

para ser depositada á plazo fijo, sólo está sostenida por testi- 
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monios del mismo Fedrighri y de Alejandro Calderón, aaxiliar 
también de caja del Banco. 

Qae el testimonio de Fedriglui es inhábil para probar, por ser 
interesado en este caso en el éxito del juicio, del cual depende 
qae él conserve ó no el dinero qae le devolviera el Banco, fun- 
dado en el hecho mismo de la defraudación, artículo 276, inciso 
8^, Código de Procedimientos; y siendo esto así, el testimonio de 
Calderón tampoco tiene mérito probatorio por ser único, según, 
lo ha declarado la Suprema Corte en el caso de estafa contra el 
mismo Ceballos recientemente juzgado, mayormente si se tiene 
en cuenta que Calderón está en cierto modo interesado en alejar 
de sí la sospecha, por ser él el primero que recibió el dinero de 
de Fedrighri y lo pasó á Ceballos, según el mismo lo confiesa y 
lo dice Fedrighri. 

Que probado que fuese el hecho de la entrega del dinero á 
Ceballos, con esto sólo no quedaría probada la estafa ni su au- 
tor, si no resultase también probado el hecho complementario de 
habérselo apropiado Teófilo Ceballos, mediante el ardid de dar 
al depositante como documento eficaz para justificar el depósi- 
to, el duplicado de fojal*" firmado por el mismo Fedrighri, en 
vez del que debió firmar el empleado del Banco, prevalido de la 
confianza que debió inspirar á un hombre ignorante, su carác- 
ter de empleado. T esto que sólo se apoya en el informe peri- 
cial de foja... y la afirmación de Fedrighri, no está legalmente 
justificado. 

El dictamen pericial, como lo ha dicho la defensa, ninguna fe 
merece, porque los peritos, apartándose de lo mandado en el auto 
de foja. . . , de que el cotejo de letras se hiciese con los documen- 
tos auténticos que obraban en los diferentes procesos judicia- 
les, lo practicaron con documentos que ellos procuraron en el 
mismo Banco, y que no habían sido declarados indubitados. 
Este defecto de la pericia podría, es verdad, corregirse repitién- 
dolo en forma legal para mejor proveer; pero aún asimismo pa«- 
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ra qae el dictamen de los peritos pudiese elevarse á la categoría 
de prneba completa, necesitaría estar robustecida por otros in- 
dicios concordantes y plenamente probados, artículos 346 y 358, 
Código de Procedimientos; porque el juicio pericial no es propia- 
mente más que una presunción, y esos indicios, que en este caso 
se reducen á sólo la entrega del dinero por Fedrighri á Galde • 
ron y por éste á Ceballos, no están probados, como sé ha dicho, 
siendo por la misma razón sin valor coadyuvante para probar que 
el documento de foja l'^ fué dado por Ceballos, y el testimonio 
de Fedrighri ya se ha dicho que ningún valor tiene al respecto, 
por más que de todo ello resulte una gran presunción. 

Considerando, por lo que respecta á las costas, que ellas son 
de cargo de la parte vencida en el juicio, según el artículo 144 
del Código de Procedimientos. 

Por estas consideraciones, declaro : no justificados los car- 
gos hechos contra Teófilo Ceballos; y en consecuencia, de con- 
formidad á las leyes 4, titulo 30, y 26, título I"" de la partida 
7*, lo absuelvo libremente de culpa y cargo, debiendo satisfa- 
cerse las costas por el Banco. Notifíquese en el original, y re- 
pónganse los sellos. 

M, de T. Pinto. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Noviembre 16 de 1895. 
Suprema Corte : 

Para mostrar la falta de prueba legal de la estafa atribuida 
en este proceso al imputado Teófilo Ceballos, basta observar: 

lo Que niega categóricamente en su declaración de foja 10, 
conocer á Fedrighri, y que hubiera otorgado el certificado que 
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aquel pretende haber recibido en cambio del dinero entregado 
para el depósito. 

S^ Que el supuesto depositante Fedrighri, no afirma en su 
declaración de foja 19 vuelta, que hubiera entregado el dinero 
á Ceballos, sino á otro empleado Calderón, no tampoco el dinero, 
sino tres cheques y unos 80 pesos, agregando á foja 20 que te- 
niendo otro quehacer Calderón en ese momento, él le entregó 
los cheques y el dinero á Ceballos, para que hiciera el depó- 
sito. 

Pero en presencia de esas dos afirmaciones contradictorias, el 
empleado aludido, Alejandro Calderón, afirma áfoja 12 vuelta, 
que sólo recordaba el hecho de haber Fedrighri depositado una 
cantidad; pero no tiene presente á cuál de los empleados entre- 
gó esa cantidad. 

Sólo resulta entonces contra el procesado, la afirmación del 
interesado, ineficaz tanto por esa causa, como por su singula- 
ridad. 

Tampoco consta que el certificado de depósito de foja l'^ fue- 
ra escrito ni dado por Ceballos; sobre lo último no hay prueba, 
y en cuanto á lo primero, es estéril la pericial de foja 25, porque, 
como los mismos peritos lo afirman á foja 25, cpara llenar su 
cometido, no tuvieron á mano escritos reconocidamente autén- 
ticos > . 

Pido á y. £. se sirva por ello, confirmar la sentencia recu- 
rrida, corriente de foja 110 á foja 115 vuelta. 

Sabiniano Kier. 
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Fallo 4e l« SuprouMi Torte 

Buenos Aires, Abril 25 de 1896. 

Yistos 7 considerando : Qae como lo demuestra el señor Pro- 
curador General en sa precedente vista de foja ciento cuarenta 
7 ocho, no está suficientemente probado que el procesado sea 
autor del delito que se le imputa. 

Por esto, de acuerdo con lo pedido por el mencionado señor 
Procarador Oeneral, 7 por sus fundamentos, se confirma con 
costas la sentencia apelada de foja ciento diez. Repuestos los 
sellos^ devuélvanse. 

benjamín paz. —luis V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. TORRENT. 



CAUSA lil 



Recurso de habeos corpus á favor de Meliíon José Bargas, por 
alistamiento indebido en el Ejército de linea . 

Sumario. — I'' El menor alistado en el Ejército de línea, sin 
el consentimiento de sus padres, debe ser dado de baja 7puesto 
en libertad. 
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2^ Si después del alistamiento, ha sido condenado por deser- 
cioD, por el Consejo de Gaerra, y se halla sufriendo la pena im- 
puesta, el juez no puede, enel juíoio de recurso, UeTar adelante 
la orden , de ponerle en libertad . 

Caso. — Resulta de las siguientes piezas: 



RECURSO 

Buenos Aires, Noviembre 30 de 1894. 
Se flor Juez Federal: 

Néstor N. Fernandez, constituyendo domicilio legal en la calle 
Defensa número 369^ ante Y.S., como mejor proceda en justicia, 
expongo : 

Que Tengo á interponer el recurso de habeos corpus^ en be- 
neficio de un menor que se encuentra restringido en su liber- 
tad como soldado del Batallón il de Infantería de línea, 
actualmente en el edificio de la Exposición Rural en Palermo. 

El menor á que aludo, se llama Meliton José Bargas, tiene 
18 años de edad, es nacido en la ciudad del Rosario de Santa-Fé 
y el gefe del batallón eu que se encuentra, lo es el comandante 
don Ángel Falcon. 

Este menor había ingresado al ejército sin permiso de sus 
padres, hace como dos años, desertándose más tarde para ir á 
unirse á su familia establecida en la ciudad del Rosario : allí 
fué aprehendido y remitidt» al cuerpo en que hoy se encuentra, 
donde se dice que se le ha juzgado é impuesto la pena de dos 
años de servicio en el ejército, razón por la cual el señor co- 
mandante á quien me apersoné á solicitar la libertad del menor, 
me manifestó no poder acceder á ello. 

Ahora bien, señor Juez : nunca el menor Bargas fué soldado 
legal y no siéndolo, bajo forma alguna pueden aplicársele las 

YOL. Lxni 18 
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leyes militares por los hechos que cometa. No puede cometer 
el delito de deserción qaien no es militar, y no sé qué tribunal 
militar pueda haberle infligido esapena á todas luces sin Ya* 
lor alguno. 

Enlas listas de revistasquese encuentran archivadas en la Co- 
misaría deGuerra figura Meliton J. Bargas con la notado suma- 
riadoyde allacon fecha 42de Agosto próximo pasado como deser- 
tor aprehendido^ sin que conste su filiación, no sé si maliciosa-- 
mente, pues al parecer como menor podía haber llamado la 
atención de la superioridad y haber dado motivo á su libertad. 

Es en esto que dejo expresado^ en loque consiste la ilegalidad 
de la detención que sufre el menor Bargas y es en estos hechos 
en que me fundo para interponer el recurso de amparo dé su 
libertad. 

Nuestras leyes militares determinan las condiciones en que 
se ha de admitir un individuo á formar en las filas del ejército 
y da las formalidades que se han de llenar cuando se trata de 
un menor de edad, y no podía ser de otra manera, señor Juez, 
tratándose de la institución más importante en una nación, en 
que descansa la honra, la paz y la integridad de ella. Son muy 
especiales los delitos por los cuales se puede condenar al servicio 
délas armas; si es un menor, necesita del permiso expreso de 
sus padres ó de aquellos bajo cuya custodia se halle, y en nin- 
gún caso de estos se encuentra el menor Bargas. 

Como principio de prueba respectivamente de su menor edad, 
acompaño una partida expedida por el señor Cura Párroco de 
la iglesia del Eosario, cuya firma, si Y.S. cree necesario ó si se 
pone en duda la edad de Bargas, por quienes lo retienen, puede 
mandarse ratificar ante Juez competente de aquella ciudad. 

En cumplimiento de lo dispuesto por las leyes de la materia, 
juro ser cierto lo que en este escrito expreso. 

Será justicia, etc. 

Néstor M.- Fernandez. 
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>'£L1 



INFORME DEL DEFENSOR DE MENORES 

Buenos Aires, Febrero 19 de 1895. 

Al señor Juez Federal de la Capital, l^r.J. V.Lalanne: 

En contestación al oficio de Y.S. fecha \i del corriente, re- 
ferente al menor Meliton J. Bargas, camplo con el deber de 
manifestar qne con fecha 24 de Diciembre de 1892, fué puesto 
este menor á disposición de estadefensoría, por el señor gefe de 
Policía de la Capital, con los antecedentes que paso á transcri- 
bir: 

« 

Buenos. Aires, Diciembre 24 de 1892. 

Al señor Defensor de Menores, don Ramón de Oliveira Cesar. 

Pasó á la Cárcel Correccional á disposición de ese Ministe- 
rio, el menor Meliton J. Bargas, remitido á este departamen- 
to por el Comisariode la sección 1", á causa de loque manifiesta 
en la nota adjunta : 

Diciembre 23 de 1892. 

Al señor Gefe de Policía de la Capital, General don Domingo 
Viejobueno. 

Por estar comprendido en la orden del día 29 de Mayo del 
año 1885 he remitido detenido á ese departamento, á disposi- 
ción deV.S., al menor Meliton J. Bargas, argentino, de 16 años 
de edad, sin ocupación ni domicilio, trigueño, lee y escribe y su 
captura no se ordena. 

Por andar vagando fué conducido hoy á la 1 a. m. de las ca- 
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lies San Martin y Cuyo por el sargento 2^ Santiago Correa, y 
al ser interrogado en esta oficina por el paradero de sus paires 6 
guardadores^ manifestó que tiene los primeros, pero que se en- 
cuentran en el Eosario de Santa-Fé , y que dormía en el 
Paseo de Julio y comía las sobras que le daban en algunos ho- 
teles. 

Saluda á V. S. atentamente. 

Juan J. García. 



Buenos Aires, Diciembre 24 de 1892. 

Póngasele á disposición . del Defensor de Menores; hágase 
saber, elevando el presente parte. 

• 1). Viejobueno. 

£stos son todos los antecedentes que existen. 

A la 2*, por pedido de quien. 

Sólo puedodecir á y.S. que del librode Begistro de Menores, 
se desprende que: con fecha 31 de Diciembre del mismo año 
92, fué colocado éste con el Coronel Bravo con destino al 
Begimiento 11 de Infantería de línea en calidad de aprendiz 
músico, y por el copiador de órdenes, se confirma que esa or- 
den ha sido emanadade mi antecesor, señor Oliveira César, 
estando comprendidos en esa orden otros menores también va- 
gos. 

A la 3*, por qué tiempo : puedo asegurar que no se ha deter- 
minado plazo alguno ni se han llenado las formalidades de la 
colocación, pues en los libros de esta oficina no exista convenio 
celebrado^ como es de práctica hacerse. 

Además, puedo agregar para su mejor conocimiento, que los 
menores colocados por la Def enseria en los diferentes batallones 
y por causas apremiantes, no van destinados como enganchados 
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ni 86 les señala an plazo fijo, van con el solo objeto de aprender 
el arte (músico ), y con la condición de retirarlos en cnalqoier 
tiempo y por caalqaier circunstancia, á la sola orden de la De- 
fensoría, como sucede en la generalidad de los casos. — Es de- 
cir que se trata de una colocación simplemente. 
Dios guarde á Y. S. 

Pedro de Elizalde. 



Fallo del JFueii Federal 

Buenos Aires, Marzo 11 de 1895. 

Autos y vistos: Considerando que de las constancias de 
autos resulta debidamente comprobado que el menor José Bar- 
gas se encuentra alistado en clase de soldado del batallón 11 de 
infantería de línea, sin el consentimiento de sus padres, y de 
conformidad con lo expuesto y pedido por el Procurador Fiscal 
en su precedente vista, líbrese oficio al Ministerio de la Gue- 
rra áfin de que sea dado de baja el referido Bargas. 

Notifíquese original, fecbo, archívese. 

/. V. Lalanne, 



NOTA DEL MINISTERIO DE LA GUERRA 



Buenos Aires, Junio 3 de 1895. 

Al señor Jiiez Federal de la Capital, Dr. D. Juan V, Lalanne. 

En contestación al oficio de ese juzgado, de fecha 18 de Abril 
próximo pasado, referente á la baja del soldado del batallón 11 
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de infantería de línea, Meliton J. Bargas, tengo el honor de 
transcribir á Y. S. el dictamen del señor Auditor General de 
Ouerra y Marina recaído en diclio asunto y cuyo tenor es el si- 
guiente : 

cExmo señor: Del testimonio que antecede, resulta que con 
fecha Enero 25 del corriente año, el soldado Meliton José Bar- 
gas, ha sido condenado por delito de 2* deserción á seis años de 
servicio en la compañía disciplinaria dul Presidio Militar de 
Santa Cruz. 

€ Solicitándose su baja por el señor Jaez Federal de esta ciu- 
dad, en virtud de haberlo así resuelto en un recurso entablado 
ante su juzgado, nos encontramos que tal resolución, ni petición, 
puede ser cumplida por Y. E. en atención á que el soldado Bar- 
gas está sufriendo una condena impuesta por Tribunal compe- 
tente^ en virtud de un delito militar. 

c Proceder de otro modo, sería dejar impune el delito de de- 
serción que el soldado Bargas ha cometido. 

cPienso, por lo tanto, que Y. E. debe así hacerlo saber al señor 

juez federal doctor Lalanne. Buenos Aires, Mayo 29 de 1895. 

— Ce ferino Araujo.* 

Dios guarde á Y. S. 

E. J. Balza. 



VISTA FISCAL 



Buenos Aires, Junio 10 de 1895. 
Señor Juez : 

Sírvase Y. S. ordenar se libre oficio al Ministerio de la Gue- 
rra á fin de que cumpla sin más trámite lo ordenado por la 
providencia de Y. S. de foja 37 y ya comunicado á ese Minis- 
terio por el oficio de foja 41 . 

No puede tomarse en cuenta en el presente caso, las razones 



DE JUSTIGU NACIONAL 279 

qae elMinieterio mencionado adace para no cumplir lo ordenado 
por y. S., cuyas razones parecen ser las que ha expuesto, según 
se afirma, el auditor de guerra, según la transcripción del pre- 
cedente oficio. 

Ahí se afirma la imposibilidad de cumplir la orden de Y. S. 
por hallarse Bargas cumpliendo una condena impuesta por 
Tribunal competente por el delito militar de segunda deserción. 

Tal razón no es aceptable, señor Juez, pues Bargas, siendo 
menor, no pudo ser alistado en las filas del ejército, como Y. 8. 
lo tiene declarado, y por tanto nunca fué militar, por más que 
se le tuviera en las filas del batallón 11 de infantería de lí- 
nea. 

No siendo militar, no ha podido cometer delito militar, co- 
mo lo asegura el precedente oficio, ni el Tribunal del mismo 
carácter, que lo ha condenado, ha podido hacerlo, porque sólo 
aquellos delitos pertenecen á su jurisdicción. 

Delito militar es aquel que sólo puede ser cometido por los 
que tengan tal carácter, no siendo susceptible de cometerlo 
aquellos que no son militares; y así, la deserción que se ha im- 
putado á Bargas, no ha sido tal, pues no siendo soldado en la 
extensión de la palabra, éf no ha podido cometerlo. 

Aun en el caso en que Bargas, en lugar de haber sido inde- 
bidamente destinado al servicio de las armas, se hubiera alis- 
tado por propia voluntad, siempre su alistamiento sería nulo, 
porque no fué hecho con el consentimiento de sus padres, como 
bien claramente lo establece el artículo 275 del Código Civil; 
y en tal caso no adquirió el carácter de militar, y por tanto no 
pudo cometer delitos de ese fuero. 

J. Bolet. 
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Fallo del ^ueM tf'ederai 



Buenos Aires, Jalio 4 de 1895. 

Autos 7 vistos : Considerando que el Juzgado decretó la 
baja del soldado José Bargas, en la instancia al efecto promo- 
vida, en virtad de haberse justificado que el referido Bargas 
fué alistado en el servicio militar, á la edad de 16 años, sin 
consentimiento de sus padres, ni autorización del Defensor de 
Menores, pues según resulta del informe de foja 22, este fun- 
cionario sólo había entendido colocar á Bargas como aprendiz 
de músico, sinperjqicio de que pudiese ser retirado en cual- 
quier época. 

Que informando ahora el Ministerio de la Guerra^ se ve 
en el caso de no poder dar de baja al soldado Bargas, por cuan- 
to juzgado en consejo de guerra por el delito de deserción ha 
sido condenado á seis años de servicio, el Juzgado se encuentra 
sin facultades para proceder, pues carece de jurisdicción para 
reveer la sentencia del consejo de guerra, que es tribunal com- 
petente para conocer de esa clase de delitos y ante el cual en 
todo caso han debidohacerse valer las defensas pertinentes. 

Por esto, así se declara, debiendo el interesado ocurrir donde 
corresponda, en ejercicio de las acciones 6 recursos á que crea 
tener derecho. 

/. V. Lalanne. 
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VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 



Baenos Aires, Agosto 16 de 1895. 

Suprema Corle: 

La sentencia de foja 37, era evidentemente justa. 

El menor José Bargas, teniendo padres que ejercen legal- 
mente los derechos de patria potestad, no ha debido ser entre- 
gado sin sn consentimiento, al servicio militar. 

La defensoría de menores no ha tenido la representación le- 
gal de aqnellos, ni ha pretendido tampoco, según su propio in- 
forme de foja 23, ejercerla, limitándose á entregar al menor, al 
coronel Bravo, á fin de hacerle aprender la música. 

Besulta de tales antecedentes, que dicho menor no ha in- 
gresado al batallón 11 de línea como militar, yaque no era en- 
ganchado, ni autorizado á hacerlo, ni destinado por delito al- 
guno. 

Su incorporación, es un hecho irregular, contrario á derecho, 
que no ha podido producir el efecto de sujetarlo contra sn vo- 
luntad, á la jurisdicción militar. 

La deserción es un delito esencialmente militar; sólo puedeser 
desertor el que es soldado. El menor no lo era, ante el derecho. 

El sumario militar y la condena por el tribnnal de guerra, 
al servicio por seis años, es irregular respecto del menor, y 
manifiestamente nula, desde que emana de un tribunal sin ju- 
risdicción. 

La constitución, en su artículo 18, prescribe que ningún ha- 
bitante de la nación puede ser juzgado por comisiones especia- 
les 6 sacados de los jueces designados por la ley. Esa garantía 
constitucional ampara al menor contra la condena por un 
tribunal que no era su juez legal, y por ello adhiriendo á la 
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apelación interpuesta por el Procurador Fiscal, contra el auto 
de foja 48 vuelta, pido á V. £. se sirva revocarlo, declarando la 
competencia del Juez de sección, para disponer el cumplimien- 
to de la sentencia de foja 37. 

Sabiniano Kier. 



VMIo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Abril 25 de 1896. 

Vistos y considerando: Que la demanda iniciada ante el 
Juez ^Federal de esta sección, tuvo por objeto promover el re* 
curso de amparo de la libertad individual á que se refiere el ar- 
tículo seiscientos diez y siete del Código de Procedimientos en 
lo Criminal. 

Que sustanciada la demanda con arreglo ala ley, fué defini- 
tivamente resuelta por el fallo del Juez que correa foja trein- 
ta y siete. 

Que ejecutoriado ese fallo, el Ministerio de la G-uerra no ba 
podido dar cumplimiento á lo mandado en él, por bailarse el 
menor Bargas sufriendo una condena impuesta por un consejo 
de guerra, en virtud de juicio seguido ante él por delito imputa- 
do á Bargas, con posterioridad al becho que motiva la de- 
manda. 

Que terminando en este juicio la intervención de la justicia 
federal, con el auto que ordenó la libertad de Bargas, declarando 
ilegal su alistamiento en el ejército de línea, no puede prose- 
guirse la causa, sobre la validez 6 nulidad de la sentencia del 
Consejo de G-uerra, por cuanto ésta no es una incidencia del re- 
curso de habeas corpus^ por alistamiento indebido, que fué el 
único que sustanció y falló e) Juez a quo. 
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Que si el menor Bargas tiene acciones u recursos qae deducir 
contra la menci^^nada sentencia del Consejo de G-uerra, no es en 
estejuicío donde ha podido, por incidencia, promoyerlos, sino 
que debe hacerlos valer dónde 7 en la forma qae por derecho 
corresponda. 

Por estos fundamentos y los del anto apelado de foja cua- 
renta y ocho, se confirma éste. Devaélvanse. 

benjamín paz. —luis V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BCN- 
GE.— JUAN E. TORRENT. 



CAIJ8A lili 



Criminal de extradición de Luis Faggiani, pedida por la 

República Oriental del Uruguay 



Sumario. — No procede la extradición, sin el previo cumpli- 
miento de las personalidades prescritas por la ley de Procedi- 
mientos, ó por los tratados. 



Caso. — Lo explica el 
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FaIIo del «lúea Peder Al 



La Plata, Marzo 18 de 1896. 

Y vistos: Los seguidos por la Legación déla República 
Oriental del Uruguay, solicitando la extradición del prófugo 
Luis Faggiani. 

Y considerando: 1^ Que no hay que perder de vista, son tres 
los requisitos que el Código de Procedimientos en lo criminal 
(v. Ley a^ 2372) en su artículo 651, exige para la tramita- 
ción de un pedido de extradición y de ellos sólo el segund o 
se ha cumplido en la presente instrucción, y esto no porque 
hayan venido enferma, de Montevideo, los datos y antecedentes 
necesarios sino porque el mismo Luis Faggiani los suministró 
en su declaración (v.f • 25), como lo advierte el Procurador Fiscal 
en la vista (v. f. 28) precedente. 

2^ Que la sentencia de condenación ó el mandato de prisión, 
no han llegado ¿conocimiento del que estatuye de todo lo tes- 
timoniado á fojas I"* y siguientes : lo único que parece referirse 
á la situación personal de Luis Faggiani, es el auto del juez li- 
cenciado de comercio de primer turno doctor Juan A. Saráchaga, 
(v. f. 9) el cual no es propiamente un auto deprision. 

3® Que el mencionado auto entraña meramente la disposi- 
ción ó mandato de que: se ponga á disposición del juez del cri- 
men al quebrado, sin que figure en el expediente la orden de 
prisión que este último funcionario sería el único autorizado á 
expedir, pues la jurisdicción comercial es ajena en principio á 
medidas de coerción personal, si bien^ por excepción, las puede 
citar, no consta que en el sub-judice lo haya hecho, á lo menos 
con aquella precisión y rigor que requiere asunto tan grave co- 
mo lo es el de una extradición. 
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4^ Qne no obstante el juez de comercio de Montevideo, doctor 
Saráchaga, haga en su escrito original (v. f. 10) referencia á 
nna orden de prisión qne dice haber dictado contra Lnis Fag- 
giani^ no viene ésta testimoniada, no pndiendo considerarse 
tal, la de foja nueve de referencia^ pues esta es, sin dada, la 
sentencia no apelada y por tanto ejecutoriada á qne luego el 
mismo juez se refiere en el mandato escrito de foja 10. 

5"^ Que entre tanto, esa sentencia comercial, por ejecutoria- 
da que sea, no es la sentencia de condenación según la forma 
prescripta por la ley respectiva que nuestra ley procesal exige, 
pues salta á la vista que un juez de comercio en ningún país 
culto puede ser autorizado á dictar sentencias criminales^ úni- 
cas que pueden fundar un pedido de extradición. No hay en 
el presente caso, ni auto de prisión, ni sentencia condenatoria. 

6® Que lo que más se echa de menos, en este expediente, es 
la copia autenticada de las disposiciones legales uruguayas, 
aplicadas al hecho acusado (art. cit. 651, inc. 3) : en este caso 
más necesarias atendiendo al tiempo que ha transcurrido desde 
los hechos que motivaron la declaratoria de quiebra del deteni- 
do y que, de haber venido quizás hubiera permitido la alegación 
de la prescripción y aun, la escasa importancia que al parecer ha 
revestido la quiebra de Luis Faggiani, artesano zapatero. 

Por estoy demás concordantes del escrito del defensor (v. f. 
27) fallo: no haciendo lugar á la extradición, solicitada por la 
Legación de la República Oriental del Uruguay, de Lnis Fag- 
giani, el qne será puesto en libertad inmediatamente, una vez 
ejecutoriada la presente sentencia ; remítase original el proceso 
al Ministerio de Relaciones Exteriores, con esta resolución, de la 
cual quedará la debida constancia en este juzgado. 

Notifíquese con el original y regístrese en el libro de sen- 
tencias. 

Mariano 5. de Aurrecoechea. 
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VISTA DEL SEflOa PROCURADOR GENERAL 



Suprema Corte : 

No creo deber adherir al recarso instaurado por el Frooara- 
dor Fi3.cal de la sección de Buenos Aires, contra la sentencia de 
foja 29, que niega la extradición del procesado Faggiani. 

El artículo 6*" del tratado con la República del Uruguay, la 
desautoriza, si no se eihiben por parte de la potencia recla- 
mante, documentos que según las leyes de la nación en que 
se halla el reclamado, bastaren para aprehender y enjuiciar al 
reo, si el delito se hubiese cometido en ella. 

Ante esa cláusula del tratado y las proscripciones del Código 
de procedimientos citadas en la sentencia, la extradición no pro- 
cede en el caso, porque los documentos acompañados no ema- 
nan de autoridad competente para aprehender y enjuiciar cri- 
minalmente, según nuestra legislación penal. 

La resolución de foja 8 procede del Juez de comercio y no 
expresa tampoco, ni implica orden de prisión, sólo declara frau- 
dulenta la quiebra y manda en su parte final poner al quebrado 
á la disposición del señor Juez del Crimen. 

Mientras este juez no se haya pronunciado acerca de la pri- 
sión del quebrado, y apoyado el pedido de extradición en docu- 
mentos fehacientes, emanados de su propia autoridad, no existe 
mérito legal bastante para proceder á la extradición del reque- 
rido. 

Por ello y fundamentos de la sentencia de foja 29, pido á 
V. E. se sirva confirmarla. 

Sabiniano Kier. 
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Pallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Abril 28 de 1896. 

Vistos 7 considerando : Qae los autos demuestran, en efecto^ 
de una manera acabada, que no se han llenado las formalidades 
indispensables parala procedencia de la extradición requerida, 
ya por los tratados, ya por la ley de procedimientos. 

Por esto, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general y por sus fundamentos concordantes, se 
confirmad auto apelado de foja veintinueve. Devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BÜN- 
GB. — JUAN E. TORRENT. 



t^AIJSA I.III 



Don Manuel Bravo contra don Gustavo Bidot^ por desalojo y 
cobro de alquileres; sobre competencia. 

Sumario. — El que ha deducido excepción de incompetencia 
ante el juez de la demanda, no puede ocurrir por inhibitoria 
al juzgado que cree competente. 
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Caso. —Don Manuel Bravo demandó ante la jasticia de 
paz de la Capital^ áBidot^ por desalojo y cobro de alquileres de 
una casa situada en la calle Bincon n^.. Se siguió una larga tra- 
mitación, hasta que Bravo denunció que el contrato de arriendo 
que invocaba el demandado^ había vencido, por lo que correspon- 
día fijar un breve plazo para el desalojo. 

El juez de paz convocó ajuicio verbal^ el cual se realizó el 9 de 
Setiembre de 1895. El demandado, sin contestar la nueva de- 
manda, opuso varias defensas, entre ellas la de incompetanoia 
de jurisdicción, por ser él extranjero, j el demandante argenti- 
no. El actor contestó esta excepción diciendo que en los juicios 
de desalojo, es competente el Juez de Faz, con arreglo á la ley 
n^ 2860. 

El juez de paz, pronunciándose sobre las excepciones del 
demandado, rechazó la de incompetencia, fundado en el artículo 
13, inciso 3% de la ley n^ 2860 y en el artículo 592 del Código 
de procedimientos, y mandó que Bidot contestara la demanda, 
para lo cual deberán comparecer los interesados ajuicio verbal, 
el cual tuvo lugar el 19 de Setiembre del 95, manifestando el 
demandado que no contestaba, porque la demanda no corres- 
pondía al juzgado. En el mismo acto, el juzgado intimó el de- 
salojo con término de cinco dias. 

En 28 de Setiembre del 95, la parte de Bidot ocurrió ante el 
juez federal por inhibitoria, acreditando con testigos su cali- 
dad de extranjero y la nacionalidad argentina de Bravo. 



ITallo del Juez Federal 



Buenos Aires, Octubre 12 de 1895. 



Autos y vistos : Considerando : Que después de numerosas 
tramitaciones que ha tenido el juicio seguido por Bravo contra 
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Bidot, aparece que á foja 97 aquel instaura de noerosa deman- 
da ante la justicia de paz, y el representante del demandado 
opone allí la excepción de incompetencia de jurisdicción, junto 
con otras defensas. 

Que en tal concepto no ha podido ocurrir á este juzgado por 
inhibitoria, debiendo sujetarse al procedimiento primeramente 
iniciado. 

Foresto, resuelvo no insistir en la competencia de este juz- 
gado para entender en la presente causa, con costas al recu- 
rrente. En consecuencia, devuélvanse los autos remitidos por el 
juez de paz de la sección 9^, haciéndose saber esta resolución 
á fin de que continúe sus procedimientos. Repóngase el papel. 

J. F. Lalanne. 



VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 

Baenos Aires, Noviembre 26 de 1896. 
Suprema Corte : 

Los hechos consignados en los informes del Juez de Faz de la 
sección 9* á foja 65 vuelta y 75, y los fundamentos de la reso- 
lución recurrida corriente á foja 76 vuelta, bastan á mi juicio 
para autorizar su confirmación, como lo solicito de Y. £. 

Sabiniano Kier. 



Vallo de la Supreiua €arte 

Buenos Aires, Abril 28 de 1896. 

Vistos : De conformidad con lo expuesto y pedido por el pro- 
curador general y por sus fundamentos, se confirma, con costas, 

TOL. LXni 19 
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el auto apelado de foja 76 vuelta. Bepuestos los'' sellos, devuéU 
vanse. k- - 

LUIS V. VÁRELA. — AREL RAZAN. 
T- OCTAVIO RUNGE — JUAN E . 
TORRENT. 



CAUSA I.IV 



El doctor don Julio P. Acuña, contra don Alfredo Alvarez ; so- 
bre interdicto de despojo. 



Sumario. — El propietario del soelo^ lo es de las vertientes 
de agua que nacen en él, y si abrió una boca toma en el arroyo 
formado por dichas vertientes, para utilizar el agua en prove- 
cho de su terreno^ y poseyó la boca toma por más de un año» 
tiene derecho á ejercer el interdicto de despojo contra el ter- 
cero que le turbe en esa posesión. 



Caso. — Resulta del 
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Fallo del Jues Federal 



Catamarca, Febrero 13 de 1890. 

Vistos: en el interdicto de recuperar la posesión del agaa 
del arroyo de los Nacimientos, entablado por el doctor don Jn- 
lio F. Acuña, vecino de la ciudad de Mendoza, contra el juez 
general do aguas don Alfredo Alvarez, vecino de esta provincia, 
7 de los que resulta : 

Que el doctor Acuña funda su acción, en que Alvarez, como 
Juez de Aguas, mandó cerrar una toma, abierta por orden del 
primero en el arroyo de los Nacimientos ; que naciendo las 
aguas de dicho arroyo en la Rinconada, estancia de su prople- 
dad^ por compra que hizo ahora diez años á los señores Colina, 
quienes la hubieron de la familia Bivera, que la poseía como 
dueña desde tiempo inmemorial, esa agua le pertenecía según 
la disposición del artículo 2537 del Código Civil; que estando 
en posesión del inmueble denominado Binconada, lo estaba de 
todos los accesorios, 6 sea de todos los elementos que lo compo- 
nen, entre los cuales se encontraba el agna que brotaba en él; 
que por lotanto^ el hecho de mandar cerrar la boca-toma que 
mandó abrir, constituía un acto de despojo de parte de Alva- 
rez, desde que, como propietario del inmueble Binconada, era 
propietario de las aguas que brotaban en dicho inmueble^ y es- 
tando en posesión del primero, lo estaba también del agua. 
Agrega que hace muchos años, se abrió una toma por la familia 
Bivera, la que hizo uso en un tiempo del agua, y que hará como 
tres años que el demandante abrió una toma y una acequia 
como de dos ó tres cuadras, para abrevar un ganado que tenía 
en invernada en un potrero de campo, como seis ú ocho meses, 
sin cuidarse de que el agua que levantaba, volvía á caer al 
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TÍO. Apoya sa pretensión en los artículos 2523,2497 y 2637 
del Código Civil. 

Citado á comparendo, de conformidad al articulo 332 del Có- 
digo de Procedimientos, el demandado contestó; que la deman- 
da era improcedente contra 61, por haber obrado como Juez 
general de Aguas; que dependiendo en sus funciones del Poder 
Ejecutivo, al que estaba en el deber de obedecer por leyes vi- 
gentes, no. podía ser responsable como funcionario que obraba 
en virtud de orden expresa del gobierno, como constaba del 
decreto inserto en la nota que exhibía y que corre en autos, y 
que no había hecho otra cosa que trasmitir á sus inferiores en 
el ramo de agua, la orden recibida de su superior, estoes, ser in- 
termediario entre la autoridad que ordenaba y laque ejecutaba, 
y que esas disposiciones concordaban con el Código Penal en su 
articulo 81, incisos 7^ y 15. En segundo lugar, dijo que el se- 
ñor Acuña no tenía derecho para entablar el interdicto como lo 
había hecho, porque no tenía la posesión del agua, ni la hablan 
tenido siquiera sus causantes. 

La prueba producida por ambas partes consiste: la del de- 
mandante, en la acta de protesta de foja 1^ en la declaración de 
cuatro testigos, corriente de fojas 30 á 40 y de fojas 46 á 52, y 
en absolución de posiciones del demandado de fojas 66 á 70 in- 
clusive; y la del demandado en ka nota de foja 13, en la de- 
claración testimonial que corre de fojas 20 á 30, de fojas 40 á 
46, de fojas 52 vuelta á 62, y en la absolución de posiciones del 
demandante, al tenor del interrogatorio corriente á foja 71. 

El actor ha tachado á los testigos Ramón 611 Yarela y Pe- 
dro Bivera, por tener propiedades que se riegan con el agua del 
río del Valle, á don Ignacio Centeno, porque un yerno de él te- 
nía propiedades que se regaban con la misma agua y ádou Juan 
Antonio Olmos por tener una propiedad que se riega con el 
agua del río de Ambato, afluente del río delYaile, quedando por 
lo tanto sólo el testigo B. Aguilar sin tachar. El demandado 
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obseiTÓ que la tacha era inadmisible, porque siendo como rein- 
te mil pobladores que aprovechaban del agua del río del Valle, 
venía á ^er muy insignificante la cantidad de agua que podría 
aprovechar, suponiendo que no se incorporara el agua que pre- 
tendía el señor Acuna, al río del Valle. 

Y considerando en cuanto á la prueba producida: l*^qne 
es un hecho geográfico en el que están uniformes las par- 
tea y los testigos, que el rio denominado propiamente río del 
Valle, está formado por diferentes corrientes deagua que bajan 
de los cerros que están á la parte norte y noroeste de esta ciu- 
dad, las cuales vienen uniéndose las unas con las otras hasta 
formar sólo dos corrientes, que se reúnen un poco más abajo 
de la población denominada de la Punta, para formar un solo 
caudal qne se Uama propiamente río del Valle; que todas estas 
oorrientes tienen nombres distintos, llamándose río de Ambato, 
de Golpes, etc, y que el río ó arroyo de los Nacimientos se incor- 
pora al de Golpes, más arriba de la población de la Punta, de mo- 
do que después de la confluencia del de los Nacimientos con 
el de Golpes, no quedan sino las dos corrientes que van á reunir- 
se, como se ha dicho, más abajo de la población de la Punta para 
formar un solo caudal . 

2^ Que es igualmente un hecho en que están nniformes, 
que todas estas aguas sirven y son las únicas que hay para be- 
ber, regar y demás usos de la vida en las poblaciones de los de- 
partamentos de Valle Viejo, Piedra Blanca, distritos de la 
Puerta, Guaicama, Rodeo y Junta, del departamentode Ambato, 
y de la Chacarita, distrito de esta capital; que la forma 6 ma- 
nera cómo hacen uso del agua las poblaoiones citadas, es por 
turno 6 mita, del modo siguiente : durante ocho días se levanta 
el aguapor el departamentode Piedra Blanca y distritos nom- 
brados del departamento del Ambato, y durante otros ocho 
días sueltan toda para que corra para el departamento de Valle 
Viejo y distrito de la Chacarita, para que sea aprovechada por 
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éstoSy de modo que, cuando toca el tamo al dopartamento de 
Piedra Blanca, riegan también los distritos de Ambato, levan- 
tando agna de los afluentes que corren por su respectiva pobla* 
cion, esto es, el Bodeo levanta agua del afluente Ambato, los 
de Junta del afluente Junta, y así los otros distritos, quedando 
sin agua la población del Valle Viejo y distrito de la Chaca- 
rita, pues cuando toca el tumo á estas dos últimas poblaciones, 
todas las otras sueltan el agua ó la dejan correr por el río para 
que sea aprovechada solamente por el Valle Viejo y Chacarita; 
que el agua se levanta del río por tomas ó acequias, calculando 
la cantidad de agua que corresponde á cada toma; y por último, 
que cuando hay suma escasez, el agua se mita entre las tomas ó 
acequias de las poblaciones á quienes les toca el turno, distri- 
buyéndose según el número de marcos que corresponde á cada 
toma (véase respuesta á la décima sexta pregunta del interro- 
gatorio de posiciones). 

Todos esos hechos revelan que con el agna del río del Valle 
han sido fundadas esas poblaciones de existencia secular, como 
el Valle Viejo fué la parroquia ó cabecera de estas pobla- 
ciones ó lugares, antes déla fundación de esta ciudad en este 
valle de Gatamarca y* por lo tanto que el agua se ha concedido 
por merced del Bey. 

Considerando ; Que para que tenga lugar el interdicto de re- 
cuperar la posesión, es necesario que el demandante pruebe su 
posesionó el hecho del despojo, así como el tiempo en que el 
demandado lo cometió : artículo 2494 del Código Civil y 328 de 
la Ley nacional de Procedimientos. 

Que la posesión, para dar lugar á las acciones posesorias, debe 
sera lómenos anual y sin los vicios de precaria ó clandesti- 
na, continua y no interrumpida: artículos 2473, 79, 80 y 2481, 
Código citado. 

Que consta por la absolución de posiciones del doctor Acuña, 
que desde la fecha en que tuvo lugar la absolución (5 de Fe- 
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brero) apenas hacía seis ó siete meses que se abrió por él la 
toma, 7 como del acta de protesta de foja 1^ consta que el 3 
de Febrero pasado se cerró aquella, resulta que apenas habían 
corrido cuatro meses entre el día que la abrió y el en que se 
cerró, esto sin computar el tiempo transcurrido desde que se 
dio la orden hasta que se cumplió, que no fué poco según re- 
sulta de la respuesta á la 7^, S*", 9* y 10* preguntas del inte- 
rrogatorio de posiciones del demandante, lo que comprueba evi* 
dentemente que su posesión en la predicha toma, no ha sido ni 
anual ni tranquila. 

Que consta igaaímente por la respuesta del doctor Acuña, á 
la tercera pregunta del interrogatorio de posiciones y por la 
declaración de los cuatro testigos presentados por el mismo de- 
mandante, que durante los diez años que ha estado en posesión 
de la estancia cLa Rinconada» y aun el tiempo que la han po- 
seído sus causantes los señores Colina, no han hecho uso del 
agua del arroyo de los Nacimientos^ lo que comprueba también 
que nunca ha estado en posesión de ella : véase respuesta del 
testigo Nicolás Castillo á una pregunta de la parte de Alvarez, 
que corre áfoja 32 vuelta, declaración de don Manuel Casti- 
llo al responderá la cuarta pregunta del interrogatorio y á una 
repregunta de la contraria, corriente á foja 35, declaración de 
Justo Medina inserta á foja 37, declaración de don £figenio 
Martínez, al responder á la quinta pregunta en que explica su 
contestación dada á la coarta que va inserta al final del folio 
47 y principio del 48. Todos testigos del demandante. 

Que el hecho de haber el señor Acuña abierto una toma y 
acequia como de dos átres cuadras, ahora tres años, no puede 
darle la posesión del agua: I'' porque fué para abrevar 
el ganado, y esto por seis ú ocho meses; **l^ porque no 
consta que durante este tiempo hubiera corrido el agua, pues dos 
de los testigos dicen que vieron la toma y acequia ya secas, y 
otro que no sabe el tiempo; 3° porque no consta que el agua 
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levantada para esos objetos no volviese á caer al río y aun se 
desprende que así sucedía, esto es, que volvía á caer^ por el 
mismo escrito de demanda, en cuyo caso ningan perjuicio oca- 
sionaba álos qne hacían aso del agua, qne estabaa mucho más 
abajo á quienes no puede perjudicar el qne corra por un . canal 
de dos á tres cuadras en vez de correr por el río que general- 
mente tiene lecho arenoso ; A"^ porque esta toma no era la 
misma que se le mandó cerrar; y por dltimo, porque este hecho, 
según su propia exposición, sucedió ahora tres años y por seis ú 
ocho meses, y la posesión^ para dar lugar á Jas acciones poseso- 
rias, debe ser continuada y no interrumpida, anual y á título 
de propietario, artículos 2480 y 2481 , circunstancia que consta 
evidentemente, no reunían el hecho de llevar el agua para dar de 
beberá un ganado que tenían en invernada, ahora tres años y 
por seis ú ocho meses, en un potrero de campo. 

Que el hecho de estar en posesión del inmueble denominado 
Rinconada, no le dala posesión del agua, por el hecho de que 
ella nazca en su estancia, porque, constando evidentemente 
que el atroyo de los Nacimientos es uno de los afluentes del río 
del Valle y que esa agua es aprovechada en el riego y demás 
usos de la vida por las poblaciones del departamento de Valle 
Viejo, Piedra Blanca^ etc. (absolución de posiciones del deman- 
dante en su respuesta á la tercera y cuarta pregunta y decla- 
ración' uniforme délos testigos), mal puede tener lappsesion de 
unacosaquees usada y aprovechada por otros desde tiempo 
inmemorial, y más tratándose del agua, que por nuestras leyes 
es un bien inmueble que se enajena independientemente del 
terreno regado con la misma. 

Que el hecho de que la familia de Rivera hubiera aprovecha- 
do del agua, ahora muchos años, no puede darle la posesión de 
la misma, primero porque no consta cuánto tiempo aprovechó 
y si desde un tiempo dejó de aprovechar, lo que demuestra que 
aun en vida del prebístero Nicolás Rivera, sólo por corto tiem* 
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po se hizo aso de ella y eso para sembrar maíz j tabaco aolamen- 
te, lo que demuestra eran sementeras de verano y que el a^a no 
se aprovechaba eo todo tiempo, y por último, porque de esto , 
hace muchísimos años. 

Que el artículo 1637 del Código Civil, que invoca el deman- 
dante para apoyar su pretensión, no puede tener aplicación al 
caso sub'judice para darle acciones posesorias, porque todas las 
aguas que forman el río del Valle, nacen en terrenos privados, 
como nacen todas las aguas que riegan las poblaciones de la 
provincia de Catamarca, y sin embargo, como se ha visto en los 
considerandos primeros, ella es aprovechada por mita 6 turno 
en la forma dicha por ios departamentos del Valle Viejo, Pie- 
dra Blanca y distritos de La Puerta, Geraicana,Bodeo y Junta, 
del departamento de Ambato, y la Chacarita, distrito de esta 
ciudad . 

Que tan característica es la manera cómo dichas poblaciones 
hacen nso del agua del río del Valle, que el demandante doctor 
Acuña, ha recusado al testigo del demandado, don José A, Ol- 
mos, por tener una propiedad en el Bodeo que se riega con un 
afluente del río del Valle (el río de Ambato) exponiendo ¿cómo 
es cierto que cuando se disminuía el caudal de agna del río del 
Valle, por disminución de cualquier anuente, se le disminuía la 
cantidad de agua que se le daba al declarante para regar su fin- 
ca, aunque no hubiera disminuido el caudal del agua del anuen- 
te de que él levantaba su toma ó aguay vice versa? Hecho con- 
firmado por el declarante y que comprneba que al repartirse el 
agua en las mitas ó tnrnos se toma en cuenta todo el caudal de 
agua ya reunida, para distribuirla entre Piedra Blanca, que es- 
tá á la margen (derecha) del río denominado propiamente río 
del Valle y las poblaciones del departamento de Ambato, que 
estén situadas ¿ la margen de los afluentes. Hecho que de- 
muestra claramente que el nso del agna es común entre las po- 
blaciones predichas, por mercedes del Bey, y por esto es que 
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una creciente de un afluente cualquiera viene á aprovechar de 
los que riegan por otro afluente ubicado á distancia j rumbos 
distintos, permitiéndoseles levantar más 6 menos agua del 
afluente de que hagan uso, y por lo tanto, no habiendo sido los 
propietarios de la Rinconada incluidos en la mita ó turno, como 
lo están los otros pobladores situados á la margen de los afluen- 
tes predichos y cujas aguas nacen también en terrenos priva- 
dos, no puede pretenderse por el doctor Acuña que tiene la 
posesión del agua del arroyo de los Nacimientos.- 

Que tampoco ha probado el demandante el hecho del despojo 
por parte del Juez de Aguas señor Alvarez, porque éste proce- 
dió como talen virtud délas facultades que le confiere el Códi- 
go Ilural en el título 2®, sección 3*. al mandar cerrar la toma 
que el doctor Acuña abrió días antes y cuando más tres meses 
desde que se cumplió la orden, pues el artículo 222 de dicho 
Código^ dice textualmente: «todo individuo que levantare agua 
de un río cualquiera, sin tener derecho para ello, será castiga- 
do cenia multa de 200 pesos, que la ejecutará el Juez general, 
ó el respectivo partidario por sí 6 por su comisionado al objeto», 
y el artículo 223 prohibe bajo multa de 50 pesos, levantar agua 
aun en tiempo decreces no teniendo toma con merced, sin per- 
miso escrito y por tiempo determinado del Juez general de 
Aguas en los departamentos de Valle Viejo, Piedra Blanca y 
Ambato^ con lo que la ley ha querido evitar el que, bajo el pre- 
texto de creces, se levante agua por los que no tienen toma con 
merced, que aun aquellas que por concesiones reales tienen de- 
recho de sacar agua del río en todo tiempo, cierta cantidad de- 
terminada en marcos, que es un cuadro de agua de nueve pul- 
gadas (sistema de medidas y pesas de la República Argentina), 
y por lo tanto el Juez general de Aguas al mandar cerrar la to- 
ma abierta por el señor Acuña, procedía en ejercicio de su au- 
toridad, que le viene por el ministerio de la ley, y Acuña abriendo 
la toma en la Rinconada, perteneciente al departamento de 
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Ambato, faltaba á las prescripciones de dicho Código, impor- 
tando poco que el Juez hubiera obrado consultando al Poder 
Ejecutivo, consulta que debe considerarse como una deferencia 
á la parte de Acuña t así resulta de la absolución de posiciones 
del demandado^ por cuanto la orden de cerrar la toma se dio 
repetidas Teces y sólo al ver la insistencia de Acuña y amenaza 
de abrirla cuantas veces se cerrase, se consultó al Poder Ejecu- 
tivo (absolución á la 7*, 8', 9* y 10 pregunta del interrogato- 
rio de fojas 64 á 66 y nota de foja 13) . 

Que es por demás trivial el alegato del demandante, de que 
la orden delgobierno se refiere á toma , abierta por el señor 
Acuña en el río del Valle, cuando la abierta por su orden era 
en el arroyo de los Nacimientos, .puesto que no habiendo otra 
toma abierta por el mismo, que la precitada y refiriéndose el 
decreto del gobierno, al expediente que el Juez le enviaba en 
consulta, ninguna importancia tiene el que se use de la pala- 
bra rio del Valle, aunque proviene de que vulgarmente se llama 
dueño de las aguas del río del Yaile á todos los que riegan con 
las aguas que lo forman, y con propiedad se llaman así porque 
8U uso es común, como consta de autos, y por lo tanto, no pne- 
de variar la situación del juez que procedió en virtud de,facul- 
tades que le confiere la ley, como se ha visto. 

Que aunque cuatro de los testigos del demandado afirman 
que jamás el doctor Acuña y sus causantes han tenido pose- 
sión del agua del arroyo de los Nacimientos, habiendo la cir- 
cunstancia especial de que don Bamon Gil Várela y Pedro Ri- 
vera, habían sido dueños de propiedades ó terrenos en los mis- 
mos nacimientos del arroyo de los Nacimientos, que las vendie- 
ron al demandante doctor Acuña y don Ignacio Centeno^ en tiem- 
po del prebístero Miguel Rivera, arrendero efr la Rinconada, 
todos ellos conocedores de aquellos parajes y que declaran que 
ni derecho al agua han tenido los propietarios de la Rincona- 
da; pero como han sido tachados por el demandante, tacha que 
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no era aceptada por el demandado, porque el interés era muy 
poco^ dindida el agoa en veinte mil pobladore8|qu6 regaban con 
ella, el Jaez que suscribe, teniendo suficientes elementos con 
los que le suministran la confesión del demandante, sus testi- 
gos 7 las otras constancias de autos, no toma en cuenta sus de- 
claracionest ni tampoco las tachas , careciendo de los elementos 
de juicio que le suministran los datos del expediente, para juz- 
gar el fuan/um del interés; tratándose de personas ricas y de 
probidad como el señor Yarela. 

Constando, por último, de un modo evidente que el doctor 
Acuña no ha tenido posesión del agua, ni de la toma que se le 
mandó tapiar, y por otra parte que este último hecho no constitu- 
ye un despojo de parte del Juez general de Aguas, y de acuerdo 
con las disposiciones legales citadas y los artículos %472, 2479, 
2492, 2494 del Código Civil y resoluciones de la Suprema Cor- 
te, serie 2% tomo 13, página 358, y serie 1% tomo 8"^, página 
240, y 9®, página 160, fallo: declarando improcedente el inter- 
dicto entablado, y por lo tanto absolviendo á don Alfredo Al- 
varez, Juez general de Aguas, de la demanda interpuesta con- 
tra él por el doctor don Julio P. Acuña, sin especial condena- 
ción en costas. Hágase saber con el original y repónganse los 
sellos. 

F. C. Figueroa . 



Vallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Abril 28 de 1896. 

Vistos y considerando: Primero: Que según resulta de autos^ 
el demandante doctor Acuña hizo abrir, por intermedio de su 
hermano don Francisco Acuña, una boca-toma en el arroyo 
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denominado de los Nacimientos, pata utilizar el agua de ese 
arroyo, á los objetos de la irrigación, en el terreno estancia de 
la Binconada, como la utilizó en efecto. 

Segundo: Qae el arrojo mencionado nace en la Rinconada 
Y que es dentro de ésta que se abrió la boca-toma. 

Tercero: Que el actor posee continuamente y á título de pro- 
pietario, desde hace varios anos, el citado terreno estancia de la 
Binconada, lu que fué poseída por sus antecesores por tiempo in- 
memorial, no siendo así dudosoque tiene la posesión de la cosa 
(artículo dos mil trescientos cincuenta y uno, Código Civil). 

Cuarto: Que componiéndose la cosa inmueble por su natu- 
raleza, de los diversos elementos que la constituyen y en los 
que, como el suelo mismo, entran las partes fluidas que forman 
su superficie y profundidad (artículo dos mil trescientos cator- 
ce), la posesión de la cosa impórtala posesión desús compo- 
nentes^ siempre que, por no haberse sacado éstos del dominio 
privado, sea posible que la ocupación se tenga á título de pro- 
pietario. 

Quinto : Que esa doctrina es tanto menos contestable, cuan- 
to que la posesión de una cosa hace presumir la posesión de las 
cosas accesorias á ella (artículo dos mil cuatrocientos tres)^ lo 
que da un argumento a /bretón, cuando se trata de los ele- 
mentos constitutivos de la cosa misma. 

Sexto : Que para tener la posesión de un inmueble, no se ne- 
cesita ejercer actos posesorios sobre todas y cada una de sus 
partes, bastando hacerlo en alguna de éstas (artículo dos mil 
trescientos ochenta y cuatro); siendo cierto, además, que la po- 
sesión fundada sobre un títulu, comprende la extensión del tí- 
tulo (artículo dos mil cuatrocientos once). 

Sétimo : Que las vertientes que forman el arroyo de los 
Nacimientos, brotando en la Rinconada, propiedad del deman- 
dante, forman con ella un solo cuerpo, y siguen así la misma 
suerte en cuanto al hecho de la posesión y derechos que deri- 
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Tan (artículo dos mil seiscientos treinta y siete)^ á que se agrega 
que en años atrás, los antecesores del actor leTantaron el agua 
de ese arroyo, habiéndola levantado también él, durante algu- 
nos meses, para el abrevadero de sus ganados. 

Octavo: Que, por consiguiente^ no puede decirse que el de- 
mandante no ha probado su posesión sobre dichas vertientes, 
porque eso significaría negar que ha poseído la Rinconada, lo 
que antes que contestaree se reconoce por el demandado, y se 
comprueba por el mérito de las constancias de losantes. 

Noveno: Que no se ha probado, ni alegado siquiera, que 
otras personas hubieran, dentro de la propiedad del actor, sa- 
cado agua del arroyo de los Nacimientos, para que mediante 
tal hecho y sii duración, pudiera ponerse en cuestión lacontinqa- 
cion ó pérdida de la posesión del demandante en los términos 
del artículo dos mil cuatrocientos cincuenta y ocho, para des- 
truir de esa manera, en su caso, la posesión legal y compren- 
siva del uno con el hecho material de la posesión del otro, á los 
efectos de las acciones posesorias. 

Décimo: Que teniendo el actor la posesión de su campo y 
por tanto la de las vertientes que brotan en el mismo, nadie 
ha podido turbarla en sn goce (artículo dos mil cuatrocientos 
sesenta y nueve), debiendo el que se considera con título á esa 
posesión demandarla perlas vías legales (artículo dos mil cua- 
trocientos .sesenta y ocho) para la discusión del derecho de 
poseer, de que no es materia el presente juicio (artículo dos mil 
cuatrocientos setenta y dos) y ya que la propiedad libre tiene á 
su favor la presunción jum (artículo dos mil quinientos veinte 
y tres). 

Undécimo : Que tratándose de una contención en que se ven- 
tilan derechos acordados por la ley civil y siendo partes en el 
pleito vecinos de diferentes provincias, no puede ponerse en 
duda tanto que, el caso sale de los límites de lo administrativo 
para convertirse en judicial, como que su juzgamiento es del 
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resorte de la justicia federal, de conformidad con la Constita- 
cion 7 ley de la materia. 

Duodécimo: Que, por otra parte, el Código Rural de la pro- 
vincia de^atamarca, que no puede modificar los Códigos de 
fondo sancionados por el Congreso nacional, ha limitado la 
acción del Juez de Aguas, para cuando se trate de aguas de 
aprovechamiento común entre varios propietarios (articulo dos- 
cientos catorce), lo que quiere decir que ha colocado fuera de 
su jurisdicción la resolución de las cuestiones con el propie- 
tario del suelo, sobre las vertientes que nacen en su propiedad 
y que quiera utilizaren su propiedad misma, las que, á menos 
de prorrogación, son de la competencia de la justicia federal 
en los casos determinados por derecho, no siendo dable á las 
leyes de provincia alterar ese orden de jurisdicción. 

Üédmo tercero: Que á esto se agrega, que no hay constan- 
cia alguna deque se hubiese interpuesto demanda ante el Juez 
de Aguas, contra el propietario de la fuente y que oído éste en 
juicio, se hubiese pronunciado sentencia. 

Décimo cuarto : Que en mérito de las precedentes conside- 
raciones, resulta averiguada la procedencia de la acción pose- 
soria de recuperar, intentada como lo ha sido dentro del tér- 
mino legal, puesto que está probado el hecho de la posesión del 
actor por mucho más de un año y la privación de esa posesión, 
por la destrucción de obras existentes llevadas á cabo por el de- 
mandado (artículo dos mil cuatrocientos noventa y ocho, Código 
Civil). 

Por estos fundamentos: se revoca la sentencia apelada de fo- 
ja setenta y cuatro y sé hace lugar á la demanda de foja dos, 
debiendo, en consecuencia, el demandado abstenerse de impedir 
al demandante el libre uso del agua del arroyo de los Nacimien- 
tos, reabriendo la boca-toma clausurada, é indemnizarle%s 
daños y perjuicios que se justificaren, sin especial condenación 
en costas. 
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Bepuestos los sellos, devuélraDse ; padiendo notificarse con 
el original. 

benjamín paz. — LülS V» VÁRELA. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. 
TORRENT. — ABEL BAZAN (en 

disidencia). 



DISIDENCU 



Tistes 7 coasiderando: Primero: Qne la demanda deduci- 
da en estos antos por don Julio P. Acuña, tiene por objeto que 
se le restituya al libre uso de las aguas que para riego de su 
estancia «La Rinconada», en la provincia de Catamarca, alza- 
ba del río ó arroyo de los Nacimientos, por medio de una boca- 
toma que mandó abrir en dicho arroyo y cuya clausura ordenó 
el señor Juez general de Aguas de esa provincia. 

Segundo : Que ordenada como há sido por este funcionario la 
clausura de la boca-toma mencionada, según lo ha reconooido 
el mismo demandante, dicha clausura debe considerarse como 
un acto ejecutado por orden de autoridad competente, desde que 
lo es dicho Juez, con arreglo al artículo doscientos catorce del 
Código Bural deCatamarca, el cual le atribuye jurisdicción pri- 
vativa en toda la provincia, en lo concerniente á los arreglos 
y repartos de agua entre propietarios con derecho común ai 
uso de ella, y se halla facultado por otros artículos del mismo 
Código, para imponer penas á los que levanten agua de los 
ríos sin derecho para ello, lo que implica también la facultad 
de discernir y juzgar cuáles no son dueños del agua y la roban, 
para poder imponerles administrativamente esas penas, i fin de 
conservar y mantener en su integridad los arreglos y repartos 
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de agaa entre los propietarios con derecho comnn al uso de 
ella, sin perjuicio de que los que se consideren lesionados, ocu- 
rran á los jaeces de derecho entablando las acciones posesorias 
ó petitorias á que hubiere lugar para reparar los agravios que 
se les hubiese causado. 

Tefxero : Que con tal motivo, la acción intentada por el doc- 
tor Acuña para obtener la restitución del agua de los Naci- 
mientos, no puede ser juzgada, en el presente caso, como la 
acción de despojo que sanciona el artículo dos mil cuatrocientos 
noventa del Código Civil, porque no siendo esta acción, según lo 
ha declarado esta Suprema Corte en la causa que se registra en 
el tomo quince, página doscientos cuarenta y nueve de sus fa- 
llos, una acción posesoria propiamente dicha, para cuyo ejerci- 
cio se exija la posesión anual, ni una acción real fundada en 
una presunción de propiedad, sino una disposición de orden 
público, con objeto de prevenir la violencia y el atentado de 
hacerse justicia por sí mismo, es claro que ella no se da ni pue- 
de tener lugar contra actos, ni por actos ejecutados por manda- 
to de autoridad competente. 

Cuarto: Que si no puede, por lo tanto, el doctor Acuña, ha- 
cer valer la acción de despojo, como remedio para reparar el 
agravio que pudiera haberle causado la clausura de la boca-to- 
ma en cuestión, le correspondería, sin embargo, como lo ha de- 
clarado también la misma Suprema Corte, en la causa ya refe- 
rida, la acción puramente posesoria para recuperar la posesión 
de las aguas que alzaba del arroyo de los Nacimientos, si real- 
mentehubiese tenido la posesión tranquila y no interrumpida 
de ellas, á lo menos el tiempo de un año, sin los vicios de pre- 
caria, violenta 6 clandestina : artículo dos mil cuatrocientos se- 
tenta y tres del Código Civil. 

Quinto: Que el doctor Acuña, empero, no ha justificado como 
era de su deber hacerlo para que prosperase su demanda, que 
él haya tenido la posesión de dichas aguas durante el tiempo 

YOL. Lzrii 20 
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requerido por la ley, antes bien, absolviendo la tercera posición 
del interrogatorio de foja setenta y ano, ha reconocido ser cier- 
to que no ha tenido la posesión anual de ellas para el riego y 
cultiTo de los terrenos de su estancia, como ha reconocido tam- 
bién, al tachar varios testigos del demandado, qae los propie- 
tarios del Valle Yiejo, Piedra Blanca, etc., se aprovechan de 
las mismas aguas para el riego de sus fincas y para los demás 
usos de la vida por el hecho de repartirse y mitar las aguas del 
río del Yalle, cuyo caudal aquellas acrecientan después de reu- 
nirse con las del río de Golpes, que es uno de los tributarios del 
TÍO del Valle. 

Sexto: Que es innegable que en derecho, las aguas tienen 
distinta calificación y están sujetas á efectos jurídicos diferen- 
tes, según se las considere como inmovilizadas y formando par- 
te de la superficie y profundidades del suelo de ella, ó bien co- 
mo vertientes que brotando en la heredad, se mueven por sí 
mismas y corren por el suelo. En el primer caso, las aguas 
son inmuebles por su naturaleza y forman parte de la heredad 
donde se encuentran (artículo dos mil trescientos catorce del 
Código Civil), perteneciendo en propiedad y posesión al dueño 
de ésta. En el segundo caso, las aguas corrientes, aunque 
muebles por su condición de poder transportarse de un lugar á 
otro, sea moviéndose por sí mismas ó por una fuerza externa, 
no lo son sin embargo, cuando sean accesorias á los inmuebles, 
conforme á la disposición del articulo dos mil trescientos diez y 
ocho del mismo Código, y pertenecerán al dueño de la heredad 
si su curso termina dentro de ella (artículo dos mil trescientos 
cincuenta del mismo), mas no si forman un río, ó son aguas que 
corren por cauces naturales, en cuyo caso son bienes públicos 
del Estado general ó de los Estados particulares, según lo es- 
tablece expresamente el articulo dos mil trescientos cuarenta, 
inciso tercero, de dicho Código; y las personas particulares 
tendrán el uso y goce de ellascon sujeción á las disposiciones 
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del citado Código y á las órdenes generales 6 locales: artículo 
dos mil trescientos cuarenta y nno; lo qne rale decir qae los 
particalares no pueden alzar á su arbitrio y en la cantidad que 
quieran, esas aguas para el aproyechamiento de sus heredadesi 
si no acreditan en el juicio correspondiente que han estado en 
tranquila posesión de la porción de ellas» que á título de domi- 
nio y por el tiempo fijado por la ley, hayan estado aprovechando, 
si se trata de acción posesoria, 6 que les pertenece el dominio 
de las mismas, conforme al título de propiedad que produzcan 
y que debe discutirse en juicio ordinario, si se trata de una ac- 
ción reiyindicatoria, desde que á su respecto, puede la autori- 
dad pública expedir títulos para su aprovechamiento, como lo 
ha hecho siempre y está autorizada para hacerlo en virtud del 
artículo dos mil trescientos cuarenta y uno ya citado. 

Sétimo: Que la verdad de estas conclusiones sería de todo 
punto incontestable con relación al caso sub-judice, si se esta- 
bleciese desde luego, que las aguas de los Nacimientos, que bro- 
tan en la estancia de la «Rinconada», son las de un río ó las 
aguas que corren por cauces naturales á que se refiere el artí- 
culo dos mil trescientos cuarenta, inciso tercero, del Código Ci- 
vil, y no aquellas de que habla el artículo dos mil seiscientos 
treinta y siete del mismo Código, las cuales pertenecen á los 
dueños de loa terrenos privados donde brotan, pueden libre- 
mente usar su dirección sin que el simple hecho de correr por 
terrenos inferiores, dé á los dueños de éstos derecho alguno, 
aunque ellas fuesen el principal alimento de un río,* ó fuesen 
necesarias á un pueblo, en cuyo caso estarían sujetas á expro- 
piación por utilidad pública, según la expresa disposición de 
este artículo. 

Octavo: Que invocada por el doctor Acuña esta disposición, 
en defensa délos derechos que sostiene en el presente juicio, 
es de observar con tal motivo, que la cuestión que ha propuesto 
ala resolución judicial, es una cuestión sobre propiedad de las 
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aguas del río ó del arroyo de los Nacimientos^ denominación qne 
indistintamente les ha dado en los antos (véase foja dies j 
siete 7 foja treinta y ano), pretendiendo qne por el hecho de 
brotar en la estancia de la «Rinconada», de su propiedad^ le 
pertenecen, tiene el derecho de poseerlas, puede libremente 
usar de ellas y mudar su dirección natural, aunque ha decla- 
rado también, absolviendo la posición terceradel interrogato- 
rio de foja setentay una^ que no ha tenido la posesión anual de 
dichas aguas para el riego y cultivo de su estancia ; y tachan*- 
do testigos de la contraria que las han aprovechado los propie- 
tarios del Valle Viejo, Piedra Blanca, etc., para el riego de sus 
fincas^ como se ha dicho ya. 

Noveno: Que es de observar también, que la posesión de las 
aguas ya sea de los ríos ó cauces naturales á que se refiere el 
articulo dos mil trescientos cuarenta, como de las que brotan en 
terrenos privados y que corren fuera de ellos, deque habla el 
artículo dos mil seiscientos treinta y siete, son susceptibles de 
posesión á título de dueño por otras personas que no sean el 
Estado general ó Estados particulares, 6 el dueño mismo donde 
nácela fuente, desde que aquellos pueden acordar á los parti- 
culares el uso y goce de las aguas de los ríos en la porción que 
lo consideren conveniente al interés de la agricultura ó de la 
industria y desde que los vecinos del propietario de la fuente, 
pueden también adquirir la propiedad de sus aguas, sea por tí- 
tulo expedido por dicho dueño, sea por vía de servidumbre, 
siendo oportuno recordar aquí la disposición de la ley décima 
quinta, título treinta y uno, partida tercera, en virtud de la 
cual el vecino del propietario de una fuente, que se servia sin 
obra suya, cotidianamente y á buena fé de las aguas de ésta 
para regar su campo por el término de diez años, estando aquel 
en la tierra, énon lo contradiciendo, ó venite seyendo fuera 
de ella, ganaba la servidumbre de dichas aguas. 

Décimo: Que habiendo reconocido el doctor Acuña que la po- 
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sesión anual de las aguas de los Nacimientos la han tenido los 
propietarios del Valle Viejo y Piedra Blanca^ es evidente que 
no puede admitirse que él también la haya tenido á su vez, por 
que dos posesiones iguales y de la misma naturaleza no pueden 
concurrir sobre la misma cosa (artículo dos mil cuatrocientos 
uno del Código Civil). 

Undécimo : Que siendo en los juicios sumarios de posesión 
como el presente^ ajena á la naturaleza de la acción que se 
debate, la cuestión sobre cuál délas partes tiene mejor dere- 
cho á la pcisesion, ó el dominio de la cosa en virtud de los títu- 
los que al efecto presenten ó hagan valer, por cuanto princi- 
palmente debe atenderse en dichos juicios al hecho mismo de 
la posesión, 6 sea, averiguar cuál de aquellas lo invoca con 
verdad y lo tiene efectivamente á su favor, sigúese de ello, como 
consecuencia necesaria y lógica, que nada puede servir al doctor 
Acuña, para fundar la demanda posesoria que ha deducido, el 
hecho alegado por su })arte de que las agnas del arroyo de los 
Nacimientos brotan en la estanciade su propiedad, y oorrenpor 
ella donde las ha levantado, continuando en seguida su curso has- 
ta confundirse con las del río de Colpes, porque tal hecho podrá 
acaso justificar su mejor derecho á poseerlas ó su dominio en 
ellas; pero no que las haya estado alzando por el tiempo que 
requiere la ley para probar que tiene á su favor el hecho de la 
posesión, que es la materia del presente juicio. 

Por estos fundamentos, los concordantes de la sentencia ape- 
lada de foja setenta y cuatro y no siendo procedente la conde- 
nación en costas, de cuya exoneración se ha alzado la parte del 
apelado, se confirma en todas sus partes dicha sentencia ; y re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

ABEL BAZAN. 
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CAUSEA liV 



Contra don Blas Gutiérrez; sobre contrabando de tabaco 



Sumario. — Nopuedd cousiderarse como importado clandes- 
tinamente 6 por puertos no habilitados, un tabaco que resalta 
de la guía expedida|por las autoridades provinciales, haber sido 
acopiado en el país. 



Caso. ~ Resulta del 



Pallo del Jíuea Federal 



Corrientes, Octubre 21 de 1895. 

Vistos : Este proceso seguido contra don Blas G-utierrez por 
nn contrabando de tabaco, del que resulta: 1^ Que el Receptor 
de rentas nacionales de Ituzaingo pasó al Administrador de 
rentas de esta ciudad la comunicación de foja 4, haciéndole sa- 
ber, que llegó á su conocimiento que don Blas Gutiérrez pen- 
saba importar clandestinamente del Paraguay una cantidad de 
fardos de tabaco, y que con tal motivo tomó inmediatamente las 
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medidas del caso para vigilar las costas por donde debia efec- 
tuarse la operación. 

Qae unos días después, el señor Gutiérrez entró con seis ca- 
rretas cargadas de tabaco, en el pueblo, con una. guía terrestre 
del departamento de Santo Tomé; que en vista de las denuncias 
que tenía, volvió á hacer algunas averiguaciones sobre la pro- 
cedencia del tabaco, resultando según algunos informes recibi- 
dos, tanto del Paraguay como de los vecinos del pueblo, que di- 
cho tabaco fué introducido por el paraje denominado cCuru- 
paití», distante como de 12 á 14 leguas de Ituzaingo, sin inter- 
vención ninguna de autoridad marítima, agregando, que se 
presentó á su oficina, en calidad de agente marítimo, el señor 
Guillermo Aguirre, consultándole si podía despachar el tabaco 
con guía de removido, contestándole que no solamente no podía 
despachar la guía sino que lo hacía responsable de la cantidad 
de tabaco expresado en la misma, hasta que el Administrador 
de rentas resolviera el procedimiento que debía adoptar en el 
caso. 

2® Que recibida esa denuncia por el señor Administrador de 
rentas, la volvió al denunciante, para que instruyera el suma- 
rio correspondiente, el que se instruyó según las diligencias de 
fojas 5 á 3% apareciendo entre ellas la clasificación del tabaco 
con un peso neto de 5664 kilos distribuidos en 43 fardos, según 
Ici planilla de foja 5. 

3** Que en virtud de haber salido el tabaco de la jurisdicción 
de la Aduana, el señor Administrador pasó á este Juzgado el 
sumario que le remitiera el Receptor de rentas de Ituzaingo, 
suscitándose con tal motivo la cuestión de competencia que fué 
resuelta por el auto de foja 42, declarándose que este Juzgado 
era el competente para conocer en la causa, con arreglo á lo dis- 
puesto por el artículo 1034 de las Ordenanzas de Aduana; y eje- 
cutado que fué dicho auto, el Procurador Fiscal (id hoc, nom- 
brado por inhibición del titular, solicitó las diligencias enume- 
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radas en su dictamen de foja 44, las que fueron practicadas en 
parte según las actuaciones de fojas 52 á 57. 

4^ Que en este estado, el Administrador de Rentas de esta 
ciudad remitid con el oficio de foja 51 los documentos de fojas 
47 á 50^ que el Receptor de Rentas de Ituzaingo le envió con la 
notado foja 46. 

5° Que por el proveido de foja 60 se dio vista del sumario al 
Fiscal ad hoc, presentando su acusación de foja 62, en la cnal 
expone: que el Receptor de Ituzaingo embargó en los depósitos 
de don Guillermo Aguirre, 43 fardos de tabaco, por tener moti- 
vos para creer que se introdujeron del Paraguay^ como contra- 
bando; que se instruyó el sumario cuyas constancias ponen de 
manifiesto las denuncias traidas al Receptor, evidenciando que 
se trataba de una introducción clandestina, agregando que esos 
fardos de tabaco procedían del Paraguay, departamento de San 
Cosme, según resulta de 1& carta de Esquivel, dirigida al Re- 
ceptor de Ituzaingo denunciando la existencia del tabaco depo- 
sitado allí, con el propósito de pasarlo á esta provincia; cuya 
operación se efectuó por el punto de c Duarte Cué », donde fue- 
ron para recibirlo las carretas llevadas por Gutiérrez; que esas 
carretas llegaron vacías á ese punto, como consta de la nota del 
Jnez Pedáneo de la 5^ sección, que las vio pasar en número de 
dnco dirigidas por Fulgencio Solis con dirección á c Duarte 
Cué» y que no siendo suficientes estas carretas, el mismo Gutié- 
rrez contrató otras en la vecindad; que todos estos hechos están 
perfectamente constatados por los diversos testimonios que exis- 
ten en autos, entre los que se cuentan los de las personas solici- 
tadas por Gutiérrez para suministrarlo las carretas que le fal- 
taron; que á pesar de haber tratado el señor Gutiérrez de expli- 
car el itinerario del tabaco, diciendo que venía de Santo Tomé 
con la guía competente, y que se detuvo en c Duarte Cué » y buscó 
nuevas carretas allí, porque dos de las que llevó sufrieron des- 
perfectos, no ha probado tales circunstancias, y por el contra- 
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rio ellas agravan la sitaacioa del que las opone como defensa, 
porque de los informes pedidos al jefe político, receptor y co- 
misario de Santo Tomé, resulta que la guía invocada por Gu- 
tiérrez no la expidieron las autoridades de dicho departamento, 
no recordando tampoco el comisario de allí que tal cargamento 
de tabaco del señor Grutierrez hubiese salido con intervención 
de él, j añade que tales antecedentes autorizan la sospecha de 
que esa guía es falsa, 6 fué obtenida de algún empleado subal- 
terno, muniéndose de ella Gutiérrez para explicar ante las au- 
toridades de Itnzaingo la procedencia del tabaco; que además 
de lo expuesto, media la circunstancia especial de que ias mis- 
mas autoridades aduaneras del Paraguay, que podrían tener un 
interés nacional en facilitar el contrabando de sus productos, 
denuncian como contrabando el tabaco traido por el señor Gu- 
tiérrez, 7 concluye manifestando que las consideraciones ex- 
puestas bastan para fundar la acción fiscal por contrabando, y 
pidiendo que el Juzgado condene alas personas responsables de 
él, de acuerdo con los artículos i026 y 1036, y sus concordan- 
tes de las Ordenanzas, al comiso de las mercaderías contraban- 
deadas y los elementos empleados para el delito, haciendo los 
demás pronunciamientos legales que son del caso. 

Corrido el traslado de ley, el defensor del acusado pidió se 
absolviera á su defendido de toda cnlpa y cargo, levantando el 
embargo administrativo qui* pesa sobre el tabaco y dejando á 
salvo las acciones de sa mandante para hacerlas valer contra 
quienes hubiere lugar, haciendo los demás pronunciamientos de 
derecho, y dijo : que es un principio en derecho común que toda 
acción debe ser acreditada enjuicio, máxime cuando ella reposa 
en hechos alegados, pues éstos sólo se acreditan por medio de 
prueba, lo que quiere decir, en el caso presente, que incumbe á 
la acción fiscal fundar la acusación en hechos comprobados; y 
agrega que las declaraciones de los testigos del sumario que co- 
rren de fojas 6 á 8, están muy lejos de probar la existencia del 
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delito de contrabando, aun en el caso de admitir como exacto 
el hecho de qae el tabaco fué cargado en carretas en el puerto 
de cDuarte Cné»; que ninguno de esos testigos conoce la pro- 
cedencia del tabaeo, j ninguno de ellos declara que lo haya vis- 
to pasar del Paraguay^ como tampoco que el tabaco haya sido 
traidosinel correspondiente despacho ó guía, quedando además, 
dichas declaraciones destruidas por las de los testigos presen- 
ciales que deponen desde fojas i6 á 26, afirmando bajo jura- 
mento que el tabaco embargado se compró en la campaña de 
Santo Tomé y se condujo por ellos en carretas hasta el pueblo 
de Ituzaingo, añadiendo que el documento público de foja 29, 
comprueba la misma procedencia y nadie ha establecido que di- 
cho documento sea falso, aun cuando el procurador fiscal, para 
cohonestar su actitud, arroja con reticencia la sospecha de que 
pueda serlo; sospecha que por otra parte desaparece en presen- 
cia del informe de la Beceptoría proyincial de Santo Tomé, 
corriente á fojas 52 y 53. 

Que respecto á los documentos privados que obran en los au- 
tos sólo le resta decir, que uo se ha establecido su autentici- 
dad, que nada expresa que sea de conocimiento personal de los 
que suscriben, que nada acreditan respecto á la existencia del 
contrabando y que los venidos del Paraguay no están legaliza- 
dos; sosteniendo, por último, que la Suprema Corte, en el caso 
que cita, ha declarado que el delito de contrabando no se prue* 
ba sino por la aprehensión en los puertos, horas y caminos no 
habilitados; que los documentos extraídos de las Aduanas ex- 
tranjeras no pueden suplir la prueba del contrabando, esto es 
la prueba del delito por la aprehensión en los puertos, horas y 
caminos no habilitados; y que lo mismo hay que decir respecto 
de los documentos dimanados de otras autoridades extranjeras^ 
sobretodo si se reducen á simples cartas misivas de correspon- 
dencia privada, como sucede en el caso sub^judice; y, finalmente, 
que conviene tener presente que el tabaco embargado no ha sido 



DE JUSTICIA NACIONAL 315 

aprehendido en pnerto algano, comenzando el samarlo admi- 
nistrativo de contrabando de lá manera que revela el docomento 
de foja 4, entrometiéndose la receptoría nacional en nn asunto 
qne estaba completamente fuera de la jorisdicoion de la Aduana 
7 embargando mercaderías que hacía muchos días estaban de- 
positadas en el depósito comercial de don Guillermo Aguirre, 
con perfecto conocimiento de las autoridades de la locali- 
dad. 

En seguida se abrió la cansa á prueba por el término legal, 
no habiéndose producido ninguna por las partes, según el certi- 
ficado de foja 6 vuelta, con lo que llamó autos para sentencia j 
se señaló día para que informaran in-voce^ sin que lo hubiese 
hecho ninguno de los interesados, como lo acredita la nota de 
foja 72 vuelta. 

Y considerando: \° Que el delito de contrabando no está 
probado en autos, pues no se ha demostrado de ningún modo, 
que el tabaco embargado se hubiese importado clandestinamen- 
te ó por un puerto no habilitado. 

2* Que los testigos del sumario, don Rosendo Montenegro, 
don Telésforo Acuña j don Serapio Hidalgo, se limitan á decir 
que vieron ir algunas carretas vacías al puerto de cDuarte 
Cué» con el propósito de cargar, como cargaron, el tabaco que 
allí existía apilado. 

3° Que contrariamente á esta afirmación, los testigos, indica- 
dos por el acusado, declaran que el tabaco procedía del departa- 
mento de Santo Tomé, donde fué acopiado por orden y cuenta de 
don Blas Gutiérrez, por un hermano de éste v don Luis Co- 
lombo. 

4** Que este hecho lo corrobora 1& guía de foja 29, expedida 
por las autoridades respectivas de Santo Tomé á solicitud de don 
Blas Gutiérrez, para conducir dicho tabaco al departamento de 
Ituzaingo, en cuyo pueblo fué embargado por el Receptor na- 
cional de allí, después de estar en depósito en poder de don Gui- 
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llermo Aguirre, y con motivo de haber solicitado éste, guía de 
removido para la exportación de dicho tabaco. 

5® Que las gaías terrestres, se expiden una vez qae el inte- 
resado ha llenado los requisitos requeridos por la ley de im- 
puestos de la provincia, enumerados al reverso de la foja 29, 
formalidades que deben suponerse cumplidas en el caso sub-ju- 
dice cuando ella ha sido expedida por las autoridades compe- 
tentes . 

6"* Que un documento en tales condiciones, tiene el carácter 
de instrumento público y hace plena fé respecto á todo su con- 
tenido hasta que sea argüido de falso . 

7° Que la falsedad que el Fiscal atribuye á la guía terrestre 
de foja 29, no se ha probado, pues las diligencias que con tal 
propósito se practicaron á su solicitud, durante el sumario, sin 
audiencia de la parte acusada, no son suficientes para estable- 
cerla, quedando así el mencionado documento con toda la fuer- 
za y eficacia que la ley le atribuye. 

8° Que el tabaco embargado no ha sido aprehendido en el mo- 
mento de consumarse el contrabando, desde que no puede cons- 
tituir tal aprehensión el embargo que el Receptor nacional de 
Ituzaingo decretó sobre él, muchos días después de haberse in- 
troducido en el pueblo de Ituzaingo y depositado en el depósito 
comercial de don Guillermo Aguirre. 

9® Que, finalmente, los documentos privados de fojas 30, 31 
y 32, aparte de no probar la importación clandestina, 6 por 
puntos no habilitados por la ley, no merecen fé, y mucho menos 
para fundar en ellos una condenación, desde que no han sido 
debidamente autenticados. 

Por estos fundamentos: se absuelve de culpa y cargo al acu- 
sado don Blas Gutiérrez, debiendo en consecuencia, levantarse 
el embargo del tabaco, y entregárdcle con las formalidades de 
estilo. Y ejecutoriada que fuese esta sentencia^ comuniqúese 
en copia autorizada, al sefior Administrador de rentas nació- 
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nales para que ordene su cumplimiento. Hágase saber y repues- 
tos que sean los sellos, archívese; notifíquese original. 

E. A. Lujambio. 



VISTA DEL S£fiOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 9 de 1896. 

Suprema Corte: 

No obstante que las comunicaciones recibidas de las autori- 
dades aduaneras del Paraguay, corrientes de fojas 48 á 50^ y 
las de la Municipalidad y Comisario del pueblo de Santo Tomé, 
de fojas 56 y 57, envuelven graves presunciones respecto á la 
ejecución del contrabando de tabacos denunciado á foja 1', esas 
presunciones parecen desvirtuadas por otras constancias del 
proceso, y no bastan por ello, á fundar la existencia y penalidad 
de delito tan grave. 

Las declaraciones de los conductores del tabaco sospechado, 
corrientes á fojas 20, 21, 22, 23 y 24, afirman que el único ta- 
baco de don Blas Gutiérrez, conducido en las carretas de Ful- 
gencio Solls no fué cargado en Curupaití sino en el departa- 
mento de Santo Tomé, en los parajes llamados, c Jesús Gué», 
€ Justo » y Aguapey » . 

La guía expedida & foja 29, es un documento auténtico firma- 
do y reconocido como tal á foja 52 vuelta por el Receptor de 
rentas de Santo Tomé. 

Su falsedad no se ha demostrado, tampoco se deduce del he- 
cho de no encontrarse los comprobantes en la Jefatura^ que se- 
gún informe de su jefe á foja 56, han podido perderse en el de- 
terioro de los archivos por los revolucionarios contra las autori- 
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dades de la provincia, que se apoderaron de esa Jefatura en 
Enero de 1893. 

Estas consideraciones y las demás consignadas en los consi- 
derandos de la sentencia recurrida de foja 75, que he estudiado 
con esmerada atención, me mueven á pedir áY. E. su confirma- 
ción, no obstante reconocer la legitimidad de los móviles que 
han guiado al Procurador Fiscal ad-hoc, al interponer el recur- 
so de foja 86. 

Sabiniano Kier. 



Vullo de ln Suprema Corte 



Baenos Aires, Abril 30 de 1896. 

Vistos: Por sus fundamentos y de acuerdo con lo expuesto 
y pedido por el señor Procurador General, se confirma la sen- 
tencia apelada de foja setenta y cinco. Devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL RAZAN. — OCTAVIO BÜN- 
CE. — JUAN E. TORRENT. 



i 
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CAVSA liTI 



Doña Asunción B. de Palacios y otros, contra don Luis Castellano, 
por cobro ejecutivo de pesos; sobre nulidad de embargo 



Sumario. — No es apelable el aato qae, en el procedimiento 
ejecutivo, ordena el embargo. 



Caso. — La demandante, invocando los artículos i378 7 i558 
del Código Civil, pidió qae se libre mandamiento contra don 
Luis Castellano, por el pago de los alquileres que le adeuda co- 
mo locatario de una casa de su propiedad . 

El juez proveyó de conformidad, trabándose embargo en va- 
rios bienes existentes en la casa. 

Castellano solicitó el levantamiento del embargo, deduciendo, 
además, nulidad de lo obrado. 



FiBllo del Juez Federal 



Mendoza, Setiembre 4 de 1894. 

Vistos 7 considerando: 1® Que en este juicio se ha iniciado y 
despachado ejecución contra el locatario señor Castellano, á 
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Yirtud del contrato auténtico acompañado que consta de escri- 
tara pública, por los alquileres que los actores manifiestan de- 
bérseles. 

2^ Que no se trata ni puede tratarse aquí de un embargo pre- 
ventivo, desde luego^ que para su procedencia, como lo pres- 
cribe la ley de enjuiciamiento de la provincia de Mendoza (art. 
421^ inciso 4% 7427), es necesariala justificación del intento de 
extraer en fraude del propietario, los muebles, efectos ó frutos 
que existen en la finca alquilada, lo cual no se ha insinuado si- 
quiera por los demandantes. * 

3® Que según el artículo 1578 del Código Civil, que funda la 
acción deducida por los actores, siendo inmueble la cosa arren- 
dada, compete al locador, aunque la locación esté afianzada, ac- 
ción ejecutiva para el cobro de los alquileres ó rentas, requi- 
riendo mandamiento de embargo sobre los bienes sujetos al pri- 
vilegio concedido por el Código al crédito del locador. 

ií" Que en este caso no puede exigirse al locador la justifica- 
ción de la deuda por la cual demanda, si bien debe acreditar, 
como se ha exigido por el Juzgado, el contrato do arrendamiento 
en forma auténtica, llenándose así las exigencias de la ley de 
procedimientos en cuanto á la fuerza ejecutiva del documento. 

5^ Que til artículo 1578 del Código Civil, al autorizar desde 
luego el mandamiento de embargo sobre los bienes sujetos al 
privilegio del locador, ha excluido la exigencia de todo trámite 
previo, aunque la ley de procedimientos prescriba en general 
para el juicio ejecutivo, el auto de solvendo; quedando siempre 
garantidos los derecho» del locatario, puesto que la ejecución 
no procede sino respecto de alquileres vencidos y se encuentra 
en seguida aquel en condiciones de oponerse á la ejecución en 
la forma y en los casos que la ley determina. 

6° Que no acordando la ley término alguno al locatario, des- 
pués de vencido un alquiler para ser requerido por su abono, 
el mandamiento contiene no obstante la intimación de pago 
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inmediato y la consiguiente traba del embargo en caso de no 
verificarse ; de manera que el locatario puede librarse del em- 
bargo, aún despnes de ordenado el mandamiento, con arreglo al 
artículo i 578, Código Civil, haciendo el pago en el acto de ser 
requerido, y si tiene causales de oposición, el juicio ha estable- 
cido en seguida la oportunidad de hacerlas valer. 

7^ Que si bien es verdad que la ley nacional de procedimien- 
tos no autoriza la deducción de excepciones sino después de la 
citación de remate, á diferencia de la ley enjuiciamiento provin- 
cial (art. 466), que también lo permite una vez trabado el em- 
bargo, y aquella circunstancia puede alejar un tanto al ejecu- 
tado de sus derechos á formular su oposición, no incumbe al 
juzgado salvar de oficio los inconvenientes que á los litigantes 
traigan ciertas disposiciones de la ley, cuya observación debe 
imponer, empezando por ajustarse estrictamente á ella. 

8* Que de consiguiente, el trámite con que se ha iniciado 
este juicio, ajustándose á una prescripción e&presa y terminan- 
te del Código Civil, no adolece de defecto alguno de los que por 
expresa disposición déla ley anulan las actuaciones, y corres- 
ponde que la causa siga según su estado. 

9^ Que el recurso de nulidad, según lo funda el ejecutado, 
procede sólo en segunda instancia, con arreglo á lo prescripto por 
los artículos 233 y 234, ley nacional de Procedimientos. 

iO^. Que este incidente no puede considerarse como reposi- 
ción del decreto de foja i7 vuelta, por cuanto, de ser tal, se ha- 
bría deducido evidentemente fuera de tiempo, y porque no es 
ese el concepto en que la parte lo ha promovido. 

Por tanto, fallo : declarando improcedente la pretensión de la 
parte ejecutada, sobre nulidad del procedimiento seguido en esta 
causa, con especial condenación en costas. Previénese á la parte 
ejecutada que si no guarda el respeto debido á la justicia y á 
los Tribunales en sus escritos, le serán aplicadas rigurosamen- 
te las medidas disciplinarias que la ley establece, para quienes 

▼OL. LXIll 91 
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no saben mantener la discncion del derecho á la altara de los 
principios, sin rebajarla á personalidades poco serias, denigran- 
tes é ineficaces ante la ley. 
Hágase saber con el original. 

Severo G . del Castillo. 



Falto de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Abril 30 de 1896. 

Vistos j considerando : Que el presente juicio se signe en 
virtud de la acción ejecutiva autorizada por el artículo mil qui- 
nientos setenta j ocho^ Código Civil. 

Que con arreglo al articulo trescientos de la ley de Proce- 
dimientos de los Tribunales Federales^ sólo son apelables en el 
juicio ejecutivo los autos que se declaren tales en la misma ley, 
entre los que no se halla el que ha motivado la apelación y 
nulidad otorgada. 

Por esto, se declaran mal concedidos dichos recursos. Repues- 
tos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. —ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. — JOAN E. TO* 
RRENT. 
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CAVSA liTII 



Don Mariano Unzué contra el doctor don Ramón Febre, por 
cobro ejecutivo de pesos ; sobre nulidad de la sentencia de re- 
mate. 



Sumario. — Es improcedente la nalidad de la sentencia de 
remate^ fundada en haberse notificado las providencias esen- 
ciales del juicio ejecutivo, en el domicilio constituido en las le- 
tras ejecutadas, cuando resulta que el deudor ha sido notificado 
en forma, de la orden de constituir domicilio bajo apercibimiento, 
7 no ha obedecido, habiendo sido además notificado, también 
en forma, del auto mandando el reconocimiento de firma, del 
mandamiento de embargo, y requerido personalmente por el 
pago. 



Caso. — Don Sebastian Martínez, con poder del señor TTnzuó» 
ocurrió al Juzgado diciendo : que en uso del derecho acordado 
por el artículo 250 de la ley de Procedimientos, solicita se cite 
al doctor Bamon Febre, residente en la ciudad del Paraná, por 
medio de exhorto que se librará al juez de sección, para que 
comparezca á reconocer sus firmas puestas en los dos documen- 
tos, uno por 16.000 pesos y otro por 10.000 pesos, ambos pa- 
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gaderos en esta cindad, bajo apercibí miento de tenerlo por re- 
conocido encaso de inasistencia. 

Acompañó los dos documentos expresados con los testimonios 
de las respectivas escrituras de protesto, evacuado ante la Mu- 
nicipalidad. Uno está á la orden del señor XJnzué, y otro á la 
orden del Banco de Londres j Bio de la Plata, el cual contiene 
al dorso, después de la con^ancia del protesto, lo siguiente : 
€ Recibimos del señor don Mariano XJnzué el importe de esta 
letra, en virtud de su garantía. Buenos Aires, 24 Noviembre 
de 4892. Banco de Londres y Bio de la Plata. — H. Hogg, 
Gerente » . 

Acreditado el fuero por la diversa vecindad de las partes, el 
Juez mandó citar al doctor Febre, por medio de exhorto dirigi- 
do al Juez de sección de Entre Bios, para que comparezca á la 
audiencia del i8 de Octubre á reconocer sus firmas, bajo aperci- 
bimiento de que, en caso de no concurrir, se le darán por reco- 
nocidas en BU rebeldía. 

En i3 de Octubre, el apoderado de Unzué dijo al juzgado 
que encontrándose Febre en esta Capital, calle Esmeralda 454, 
pedía se le citara en este domicilio para el reconocimiento or- 
denado. 

El Juez proveyó de conformidad, designando el día 19, bajo 
apercibimienso de dar por reconocidas las firmas en caso de 
inasistencia. 

E! actuario, con fecha 17 de Octubre, dejó al doctor Febre, 
en aquel domicilio, la cédula notificándole del auto anterior. 

El exhorto dirigido al Juez de sección de Entre Bios, fué no- 
tificado al doctor Febre, en 15 de Octubre, por medio de cédu- 
la que recibió un hijo suyo, habiendo en 13 del mismo mes bus- 
cado el actuario, al citado doctor Febre, en su domicilio, é in- 
formándosele por un hijo que él se encontraba en Buenos Ai- 
res (f. 16 v.) 

En 22 de Octubre, el representante de Unzué pidió que se 
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dieran por reconocidas las firmas, en virtud de no haber com- 
parecido el doctor Febrey qae se dicte auto de solvendo. 

El Juez, haciendo efectivo el apercibimiento^ dio por recono- 
cidas las firmas y dictó auto de solvendo. 

Esta providencia fué notificada al doctor Febre, por cédula 
que se le dejó en la casa calle Esmeralda 454, en 30 de Octubre. 

En i 5 de Noviembre, el apoderado de TTnzué pidió, en vir- 
tud de hallarse vencido el término del auto de solvendo, que 
Be libre mandamiento de ejecución y embargo, denunciando 
para éste, una propiedad del deudor, situada en Victoria, pro- 
vincia de Entre Rios. 

Por un otrosí dijo : que el deudor se encontraba en esta Capi- 
tal, cuando se le notificaron las providencias citándolo para el 
reconocimiento de firmas y el auto de solvendo; que ahora se 
ha vuelto á Entre Bios sin dejar domicilo constituido. Que por 
tanto pide se libre el mandamiento por medio de exhorto, orde- 
nando al ejecutado que en el acto de la notificación, constituya 
dumicilio en esta Capital, bajo apercibimiento de entender las 
ulteriores diligencias en el domicilio indicado en las letras ob- 
jeto de la ejecución, San Martin 238. 

El Juez dictó el siguiente auto : 



Buenos Aires, Noviembre 20 de 1894 . 

Líbrese mandamiento en forma contra el deudor, debiendo 
para su cumplimiento, librarse exhorto al señor Juez de sección 
de la provincia de Entre Bios, á quien se le hará saber, intime 
al demandado constituya domicilio legal en esta Capital, bajo 
apercibimiento de lo que hubiere lugar por derecho ; y téngase 
presente la denuncia de bienes que se formula, como asimismo 
las explicaciones que se formulan en el presente escrito. 

Campillo. 
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Esta proTideacia se notificó, con fecha 13 de Diciembre, al 
doctor Febre por medio de cédula qne recibió nn hijo sujo. 

En ese mismo día se le dejó también otra cédula, recibida 
igualmente por su hijo, haciéndole saber que al día siguiente se 
diligenciaría el mandamiento de ejecución y embargo. 

Al efectuarse esta diligencia se labróla siguiente acta: 

En la ciudad del Paraná, á i4 de Diciembre de 1894, siendo 
las cuatro de la tarde, el oficial de Justicia acompañado del 
Escribano Secretario autorizante, se constituyó á la casa habi- 
tación del doctor Bamon Febre y previa lectura del manda- 
miento que precede, que se le dio al mencionado doctor Febre, 
el oficial de justicia le intimó el pago de la suma de S6.840 pe* 
sos con cincuenta centavos moneda nacional, á lo que contestó 
el mencionado señor que extrañaba que se le intimara el pago 
en el acto de la notificación, porque tal exigencia era violato- 
ria de la ley de procedimientos nacionales en su artículo 3&% 
cuyo cumplimiento no puede excusarlo el Juez requirente ni 
consentirlo el Juez requerido, porque son leyes cuyo cumpli* 
miento salvaguarda las responsabilidades de los magistra- 
dos y tutela y derechos en los ciudadanos; que sin observarse 
estos procedimientos previos no era llegado el caso dejhacer la 
intimación de pago en el acto de la notificación, ni exigirle por 
consiguiente la manifestación de bienes para trabar el embar- 
go; que como muy bien lo habría observado el Juez, era este 
un derecho previo del deudor y sólo en su negativa era llegado 
el caso de que el acreedor hiciera designación de bienes, cuyos 
procedimientos se habían invertido por el Juez requirente; que 
por las razones expuestas y otras que omite y que se des» 
prenden de este procedimiento dijo : que no pagaba porque no 
se consideraba obligado á ello, ni presentaba bienes áembargo. 

En este estado, el oficial de justicia procedió á trabar em- 
bargo en los bienes denunciados en el precedente mandamiento 
que son los siguientes : un campo sito en el departamento de 
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Yictoria, distrito Corrales, lindando : al Sud, puntas del arroyo 
cGorrales», denominado c Tajamar», de por medio coa doña 
Bernabela Godoyy don Narciso Atencio y líneas amojonadas al 
Norte lO"" Este, 566 metros Sad, TO^'IS' Este, i748 metros que 
lo separan del campo de doña Fortunata Piedrabuena ; al Sud- 
este, línea amojonada al Norte 33^31 ' Este^ 1 170 metros que lo 
separa de don Silverio Bamirez ; al Este, línea amojonada; al 
Norte, 20''42' Oeste, 858 metros, Norte S^'S' Oeste 050 metros 
que lo separan de don Jnan de la C. Escalante ; al Noroeste línea 
amojonada al Norte 60"^ 52' Oeste, 1224 metros, que los epara de 
don Juan Liendre y en seguida el arroyo c Molino > de por me- 
dio con don Gil Denoina y don Francisco E. Liendre, compuesto 
dicho campo de una superficie de 1065 hectáreas 73 áreas y 42 
centiáreas. 

Otro campo ubicado en el mismo departamento de c Victo- 
ria > en el distrito c Lagaña del Pescado », con alambrado y mon- 
te inexplotado, compuesto de 300 cuadras cuadradas, ó sean 506 
hectáreas 22 áreas y 6 centiáreas, que linda por el Norte con el 
vendedor; por el Snd con don Garlos Qarbino, don Ensebio Za- 
pata y Mariano Pérez ; por el Este con el vendedor, y por el Sud 
con don Francisco Qarbino. 

En este estado, el doctor Bamon Febre dijo : que prostestaba 
del procedimiento porque lo creía víolatorio de la ley de la ma- 
teria, como lo ha manifestado aoteriormente y pidió que sien- 
do notoriamente excesivo el valor del bien que se había em- 
bargado, porque sobrepasaba el doble del valor de la cantidad 
que se le cobra, no se continuara sobre el otrx) bien que denun- 
ciaba el acreedor^ pues ese otro bien es notorio que representa 
también mucho mayor valor de que se le cobra. 

Y considerando el oficial de justicia que las dos fracciones de 
eampo embargadas, soo suficientes para responder al pago de la 
deuda y costas del juicio, dado el valor que tienen los campos en 
esta provincia y la situación del embargado, dio por terminado 
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el acto previa lectara y ratifioacion, lo firma el doctor Tebre coa 
el oficial de jasticia, por ante mi de qae doy fé. 

Claudio Medina, 

Oficial de Justicia. 

R. Febre. 

Ante mí : 

Manuel J. Arca. 
Secretario. 

Con fecha 21 de Febrero de 1895 el Juez^ á pedido del eje- 
cutante, mandó citar de remate al deudor. 

En este estado el ejecutante solicitó que, haciéndose efectivo 
el apercibimiento decretado, se tenga por domicilio del deudor 
el que aparece en las letras, calle San Martin 238. 

El Juez doctor Campillo, apercibido de ser parte en el juicio, 
el doctor Febre, se excusó decontinuar conociendo en él, fun- 
dado en razones de parentesco y relación íntima que le ligan con 
el ejecutado, y mandó pasar los autos al Juez doctor Lalanne. 

Ante él, el ejecutado pidió que se notifiquen al deudor las 
providencias pendientes, en el domicilio indicado en las letras. 

El Juez así lo ordenó (f . 34 v .). 

El actuario con la cédula de foja 45, en que se transcriben 
todas las providencias pendientes, buscó al doctor Febre en la 
calle San Martin 238, y se le informó que hacía más de un año 
que no vivía allí. 

El Juez mandó hacer saber al ejecutante. 

Este dijo que antes había pedido que se tuviera como domi- 
oilo del deudor, el indicado en las letras, y que ahora reitera ese 
pedido, solicitando que así se declare, haciéndose efectivo el 
apercibimiento decretado. 

El Juez dictó el siguiente auto: 
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Buenos Aires, Junio 14 de 1895. 

Haciéndose efectivo el aperoibimiento decretado^ se tiene por 
domicilio del demandado el que consta en las letras de foja... y 
corran los aatossegnn su estado, notificándole el decreto de foja 
38 Tuelta. 

Lalanne. 



Este auto y el de citación de remate se notificó al doctor Fe- 
bre, por cédala dejada en el domicilio calle San Martin 238. 

No habiendo el ejecutado opuesto excepciones, el ejecutante 
pidió que se dictara sentencia de remate^, á lo que accedió el 
Juzgado, mandando llevarse adelante la ejecución. 

El ejecutante pidió que se mande tasar los bienes embarga- 
dos, proponiendo perito por su parte, ádon César A. de Abolla, 
y posteriormente en renuncia de éste á don Francisco Carbó. 

El Juez mandó que el ejecutado manifestara su conformidad 
ó disconformidad con el perito propuesto, bajo apercibimiento 
detenerlo por nombrado. 

El ejecutante pidió que se tuviera por nombrado á dicho 
perito, por no haberse opuesto Febre, y que se libre exhorto 
al Juez de sección de Entre Sios para la aceptación de aquel. 

El Juez proveyó de conformidad. 

En este estado, y con fecha 16 de Noviembre de 1895, el Dr. 
Febre compareció al Juzgado diciendo : que con extrañeza ha te* 
nido conocimiento del presente juicio y de la manera cómo ha 
sidp llevado. Que sin dársele intervención en acto alguno del 
juicio, sin citársele en forma para reconocer la firma de los do- 
cumentos presentados, sin notificársele la providencia declarán- 
dolas auténticas, y el auto de sol vendo, y sin hacérsele saber la 
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citación de remate^ aparece condenado á pagar lo qae al actor 
se le ha ocurrido cobrar. 

Que las cédalas dejadas en las casas de la calle Esmeralda 
y San Martin, jamás llegaron á sas manos^ porque él no ha te- 
nido su domicilio en ellas. 

Que el actor sabía que no vivía allí, como consta de autos, 
pues para acreditar el fuero comprobó que él (Febre) estaba 
avecindado en Entre Bios. Que además en dichas casas se in- 
formó también al actuario de que él no paraba allí desde hace 
muchos años, y era, por otra parte, público y notorio que resi- 
día en Entre Bios, donde ha desempeñado funciones públicas . 

Que la única participación que se le ha dado, es en el acto de 
embargo, el que protestó por las violaciones de la ley que se co- 
metían, esperando que se le citaría enferma^ lo que no ha suce- 
dido. 

Que la cjnsecuencia de esto es la nulidad de todo lo actuado, 
la que debe ser declarada. 

Que esa nulidad es más evidente, si se tiene en cuenta que 
uno de los títulos con que se ha seguido la ejecución es inhábil, 
pues no ha sido transferido con las formalidades de ley (art. 
635 del Código de Comercio), no siendo bastante para los 
fines de la cesión el recibo posterior al endoso (art. 1415, Có- 
digo Civil). 

Que con arreglo al artículo 18 de este Código, son nulos todos 
los actos contrarios á los mandatos de las leyes. Que esa nuli- 
dad, en el caso, es manifiesta, y debe ser declarada con arreglo 
alo dispuesto en el artículo 1047 del Código Civil, imponién- 
dose las costas al actor y mandándose levantar el embargo traba- 
do. Para el caso que no se le haga lugar, apela en subsidio. 

El apoderado del actor, evacuando e! traslado conferido, pi- 
dió el rechazo, con costas, de la nulidad deducida. 

Dijo: que son completamente falsas las afirmaciones en que 
el doctor Febre funda la nulidad, bastando para convencerse de 
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ello una ligera lectura del expediente, del que resulta (f. 17) 
que la primera providencia se le notificó en el Paraná, por me- 
dio de cédula que se le dejó á un hijo suyo, como también el 
auto en que se le intimaba que constituya domicilio en esta Ca- 
pital, eloual se notificó á su hijo y á él personalmente (f. 29). 

Que no habiendo constituido domicilio en esta Capital, como 
se le ordenó^ se dispuso que las notificaciones se hicieran en el 
domicilo indicado en las letras, haciéndose efectivo el apercibi- 
miento que se decretó á este respecto. 

Que no se ha incurrido, por consiguiente, en nulidad alguna ; 
por el contrario, se han llenado cumplidamente todas las dispo- 
siciones legales. 

Que, por otra parte, la nulidad deducida no procede, porque 
no se ha interpuesto en el término proscripto por el artículo 234 
de la ley de procedimientos, el cual ha vencido con exceso á la 
fecha de la presentación del Dr. Febre. 

Que en cuanto á la letra del Banco de Londres, con que tam- 
bién se ha ejecutado á aquel, debe manifestar que ella fué pa- 
gada por el señor Unzné, como garante del doctor Eebre, adqui- 
riendo aquel, por tanto, una subrogación legal^ en virtud de lo 
cual procedió á la ejecución. Que dicha subrogación no depende 
de cesión expresa, para dar derecho al cobro del reembolso. 

Acompañó una carta del Gerente del Banco de Londres 
dirigida al señor Uuzué, que dice así : 

€ Muy señor nuestro : Nos es grato cumplir con su pedido y 
manifestarle que^ con fecha 28 de Febrero de 1891^ este esta- 
blecimiento descontó al señor doctor don Bamon Febre la suma 
de 30.000 pesos moneda nacional en un pagaré á 90 días. 

€ Esa operación fué hecha exclusivamente en virtud de la carta 
de garantía firmada por Yd. con fecha 28 de Febrero de 1891 . > 
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P»IIq del ^ues federal 



Bueoos Aires, Diciembre 14 de 1896. 

Vistos: considerando : Qae segnn resulta de autos, el ejecu- 
tado fué debidamente notificado del auto por el cual se le citaba 
para el reconocimiento de las firmas de las letras de foja 12 « 
(diligencias de f. 12 ál7); que luego fué notificado, en 
forma del mandamiento de embargo que se dictó y de la in- 
timación de que fijara domicilio en esta Capital, bajo aper- 
cibimiento (f. 30 7 31 V.); que se le intimó personal- 
mente el pago de la cantidad demandada (fs, 32 á 36) ; que no 
habiendo fijado el domicilio que se le intimó, se hizo efectivo, 
después de mucho tiempo, el apercibimiento decretado, dándole 
por domicilio legal el establecido en las letras de la ejecución, 
donde se le han hecho saber las providencias y resoluciones dio- 
tadas en la causa. 

Que, en consecuencia, y consentida como se encuentra la sen- 
tencia de remate, la nulidad interpuesta es improcedente, que- 
dándole al ejecutado el derecho de entablar el juicio ordinario 
correspondiente. 

Por estos fundamentos, no ha lugar á la nulidad deducida, 
con costas. 

J. V. Lalanne. 
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V»IIq de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Mayo 2 de 1896. 

Vistos: Por sus fundamentos se confirma, con costas, el auto 
apelado de foja ochenta. Bepuestos los sellos, devuélvanse. 

LUISV. VÁRELA. — ABELBAZaN. 
— OCTAVIO BUNGE . — JUAN 
E. TORRENT. 



CAUSA I^TIII 



Don Rodolfo Moreno, contra la provincia de Buenos Aires; 
sobre rescisión de un contrato y daños y perjuicios 



Sumario. — i^La rescisión de un contrato deobras^que han 
sido ejecutadas en su mayor parte, no puede pedirse, si fuese 
procedente, sino en la parte no ejecutada. 

2® Esa rescisión no procede^ si habiéndose estipulado para el 
caso de demorarse más de seis meses la entrega de los terrenos 
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en qae debían ejecutarse las obras, el empresario, después de 
pasado ese tiempo, prosiguió en su ejecacioo, sin hacer oso del 
pacto. 

3^ Los perjuicios que se deberían en el caso de rescindirse el 
contrato, no pueden tomarse en cuenta, ana vez que se declare 
improcedente la rescisión. 

Áf" El exceso en el recorrido para el transporte de la tierra 
escavada, que no resulta probado, y que además no se tuvo en 
cuenta en las modiñcaciones del contrato, hecbas durante la eje- 
cución de la obra, en las cuales se fijó un precio mayor por cada 
metro cúbico de dicha tierra, sin mencionar el recorrido, no 
puede dar lugar á indenmizaciones. 

5^ Tampoco puede dar logar & indemnizaciones, la demora en 
la ejecución de las obras, que ni ha sido probada, ni sería impu- 
table á la otra parte contratante . 



Caso. — Resulta del 



Buenos Aires. Mayo 2 de 1896. 

Vistos: Resulta: Don Rodolfo Moreno se presentó aato esta 
Suprema Corte, en Agosto de mil ochocientos noventa y cuatro, 
diciendo: que con fecha trece de Diciembre de mil ochocientos 
ochenta y siete celebró un contrato con el Estado de Buenos Ai- 
res, para las obras de defensa de Lujan, por la sumado doscien- 
tos cincuenta y cinco mil doscientos diez pesos cuarenta y un 
centavos, fijándose en un año el plazo para la completa termi- 
nación de ellas. Por decreto de Junio veinte y cinco de mil ocho* 
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cientos noventa, se aumentaron los precios anitaríos en nn cin- 
cuenta por ciento, destinándose este excedente á cancelar la 
deuda pendiente del contratista por anticipos, y se prorrogó el 
plazo hasta catorce meses. 

En Febrero de mil ochocientos noventa y uno se amplió el 
contrato, quedando obligado el señor Moreno á terminar las 
obras á los diez meses, contados desde el día en que los propie- 
tarios dieran posesión de los terrenos necesarios, importando 
esta ampliación la suma de quinientos veinte y tres mil pesos, 
setenta y un centavos. 

£1 tres de Diciembre del mismo año se hizo transferencia del 
contrato á favor del doctor Piñeiro Serondo, quien aceptó sus 
obligaciones hasta el siete de Octubre de mil ochocientos no- 
venta y tres, en que ocurrió á las autoridades de la provincia, 
entonces intervenida, para retrasmitirlo nuevamente al actor. 

El comisionado nacional dictó el decreto de veinte y tres de 
Octubre del año mencionado, por el cual se declara: que la es* 
critura de transferencia á Piñeiro Serondo es simulada; que 
Moreno nunca dejó de ser contratista ; que habiéndose hecho 
pagos á Piñeiro Sorondo, mientras Moreno era Ministro de Ha- 
cienda, quedaban nulas las libranzas respectivas, y que cele- 
brado el contrato de mil ochocientos noventa y uno cuando Mo- 
reno ejercía el cargo de diputado á la Legislatura local, dicho 
contrato era también nulo, con arreglo al artículo ochenta y 
cinco de la Constitución provincial. El decreto manda además, 
que se remitan los autos al Fiscal de Estado para promover las 
acciones á que hubiere lugar. 

El actor esperó la iniciativa del Fiscal de Estaio, mas este 
funcionario no promovió acción alguna. 

Terminada la intervención, trató el demandante de arreglar 
el asunto con el gobierno; pero éste dictó en Julio diez último, 
un decreto que importa la confirmación del de veinte y tres de 
Octubre de mil ochocientos noventa y tres. 
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El Poder público no puede anular sus actos por propia auto- 
ridad. Esto arrojaría el derecho de los particulares á los vaive- 
nes del arbitrario más intolerable. Simple persona jurídica* la 
provincia nada puede en tales casos ^ sin intervención de los 
Tribunales. La escritura de Diciembre diez de mil ochocientos 
noventa 7 uno fué labrada con intervención de las autoridades 
del Estado, pero el comisionado nacional la anula, por sí y an- 
te sí, y los poderes normales reconstituidos, se declaran sin de- 
recho para rever los actos de aquel. El decreto de la interven- 
ción carece de eficacia jurídica, porque los agentes del Presidente 
de la República no ejercen funciones administrativas en los Es- 
tados. 

Los fundamentos de la simulación son pueriles, y el actor los 
niega en absoluto. Se le declara empresario único con el propó- 
sito de anular los pagos verificados al cesionario. Cuando ejer- 
ció transitoriamente el cargo de ministro, se excusó de entender 
en el asunto, y las órdenes de pagp no son más que la ejecución 
mecánica de resoluciones del Poder Ejecutivo, refrendadas por el 
secretario del ramo, sin participación alguna del demandante. 

En este asunto sólo se dictó una ley en mil ochocientos ochen- 
ta y siete cuando no regía en la provincia la Constitución de mil 
ochocientos ochenta y nueve, y como el acto de Febrero de mil 
ochocientos noventa y uno no fué un contrato nuevo sino la am- 
pliación del preexistente, la Constitución no puede tener efecto 
retroactivo, y la nulidad declarada desaparece. 

El Departamento de Ingenieros practicó una inspección de 
las obras, y las encontró inmejorables y ajustadas al contrato. 

El gobierno debe al actor, daños y perjuicios por los años de 
demora, el exceso de transporte y los agravios á su reputa- 
ción. 

La tierra removida sólo debió transportarse á una distancia 
de quinientos metros; pero dificultades emanadas del gobierno 
dieron por resultado un exceso de mil metros. 



OE JU8T1CU NACIONAL 337 

Las obras debieron terminarse en diez meses, contados desde 
el día en qne pudieran ocuparse los terrenos de propiedad par- 
ticular, y si á los seis meses de la fecha del contrato el Poder 
Ejucutivo no hubiese dado al empresario la posesión de los te- 
rrenos ^ éste podría pedir la rescisión con la indemniíacion res- 
pectiTa. En caso de rescisión, la indemnización se fijaría por 
nn tribunal arbitral. 

Habiéndose paralizado las obrys antes y después del decreto 
de la intervención^ procede la acción rescisoria (artículo mil 
doscientos tres, Código Civil). Los contratos obligan á todas las 
consecuencias que puedan considerarse virtualmente compren- 
didas en ellos; luego el pago de exceso de transporte se halla en 
idénticas condiciones jurídicas. 

En consecuencia, promueve demanda contra la provincia de 
Buenos Aires, sobre la rescisión del contrato é indemnización 
de danos y perjuicios, que avalúa en cuatrocientos cincuenta 
mil cien pesos. 

Contestando la demanda, dice el representante de la provin- 
cia de Buenos Aires: 

El demandante analiza y critica los considerandos del decreto 
de la intervención nacional, sin formular ninguna petición so- 
bre él, ni pedir una declaración de la Corte, á su respecto. 

Se pretende atenuar los efectos de una resolución contencioso- 
administrativa, consentida por el actor, olvidando el único ca- 
mino que podría conducir al esclarecimiento de la verdad^ que 
es el determinado por el inciso tercero del artículo ciento cin- 
cuenta y siete de la Constitución provincial. 

Moreno esperó la iniciativa del Fiscal de Estado, por lo que 
se ve que su intención expresa y manifiesta ha sido consentir el 
decreto que lo vulneraba. Se trata entonces de una resolución 
consentida y ejecutoriada^ que no puede ser ya objeto de con- 
troversia judicial, y no puede ser traida ante la Corte, que 
no es tribunal de apelación de los actos de las autoridades de 

YOL. LXIll 22 
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provincia, ni conoce de las resolaeiones de éstas sino cuando 
afectan la CoBstítnoion 6 las leyes de la nación. 

El decreto no faé confirmado por el Poder Ejecutivo, desde 
qne se limitó á declararse sin facultades para reverlo. 

En la demanda no se dice cuántos han sido los años de de- 
mora, imputables á la provincia, cuáles sean las obligaciones 
que ésta dejó de cumplir, quiénes se han opuesto á la prosecu-^ 
cion de los trabajos, ni qué dificultades han traido como conse- 
cuencia el exceso de transporte ó en qné consisten las pérdidas 
sufridas. 

No se ha irrogado al contratista perjuicio de ningún género 
por culpa de la provincia, y en los archivos no consta ninguna* 
reclamación, 6 protesta por su parte . 

Se ha hecho al contratista importantes anticipos de dinero 
para que continuase la ejecución de las obras, de manera que 
si ha habido demora ha sido por su culpa, durante los seis años 
anteriores á la intervención. 

Si el demandante cree que las resoluciones del interventor 
nacional carecen de eficacia jurídica, no ha debido demandar á 
la provincia, por las consecuencias de un acto que no pueden 
obligarla, desde qne ese acto ha sido ejecutado por qoion dice 
no tenía facultades para efectuarlo. Es principio de la legisla* 
cion que todo exceso en el mandato, no da acción contra el 
mandante. 

Considerando perfectamente válido ese decreto, tampoco s»- 
ría responsable la provincia de los perjuicios que haya podido^ 
ocasionar al demandante^ dado el carácter y causa en que ha 
fundado su acción. 

Los agravios inferidos á so reputación, constituirían un de- 
lito, y la provincia no puede ser demandada por el daño prove- 
niente de un delito. 

La acción intentada, de rescisión del contrato, no correspon- 
de en este caso, pues el gobierno no ha faltado á una sola de las 
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oondiciones que el contrato le imponía, y aunque así fuera, hóIo 
puede pedirse ahora su cumplimiento, por haberse establecido 
el pacto comisorio con un plazo j objeto determinado y no por 
todo el tiempo que las obras estuYieren por concluirse. La fa- 
cultad de pedir la rescisión estaba limitada á los seis primeros 
meses desde la fecha del contrato, vencidos los cuales ya no es 
permitido ampararse de una cláusula que ha caducado, desde 
que el empresario emprendió la obra que está casi terminada, 
no faltando para darla por concluida, más que un valor de cin- 
cuenta á sesenta mil pesos. 

Es, pues, el artículo mil doscientos cuatro del Código Civil el 
que corresponde aplicar. 

Concluye el demandado pidiendo el rechazo de la demanda, 
con costas. 

Becíbida la prueba, y habiéndose alegado de bien probado 
por las partes, se halla la causa en estado de dictarse sentencia 
definitiva. 

Y considerando: Primero: Que según el informe de foja 
ciento cincuenta y uno, el importe de los trabajos que faltan eje- 
cutar para la completa terminación de las obras de defensa de 
Lujan, sólo asciende á la suma de siete mil setecientos setenta 
y seis pesos veinte y nueve centavos, que es de ínfima impor- 
tancia con relación al monto total de quinientos veinte y tres 
mil pesos, contratado por el demandante, porque la rescisión 
solicitada no podría declararse sino respecto de esa misma par- 
te, siempre que ella fuera procedente. 

Segundo : Que la rescisión no procede sino cuando media con- 
venio de las partes, en el caso determinado por el artículo mil 
doscientos tres del Código Civil. 

Tercero: Que por el artículo treinta y tres del contrato de 
diez y ocho de Febrero de mil ochocientos noventa y uno, se fija 
el plazo para la terminación de las obras á contar desde el día 
en que puedan ocuparse los terrenos de propiedad particular, 
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CU708 propietarios se hayan opuesto á la prosecución del tra- 
bajo . 

Cuarto : Que las díñcultades sobre ocupación de terrenos de 
propiedad particular, se tuvieron en vista desde el primer contra- 
to, como resulta del decreto Inserto en la escritQra de foja cien- 
to treinta y cinco, en que se dispone remitir el expediente á la 
Municipalidad de Lujan para que recabe de los propietarios la 
tierra que atraviesa el canal^ y motivaron un nnevo estudio de 
las obras proyectadas (decreto de Mayo treinta de mil ochocien- 
tos ochenta y ocho, foja noventa y seis vuelta). 

Quinto: Que no se ha probado que la demora en la entrega 
de algunos terrenos necesarios para la continuación de las obras, 
fuese imputable á culpa del gobierno, sino que aparece de la 
prueba producida, que ella fué motivada por la resistencia de 
los propietarios y de la Municipalidad de Lujan, demora que, 
por otra parte, fué prevista en el contrato de Febrero diez y 
ocho de mil ochocientos noventa y uno, quedando estipulado^ 
por el artículo treinta y cuatro, que en caso de que transcurri- 
dos más de seis meses, el gobierno no hubiera dado posesión al 
empresario de los terrenos que necesitara para la continuación 
de las obras y que éstas se hubieren de paralizar por esa causa, 
el empresario podría pedir la rescisión del contrato. 

Sexto : Que el demandante, que podía según dicha estipula- 
oion, optar por el cumplimiento del contrato ó por su rescisión, 
prefirió deliberadamente lo primero, continuando la obra hasta 
poco menos que su completa terminación . 

Sétimo: Que si, no obstante esa demora, el empresario con- 
tinuó la ejecución de las obras contratadas, no pnede demandar 
indemnización de daños y perjuicios, pues éstos sólo se debe- 
rían, por tal razón, en caso de rescindirse el contrato, como el 
artículo antes citado Ib establece. 

Octavo : Que los terrenos necesarios para la conolnsion de las 
obras presupuestas, f nerón entregados según se desprende de 
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la simple leotura de lo qae falta para sa terminacíoa, qoe se 
indica á foja ciento cincaenta y dos, lo cnal tampoco ha sido ne- 
gado por el actor. 

Noveno : Quede la pericia de foja ciento setenta y dos resalta : 
que no ha habido exceso en el transporte durante los trabajos 
de construcción, en virtud del cambio de traza, y por lo tanto 
no se han producido perjuicios por esta causa. 

Décimo: Que si bien por la resolución de veinte y ocho de 
Agosto de mil ochocientos ochenta y nueve, se fijaron menoa 
precios para las obras, y nn recorrido uniforme de quinientos 
metros á razón de ocho centavos por cada cien metros, y por la 
de Junio veinte de mil ochocientos noventa se bonificaron nue- 
vamente los precios con nn cincuenta por ciento de aumento sobre 
los tipos unitarios contratados, quedando indemnizado el empre- 
sario por todos los perjuicios sufridos hasta esa fecha, estas re- 
soluciones fueron modificadas per el contrato de Febrero diez y 
ocho de mil ochocientos noventa y uno„ que amplía las condicio- 
nes del de Diciembre trece de mil ochocientos ochenta y siete. 

Undécimo : Que según el informe pericial, las obras no se 
paralizaron después del último contrato por causa del gobier- 
no, y parece, por el contrario, que continuaron con igual activi- 
dad, como consta de los certificados de trabajos expedidos á fa- 
vor del empresario (foja ciento setenta y ocho y doscientos tres) 
por lo que, y no estando demostrada en otra forma la pretendi- 
da paralización, es de concluirse que no hay demora imputable 
al gobierno en el cumplimiento del contrato de Febrero de mil 
ochocientos noventa y uno. 

Duodécimo : Que por el artículo cuarto del contrato de Fe- 
brero diez y ocho de mil ochocientos noventa y uno, se esti- 
pula que la tierra proveniente de las excavaciones será emplea- 
da en la construcción del dique de defensa y el excedente que 
resultare depositado en las callet» y terrenos bajos, situados en- 
tre la defensa y el pueblo, y por el artículo once que la parte 
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interior del terraplén 8erá formada con la tierra arcillosa j que 
la vegetal se colocará en la parte superior. 

Decimotercero : Que por el artículo treinta y ano se fijan los 
precios de las obras que debían ejecutarse, estableciéndose que 
se abonará al empresario, por el transporte de tierra excavada 
desde el sitio de la excavación hasta el de la construcción del 
dique 6 hasta los terrenos bajos, situados entre el dique y el 
pueblo, sesenta centavos el metro cúbico, sin que en esta cláusula 
se tome en cuenta el recorrido . 

Bédinocuarto : Que esa estipulación pone fuera de contro- 
versia toda pretensión de aumento de precio que tenga por base 
exceso de recorrido en el transporte de la tierra, cualquiera que 
fuera la forma ó medios adoptados para dicho transporte, pues 
no puede existir exceso desde que fijó un precio úaico, sin rela- 
ción á recorrido, á lo que se agrega que ese precio se había de- 
terminado tiempo después de estar las obras en ejecución y 
cuando, por consiguiente, el empresario lo convenía y aceptaba 
con pleno conocimiento de causa. 

Decimoquinto : Que si bien dados los antecedentes del con- 
trato de mil ochocientos noventa y uno, es de creerse que se ha 
de haber calculado al celebrarlo el recorrido probable de la tie- 
rra que debía transportarse, no se precisan distancias, quedan- 
do por consiguiente compensado, cualquiera que sea la exten- 
sión recorrida, con el aumento deprecio que se hizo por trans- 
porte de metro cúbico de tierra excavada, desde el sitio de 1h 
excavación hasta el de la construcción del dique, ó hasta los te- 
rrenos bajos. 

Décimosewto : Que si hubo exceso de recorrido, éste quedó 
indemnizado con referencia al primer contrato por el aumento 
de precios, hecho por los decretos de veinte y nueve de Agosto 
de mil ochocientos ochenta y nueve, y treinta de Junio de mil 
ochocientos noventa. 

Déeim^sétimo : Que tampoco se ha demostrado que el au- 



DE JUSTIGU NACIONAL 343 

mentó de recorrido provenga de dificultades emanadas del go* 
bierno, ó de hechos de otro orden que le sean imputables. 

Décimooctavo : Que en mérito de lo expuesto anteriormente, 
cualquiera que haya sido el recorrido para el transporte de la 
tierra, no es fundamento suficiente para responsabilizar al go- 
bierno desde que no consta que sea efecto de sus actos ó de difi- 
cultades que opusiera al contratista, ni fué calculado separa- 
damente en el último contrato de mil ochocientos noventa y 
uno, que modificó el primitivo. 

Decimonoveno : Que los perjuicios que se reclaman como de- 
rivados de la rescisión del contrato, caen por sn base, puesto 
que no se hace lugar á esa rescisión. 

Vigésimo : Que si bien en los autos se ha hablado de la 
constituoionalidad y validez tanto del decreto del interventor 
nacional doctor Lucio Y. López, de veinte y tres de Octubre de 
mil ochocientos noventa y tres, que declaró nulo el contrato de 
mil ochocientos noventa y uno y sin efecto los libramientos que 
respondían á ciertos pagos, así como el decreto del gobierno 
actual de la provincia, que declaró que no estaba autorizado & 
juzgar de los actos del interventor, en el petiiium de la demanda 
no se ha reclamado de está Suprema Corte pronunciamiento al- 
guno al respecto; y no habiendo reconvenido la provincia de 
Buenos Aires al señor Moreno para la devolución de las sumas 
percibidas con arreglo al contrato de mil ochocientos noventa y 
uno, no es ni oportuno ni necesario pronunciarse respecto á es- 
tos puntos. 

Por estos fundamentos : se absuelve á la provincia de Buenos 
Aires de la demanda de foja cuatro, sin especial condenación 
en costas. Notifíquese con el original, y repuestos los sellos, 
archívense. 

RENJAMiN PAZ.— LUIS V. VABBLA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BÜNGE. 
— JUAN B. TOBRBNT* 
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CAUSA I.IX 



El Banco Nacional contra don José M^ Baca, por cobro ejecutivo 

de pesos; sobre apelación denegada 



Sumario. — £1 término para oponer excepciones en juicio 
ejecutivo, es fatal. 



Caso. — El deudor se opuso á la ejecución el cuarto día des- 
despues de la notificación del auto en que se le citaba de re- 
mate. 

El Juez declaró inadmisible la oposición , por haber sido in- 
terpuesta fuera del término legal. El ejecutado apeló j se le 
negó el recurso, por loque ocurrió en queja. 



Fallo de ím Suprenuí Vmwtm 

Buenos Aires, Mayo 2 de 1896. 

Vistos en el acuerdo : Teniendo en consideración que los eje- 
cutados han opuesto las excepciones de foja veinte y dos después 
de vencido el término acordado al efecto por el artículo dos- 
cientos sesenta j ocho de la ley de procedimientos. 
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Qae siendo fatal ese término, como resalta de la citada dis- 
posición y como lo tiene establecido la ¡jarisprudencia de esta 
Suprema Corte, su simple transcorso llevaba la pérdida del de- 
recho para oponerse á la ejecución. 

Foresto: no ha lugar al recorso de hec)io deducido por la 
parte ejecutada 7 devuélranse, debiendo reponerse los sellos ante 
el Juez de sección • 

benjamín PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN . — OCTAVIO 
BONGB. — iUAN E. TOBRIBT. 



CAUSA I.X 



Contienda de competencia entre el Juez de primera instancia 
de la Capital y el de la ciudad de Córboba^ para conocer en 
el juicio de divorcio seguido por doña N. N. contra don X. X. 



Sumario. — La Suprema Corte no es competente para diri- 
mir contiendas de competencia entre jueces locales, en juicios 
que no sean de sucesión ó concurse. 



Caso. — Doña N. N. inició ante el Juez de i' Instancia de la 
Capital, acción de divorcio contra su esposo. 
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Este, sosteniendo qae tenía sa domicilio en Córdoba, promo- 
Ti6 ante el jaez de esta ciudad, contienda de competencia, i la 
qae accedió dicho jaez. 

Eecibido por el de la Capital, el oficio de inhibición, se de* 
claró incompetente, accediendo á la inhibitoria* 

Becnrrida esta resolación, la cámara en lo civil de la Capital, 
la revocó, declarando qae el Jaez de 1* instancia era compe- 
tente para conocer en el juicio de divorcio entablado por la se- 

9 

ñora K. 

Comunicada esta resolocion al juez de Córdoba, éste insistió 
en su competencia, con cuyo motivo ambos jaeces elevaron los 
autos á la Suprema Corte para que dirima la contienda. 



VISTA DBL SESOR PROGURAOOR GENERAL 



Suprema Corte : 

El dictamen del señor Fiscal de k Excelentísima Cámara de 
Apelaciones de la Capital, que corre á foja 67 de los autos ini- 
ciados perdona N. N., desorrolla los fundamentos á mi juicio 
inquebrantables de la jurisdicción del Juez de lo civil de la Ca- 
pital, para el conocimiento de las gestiones iniciadas contra 
aquella señora, por su marido don X. X. 

La sólida argumentación de ese dictamen puede sintetizarse 
en la siguiente fórmula : c Si el domicilio de la mujer casada es el 
del marido, según los principios generales del derecho coman > ; 
si el de los cónyuges determina la competencia del Juez que 
ha de conocer de la acción de divorcio, según prescripción esplí- 
cita de la ley de matrimonio civil, en el caso sub'judice^ en 
que el domicilio común de los cónyuges se ha modiñcodo por 
una separación de hecho, consentida y reconocida por ambas 
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partes j en que el logar del contrato del matrimonio, del naci- 
miento de los hijos y de la vida en comnn, ha sido abandonado 
por el esposo, despnes del reconocimiento en favor de la esposa, 
de los derechos consignados en el acuerdo de foja 37, no debe 
dominar el principio absoluto que rige el domicilio coman, 

€ De otra manera, la jnrisdicoion de la Capital que amparaba á 
los esposos, 7 ante la cual la señora habría iniciado el juicio con' 
tencioso inevitdbley qne expresa el documento de foja 37^ ven- 
dría á ser suplantada en virtud de un hecho arbitrario y viola- 
torio de las estipulaciones del convenio, que resultaría engañoso 
para la mujer, y la ley protege á los engañados nanea á los enga- 
ñadores 1. 

Por ello^ adoptando el dictamen del señor Fiscal de la Gá- 
mará, pido á Y. E., con sujeción á sus fundamentos y con- 
closiones, se sirva declarar en el caso, la competencia del juez 
civil de la Capital, que ha reconocido la Cámara á foja 79. 

Sabiniano Kier. 



Wmlim 4e im Suprema €«rte 

Buenos Aires, Mayo 2 de 1896. 

Vistos en el acuerdo: Considerando: Que el presente capono 
está comprendido en las disposiciones de la ley tres de tres de 
Setiembre de mil ochocientos setenta y ocho, por no tratarse de 
un juicio de concurso ni de sucesión, únicos á que se refieren los 
artículos segundo y tercero de dicha ley. 

Que no es de aplicación la disposición del artículo él9 del Có- 
digo de Procedimientos de la Capital, que no se refiere á la Su- 
prema Corte de Justicia Nacional, y que no puede, por otra par- 
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te, reputarse vÍKente, atenta la disposición de los artícolos 
ciento uno y trescientos diez y ocho de la ley orgánica de los 
tribunales de la misma Capital. 

Que así lo tiene resuelto esta Suprema Corte en varios casos, 
entre otros en los que se registran en los fallos, serie tercera 
tomo diez y seis, página doscientas noventa y tres ; serie cuarta, 
tomo segundo, página trescientos cuatro. 

Por estos fundamentos : se declara que esta Suprema Corte 
carece de jurisdicción para la decisión de la presente contienda 
de competencia ; y en su consecuencia devuélvanse respectiva- 
mente los autos remitidos á los juzgados de su procedencia, á los 
efectos que hubiere lugar. Repóngase el papel. 

EfiNJAMIN PAZ. — luís V. VÁRELA. 
— ABEL RAZAN. — OCTAVIO BUN- 
GE. — JUANE. TORRENT. 



CAUSA IaXI 



Criminal contra Luis Moniti, por circulación de billetes falsos 

de curso legal; sobre sobreseimiento. 

Sumario. — Constando el delito, la falta de pruebas contra 
el inculpado de él, autoriza solamente el sobreseimiento pro- 
visorio. 
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Caso. — Resnita de las Bigoientes piezas: 



VISTA FISCAL 



Buenos Aires, Febrero de 1896. 

Señor Juez: 

No encontrando mérito en lo actuado, para condenar á Mont*- 
ti, pues no se ha llegado á establecer presunción ó indicio se- 
rio respecto de su presunta culpabilidad, Y. 8. se ha de seryir 
mandar sobreseer provisoriamente en este asunto, de acuerdo 
con el artículo 435, Código de Procedimientos. 

J. Botet. 



falto 4el Jues Federal 



Buenos Aires, Febrero 28 de^l896. 

Autos 7 vistos : De conformidad con lo dictaminado por el 
Procurador Fiscal en su precedente vista, y en virtud de lo 
proscripto en el artículo 435 del Código de Procedimientos en 
lo Criminal, sobreséase provisoriamente en este sumario. Can- 
célese la fianza, en virtud de la cualMontti se encuentra en li- 
bertad. Hágase saber al Jefe de Policía y archívese. 

J. V. Lalanne. 
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TISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 28 de 1896. 
Suprema Corte: 

Consta que se ha intentado eiroular un billete falsificado del 
Banco de la provincia de Bnenos Aires, y las declaraciones de 
fojas 22 7 25, designaron al procesado Montti, como antor de 
aquella tentativa de circnlacion. No corresponde entonces, ya 
que la investigación no puede llevarse adelante por falta de 
mayores comprobantes, el sobreseimiento definitivo, que sólo 
recae ante la evidente inexistencia del hecho incriminado, ó la 
evidente inculpabilidad del procesado. Pido por ello áY. E. 
se sirva confirmar el auto recurrido de foja 51. 

Sabiniano Kier. 



Fallo 4e I» Suprema Carte 

BaeDOs Aires, Mayo 5 de 1896. 

Vistos y considerando : Que las declaraciones de testigos 
evacuadas por la citado Montti, tienden á probar qae éste per- 
maneció en su casa en la noche del catorce de Setiembre del 
año próximo pasado, cuando el hecho de la circnlacion de bille- 
tes falsos que ha motivado este proceso, tuvo lugar en las pri- 
meras horas de la noche del día trece, según se comprueba por 
las actuaciones de foja tres y siguientes ; las que demuestran 
que el denunciante Guzzetti indicó á foja veinte y dos, tan sólo 
por error, la primera de esas fechas. 
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Que por otra parte el cochero Manael García, que oondojo en 
so carruaje al presunto autor de la circulación de billetes fal- 
sos^ cuando esa cironlaciun se efectuó, no ha sido examinado 
al objeto de la identificación del autor del hecho. 

Por esto, 7 de acuerdo con lo expuesto j pedido por el señor 
Procurador General : se confirma, con costas^ el auto apelado 
de foja cincuenta 7 uno. Devuélvanse. 

benjamín paz. —luis y. várela. 

—ABEL BAZAN. — OCTAVIO BÜN- 
GE. — JUAN B. TORRENT. 



CAUSA I.XI1 



La provincia de San Luis, contra don Celso Rojas; sobre 
nulidad de título y propiedad de un terreno. 



Sumario, -^ í^ No puede pedir la nulidad de un título, por 
razón de enmiendas 7 alteraciones no salvadas, el gobierno que 
lo emitió, 7 que, con conocimiento de ese vicio, lo retuvo sin 
observación en sus archivos, mandando dar copia para seguridad 
del interesado. 

2^ Se halla indudablemente proscripta la acción de nulidad 
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que por tal razón se deduzca, después de un lapso de más de 
diez años. 

3^ El tercero que compra el inmueble oon el testimonio bx- 
pedido por el Gobierno, se halla en condiciones de adquirir su 
propiedad en contra de éste, por el medio de la prescripción. 



Caso. — Lo eiplica el 



FaIIo de im ñupwewam Corte 



Buenos Aires, Mayo 5 de 1896. 

Vistos: estos autos seguidos por la provincia de San Luis, de 
una parte, y el doctor don Pedro N. Ortiz, don ScTero Gutié- 
rrez del Castillo, doña Cipriana Yillalon y doña Filomena Cal- 
derón, por la otra, sobre dominio de un inmueble situado en di- 
cha provincia, de los que resulta : 

Primero: Que donjuán Pascual Calderón vendió ¿don Cel- 
so BojaSy en cinco de Junio de mil ochocientos sesenta y ocho, 
un terreno estancia denominado cAgua Tapada», de diez y seis 
leguas cuadradas de superficie, ubicado en la expresada proTin- 
cia (escritura pública de foja primera). 

Segundo : Que don Juan C. Olivera, en representación de 
Rojas y acompañando la citada escritura, pidió, por razón de 
confusión de límites, la mensura del terreno, ratificación y re- 
visión de mojones (escrito de foja si6te), proveyéndose de con- 
formidad, en lo sustancial, por decreto de foja diez y seis 
Tuelta • 

Tercero : Que practicada la mensura, según se vé de foja 
veinte y tres á foja treinta y dos, algunos de los colindantes no 
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86 oonf orinaron con la operación, pidiéndose ulteriormente por 
don José Alejo de Caminos, en representación de don Basilio Al- 
earás 7 de doña Lnisa Ojeda de Alearás, la citación de eviocion 
ala Provincia de San Luis, oausante de sns representados. 

Cuarto : Que hecha la citación y después de haberse agre- 
gado al expediente, á petición fiscal, los instrumentos de fojas 
setenta y cinco á ochenta y de fojas ochenta y cinco á noventa y 
cinco, el representante de la provincia tomando directa partici- 
pación en el juicio, deduce demanda y pide se declare la firme- 
za de las adquisiciones de los citantes de eviccion y la propie- 
dad fiscal del resto del campo, con costas, daños y perjuicios y 
con reserva, para su tiempo, de los procedimientos penales co- 
rrespondientes. 

Quinto : Que la petición expresada se funda en la nulidad 
que se atribuye á los instrumentos originales de fojas ochenta y 
cinco á ochenta y siete y de fojas ochenta y nueve á noventa, 
que se registran en testimonio en el de fojas setenta y cinco á 
ochenta, por estar ellos enmendados en parte sustancial, espe- 
cialmente en lo que respecta á la extensión del terreno á que se 
refieren, desconociéndose, ala vez, la autenticidad del primero 
de esos instrumentos que se le cree falso. 

Sexto: Que se funda también^ en cnanto á la propiedad, en 
que los citados instrumentos, aun válidos, comprobarían no la 
concesión del dominio del inmueble, sino una merced de ampa- 
ro que importa tan sólo el derecho de poblar la cosa con los 
efectos que se expresan. 

Sétimo : Que en la demanda se expresa además, que aun- 
que, según se comprueba por las actuaciones administrativas de 
fojas noventay dos á noventa y tres, por disposición del go- 
bierno de San Luis se practicó en Mayo de mil ochocientos cin- 
cuenta y ocho por el agrimensor don Mamerto Gutiérrez la men- 
sura del terreno, con arreglo á los instrumentos enmendados de 
que se ha hecho mención y se ordenó en Agosto diez del mismo 

▼OL. Lxni 23 
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añOy el archivo del expediente en la escribanía pública de go- 
bierno 7 hacienda y que se dé copia al interesado para sa segu- 
ridad (decreto de foja noventa y tres), tales aetoaciones y pro- 
videncias, no importaban la aprobación de la mensura y reco- 
nocimiento de la validez de los títulos. 

Octavo : Que citada de eviccion por parte de Rojas, las suce- 
siones de su causante inmediato don Juan Pascual Calderón, 
ya fallecido, vinieron al juicio, en su virtud, don Severo Gutié- 
rrez del Castillo y el doctor don Pedro N. Ortiz, en representa- 
ción de sus respectivas esposas doña Carmen y doña Gipriana 
Calderón, hijas del citado don Juan Pascual, quienes, por medio 
de apoderado, dijeron de incompetencia de los jueces provincia- 
les qae hasta ese momento habían conocido de la causa^ fun- 
dándose en la circunstancia de haberse hecho parte la provincia 
y ser el pleito entre ella y vecinos de Mendoza, lo qoe atribu- 
ye á esta Suprema Corte jarisdiccion originaria en el caso. 

Noveno : Que resuelto así por el auto de foja ciento treinta 
y caatro y elevado el expediente á este Tribunal, el doctor 
OnésimoLeguizamon, en representación del gobierno de San 
Luis, reproduce la demanda ya relacionada y la amplía abun- 
dando en observaciones y consideraciones de hecho, é invocan- 
do como razón de derecho, las disposiciones del Código Civil y 
leyes de partida que declaran anulables los instrumentos que 
contienen enmendaturas ó alteraciones en partes esenciales, no 
salvadas al fin. 

Décimo : Que el doctor Manuel A. Saez, contestando á la de- 
manda en representación de don Severo Gutiérrez del Castillo y 
del doctor Pedro N. Ortiz, rechaza la falsedad atribuida al 
instrumento de fojas OQhenta y cinco á ochenta y siete; 
procura explicar la razón de haberse otorgado dos instrumentos 
en la misma fecha y sobre la misma cosa y objeto, y reconoce la 
existencia de las enmiendas en parte sustancial en los instru- 
mentos de fojas ochenta y cinco á ochenta y siete y de fojas 
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ochenta y nueve á noventa, instrumentos de la meroed conoe- 
dida á don José Gregorio GalderoD, de la que proceden ios de- 
rechos qne don Juan Pascual Calderón trasmitió á don Celso 
Bojas j que invocan los demandados. 

Undécimo : Que éstos, atribuyendo esas enmiendas no salvadas 
¿ motivos derivados de la época en que se otorgaron los instru- 
mentos qne las contienen, sostienen que no obstante ellas y con 
pleno conocimiento de su existencia, el gobierno de la provincia 
reconoció en mil ochocientos cincuenta y ocho, los derechos emer- 
gentes de los mencionados instrumentos, ordenando primero la 
mensura de los terrenos, y mandando, después de practicada, el 
archivo del expediente y que se dé copia al interesado, lo que en 
su concepto signifícala aprobación de la operación. 

Duodécimo : Que en la hipótesis de que el gobierno de San 
Luis no hubiese legalmente confirmado el título de Calderón, 
los mismos demandados oponen la excepción de prescripción á 
la acción de la provincia, para decir de nulidad de los instru- 
mentos, y hacen valer que está proscripto también por los de- 
mandados y su sucesor el dominio de la cosa litigada, por razón 
de la posesión, tiempo de su duración y título ; llamando la 
atención sobre qne en varias de las escrituras de los colindantes 
del terreno cAgua Tapada», se reconoce en ese carácter á Cal- 
derón y áRojas, y que los instrumentos de fojas ochenta y cin- 
co á ochenta y seis y de fojas ochenta y nueve á noventa de- 
muestran la concesión de una merced en propiedad, y no sim- 
plemente la facultad de ocupar la cosa á que ellos se refieren. 

Declino tercero : Que á foja ciento noventa, doña Cipriana 
Yillalon y doña Filomena Calderón, viuda la primera é hija la 
segunda Je don Juan Pascual Calderón, también citadas de 
eviccion por la parte de Rojas, toman Intervención en la causa 
y se adhieren á la contestación ala demanda de que ya se ha 
hecho mención. 

Y considerando : Primero: Que la jurisdicción originaria de 
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esta Saprema Corte^ es procedente en el caso, de conformidad con 
el articulo ciento ano de la Constitaoion, y primero, inciso pri- 
mero de la ley de jarisdiccion y competencia de los tribunales 
nacionales, pues que se trata de cansa civil entre una provin- 
cia y vecinos de otra. 

Segundo : Que la cansa que fué en su principio de deslinde, 
se ha convertido en mérito de los antecedentes considerados, en 
un juicio que afecta á la propiedad entera del terreno cAgua 
Tapada»^ dejando así de ser un litigio en que se controviertan 
los límites entre propiedades colindantes. 

Tercero : Que^ en consecuencia, la sentencia á pronunciarse 
que debe corresponder á la demanda y contestación, raíz del 
pleito, no tiene por objeto apreciar derechos en contienda de co- 
lindantes, sino resolver sobre el dominio del terreno en cues- 
tión que sustentan los demandados y que se desconoce en abso- 
luto por parte del demandante. 

Cuarto: Que según la ley ciento once, título diez y ocho, 
partida tercera: cLas cartas se pueden desechar con derecho 
delante de los judgadores, cuando contuvieran enmiendas en 
parte sustancial > , ó como lo dice el artículo nuevecientos ochen* 
sa y nueve del Código Civil, concordante con aquella é invoca- 
do por la demanda : c son anulables los instrumentos públicos 
que tuviesen enmiendas 6 alteraciones en partes esenciales, no 
salvadas al fin». 

Quinto : Que en virtud de las disposiciones de la citada ley 
de partida^ el gobierno de San Luis pudo desechar en forma 
legal los instrumentos de fojas ochenta y cinco á ochenta y sie- 
te y de fojas ochenta y nueve á noventa, enmendados en parte 
sustancial, cuando lo fueron presentados en mil ochocientos 
cincuenta y ocho, á objeto de que, conforme á ellos, se practi- 
case el deslinde del terreno. 

Secr^o ; Que no tan sólo no dedujo acción alguna al respecto, 
ni produjo otro acto que significara la voluntad de contestar la 
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eficacia del títalo, sino que, al contrario, ordenó qne se practi- 
case la mensura^ disponiendo nna vez ella realiíaday deyuelto 
al ministerio el expediente, qne éste fuese archivado en la es- 
cribanía pública de gobierno 7 hacienda y qne se diese copia 
al interesado para sn seguridad (foja noventa 7 tres), en CU70 
mérito quedó en el archivo el citado expediente con los instru- 
mentos originales presentados por Calderón. 

Sétimo : Que dicha providencia importa á la vez que la apro- 
bación del deslinde, la intención del gobierno de no desechar 
por razón de las enmiendas, los instrumentos exhibidos, que 
7a las contenían en ese tiempo. 

Octavo: Que no puede interpretarse de otro modo el decreto 
que manda archivar el expediente en una oficina pública 7 dar 
copia de él, tanto porque en su estado correspondía apreciar 
la operación, aprobándola ó desaprobándola, cnanto porque la 
copia se mandaba dar para la seguridad del interesado. 

Noveno : Que á no entenderse así el mencionado decreto 7 
puesto que la copia había de extenderse sin enmiendas^ resulta- 
ría que el gobierno había dispuesto muñir á Calderón de un 
instrumento bueno en sus formas 7 á propósito para inducir en 
error á terceros que contratasen con él en vista de las constan- 
cias de la copia fehaciente. 

Décimo : Que así habría acontecido en el caso presente en 
qne Hojas acordando la debida fé al testimonio de foja setenta 
7 cinco mandado dar por la autoridad, no ha debido tener cono- 
cimiento ni abrigar sospecha de la existencia de defectos en el 
original de foja ochenta 7 nueve á noventa, al convenir con 
Calderón, en Junio de mil ochocientos sesenta 7 ocho, la com- 
pra del terreno en cuestión. 

Undécimo : Que aunque los actos 7 procedimientos del go- 
bierno de San Luis no revelasen la voluntad de no desechar, por 
razón de las enmiendas, los instrumentos enmendados presen- 
tados por Calderón 7 aunque no hubiese un reconocimiento ¿e- 
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gal de los derechos de dicho Calderón, siempre es cierto qoe el 
referido gobierno tavo conocimiento de los vicios de los ins- 
trumentos, en Agosto diez de mil ocho cincuenta y ocho, fecha 
del decreto recaído al pié déla mensura de foja noventa y dos, 
7 que es recien en Enero 24 de mil ochocientos ochenta y cua- 
tro, fecha del cargo de foja ciento dos vuelta, que se ha inter- 
puesto demanda por el Ministerio Fiscal, pretendiendo la anu- 
lación de los aludidos instrumentos. 

Duodécimo: Que desde la vigencia del Código Civil (pri- 
mero de Enero de mil ochocientos setenta y uno) hasta la fe- 
cha de la deducción de la acción de nulidad (Enero veinte y oua* 
tro de mil ochocientos ochenta y cuatro) han transcurrido poco 
más de trece años, resultando así excedido el tiempo de la 
duración de la acción, ya se trate de la prescripción general 
de diez años, ya de la especial de dos años establecida por el 
artículo cuatro mil treinta del Código Civil, como lo sostienen 
los demandados. 

Décimo tercero: Que además de desprenderse de la petición 
de foja ochenta y cinco y de la de foja ochenta y nueve, que ya 
en ese tiempo (año de mil ochocientos treinta y dos) don José 
Gregorio 'Calderón ocupaba el terreno de la cuestión y de re- 
sultar incontestable la posesión de don Juan Pascual Calderón» 
causante inmediato de Hojas, desde el año de mil ochocientos 
cincuenta y ocho, mediante las diligencias de deslinde de fojas 
ochenta y cinco á noventa y tres, no es en manera alguna 
dudosa la posesión de Rojas sobre el mismo terreno, acredita- 
da como está por las constancias de autos y no contestada por 
el demandante. 

Décimo cuarto : Que la posesión actual apoyada en un tí- 
tulo traslativo de propiedad, hace presumir que la poseéion 
tiene por punto de partida la fecha del título, si no se probase 
lo contrario (artículo cuatro mil tres, Código Civil); prueba que 
ni siquiera se ha ofrecido por el actor. 
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Décimo quinto : Qne en conseoaenoia debe entenderse que la 
posesión de Bojas parte desde Junio cinco de mil ochocientos 
sesenta y ocho, fecha de la escritura de venta á su favor, de 
foja primera^ ó sea de una fecha anterior á la vigencia del Có- 
digo Civil . 

Décimo seosto : Que transcurridos como ya se ha hecho notar , 
más de trece años desde la vigencia del Código hasta el día de 
la demanda, resulta que, durante esa vigencia. Rojas ha poseí- 
do por más de diez años el inmueble considerado en su conjunto, 
con título traslativo de dominio j con buena fé demostrada por 
el mérito del testimonio de foja setenta y cinco y por la presun- 
ción establecida en el articulo cuatro mil ocho del Código Civil. 

Décimo sétimo : Que el que adquiere un inmueble con buena 
fó y justo título prescribe la propiedad por la posesión continua 
de diei años, si el verdadero propietario habita en la provincia 
donde el inmueble está situado (artículo tres mil novecientos 
noventa y nueve. Código Civil), y puesto que concurren á favor 
de Bojas los varios requisitos de ese artículo, debe aceptarse co- 
mo procedente la prescripción adquisitiva que han opuesto los 
demandados; y esto sin tomar en cuenta el mérito coadyuvante 
que pudiera resultar de la posesión de los causantes del expre- 
sado Bojas. 

Décimo octavo : Que aunque la prescripción se haya comen- 
zado antes de regir el Código Civil, no hay duda de su perti- 
nente aplicación, tanto para la prescripción adquisitiva, como 
para la liberatoria en debate, en vista de lo dispuesto en el ar- 
tículo cuatro mil cincuenta y uno, y desde que con arreglo al tres 
mil novecientos cincuenta y uno el Estado general ó provin- 
cial, está sometido á las mismas prescripciones que los particu- 
lares en cuanto á sus bienes ó derechos suceptibles de ser pro- 
piedad privada. 

Décimo noveno : Que* finalmente, los términos de los pedimen- 
tos de foja ochenta y cinco y foja ochenta y nueve, y decretos 
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6n ellos recaídos, no permiten dndar, que se solicitaba y acor- 
daba una merced destinada á trasmitir la propiedad del inmue- 
ble solicitado . 

Por estos f andamentos : no se hace lugar á la demanda, déla 
que se absuelve á los demandados, declarándose, en consecuen- 
cia, que el dominio disputado pertenece & don Celso Bojas, sin 
perjuicio de lo que corresponda resolver sobre la ubicación 
de las respectivas propiedades, y sin especial condenación en 
costas. Notifíquese con el original y repóngase el papel. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS Y. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUN- 
GE. — JUAN E. TORRENT. 



CAUSA 1.XIII 



Donjuán B. Iturraspe contra don Vicente £. Casares y don 
Tnstan A. Malbran, sobré interdicto de amparo 



Sumario. — i^ Probadala posesión anual, y los actos de tur- 
bación, procede el interdicto de amparo • 
2^ La omisión de la citación de un colindante, no quita á la 
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mensara y amojonamiento el carácter de publicidad que le im- 
prime la naturaleza jndicial de la misma y la circanstanoia de 
haberse practicado en lagares poblados. 

3® No es tachable el testimonio prestado por el locatario en 
favor del locador y yice-versa. 



Caso. — Besnlta del 



Falto del Swtmm Federal 



Rosario, Mayo 4 de 1894. 

Y vistos este interdicto de retener la posesión deducido por 
don Juan B. Iturraspe contra los señores don Vicente L . Ca- 
sares y don Tristan Malbran, referente al lote número 6 que 
se designa en los planos de fojas 13, 56, 59, 60 y 289* 

El actor, acompañando las escrituras que corren fojas i á 9, 
expresa ser dueño y poseedor de una área de campo compuesta 
de 6235 metros 20 centímetros de frente al Norte por 20784 me- 
tros de fondo al Snd, lindando : al Norte con Terrosa y sucesores 
de Centeno ; al Sud con sucesores de Sá Pereyra; al Oeste con 
Agrelo, y alEste conMendez Gon^alf ez, en f irtud de la escritura 
de división de condominio otorgada en 14 de Mayo de 1891, por 
los señores Iturraspe, Bossi, Agrelo y Méndez Qoaif^lwez ; sien- 
do el indicado, parte de otro lote de tierra mayor ubicado 
en el departamento de San Cristóbal, en el lugar denominado 
c Los Monigotes > y que se componía de veinte leguas cuadradas, 
que fué adquirido por los señores Agustín de Iriondu, Marce- 
lino Freyre y Enrique Foster, del gobierno de Santa Fé, por 
escrituras de S y 24 de Octubre de 1894. Agrega : que la prí- 



3A2 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

mera posesión que se tomó en el oampo, correspondía á los suce- 
sores de Santa Fé, quienes lo habían medido 7 construyeron la 
población conocida con el nombre de c Puesto de Zinc > antes 
de que tuviera ninguna construcción ni ocupación en el inmue- 
ble; 

Que los demandados haciendo uso abusivo de un mandato de 
< no innovar > producido en otro juicio que siguen éstos contra 
don Antonio Agrelo y referente al puesto < La Lira >, ubicado en 
otro lote, el número 4, de líos títulos que otorgó el gobierno de 
Santa Fé que fué adjudicado á Agrelo, habían hecho destruir 
también un alambrado construido por Ituxraspe en los costados 
Norte y Oeste del terreno de su exclusiva propiedad y que se 
sobrepone al lote número 5 ; 

Que dentro del perímetro del campo del actor, existen dos po- 
blaciones desde hscía mucho tiempo, habiendo un gran número 
de haciendas y muchos hombres trabajaban en la explotación 
del monte ; 

Que además había sido medido y amojonada judicialmente, 
colocándose un mojón cada media legua, habiendo tomado pose- 
sión de ese campo con intervención del Joez de Paz ; 

Que en esta virtud pedía fuese fallada esta causa condenando 
á los demandados á respetar la posesión del actor, restablecien- 
do los alambrados destruidos, con pago de costas, daños y per- 
juicios. 

Convocadas las partes á la audiencia de ley (f . 23 v.), la deman- 
da se contesta á foja 47, prosiguiéndose á foja 209 y en la cual 
se expresa lo siguiente : 

Que la fracción de campo á que se refería este interdicto, era 
en efecto parte del lote número 5 délas mensuras de don Juan 
Heldebrand y de D. Yalentin Yirasoro; que Iturraspe ni ningu- 
no desús antecesores había poseído jamás tal fracción de cam- 
po, siendo los demandados quienes habían tenido psa posesión 
por sí y sus antecesores durante más de veinte años, tanto en 
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el lote número 5, oomoen todas las demás tierras de sos ¿ítalos, 
según resultaba de los sigaientes antecedentes : 1^ Por haber el 
gobierno de Santiago del Estero hecho medir en 1859 por el 
ingeniero Heldebrand, una gran área de tierra entre los ríos 
Dulce 7 Salado; 2^ Porque en 1870 el mismo gobierno puso en 
venta pública la mayor parte de esas tierras, habiendo adqui- 
rido en ese remate como seiscientas ochenta leguas, don Adolfo 
E. Carranza, quien vendió doscientas veintinueve á los señores 
Lezica y Lanús, ciento diez y seis á don Alejo Arocena y el res- 
to á los señores Bates Stokes ; 3"* Que éstos últimos los enaje- 
naron á don José Bazan, quien los vendió á la c Compañía Ga- 
nadera y Colonizadora del Salado >^ pasando, por fin, de esta 
compañía á poder de los demandados, según la escritura que se 
acompañaba ; 4® Que en 1873 los señores Carranza, Lanús, 
Lezica y Arocena, hicieron practicad nueva mensura por el in- 
geniero Yalentin Yirasoro, [dividiendo, amojonando, y clasifi- 
cando todas esas tierras en lotes de cuatro leguas, mensura que 
fué ratificada por la general practicada por el agrimensor Hel- 
guera y por las parciales de los agrimensores Davadie, Foster y 
otros ; 5^ Que en 1883 encontrándose en posesión tranquila de 
sus tierras don José Bazan, fuéjperturbado por actos del gobier- 
no de Santa Fé, que mandó al agrimensor Bayona á hacer mensu- 
ras dentro de ellas^ y que había aceptado denuncias de parte de 
esos campos como fiscales , lo que produjo una demanda ante la 
Suprema Corte, de Bazan contra la provincia de Santa Fé, por 
perturbación de su posesión, iniciándose ella en Enero de 1884 
y la misma que fué fallada en 27 de Noviembre del mismo año, 
amparándose á Bazan en la posesión de los terrenos de sus 
títulos y ordenando al gobierno de Santa Fé se abstuviera de 
todo acto ulterior de turbación ; mandando la Suprema Corte al 
agrimensor Davadie, en ejecución de esa sentencia, pata que 
arrancase todos los mojones colocados en el campo de Bazan, 
y entonces de la Colonizadora del Salado, lo que se efectuó en 
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Agosto de 1885 ; &^ Qoeenese mismo año se formó la < Com- 
pañía Colonizadora del Salado» con el objeto de explotar esas 
tierras y los establecimientos allí existentes, invirtiendo hasta 
1887, más de 250.000 pesos oro, parte de los cuales sirvió para 
comprar al mismo Itarraspe nna cantidad de haciendas ; 7"" Que 
en 1887 el doctor Rosa teniendo necesidad de inspeccionar lo^ 
establecimientos de cLa Verde >, de pertenencia de la compa- 
pañla 7 como presidente de ella, labró ante la comandancia de 
fuerzas nacionales á cargo del coronel Oomensoro y por no ha- 
ber otras autoridades judiciales cercanas, la información su- 
maria que en testimonio se acompañaba, justiñcando la ocupa- 
ción material de esas tierras, con poblaciones, colonias y ha- 
ciendas y especialmente el lote número 5, donde existía y existe 
el puesto el c Paraguay » ; 8^ Que Iturraspe y sus anteces ores 
no habían podido adquirir en 1886, por medio del c Puesto de 
Zinc», la posesión de tierras incluidas en el título de los de- 
mandados, como ahora lo pretendían, porque desde 18851a 
< Compañía Colonizadora > ocupaba y poseía todas sus tierras 
con poblaciones y haciendas, y que antes de 1885 la ocupaba 
don José Bazán ; 9® Que suponiendo cierta la existencia del 
c Puesto de Zinc >, la toma de posesión por medio de él, no po- 
día afectar los derechos de los demandados, por cnanto el dicho 
puesto se encontraba á mucha distancia del lote referido ; 10^ 
Que en 1886, ni antes de esa fecha, había podido el gobierno 
de Santa Fé hacer tradición de la tierraen cuestión, en virtud de 
la sentencia de la Suprema Corte que había prohibido toda tur- 
bación en la posesión de Bazan \ IV Que por esta misma razón 
la escritura de venta otorgada por Santa Fé en 1884, era un ac- 
to nulo en cuanto afectábalas tierras del título déla Coloni- 
zadora. 

A foja 217 se encuentra glosada otra demanda análoga, ini- 
ciada por los señores Casares y Malbran contra don J . Bernardo 
Iturraspe, por otro alambrado construido por éste en 1891 y 
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que por convenio de partes se acamólo al presente, por tratarse 
de un mismo asunto entre las mismas partes ; versando asi esta 
cuestión sobre la posesión de una parte del lote número 5, afec- 
tada por los alambrados construidos por Iturraspe en 1891 y en 
1892. 

Y considerando: 1® Que en los interdictos posesorios, como 
el actual, no debe atenderse sino á la última posesión anual que 
hubiera existid ) en el bien raíz del litigio^ siendo así del caso 
sólo investigar, cuál de las partes, según las constancias de autos, 
sea la que la hubiera ejercido en el caso á juzgarse. 

2^ Que la prueba rendida por la parte de Iturraspe, justifica 
^e la posesión tomada por ella comenzó á tener lugar á fines 
del año 1885, en que se dio principio á la mensura del agrimen- 
sor Paniza; mensura que fué aprobada judicialmente en fecha 
22 de Tebrero de 1888 (Documento de foja 25; declaraciones 
de Paniza, foja 49; de Guevara, foja 335; de Molina, foja 237 ; 
7 de Salgado, foja 239). Agregan estos testigos que el campo del 
actor y á mérito de esa mensura, se encontraba amojonado y 
dividido en cuatro potreros con poblaciones y haciendas desde 
1886, y que los demandados nunca habían poseído el área amo- 
jonada ; expresando también que la primera población levantada 
en el área total de las veinte leguas, lo fué por los compradores 
de ésta á Santa Fé, señores Iturraspe, Agrelo, etc., quienes 
construyeron un puesto de zinc en 1886 y coando el inmueble 
estaba desocupado y baldío. 

La efectividad de la mensura y amojonamiento antes indioa- 
dos, no ha sido negada tampoco por la parte de los señores Mal* 
bran y Casares (f. 314), quedando de esta manera ese hecho 
revestido con los caracteres de lo indiscutible y evidente. 

3^ Qne la posesión, como que consiste en un hecho material^ 
no es anotada ni destruida sino perla oposición también mate- 
rial de aquel qoe apele al acto físico de ona aprensión efectiva, 
y asi un títolo nolo, como el qoe se dice por la defensa, lo es el 
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expedido en 1884 por el gobierno de Santa Fó, ni una senten- 
cia jodicial amparando, en nn jaício distinto, á una de las par- 
teses ao poteaion, como lo fné la pronunciada por la Suprema 
Corte^ en favor del señor Batan, no tiene influencia alguna con- 
tra el acto material de una posesión tomada oon posterioridad j 
efectivamente se posee porque se posee. 

4® Que la mensura judicial y el amojonamiento del agrimen- 
sor Paniza en 1885, abarcando parte del lote número 5, hadado 
á Iturraspe la posesión efectira de toda el área comprendida 
dentro de esa mensura y mojones (art. 2384, Código Civil); y 
asimismo la construcción dnl Puesto de Zinc en 1886, coya exis- 
tencia está probada, confería igualmente esa posesión al ac- 
tor, en razón de que basta una ocupación de cualquier modo que 
se tenga, en cualquiera de las partes de un todo, para que dicha 
posesión se extienda á las demás que lo complementan (artículo 
citado) . 

5® Que además^ la posesión se conserva por la sola voluntad 
de retenerla (artículo Si445, Código Civil), no pndiendo con- 
currir dos posesiones iguales y de la misma naturaleza sobre la 
misma cosa (artículo 240t). 

6^ Que la colocación de los alambrados destruidos, no pue- 
de en este caso tomarse como punto de partida de la posesión 
de Iturraspe, puesto que ellos no importaban una posesión 
nueva, 6 acto de posesión reciente, desde el momento en que los 
prediohos alambrados se colocaban siguiendo la línea de mojo- 
nes de la, mensura judicial de Paniza, que es en el caso sub-ju^ 
dice, la piedra miliar que rige la posesión del actor. 

7° Que los actos posesorios aducidos por los señores Malbran 
y Casares y consistentes en la medición mandada practicar por 
el gobierno de Santiago del Estero en esas tierras, en 1859; la 
venta pública realizada por el mismo gobierno en 1870 ; las 
nuevas mensuras de 1879, efectuadas por los señores Carranza, 
Lanús, Lezica y Arocena, la misma sentencia de la Suprema 
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Corte ya recordada en faror del señor Bazao en 1884 y su ejecu- 
ción en Agosto de 1885, como que tuvieron lugar todos esos he- 
chos en fecha anterior á la nueva y posterior mensura de Pa- 
niza, de Noviembre de 1885, aprobada judicialmente en Febrero 
32 de 1888 (f. 264 y.) • no pueden primar sobre este acto sttbsi- 
guíente que generaba por sí solo, una posesión legal destructiva 
de una anterior, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 
1884, 2455 y 2456 y fallo de la Suprema Corte que se registra 
enj el tomo 25, página 443. 

9^ Que asimismo^ la inversión déla sumado más de doscien- 
tos cincuenta mil pesos en los establecimientos déla cCompáñía 
Colonizadora», como la sumaria información producida por el 
doctor Rosa, ante el coronel Gomensoro, no destruyen legal- 
mente la posesión del actor : lo primero, por no haberse compro- 
bado debidamente que la indicada suma ó parte de ella, haya sido 
invertida en la parte del lote número 5 que abarcó la mensura y 
amojonamiento del agrimensor Paniza y que destruyó la pose- 
sion anterior de los demandados, hecho esencial que debió com- 
probarse por los demandados, máxime tratándose de una área 
de campo tan extensa como la de la Colonizadora y dentro de la 
cual existen tan múltiples establecimientos ; y lo segundo, por 
cuanto esa información producida ante una autoridad extraña por 
completo al orden judicial y sin citación contraria, apenas po- 
dría inducir á una suposición de verdad, pero no producir la 
verdad misma, necesaria en este caso para anular la prueba le- 
gal rendida en contrario. 

9^ Que los testigos Juan Basualdo, foja 241; Dolores Mongos, 
foja 243 vuelta; Jorge Zeates, foja 246 vuelta, y Guillermo Zea- 
tes, foja249 vuelta, presentados por los demandados señores Casa- 
res y Malbran, han sidolegalmente tachados y esas tachas com- 
probadas con susmismas declaraciones, en las que confiesan ser, 
ó arrendatarios ó dependientes de la parte que los ha presen- 
tado, viniendo de este modo áser ineficaces sus testimonios. 
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10® Que la existencia del puesto < Paraguay » 6 < Paraguay- 
cito >^ ^como que se encuentra fuera del área de la mensura y 
amojonamiento de Paniza, no destruye tampoco la posesión ad- 
quirida por el actor por medio de esta última operación^ desde 
el momento en que la instalación de dicho puesto fué anterior i 
la mensura predicha y no se ha constatado en autos que las ha- 
ciendas de los señores Casares y Malhran, ocupasen el área del 
lote número 5, que aquella abarcó desposeyendo en ese períme- 
tro álos demandados. 

iV Que no es aceptable la objeción que se hace por la defen- 
sa, cuando ésta dice que la mensura y amojonamiento del agri- 
mensor Paniza fué realizada sin el conocimiento de su parte y 
que el mojón de esa medición existe en la parte montañosa del 
terreno, pudo muy bien haber sido allí colocado por la parte del 
actor, de manera clandestina ó subreticia : no lo es porque lo 
contrario resulta á foja 255 del documento de mensura, en el 
cual se encuentra constatado haber sido citados los linderos 
del campo á mc)dirse, entre los cuales se encuentra la c Com- 
pañía de Tierras », de que trae origen el título de los deman- 
dados. 

13® Que la otra objeción formulada á foja 318, referente á la 
presentación, que se dice extemporánea, del documento de men- 
sura corriente á foja 253 y siguientes, tampoco cree el juzgado 
deber aceptarla, en razón de que prescribiéndose por los artí- 
culos 232 y 233 de la ley nacional de Procedimientos, que esta 
clase de juicios deben llevarse en una sola y única audiencia y 
en la cual se aceptarán las pruebas y alegatos que se produzcan^ 
la presentación del documento referido, como que lo ha sido 
juntamente con el alegato de foja 269, dicha exhibición y ad- 
juntacion á los autos, ha tenido lugar, consiguientemente, en 
tiempo hábil ; no destruyendo esta teoría la circunstancia de 
haber transcurrido un lapso de tiempo entre esta presentación y 
la audiencia de foja 47, por cuanto ese retardo ha sido ocasio- 
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nado por Yolantad aniforme de las partes, en vista de la impo- 
sibilidad material de oonclair en una única audiencia tan largo 
y abundante debate, j para responder exclusivamente i la eo- 
modidad y amplitud de defensa de las partes contrincantes. 

13^ Que demostrada así la pérdida de la posesión de los de- 
mandados en la parte del lote número 5, materia del litigio, y 
establecida la adquisición de ella por el actor^ sólo resta inves- 
tigar si existe ó no el segundo requisito^exigido por el artículo 
327 de la ley nacional de Procedimientos, para hacer viable la 
acción deducida por el demandante. 

14^ Que eise segundo requisito se encuentra asimismo am- 
pliamente constatado en autos, no sólo por la confesión de la 
parte de los señores Casares y Malbran en el asunto principal 
y referente ala destrucción hecha por ellos, en 1891, del alam- 
brado del actor, si quH también por la misma demanda de los 
indicados señores, glosada á foja 21 7 y que versa sobre la otra 
destrucción del segundo alambrado, de 1892, también por ellos 
realizada. 

Por tanto, definitivamente juzgando, fallo : haciendo lugar á 
la demanda de foja 11 y desechando la de foja 217; en su con- 
secuencia, se ampara á don Juan Bernardo Iturraspe en la po- 
sesión del bien raíz materia del litigio» ordenando á los deman- 
dados, señores Vicente L. Casares y don Tristan Malbran, res- 
pétenla posesión del actor, debiendo restablecer los alambrados 
destruidos y pagar las costas, daños y perjuicios que se hubie- 
ran producido. 

Notifíquese con el original y repónganse los sellos. 

G. Escalera y Zuvirla. 



YOL. LXIll 24 
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Fall« de im Suprem» Ci«vte 

Buenos Aires, Mayo 5 de 1866. 

Vistos 7 considerando: Qoe aunque es verdad, coma lo sos- 
tieae el apelante, que la compañía Colonizadora y Ganadera 
del Salado, de la que procede el título de los demandados, no 
fué citada para la mensnra y amojonamiento practicados por el 
agrimensor Panizza, no es menos^cierto que de la publicidad de 
esa operación, se desprende la naturaleza judicial de la misma 
y de la circunstancia de haberse practicado en lugares ya po- 
blados. 

Que si bien las relaciones de locador y locatario no fundan 
por sí solas tacha legal paradesecbar el testimonio dado por el 
nno á favor del otro, no cabe duda, en mérito de las constan- 
cias de autos, que la prueba testimonial producida por los de- 
mandados á que se refiere el considerando noveno del faljo re- 
currido^ no es suficiente para destruir 6 enervar la fuerza de los 
elementos de pmeba acumulados por el actor. 

Por esto y los fundamentos de la sentencia apelada de foja 
trescientos veinte y cuatro, á que no se refieren los proceden- 
tes considerandos, se confirma con costas dicha sentencia. Ee- 
pnestos los sellos, devuélvanse. 

BKMJAIIIM PAZ. — ABBL BAZAli. 
— OCTAVIO BUNGE. —JUAN K. 
lORBENT. 
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CAUSA I.XI¥ 



Criminal contra Alejandro Recaño y Ramón Contreras^ por 
violación de correspondencia y pérdida de un valor declara^ 
do; sobre competencia. 



Sumario. — Mientras de las alterioridades del proceso no re- 
sulte el logar preciso donde fué cometido el delito de Tiolacion 
de correspondencia, el conocimiento de la cansa corresponde al 
Jaez á qnien la administración de Correos remitió el sumario, 
7 en coya jurisdicción existen presunciones de haberse perpe- 
trado el delito. 



Caso. — Resolta de laB siguientes piezas: 



VISTA riSCAL 

Señor Juez : 

Evaeoando la f ista conferida del expediente remitido por el 
señor Jaez de Sección de Tocuman, con motifo de la pérdida 7 
Tiolacion de an f alor declarado; á Y, 8. expongo: 

Que el señor Jaez mencionado se ha declarado incompetente 
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para conocer y resolver esta oausa, por los fundamentos de la 
Tista del señor Procurador Fiscal de esa Sección^ corriente de 
fojas 185 á 188; quien opina que el delito debe haberse cometi- 
do en esta provincia de Santa Fé, y no en la de Tucuman. 

De las diligencias practicadas y de las resoluciones adminis- 
trativas de fojas 163 á 169 vuelta, resulta que hay lugar á. pre- 
sumir fundadamente que la perpetración del delito debe haber 
sucedido en Tucuman, porque los empleados de esa oficina, 
Alejandro Becaño y Bamon Contreras^ por las contradicciones 
en que han incurrido en sus declaraciones respectivas, y por las 
deposiciones de los testigos Froilan Pérez, Juan Mari, Alberto 
Avella, Y la del auxiliar Sal, hacen suponer fundadamente, co- 
mo se demuestra con claridad en Los considerandos delaresoln- 
cien administrativa de fojas 165 á 167, que los autores de la 

4 

violación de la bolsa número 1993 A, y del paquete número 336, 
no pueden ser otros que el balijero Becaño y el cartero Gon- 
treras . 

£1 señor Fiscal de Tucuman ha hecho caso omiso de estos ar- 
gumentos, y se limita á hacer una relación del curso que se le 
dio al valor declarado, desde su entrada á la oficina de Tucu- 
man, hasta que llegó á Santa Fé« su destino, en donde fué 
abierto el saco ó bolsa, y se notó la violación y sustracción del 
valor declarado; pero sin examinar las declaraciones contradic- 
torias de los presuntos culpables y demás testigos menoio* 
nados. 

Afirma también el señor Fiscal que no se puede asegurar que 
en el lacre adherido al costado izquierdo de la bolsa, haya sido 
estampado sello alguno, y mucho menos que sea el de la oficina 
de Correos y Telégrafos de Tucuman . 

He examinado la bolsa en cuestión que existe depositada en 
secretaría, y si bien es cierto que no podría afirmar qne h»ya 
un sello determinado de tal oficina, no lo es menos que aparece 
que se ha puesto un sello, y que existen aún algunos rasgos, á 
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mi juicio bastantes, para apreciar su existencia. Sin embargo 
el segandojefe de Correos de SantaFé, á foja 13 y el director de 
Correos en el considerando 7^, foja 167 vuelta, se hanatreyido 
á afirmar que los sellos á lacre puestos en la bolsa número 1093 
A, pertenecen á la oficina de Tucuman; todo lo cual hace supo- 
ner que el delito se ha cometido en esa localidad. 

Por otra parte, nuestro Código de Procedimientos Crimina- 
les, en el artículo 35, establece que si el lugar en que se ha 
cometido un delito, fuera desconocido^ el Juez del lugar en que 
se hubiere procedido al arresto, será preferido al de la residen- 
cia del culpable, á menos que este último hubiese prevenido en 
la causa. De modo que la residencia de los presuntos culpables 
Beeaño j Contreras, ex-empleados de la oficina de Tnoumftn, 
(véase f. 169 v.), vendría también en el caso sub-judicej á 
darle la competencia al Juez de ese punto; y según el artículo 
71, éste ha debido continuar el sumario hasta tanto se resol- 
viera la contienda negativa entre los dos Jueces. 

Por todo lo expuesto, este ministerio es de opinión que Y. S. 
no es competente en este juicio, y que corresponde devolver el 
expediente al Juzgado de su procedencia á fin que siga instru- 
yendo el sumario y remita á la Suprema Corte nacional los tes- 
timonios de que habla el artículo 72 de la ley citada. 

Salvo el más ilustrado criterio de Y. S. 

jR. G. Parera. 



Rosario, Mano 12 de 1896. 

Y vistos : Los autos sobre contienda de competencia surgida 
con motivo de la violación de correspondencia procedente de Tu- 
cuman, de los cuales resulta : 
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Que segan consta del acta de foja 6, al verificar la aportara 
de un saco de correspondencia en Santa Fé« encontróse que un 
paquete de yalor declarado, procedente de Tacuman, y que 
segDn guía debía contener pesos 922 moneda nacional curso 
legal, venía abierto, y no contenía carta alguna, siendo su direo- 
cioix, según anotación respectiva: Trisenten y C*, Súnchales , 
cuyo paquete presentaba evidentes señales de rotura. 

Que del sumario instruido en esta ciudad y que obra de foja 
30 á foja 50, no consta el hecho de la violación, negando las per- 
sonas que en dicho sumario depusieron, haber visto señal al- 
guna de rotura en la intervención que en la expedición de dicho 
paquete tuvieron, resultando lo mismo de las declaraciones de 
foja869á75. 

Que del sumario instruido en Tucuman, que obra de foja 104 
á foja 183, resultan contradicciones notables en las declaracio- 
nes prestadas, especialmente las del estafetero Recaño y cartero 
Contreras, puesto que aquel asegura que la bolsa en cuestión 
recibióla en buen estado, y el último declara á foja 135 : qtie es- 
lando en la puerla para trasbordar al carro las bolsas de co- 
rrespondencia para el estafelero Recaño, este le observó al en- 
cargado de tumo, Sal, que la bolsa origen de éste proceso estaba 
en mal estado porque en uno de sus costados presentaba señales 
de haber sido abierta; y que resulta asimismo contradicciones 
en el citado sumario sobre la colocación del sello ó lacre en la 
precitada bolsa. 

Que las piezas agregadas en autos de foja 184 á foja 202, re- 
sultan las disposiciones tomadas por la administración general 
de Correos y Telégrafos, respecto al estafetero Becaño y car- 
tero Contreras, los cuales fueron separados de sus puestos, por 
aparecer presuntos autores de ta sustracción cometida eleván- 
dose los antecedentes al señor Juez Federal de Tucunian^ para 
la instauración del correspondiente proceso, teniendo los citados 
Becaño y Contreras su domicilio en aquel ponto, en cuyo pro* 
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ceso, Visto el dictamen del señor Fioal de aquel Tribanal de foja 
216, se excnsa dicho Joez de entender en la cansa y ordena pa- 
sen los autos á este Juzgado por los fundamentos de dicha vis- 
ta Fiscal . 

T considerando: i"" Que los autos demuestran vehementes 
presunciones de que el delito se ha cometido en la pro?incia de 
Tucuman, por los empleados del Correo, Recaño y Gontreras. 

2® Que son estas fundadas sospechas las que han determinado 
á la dirección de Correos á proceder administrativamente desti- 
tuyendo los mencionados empleados y exigiéndoles el reembolso 
de la cantidad de dinero extraviada. 

3^ Qae en virtud de lo dispuesto en los artículos 35 y 7, del 
Código de Procedimientos Penales, corresponde al señor Juez 
Federal de la sección de Tucuman continuar la tramitación del 
sttnario, porque allí se ha hecho la denuncia del delito y allí re- 
siden los sindicados de colpabilidad. 

Por estas consideraciones, fallo definitivamente en esta sa- 
la de audiencias: declarándome incompetente para conocer en 
esta causa, de acuerdo con el dictamen del señor Fiscal. 

En cumplimiento de la última parte del artículo 72 del Có- 
digo de Procedimientos Penales, elévense estos autos á la Supre* 
ma Corte nacional para la resolución de la inhibitoria negativa; 
y hágase saber al señor Juez Federal de Tucuman por medio de 
exhorto. 

Daniel Goytia. 

VISTA DEL SEltOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Abril 10 de 1896. 

Suprema Corte : 

No es posible determinar prima fade^ cuál es el lugar donde 
fué perpetrado el. delito que motiva este proceso. Tratándose 
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de la violación de un paqaete de eorrespoadenoia entregado en 
la administración de Correos de Tucaman y recibido en Santa 
Fé, esa violación ha podido tener efecto en el panto de partida 
ó en el de llegada, y también en el trayecto. 

Entre tanto qae la investigación constate el logar, militan 
mayores presnnciones en favor de la jurisdicción de Tncuman. 

El acta de foja 6 constata que la bolsa de correspondencia al 
llegar á Santa Fé, demostraba haber sido ya abierta en nn cos- 
tado, héchosele nna oostnra^ y paéstosele lacre para cnbrirla. 

El telegrama de foja 10, como la nota de foja 13, confirman 
aqael hecho, agregando además qne en el lacre observado se de- 
jaba ver el sello de Tncnman. 

La imposición de ese sello, qne los funcionarios de la admi- 
nistración de Correos afirman haber visto, no obstante lo ex- 
puesto por el Procurador Fiscal á foja 216, que puede proceder 
de haberse borrado después, induce á graves presunciones. Aun 
prescindiendo de ella, el hecho de haber llegado á Santa Fé el 
saco cortado, vuelto á cerrar y cubierta la costura con lacre, in- 
clina el ánimo á admitir la suposición de que la violación se 
efectuara en la jurisdicción de Tucuman, mucho más si se toman 
en cuentan las declaraciones de los mismos inculpados Alejan- 
dro Recaño y Bamon Contreras, que lo confirman. 

Por ello, y siendo esos inculpados vecinos de Tucuman, opi- 
no, de conformidad con. lo declarado en el auto corriente á foja 
225, qne á esa jurisdicción corresponde la iniciación del suma- 
rio, sin perjuicio de las ulterioridades á que puedan dar lugar 
los hechos resultantes de la primera investigación . 

Sabiniano Kier. 
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Buenos Aires, Mayo 7 de 1896. 

Vistos: Considerando: Que como lo expresa el señor Proca« 
rador General en su vista de foja doscientos treinta^ no es posi« 
ble determinar prima facie, en qué paraje se cometió el heohu 
qne ha dado logar á la formación de este proceso. 

Qoe, en consecuencia, no existen términos hábiles para resol* 
Ter, en el estado actaal de los antos, y de nna manera defíniti- 
Ta, á caál de los dos jueces en contienda» corresponde conocer 
y resolver en ellos . 

Qae en esta sitnacion debe tenerse presente que, si bien nin- 
gnno de los dos Jueces mencionados ha prevenido en el cono- 
oimiento de la causa, fué al de la sección de Tuoaman á quien. 
86 remitieron los antecedentes, por el director general de Co- 
rreos y Telégrafos • 

Qae esta cireanstancia y las demás que hace notar el señor 
Procarador (General, deben tenerse en eaenta para la resolncion 
de la presente contienda, de acaerdo con lo proscripto por el ar- 
tículo treinta y cuatro del Código de Procedimientos en lo Cri- 
minal. 

Por estos fundamentos, y de conformidad con lo dictaminado 
por el Procarador General : se declara qae el conocimiento de 
esta cansa corresponde al jaez de la sección de Tacomao, sin 
perjaicio de resolverse en oportnnidad lo qae faera procedente, 
si de las alterioridades del procedimiento, resaltase que, por 
razón del logar de la comisión del hecho ó por otro motivo, tal 
eonoeimiento debe atribnirse á otro juez. 

Bemítanse en consecuencia estas actuaciones al Jaez de la 
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sección de Tucoman, y hágase saber por oficio al de la de San* 
taFé, 

RENJAMIII PAZ. — Lilis V. VÁRELA. 
— AREL RAZAN. — JUAN E. TO- 
RRE!n\ 



CAVSA I.XT 



Criminal contra José S. Sosa, Preciano Philips y Gerónimo 
Beniíez ; sobre violación de correspondencia^ sustracción de 
valores declarados, y robo y destrucción del proceso. 



Sumario.--^ i"" El reo de violación de correspondencia y robo 
de valores^ es pasible de la pena de cinco años de presidio. 

2^ Siéndolo también de sustracción y destrucción del proceso, 
es pasible de la pena de otros dos años de presidio. 

3* Al cómplice en primer grado del primer delito, correspon- 
de la pena de dos años de prisión. 



Caso. — Lo explica el 
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Mendoza, Setiembre 6 de 1895. 

Yistoe : estos autos en qae se ha seguido la investigación co« 
rrespondiente á la pérdida del proceso formado contra José S. 
Sosa, Preciano Philips y Gerónimo Benites, por violación de 
correspondencia y sustracción de valores, y conjuntamente con 
lo actuado al respecto, la reposición del expediente primitivo, 
de los que resulta : 

I* Que exigida por don Manuel J. Vargas G-uxman, defensor 
de los procesados José S. Sosa y Gerónimo Beuitez, al ohjeto 
de su defensa, la exhibición de los autos sobre violación de co- 
rrespondencia y robo de valores instaurados contra sus defen- 
didos, con el informe del secretario agregado de foja 4 á foja 
20, se ordena la instrucción del sumario del caso, iniciándose 
ala vez las diligencias necesarias para la reposición del expe- 
diente extraviado ; cuyas actuaciones completas corren agre- 
gadas de foja 22 á foja 120. 

2^ Qneá foja 121, deduciendo acusación el señor fiscal, sos- 
tiene y pide que se aplique al procesado Sosa la pena de ocho 
años de trabajos forzados y 1500 pesos de multa, con arreglo á 
lo dispuesto por los artículos 53y 54de la ley de 14 de Setiem- 
bre de 1863, sobre crímenes y delitos contra la nación, y al pro- 
cesado Benitez que se le dé por compurgada su complicidad, 
con el tiempo de prisión sufrida, por cuanto, respecto del pri^ 
merOy se encuentra probado que en connivencia con Preciano 
Philips y Gerónimo Benitez y haciéndose pasar por cartero, 
sustrajo de la balija del correo la suma de 17.482 pesos 60 cen- 
tavosmoneda nacional, que, como valor declarado, se remitía 
el 26 de Octubre de 1891, de Mendoza á Buenos Aires, cuyo ro- 



880 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

bo 86 biso en el viaje antes de llegar el tren á San Luis siendo 
aprebendidos los tres culpables, de los que se fago Pbilips y 
quedaron á disposición de este juzgado Sosa y Benitez, no co- 
rrespondiéndole á este último otra condición que la de cómpl ice 
de aquellos. 

3^ Que conferido el competente traslado de la acusación fis- 
cal, el defensor de los procesados, doctor Tristan Bies, sostie- 
ne que aun suponiendo ciertos los becbos que fundan la acusa- 
ción, la ley aplicable no sería la de 14 de Setiembre de i863, 
sino el Código Penal que la ba derogado, y según éste no le co« 
rresponderían á Sosa sino tres años de prisión con arreglo al 
artículo 193, de manera que, computándose la prisión sufrida^ 
resultaría que el 20 de Noviembre de 1894 tenia ya cumplida 
su condena ; que estudiado el proceso y en vista de las pruebas 
acumuladas, nada bay que justifique la culpabilidad de los pro- 
cesados, porque el sumario administrativo es nulo y de ningún 
valor ante la justicia ; porque los informes emanan de perso- 
nas interesadas en la culpabilidad de sus defendidos, y éstos 
ban negado siempre el delito que se les imputa^ debiendo ate- 
nerse ala declaración de ellos en que manifiestan babérseles 
arrancado por la fuerza las del sumario administrativo ; que de 
consiguiente^ corresponde la absolución sin cargo alguno para 
los procesados. 

4"^ Que abierta la causa á prueba, no se produce ninguna^ ni 
de la parte actora, ni de los acusados ; y á foja 141 vuelta se 
cita para sentencia, fijándose la audiencia para el informe in 
vocCy de que se bizo renuncia por los interesados. 

T considerando: I"" Que el día 28 de Marzo de 1894 fueron 
devueltos ala oficina por don Javier Baca, los autos seguidos 
anteeste Juzgado á instancia fiscal céntralos procesados José 
S. Sosa, Preciauo Pbilips y Gerónimo Benitez, por violación 
de correspondencia y sustracción de valores. 

2^ Que en esa época y babiendo solicitado Sosa, se le permi- 
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« 

tiera tomar apuntes de 80 expediente, porque carecía de defensor 
y manifestaba su deseo de hacer aso de sus derechos por sí mismo, 
ocurría oon frecuencia al Juzgado con ese objeto, y la última vez 
que estuvo, ó sea el mismo día 28 de Marzo, vino acompañado del 
vijilunte Paulo Chaves, permaneció muy poco en la oficina, se 
volvió de un momento á otro ; entró en el camino de allí á la Pe- 
nitenciaría, primeramente en el convento de San Francisco, y 
después, en una casa de comercio al por^menorjy despacho de be- 
bidas, ubicada en la calle Necochea esquina Chile, donde dejó, 
oon encargo de venderlo, un poncho que hurtó en la cárcel al 
preso Felipe Flores, cuyo poncho fué recogido de aquella casa 
por el cabo Santos Ahumada, que se mandó para recuperarlo ; 
habiendo además, el referido Sosa^ penetrado sólo en la letrina 
de la casa, antes de ser conducido á la prisión (informes de fo- 
jas 4 y 3S vuelta; declaración de José S. Sosa, foja 66'; de- 
claraciones de los testigos Beyes Vega, foja 20 vuelta; Miguel 
T. Torres, foja 27 vuelta; Pablo Chaves, foja 28; Mercedes Ve- 
ra, foja 30 vuelta; Javier Baca, foja 42; Manuel J. Bargas 
Guzman, foja 45, y José B. Grana, foja 54 vuelta). 

3^ Que el día antedicho y el inmediato siguiente de la última 
vez que concurrió Sosa á la oficina del Juzgado, manifestó en 
la Penitenciaría que su expediente se había perdido, demos- 
trando su contento porque así consideraba asegurado á su res- 
pecto, un resultado favorable en la terminación de su causa (de- 
claración de los testigos Reyes Vega, foja 22 vuelta; Vicente 
Bosillo, foja 24 vuelta; Javier Baca, foja 42). 

4^ Que con fecha 17 de Noviembre 1894, fué extraído de la 
letrina déla casa antes mencionada de la calle Necochea esqui- 
na Chile, el expediente original, reconstruido en estos autos, 
encontrándose aun en condiciones de ser reconocido y hasta 
legible en mucha parte, ^como lo fué en el acto por el mismo 
procesado Sosa, que se condujo allí al efecto y también por el 
soldado Paulo Chaves que le acog^pañó la última vez (acta 
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de foja 115 vaelta y declaraoiones de foja 117 á foja ISO). 

5^ Que con estos antecedentes queda perfectamente eviden- 
ciado que fué el mismo procesado JoséS. Sosa, quien sustrajo 
de las oficinas del Juzgado la causa criminal en que es parte, 
haciéndose pasible por este hecho de la responsabilidad corres- 
pondiente á este delito. 

6® Que el 26 de Octubre de 1891 , i»egnn consta de la guía nú- 
mero 471 , agregada en copia á foja 110, fué remitida de Mendor 
za á Buenos Aires, una balija conteniendo correspondencia con 
valores declarados por la suma del7.482 pesos 62 centavos, cayo 
detalle expresa la guía referida (informe de secretaría de foja 4; 
del doctor Juan del Campillo, foja 80; del doctor Emiliano 
Sayanca, foja 61 ; del señor J. Olmi, fojas 88á94; del señor 
Félix Duverges, foja 109 vuelta ; actuaciones de fojas 97 á 104). 

7® Que examinada la balija en su de^^tino^ resultó que encon- 
trándose aparentemente cerrada y lacrada como debió salir de 
Mendoza, habían sido cortados los hilos, abierta la balija y 
sustraído los valores que contenía (informes, actuaciones y de- 
claraciones mencionadas en el número anterior). 

8® Que instruidos los sumarios administrativos y judicial del 
caso, se comprobó que la violación de la correspondencia y la 
sustracción de los valores declarados, tuvo lugar durante el 
viaje del tren de Mendoza á San Luis, antes de llegar á esta 
provincia, circunstancia que determina la jurisdicción de este 
Juzgado; acreditándose además que los autores de estos hechos 
fueron JoséS. Sosa, Preciano Philips y Gerónimo Benitez, de 
los cuales el primero hizo el viaje disfrazado de cartero, para 
no inspirar sospechas; el segundo era empleado y después de 
constituido en prisión fugó de San Luis antes de ser remitido 
á esta ciudad, y el tercero en su calidad de vijilante desertor 
de la policía de San Luis, fué un cómplice délos otros dos en 
la ejecución del delito y auxiliador de su evasión, una vez co- 
metida (citas de los números anteriores). 
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9* Que Philips f oé reduoido á prisión en Villa Mercedes, 
provincia de San Luis, j en la provincia de Córdoba, donde 
fneron aprehendidos SosayBenitez, se les secuestró por la po« 
licía» todo el dinero, á excepción de la samado un mil pesos más 
6 menos que habían invertido en su viaje, desde San Luis, sien- 
do puestos aquellos á disposición de este Juzgado en Noviem- 
bre de 1891 (informes de fojas 88 y 109 vuelta y demás cons- 
tancias del sumario). 

10^ Que el procesado Sosa se encontraba convicto y confeso 
del delito imputado y en esa virtud se produjo contra él la 
acusación fiscal, solicitando la penada cinco años de trabajos 
f oreados, y dos años de prisión y una multa contra Benitez co- 
mo cómplice ó auxiliador del primero (informes de foja 4, foja 
61 vuelta y foja 80, etc.). 

11^ Que reconstituidos en forma los autos primitivos me- 
diante este proceso, que reproduce sus principales constancias, 
resultan igualmente acreditados los hechos que informan el ex- 
pediente sustraído y recuperado durante la investigación en 
condiciones de no ser utilizable parte alguna, no obstante haber- 
se comprobado desde el primer momento que era el original. 

12^ Que corresponde la pena de cinco años de presidio d los 
que hurten la balija ó sustraigan de ella ó de una oficina de 
correos, correspondencia que contenga billetes de banco, le- 
tras de cambio ó de crédito ó cualquier otro documento para 
recibir ó pagar dinero (artículos 51 y 53, ley de 14 de Setiem« 
bre de 1863, sobre crímenes cuyo juzgamiento compete á los 
tribunales nacionales). 

13® Que los que sustrajeran, destruyeren ó robaren los pro- 
cesos ó actuaciones seguidas ante la- justicia nacional ú otros 
papeles, registros, actas y efectos custodiados en los archivos, 
oficinas ó depósitos públicos, sufrirán la pena de presidio por 
uno átres años ó una multa de 500 á 1500 pesos (artículo 54, 
ley citada en el número anterior). 
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44'' Qae el procesado José S. Sosa se ha hecho pasible de la 
pesa correspondiente á los delitos de yiolacion de la corres- 
pondencia con sustracción de valores declarados y además de 
' sustracción y destrucción del proceso que por aquel hecho se le 
seguía ; de manera que con arreglo á lo presorípto por los ar- 
tículos 52 y 85 del Código Penal, deben acumularse la primera 
(considerando 12) con el término medio de la segunda (consi- 
derando 13), que dan un total de siete años de presidio para 
el autor principal ; no habiendo circunstancias agravantes ni 
atenuantes que considerar. 

15® Que al procesado Gerónimo Benitez, como cómplice en 
primer grado de José S. Sosa respecto de uno de los delitos 
cometidos por éste, la violación de correspondencia y sustrae- 
cien de valores declarados, no le corresponde otra pena que la 
de dos años de prisión, con arreglo á lo proscripto por el artí- 
culo 34, inciso 4^, Código Penal. 

Por estos fundamentos, y omitiendo mayores consideracio- 
nes, fallo: condenando i los procesados José S. Sosa y Oeróni- 
mo Benitos, á sufrir el primero la pena de siete años de presidio 
por sustracción de valores en la correspondencia y robo y des- 
trucción del proceso primitivo, debiendo computarse con arre- 
glo al artículo 49, Código Penal, el tiempo de prisión sufrida ; 
y al segundea dos años de prisión, como cómplice en el pri^- 
mero de los delitos enunciados ; con costas. Habiéndose cum- 
plido la condena del segundo con la prisión sufrida^ póngasele 
en libertad, ejecutoriada que se encuentre á su respecto esta 
resolución. Juzgando en definitiva, asilo declaro y ordeno en 
Mendoza á 6de Setiembre de 1895. 

Hágase saber con el original y en oportunidad archívese, 
previa reposición del papel. 

Severo G. del Castillo. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Marzo %i de 1886. 
Suprema Corte : 

El proceso segoido contra José S. Sosa y J. Benitez, por 
yiolacionde correspondencia y robo de valores postales, fué 
snstrAÍdo de la secretaria del Juzgado, mediante las circuns- 
tancias de que instruye el detallado informe del secretario, co- 
rriente de fojas 4 ¿ 20. 

Aunque hallado posteriormente, según resulta de la diligen- 
cia de foja 1 16, su estado no permitió ni agregarlo ni conti- 
nuarlo y fué necesario rehacer su contexto por la reproducción 
de las declaraciones é informes que evidencian la culpabilidad 
de Sosa^ respecto á la destrucción del expediente y la del 
mismo y su cómplice Benitez, en cuanto á la violación de la 
correspondencia y sustracción de los valores. 

No importa que falte la prueba material y directa. La serie 
de hechos demostrados, constituye la prueba más acabada é 
inequívoca de los delitos perpetrados. Si esa prueba sólo con- 
siste en presunciones, preciso es reconocer,* que esas presun- 
ciones jamás fueron más expresivas y satisfacieron más am- 
pliamente las exigencias del título 15 del Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal. 

El cuerpo del delito consta por pruebas directas, puesto que 
el expediente sustraído fué encontrado en lugar indigno, y la 
violación y robo de la correspondencia fué constati^da por las 
oficinas de correos, que son documentos públicos y de autenti- 
cidad indiscutible. 

Los hechos del informe de la secretaría Klnn sido corrobora- 
dos por las afirmaciones subsiguientes: Sosa lela y tomó apun- 
tes del expediente durante algunos días. El último, vestido de 
un sobretodo bastante amplio, como para ocultar el expediente 

YOL. LXni 25 
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después de tenerlo en su poder, se retiró sin devolTerlo, arran- 
cando de ese momento la desaparición. 

En el tránsito de la ofioina á la Penitenciaría, entró á nn 
almacén con pretexto de Tender nn poncho que resultó robado, 
fué al interior de la casa, con pretexto de nna diligencia per- 
sonal^ 7 allí en aquella casa, y en aquel lugar, se ha encontrado^ 
tiempo después, el expediente sustraído. 

Si fué Sosa quien lo tuvo el último, si no lo derolvió bajo 
constancia, si salió de la oficina sin dar cuenta» si fué al alma- 
cén y de allí al lugar escusado donde seenoontró, si el único in- 
teresado en la desaparición era él, si con la sustracción elimina- 
ba las confesiones que después ha querido negar y ar^ir de 
Tiolentas y forzadas, el convencimiento se produce á su respec- 
to de modo irrecusable. T la serie de hechos relacionados^ con- 
comitantes, inequívocos, concordantes y conexos entre sí, de 
una manera íntima que no pueden conducir á diversas con- 
clusiones, sino á una única y excluyente, constituyen la prue- 
ba; plena por presunciones, que autoriza el artículo 358 del 
Código de Procedimientos. 

Otro tanto puede afirmarse respecto del robo de valores . 

Sosa, ex-empleado de correos, disfrazado de cartero, se in- 
troduce furtivamente en el furgón del estafetero que conducía la 
correspondencia con valores declarados de Mendoza á Buenos 
Aires, recorre desde allí un largo trayecto en el furgón y baja 
del tren en San Luis, Ayudado por un vijilante desertor, al- 
quila ó compra muías, y provisto de lo necesario, emprende 
viaje hacia el norte. 

Sorprendido y preso, después de quince días de viajes en 
aquella forma, al tomar el tren en la estación del ferrocarril de 
Córdoba, se secuestra de su poder, casi la totalidad de la suma 
sustraída que ascendía á más de 17.000 pesos moneda nacional. 

Prescindiendo de las confesiones del expediente sustraído, el 
hecho de la introducción al furgón del estafetero, de la fuga pos- 
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terior por caminos y medios extraviados, el empleo de recursos 
superiores á sus medios pecuniarios, é inusitados para quien no 
trata de ocultarse y el secuestro en bu poder de la casi tota- 
lidad de la suma robada, sin explicar su posesión por medios le* 
gítimos ¿no ^on hechos fehacientes de culpabilidad? 

Las objeciones contra el sumario administrativo y contra 
las informaciones y declaraciones sobre constancias del prooe- . 
80 sustraído^ son legalmente inadmisibles. 

Si bien los simples informes administrativos no bastan á fun- 
dar la condena, ellos no pierden por no ser ratifícddo, su carác- 
ter de prueba. Son documentos auténticos comunicados direc- 
tamente al Juez de la causa; y que mientras no se tachan de 
suplantación 6 falsedad de firmas, revisten formas legales de» 
autenticidad. Ten cuanto á las informaciones recogidas, ni 
necesitan ratificarse yaque fueron ordenadas y dirigidas al 
mismo Juez, ni pueden argüirse de declaraciones de referencia, 
cuando emanan de jueces y funcionarios que han intervenido 
directamente en el proceso, por razón de sus cargos y deponen 
no sobre lo que les hayan referido^ sino sobre lo que han visto, 
oído y escrito, actuando en el proceso. 

Las presunciones qne arrojan esos informes y declaraciones, 
son vehementes, y satisfaciendo las exigencias del articulo 
S58 del Código de Procedimientos, constituyen prueba acaba- 
da. Ellas no imputan mera complicidad, sino actos directos 
de ejecución de los delitos, que constituyen al procesado en 
antor ó coautor principal. 

Le son entonces de estricta aplicación las penas que le impone 
la sentencia de foja 148, con sujeción á las disposiciones de los 
artículos 53 en su segunda parte y 54 de la ley de 14 de Setiembre 
de 1863, sobre crímenes contra la nación, y pido á Y. E. se sirva 
por ello confirmarla por sus fundamentos. 

SaAtniaho Kier. 
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Fallo de la Sv|^r«iiiA C?«rte 

Buenos Aires, Mayo 7 de 1896. 

Yistos: Considerando, que los delitos imputados al procesado 
Sosa, son deTíolacion de la bali ja de correos y sustracción de 
ella^ de correspondencia j dinero. 

Que además se imputa á Sosa el nuevo delito de sustrac- 
ción de la secretaría delJuzgado de sección de [Mendoza, de 
eipediente original de su proceso. 

Que en ambos casos la jurisdicción privativa de la justicia 
federal, está determinada por razón de la materia, y por tanto 
prima sobre la aplicación del Código Penal ordinario, la ley 
especial que castiga los crímenes y delitos contra la nación. 

Que está plenamente probado el hecho de la sustracción de 
los valores declarados, que ascendían á la suma de diez y siete 
mil cuatrocientos ochenta y dos pesos sesenta y dos centavos 
moneda nacional, y que fueron secuestrados de poder de Sosa, 
con deducción tan sólo de mil pesos que llevó el prófugo Fhi- 
lips y de ochocientos pesos más ó menos, invertidos por Sosa y 
Becitez en gastos de viaje. 

Por estos fundamentos y los de la sentencia de foja ciento 
cuarenta y ocho y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el 
señor Procurador General, se confirma, con costas, dicha sen- 
tencia en la parte apelada. Devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS Y. VÁRELA. 
—ABEL BAZAN. — JUAN E. TO- 
RRENT. 
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CAUSA 1.XTI 



El Consto de Educación de. Entre Rios, contra la testamentaria 
del subdito español don Migitel Indosochea, por cobro de cos- 
tas, contra elvice-cónsúl de España: sobre apelación d la Su" 
prema Corte. 



Sumario. — La sentencia de los tribunales locales decla- 
rando que no puede ejecutarse ante ellos la condenación en cos- 
tas pronunciada contra un yice-cónsul, no es apelable para ante 
la Suprema Corte . 



Caso. — Lo explica el siguiente : 



RECURSO 

Suprema Corte : 

Antonio Montes, en representación del Consejo de Educación 
de Entre Bíos, según el poder que en debida forma acompaña, 
7 constituyendo domicilio legal en la Avenida de Mayo número 
589, á V. E. respetuosamente expresa: 
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Que por los dooamentos que acompaño en oolio fojas útiles, 
se instruirá Y. E. de la sentencia dictada por el Superior Tri- 
bunal de Justicia de Entre Bios, desconociendo la competencia 
de los tribunales de provincia para ejecutar la sentencia pro- 
nunciada por ellos mismos, en el juicio testamentario del sub- 
dito español don Miguel Indosochea, en que intervino el señor 
vice-cónsul de España, don Santos Domínguez, en virtud de las 
facultades conferidas á los cónsules por la ley nacional de Se- 
tiembre de 1865. 

Que tal decisión de ese alto Tribunal compromete la valides 
de la citada ley, porque atribuyendo á los cónsules la facultad 
de intervenir en Bu carácter de tal, en los juicios testamenta- 
rios de los subditos de su nación, los somete á los fallos que los 
Tribunales de provincia pronuncian en esos juicios, y descono- 
ciendo el Superior Tribunal de Entre Bios la competencia de 
los jueces de la sucesión para ejecutar sus propias sentencias, 
desconoce la jurisdicción y competencia deferida á esos Tribu- 
nales en las sucesiones testamentarias en que intervienen los 
cónsules, con notoria violación de una ley especial del Con- 
greso, y. E. tiene establecido en repetidisimas veces que el 
Juez competente para ejecutar la sentencia y los incidentes de 
una causa, es el Juez que la ha fallado 6 que tiene jurisdicción 
en el asunto principal del litigio. 

Sise dejase subsistente el fallo recurrido, resaltaría estable- 
oida la extraña doctrina de que los cónsules deben litigar ante 
los jueces de la testamentaría en virtud déla representación que 
se les conñere, pero que los fallos que esos Tribunales pronun- 
cien sólo pueden ser ejecutados por demanda originaria traída 
ante esta Suprema Corte: así Y. E. quedaría convertido en eje- 
cutora de las sentencias pronunciadas por los tribunales de 
provincia, en los casca de sucesión en que intervienen los cón- 
sules, cuando estos son condenados á pagar las costas del jui- 
cio que ellos han promovido y causado. 
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Semejante decisión es^ paes, contraria á la validez y extensión 
de la jurisdicción acordada k los tribnnalea de provincia sobre 
los cónsules extrajeres que intervienen en los juicios sucesorios 
en los casos previstos por la expresada ley, é implícitamente al 
tratado de paz y amistad celebrado entre esta república y Es- 
paña> el 21 de Setiembre de 1863, y el caso se encuentra com- 
prendido por lo mismo en el inciso 3"^, del artículo 14 sobre ju- 
risdicción y competencia de los tribunales nacionales. 

Habiéndome sido denegado dicho recurso, vengo en queja ante 
Y. E . en virtud del artículo 229 de la ley de procedimientos fe- 
derales y pido á y. E. que, dando por deducido el recurso, se sirva 
ordenar la remisión de los autos; y vistos, revoque la sentencia 
del Superior Tribunal de Entre Bios y devuelva los autos para 
que conozca del asunto el juez del juicio sucesorio^ de acuerdo 
con el artículo 16 de la ley de jurisdiocion y competencia. 

Alejandro Ácevedo. — Antonio Montes. 



VISTA DEL SBflOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Mayo 1* de 1896. 
Suprema Corte : 

Según las referencias de autos, no se controvierte en el inci- 
dente relacionado la intervención que pueda corresponder á los 
cónsules en los autos testamentarios de un conciudadano muer- 
to aJb-inteitatOy ni el modo de intervenir en ellos según la ley 
nacional de 30 de Setiembre de 1865. Ese punto ha sido resuel- 
to por sentencia ejecutoriada, según se afirma, y no es ya ma- 
teria del recurso. 

La gestión sub-judice, se refiere sólo al pago de honorarios y 
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costas en que el oónsul ha sido condenado en la sentencia pasa- 
da en autoridad de cosa juzgada. 

La declaración de incompetencia de los Jueces provinciales , 
que consigna el auto recurrido de foja 9, por cansa de los privi- 
legios del cónsul^ no obstante derivar la ejecución por pago de 
honorarios de un juicio universal, radicado ante aquellos, no 
parece recurrible para ante Y. E. Ni es definitiva, puesto que 
puede ser modificada en otra ulterioridad del juicio, ni está 
comprendida en los incisos 2<* ó 3^ del articulo i 4 de la ley so* 
bre competencia nacional, porque esa decisión no contratía y al 
contrario declara la validez del titulo, privilegio 6 excepción 
que se funda en la ley nacional , como las pretensiones de la 
contra parte que los niega en el caso. 

Por ello, pienso que Y. E. no debiera admitir el recurso de 
hecho, traido ante Y. E. 

Sabinia/no Kier. 



WmXío de to 0vprenMi €)weim 



Buenos Aires, Mayo 7 de 1896. 

Yistos en el acuerdo: Besultando de la propia exposición de 
la parte, que el caso no está comprendido en el inciso tercero, 
del artículo catorce de la ley de jurisdicción y competencia de 
los tribunales federales, que invoca como fundamento del re- 
curso interpuesto, y de acuerdo con lo pedido por el señor Pro- 
curador General, se declara bien denegada la apelación dedu- 
cida. Bepóngase el papel y archívese. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN . — OCTAVIO B1]N- 
GE . — JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA 1.x Yll 



Contra don M. Marenco, por diferencia de peso en los articulas 
pedidos á embarque; sobre dobles derechos 



Sumario. — La diferencia de peso en las mereaderías pedií 
das á embarque autoriza la pena de dobles derechos • 



Caso. — Aparece de las siguientes piezas : 



RESOLUCIOR DE LA ADUANA 



Buenos Aires, Setiembre 19 de 1895. 

Besultando de las actuaciones de este expediente, compro- 
bada la falta dei570 kilos tabaco que se denuncia en el parte 
de foja i% 7 por lo expuesto en el informe del Besguardo, que 
antecede, resuelvo, con arreglo alo dispuesto por el inciso 4^ del 
artículo 668 y artículo 101 i de las Ordenanzas de Aduana, se 
paguen dobles derechos por la mencionada mercadería. Hágase 
saber á sus efectos, pase á Contaduría y repónganse los sellos. 

J. H. Martinez Castro. 
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rallo del Jíues Federal 

Buenos Aires, Febrero 6 de 1896. 

T vistos : Considerando : Que resulta suficientemente estable- 
cido en autos, que el apelante solicitó embarcar de remoridoGO 
fardos de tabaco, con peso de 8000 kilos y el Resguardo se 
opuso al embarco de esta mercadería, deteniéndola, por haber 
encontrado diferencia en el peso. 

Que luego el apelante, por el documento de foja 9, solicitó de 

la Adaana se le concediera el embarque, ofreciendo fianza á las 

^resultas de las reclamaciones entabladas, y otorgó el recibo de 

foja iO en que reconoce la exactiud de lo denunciado en el 

parte de foja i'. 

Que el caeo cae por tanto dentro de la prescripción contenida 
en el inciso 4^ del artículo 668 de las ordenanzas, que pena esta 
clase de diferencias con una multa igual á los dobles dere- 
chos (art. iOll). 

Por esto, se confirma con costas la resolución apelada de foja 

8 vuelta. En oportunidad devuélvanse los autos á la Aduana á 

los efectos que correspondan. 

Bepóngase el papel . 

J. V. Lalanne. 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR 6BNBRAL 



Buenos Aires, Abril 9 de 1896. 
Suprema Corte : 

w 

Los informes de fojas 7 y 8, expresan de una manera cate- 
górica, que la guía námero 4627, pedía á embarque 8000 ki- 
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los yerba ; y que de la pesada practicada al Terificar el embar- 
que sólo resultaron 6430 kilos • 

Si después se produjeron los procedimientos que dieron por 
resultado el permiso para la salida del buque con guias cumpli- 
das, fué bajo la fianza otorgada y aceptada por la aduana á fo- 
ja 9 Tuelta. 

Pero quedando en pié á las resultas del juicio añanzado, el 
becbode una diferencia de más, reconocida por la parte y rec- 
tificada por la guía número 4847 después de la verificación por 
la aduana, la resolución de foja 8 ruelta se impone, no obstante 
el cumplido objetado en la expresión de agravios, que no en- 
vuelve una aceptación simple de las gulas, sino condicional, 
mediante el afianzamiento ofrecido y aceptado. 

Por ello pido á Y. E. se sirva confirmar la resolución recu- 
rrida de foja 23 vuelta. 

Sabiniano Kier. 



Falto ém to 0Hpi 



Buenos Aires, Mayo 9 de 1896. 

Vistos : Por sus fundamentos, y de conformidad con lo expues- 
to y pedido por el señor Procurador General : se confirma con 
costas la sentencia de foja veintitrés vuelta, y repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

BENJAIUN PAZ. » LUIS Y. TAKEJLA* 
— ABEL BAZAN. — OCTAYIO Bim- 
6B. — JUAN E. TORUn. 
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CAUSA 1.XTIII 



IMía Carmen Queoedo, por exoneración del servicio de las ar- 
mas, á favor de su hijo Juan A . Quevedo; sobre competencia 



Sumario. — Los jaeces federales no pueden conocer origi- 
nariamente en los reclamos de excepción del servicio militar. 



Caso. — Doña Carmen Qnevedo ocurrió al Juzgado solici- 
tando para su hijo Juan, que dijo ser único, la exoneración del 
seryicio militar • 

Becibida la información que se ofreció por la solicitante, 
quien presentó después un diario en el que aparecía su hijo co- 
mo inscripto en la guardia nacional^ se dictó el siguiente: 



Vallo «el JívM Peiierfa 



Comentes, Abril 7 de 1896. 

A sus antecedentes y considerando : Que el artículo 26 de la 
ley número 3318 de fecha 23 de Noviembre de 1895 exceptúa 
del serTício activo en la guardia nacional entre otros, al hijo 
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Único de madre TÍuda 6 á aquel de los hijos que atienda á la 
subsistencia de ésta ó de nn padre septnagenario 6 impe- 
dido. 

Que segan la citada disposición, la excepción se concede sólo 
al hijo único de madre viada 6 á aquel de los hijos de madre 
TÍuda que atienda á la subsistencia de la misma. 

Que declarando la solicitante ser de estado soltera^ la excep- 
ción que solicita para su hijo Juan A. Quevedo, no procede en 
el caso, porque la ley viene en auxilio sólo de la mujer casada 
que con la muerte del marido, ha perdido al que proveía á su 
subsistencia y demás necesidades de la vida, condición en la 
que no se encuentra la mujer soltera con hijos, como fácilmente 
se ve. 

Por esto, y no obstante lo expuesto y pedido por el Fiscal, 
no se hace lugar á la excepción que solicita para su hijo Juan 
A. Quevedo, del servicio activo de la guardia nacional. T re- 
pónganse los sellos. 

Lujambio. 



VISTA PEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Abril 24 de 1896. 
Suprema Corle: 

El artículo 26 de la ley número 3318, referente á la organi- 
zación del ejército y guardia nacional de la república, exceptúa 
del servicio activo, entre otros, al hijo único de madre viuda, ó 
á aquel de los hijos que atienda á la subsistencia de ésta ó de 
un padre septuagenario ó impedido, y el 27 siguiente, crea 
juntas especiales para entender en los reclamos de excep- 
ciones. 
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El decreto de 28 de Enero del corrieate año, reglamentario de 
aquellas disposiciones legislatiras, dispone por su artienlo 24, 
€ qae el hijo único de madre vinda 6 aquel de los hijos que 
atienda á la subsistencia de áata 6 de un padre septuagenario 6 
impedido, se presentará & la jnnta de reclamaciones á los obje- 
tos expresamente determinados anteriormente. 

Con tales precedentes legislatiyos, pienso que el señor Juez 
Federal de Corrientes no ha debido conocer originariamente de 
la excepción opuesta á nombre del redamante^ y que no obs- 
tante la salvedad que el artícalo 28 de la lej citada consigna, 
respecto á la jarisdiccion que corresponde á los jueces fede- 
rales, esa jurisdicción no puede ejercitarse sino subsidiaria- 
mente, en amparo de derechos negligídos ó conculcados por las 
juntas encargadas de conocer en los reclamos de excepciones, 
por prescripción expresa de la ley. 

Por ello, pido á T. E. se sirva dejar sin efecto el auto recu- 
rrido de foja 12, declarando que el interesado debe ocurrir á ha- 
cer valer sus excepciones, ante la junta que corresponda. 

Sabiniano Kier. 



Pialo ám la ñupwetnkm €)orte 

Buenos Aires, Mayo 9 de 1896. 

Vistos : Disponiendo el artículo veinte y siete de la ley nú- 
mero tres mil trescientos diez y ocho, que en los reclamos de 
excepciones del servicio militar, entenderán las juntas creadas 
por el mismo artículo, no habiendo podido, en consecuencia, 
traerse el caso originariamente ante la justicia federal. 

Por esto, y de conformidad con. lo expuesto y pedido por el 
señor Procurador General: déjase sin efecto el auto apelado de 
foja doce, y se declara nulo lo obrado, debiendo la parte inte- 
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tesada ooarrir ante la junta que corresponda. DevaélTanse los 
antos, debiendo reponerse el papel ante el Juez de Sección. 

benjamín paz. — lüis y. tabela. — 
abel bazan. — octavio bungb. 
— juan e. torbent. 



CAUSA I4XIX 



Contra Negrotto y Parrefini; sobre comúo 



Sumario. — Caen en comisólas mercaderías descargadas de- 
más sobre las manifestadas. 



Caso. ^ Besulta de las siguientes piezas : 



RESOLUCIÓN DB ADBANA 



Rosario, Judío 18 de 1895. 

Vistos 7 resultando : Que verificada la descarga del vapor 
argentino c Nación»^ entrado al puerto el 18 de Febrero del 
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* 

corriente año, resultaron exceder de lo manifestado 2i3 bolsas 
de yerba, por cayo hecho se pasó con fecha 19 del mismo, el 
parte que encabeza este sumario. 

Que llamado á declarar el agente del vapor, concurre recién 
en i° de Marzo, alegando en su descargo que ya tenía presen- 
tado en secretaría un certificado por el cual constaba que esta 
yerba había venido del Brasil en el vapor conductor y que por 
equivocación descargó de menos en Buenos Aires, y que los des* 
cargados daban la cantidad justa que expresaba el manifiesto 
consular. 

Que al presentar ese certificado expedido por la Aduana de 
Buenos Aires con fecha 21 de Febrero, con una solicitud ó es- 
crito de fecha 22 del mismo mes, recien hacen presente á la 
administración que hicieron denuncia al jefe del resguardo y 
secretario de la administración á fin de salvar este error y evi- 
tar penas según las Ordens^nzas de Aduana, declaración que se 
reitera en la solicitud ó presentación de fecha 16 de Abril, pi- 
diendo se agregue un nuevo certificado expedido con fecha 9 
por la Aduana de Buenos Aires. 

Que este certificado constata que el vapor € Nación » dio en- 
trada en el puerto de Buenos Aires, donde manifestó la carga 
que para ese puerto conducía y en tránsito para el Bosario, 800 
bolsas yerba mate con 48.000 kilos, marca M, contramarca 
B. F., y que de la carga para dicho puerto de Buenos Aires se 
rebajaron, adicionándolos en tránsito al Bosarió, 223 bultos más, 
100 marca M, contra marca BF; 91 más marca S H, y 32 mar- 
ca T Qt, adición acordada en Febrero 19, según consta en el 1^ 
certificado de 21 de ese mes, todo lo que haría un total de 1023 
bultos yerba para esta plaza del Bosario. 

Y considerando: 1° Que el exceso de 213 bolsas, está pro- 
bado y confesado por los agentes del vapor conductor de la 
yerba. 

2^ Que la denuncia que de ese exceso dicen haberse hecho 
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yerbalmente al resguardo y secretario de la Admíaistr ación , no 
sólo está desmentida por las constancias de foja 6, comoqueaan 
en el caso de que existieran no tendrían fundamento alguno, 
puesto que ni es verbalmente ni tampoco á empleados subalter- 
nos de la administración, ante quien debió formularlas sino ante 
el Administrador de Rentas y por las correspondientes solicitu- 
des, como lo han verificado en las dos que han presentado y que 
obran en autos. 

3° Que el hecho alegado en descargo en la declaración pres- 
tada á foja % de que esos bultos de excesos aquí, habían sido 
descargados de menos en Buenos Aires, hubiera sido causa ate- 
nuante, desde que faltando en la descarga en aquella Aduana no 
tenían que responder de ellos, incurriendo por la falta en Ifi 
multa de 20 pesos por cada bulto, cantidad mayor que el dere- 
cho fiscal, que cada uno adeuda, está destruido por los mismos 
certificados acompañados, desde que por ellos consta que á soli- 
citud de los mismos interesados esa aduana concedió su rebaja 
de ellos de la níanif estación hecha pura esa plaza, agregándolos 
á los que venían para ésta, con loque levantaban ante ella toda 
responsabilidad por la falta de los mencionados bultos; que por 
otra parte esos certificados no tienen otra importancia que es 
certificar las operaciones que el vapor efectuó en la mencionada 
plaza^ independientes completamente de las que pudiera efec- 
tuar en ésta. 

4° Que tampoco es atendible el fundamento alegado á foja 5, 
de haber el vapor presentado el manifiesto general con carácter 
de provisorio, pues en ningún caso esos documentos pueden re- 
vestirlo ni podrían ser aceptados por la Aduana en esas condi- 
ciones, desde que ella importaría hacer ilusoria toda manifes- 
tación. 

5® Que en cuanto á la declaración hecha por el capitán del 
vapor, al darle entrada, de traer en duda 50 bultos de menos 
de lo manifestado, lejos de darle carácter provisorio al mani- 

YOL. LXni 26 
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fiesto general es contraproducente, puesto que debiendo llevar 
sus libros y tomar cuenta y razón de las operaciones que hace 
el vapor en cada puerto, no puede tener en duda no sólo la im*- 
portancia de la partida que dejaba de manifestar, sino, ni aun 
las 50 bolsas, ni muúho menos. 

6® Que hecho el recuento de lo que embarcó en el puerto de 
procedencia y lo descargado en Buenos Aires, y éste, resulta 
todavía que faltarían á bordo 10 bolsas, pues el total de bultos 
para este puerto, inclusos los no manifestados, sería de 1023, no 
habiéndose descargado sino 1013, según constancias, y sobre 
cuya falta no se ha dado explicación alguna, hecho que demos- 
traría que la falta de manifestación había dado lugar ya á su 
desaparición de á bordo, como pudo darle á la de los 213, que 
sólo resoltan exceder de esa manifestación. 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con lo dispuesto por el 
artículo 905 de las Ordenanzas de Aduana, resuelvo: condenar 
á la pena de comiso el exceso de las 213 bolsas yerba no elabo- 
rada. 

Hágase saber, y con intervención de la Alcaidía precédase á 
la venta en público remate de la mercadería penada, y hecho 
pase á contaduría y tesorería á los efectos de los artículos 1029 y 
1030 de las Ordenanzas de Aduana. Repuestos los sellos, ar- 
chívese . 

Manuel Camelino . 



Vallo del Ju«b Federal 



Rosario, Octubre 5 de 1895. 

Vistos : De acuerdo con las disposiciones contenidas en los 
artículos 846, 905, 1025, 1026 y 1058, de las Ordenanzas de 
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Aduana, de conformidad á la jarispradencia de la Saprema Cor- 
te naoioual contenida en los tomos 4^, página 50; 13, página 
51; i5, página .557,. de la 2^ serie; tomo 2^, página 346; tomo 
3^, página 88; tomo 5®, página 107 y 154, de la serie 4*; j en 
atención á lo dictaminado por el señor Fiscal j Asesor de Adua- 
na^ se confirma por sas fundamentos la resolución administra- 
tiva de Jnnio 18 del corriente año, no pudíendo aplicarse el ar- 
tícolo 1057 de las Ordenanzas de Aduana en mérito de las ob- 
servaciones hechas por el señor administrador, en su último 
considerando de so resolución de foja 12, y en virtud de la in- 
terpretación de la Suprema Corte nacional que ha hecho del ar- 
tículo 1057 de las citadas Ordenanzas en el fallo del tomo 4®, 
página 50, serie 2*. Repóngase y notifíquese con el original. 

Daniel Goyíia . 



VISTA DEL SGftOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 90 de 1896. 

Suprema Corte : 

Los recurrentes han reconocido el error cometido al descar- 
gar 213 bolsas de más sobre las 800 manifestadas. La solicitud 
sobre rectificación del manifiesto, no les aprovecha contra las 
responsabilidades legales de ese error, una vez que los mismos 
reconocen también á foja 21 vuelta, que sólo se apercibieron 
después de la descarga. 

Las excepciones de ignorancia y de error no de consideran por 
las ordenanzas, causa atenuante de las responsabilidades lega- 
les, en materia de Aduana. Toda falta de requisito, toda falta 
de declaración, ó todo hecho que despachado en confianza ó que 
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si pasando desapercibido produjera menos renta que la legití- 
mente imponible^ será considerado como fraade y por consi- 
guiente materia de pena, según prescripción expresa del artículo 
1025de las Ordenanzas. Y que el perjuicio de la renta era po- 
sible en el caso, no es cuestionable siquiera, cuando el derecho 
sobre la cantidad manifestada fuera menor que el legítimamen- 
te imponible á la mayor cantidad despachada. El artículo 18 de 
la ley de Aduana para 1894 en nada contradice aquellas pres- 
cripciones de las ordenanzas. Al contrario, al prescribir á los 
capitanes de buque^ el deber de presentar en el primer puerto 
argentino que toquen, el manifiesto de carga que conduzcan pa- 
ra aquel puerto, no excluye y si implica, el cumplimiento del 
mismo deber respecto délos otros puertos y por la carga que 
conduzcan á ellos. 

Inútil parece entonces, toda ulterior discusión, bastándome 
invocar los x^onsiderandos de la resolución administrativa de 
foja 12, para pedir á Y. E. la confirmación de la sentencia 
recurrida. 

Sabiniano Kier , 



PaIIo lie la SupreniA Corte 



BuQnos Aires, Mayo 9 de 1896. 

Vistos y considerando : Que cualquiera que fuera el valor que 
debiera atribuirse á las operaciones hechas en la Aduana de la 
Capital, con respecto á las doscientas trece bolsas de yerba á que 
estos autos se refieren, y de que instruyen los certificados de 
foja ocho, ellos no bastarían para cambiar la naturaleza de la 
causa^ puesto que los recurrentes, al pedir el despacho de la yer- 
ba á ellos consignada, ante las autoridades aduaneras del Bo- 
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gario, no incIuyeroQ ea el manifiesto de despaolio las mencio- 
nadas doscientas trece bolsas, pidiendo sólo el despacho de 
ochocientas, cuando la partida completa que llevara el vapor 
nacional «Nación» era de doscientas trece. 

Por estos fundamentos, los de la sentencia apelada de foja 
treinta y uno, y de acuerdo con ló expuesto y pedido por el señor 
Procurador G-eneral, se confirma, con costas, dicha sentencia. 
Repuestos los b'ellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — luis V. VARBl'A. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BÜNGE. — JUAN B. TORRENT. 



C^AVIIA IaXX 



Don Antonio Santa Marta, contra el doctor don Manuel Escalante 
por cobro de pesos ; sobre contienda de competencia 



Sumario. — Una vez que se disputa por otro juez la jurisdic- 
ción que se ejerce en los autos, debe tramitarse y resolverse la 
contienda; siendo nulo todo lo que se actúe después de iniciada 
ésta. 



Caso. — En 25 de Octubre de 1892^ el señor Santa Maria 
dedujo demanda contra el doctor Escalante, por cobro de la 
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cantidad de 555 pesos moneda corriente, procedente it gas oon«< 
snmido desde el 9 de Junio hasta el 30 de Setiembre del mismo 
año. 

Acreditado el fuero por la diversa vecindad de las partes, se 
corrió traslado de la demanda. 

El demandado, sin evacuarlo, opuso las excepciones de in- 
competencia y litis pendencia, fundada esta última en que la 
misma Empresa le seguía otro juicio de la misma naturaleza 
ante la justicia provincial. 

El Juez rechazó dichas excepciones por medio del siguiente 
fallo : 

Rosario, Diciembre 5 de 1893. 

Y vistos : Las excepciones de incompetencia en el Tribunal y 
litis pendencia deducidas por el doctor Escalante en autos con 
la Empresa del Gas, sobre cobro de pesos. 

T considerando : Que la Suprema Corte en causas repeti- 
dísimas, tiene establecida la jurisprudencia de que la Empresa 
del Gas, ó sea el demandante don Antonio Santa María, pro- 
pietario de ella y con domicilio en la Capital federal, goza del 
fuero nacional litigando con vecino de esta provincia, como lo 
es el demandado doctor Escalante. 

Que no existe litis pendentia cuando la acción de uno y otro 
pleito son distintas, pues no produce aquella la analogía que 
existe entre ellos sino la identidad de ambas. (Fallos de la Su- 
prema Corte, serie 2*, tomo 9, pág. 35). 

Que según se confiesa por el doctor Escalante, la demanda 
interpuesta en su contra por la Empresa del Gas, ante la justi- 
cia de provincia, le fué por el consumo hecho en meses ante- 
riores á aquellos, sobre los que versa la demanda actual de foja 
S y por cantidad distinta á la que hoy se cobra, de cuyos an- 
tecedentes, surge la consecuencia de ser la presente acción com« 
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pletamente distinta á aquella y por ende, viable ante juez dis- 
tinto también. 

Qoe la circunstancia aducida por el doctor Escalante de que 
el consumo qne hace actualmente de gas, trae su origen de un 
mandato de la justicia provincial, no implica la existencia de 
la Utispendentia que se aduce, pues si tal teoría se aceptase, 
nos llevaría al extremo inadoptable, de que bastaría que un dere- 
cho cualquiera fuese juzgado por un juez 6 concedido por éste» 
que él y sus futuras y distintas incidencias quedasen vincula- 
das in etemum á ese mismo y único juez 6 á la jurisdicción á 
que tal magistrado perteneciera^ lo que es absurdo suponer. 

Por tanto : no se hace lugar á las excepciones de incompe- 
tencia y litis pendentia deducidas, con costas, debiendo el de- 
mandado contestar derechamente la demanda en el término de 
ley. 

Notifíquese con el original y repónganse los sellos. 

6. Escalera yZuviría. 

El doctgr Escalante contestó la demanda, y por un otrosí 
dijo : que para qo perjudicar la continencia de la causa y evi- 
tar resoluciones distintas y contradictorias, pedía se librara ofi- 
cio á la cámara de justicia para que remita el expediente pen- 
diente ante ella, no habiendo razón para hacer dos juicios. 

Posteriormente, al solicitar una diligencia de prueba, reiteró 
ese pedido diciendo que existían los requisitos necesarios para 
que proceda y se decrete la acumulación de autos . 

El Juez proveyó de conformidad, sin perjuicio. 

Santa María observó después que al librarse oficio al juez de 
la provincia, se había padecido un error, pues al final se pedía 
á aquel se inhibiese de entender en la causa, lo que ha dado lu« 
gar áque se crea que 3e promovía una cuestión de competen- 
cia. 
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Pedía que así se hiciera saber al juez provincial. 

El Jaez de la Sección proveyó de conformidad, y ordenó á la 
vez que se informara sobre los meses y año respecto de los cua- 
les se seguía juicio en la justicia provincial. 

El Juez de 1*^ instancia contestó por medio del siguiente ofi- 
cio t 

"' Rosario, Noviembre 8 de 1894. 

Ál señor Juez Federal de Sección : 

En el juicio seguido ante este Juzgado por la Empresa del 
Gas contra don Manuel Escalante, por cobro de pesos, se ha dis- 
puesto dirigir á Y. S. el presente, transcribiéndole íntegro el 
oficio que se sirvió dirigir á este juzgado y que es del tenor 
siguiente : « Rosario, Mayo 12 de 1894. Señor Juez de primera 

• 

Instancia de esta circunscripción. Presente. En los autos se- 
guidos por la Empresa del Gas contra don Manuel Escalante 
sobre cobro de pesos, se ha resuelto, á solicitud de la parte del 
segundo, y, sin perjuicio, dirigir á Y. S. el presente, á fin de que 
se inhiba de entender y se sirva remitir á este Tribunal los 
autos seguidos ante su juzgado por la empresa referida contra 
dicho señor Escalante, por cobro depesos. Saluda á Y. S. aten- 
tamente. — Firmado. G. Escalera y Zuviría. — Hay un se- 
llo ». 

Al mismo tiempo debo informar á Y. S. que el juicio que se 
sigue ante el Juzgado^ es por cobro de consumo de gas corres- 
pondiente á los meses de Julio á Diciembre de 1891 y Enero 
del 92. 

Dios guarde á Y. S. 

José María Salva . 
Juan M. Anas. 
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Con anterioridad á este oficio, el mismo jaez remitió testi- 
monio del siguiente auto : 

Rosario, Setiembre 27 de 1894. 

Autos y vistos: En la cuestión de competencia suscitada por 
el señor juez nacional de esta sección, doctor Gualberto Esca- 
la y Zaviría, en el exhorto remitido confecha 12 de Mayo pró- 
ximo pasado, para que inhibiéndose este Juzgado de conocer, 
remita los autos seguidos por la Empresa del Gas contra el 
doctor Manuel Escalante, por cobro de pesos. 

Y considerando: 1® Que con fecha 19 de Marzo de 18d2, la 
Empresa del Gas, representada por el se^or Mauricio Zavalla, 
se presentó ante el Jaez de Faz de la I'' sección demandando al 
doctor Escalante por cobro de pesos procedentes de consumo de 
gas, lacual se contestó en 30 del mismo deduciéndose reconven- 
ción. 

2^ Que el referido Juez de Paz, fundado en la cantidad á que 
ascendía la reconvención, se declaró incompetente, con fecha 7 
de Mayo del mismo año, avocando su conocimiento á petición 
departes, el superior que desempeñaba entonces este Juzgado, 
quien declaró en 8 de Junio expresamente que correspondía á 
su jurisdicción la presente causa, providencia que se ejecutorió 
sin observación alguna délos interesados. 

3"* Que según se desprende del expediente respectivo y del 
exhorto que motiva esta providencia, la cuestión suscitada ante 
el señor Juez Federal por la Empresa del Gas contra el doctor 
Escalante, versa entre las mismas personas, por la misma cau- 
sa é idéntico objeto á laque pende ante este Tribunal, dedu- 
cida con anterioridad, siendo aquella una emergencia de ésta, 
sujeta, en consecuencia, á la principal. 

4® Que por otra parte, de autos no consta que la Empresa del 
Gas está sujeta ó pueda acudir ante el juzgado nacional, de ju- 
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lisdicoion excepcional, en razón de las personas, sobre las cuales 
existe la presunción legal de que son argentinos, sin tener en 
consideración acaso de que siendo anónima la sociedad deman- 
dante, se halla comprendida en el artículo 9 de la ley sobre ju- 
risdicción 7 competencia de los tribunales nacionales de 14 de 
Setiembre de 1863. 

5** Que aun en el supuesto de que el fuero federal correspon- 
diera por razón de las personas, habiendo acudido éstas volun- 
tariamente á los tribunales de la provincia, la causa ha que- 
dado radicada en éstos, á quienes por tal hecho les corresponde 
su juzgamiento, como lo expresa el inciso 4^ del artículo 12 
de la ley citada. 

6^ Que considerando por otra parte el objeto que ha motívala 
do el presente litigio, no corresponde en razón de la materia á 
justicia federal , perfectamente deslindada en la ley de referencia. 

Por estas consideraciones y no obstante lo dictaminado por 
el señor agente fiscal^ el suscrito se declara competente para co- 
nocer en este juicio. En consecuencia, invítese al señor Juez de 
Sección para que se inhiba á su vez en el conocimiento de la 
causa referida y la remita á éste Juzgado á los efectos á que 
haya lugar ó, en caso contrario, formulada la cuestión de com- 
petencia, envíe el expediente de la materia á la Suprema Corte 
de Justicia nacional á los fines del artículo 17 de la ley recor- 
dada. Hágase saber y líbrese oficio al señor Juez Federal con 
inserción de esta resolución. 

Repónganse los sellos. 

José María Salva, 
Antu mí : 

Juan M. Arias. 

Santa Maria observó que se trataba de un error padecido en 
la redacción del oficio enviado al Juez de Sección, pues había 
ya cosa juzgada respecto de los mismos puntos de que se trata 
ahora. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR FISCAL 



Señor Juez : 

Evacuando la vista conferida por pro?idencia de foja 1 18 vuel- 
ta, este ministerio, expone: que de foja 32 á 33 fué resuelta una 
excepción de incompetencia alegada por el demandado doctor 
Escalante, no haciendo lugar á ella. Que ejecutoriado el auto, 
que resoWió sobre la competencia, la misma parte de Escalante 
pide á foja 34, para no dividir la continencia de la causa, que 
se libre oficio al señor Juez de 1' Instancia y 2^ nominación de 
esta ciudad, para que remita un expediente segoido entre las 
mismas partes litigantes y sobre cobro de pesos por igual pro- 
cedencia de consumo de gas, á fin de acumular los autos, y 
V. S. por providencia de foja 40 accedió á este pedido. Que 
el señor Joez de 1* Instancia contesta á foja 94, acompañando 
copia de su resolución, en la que no haciendo lugar al pedido, 
promueve con justa razón contienda da competencia, porque, á 
juicio de este ministerio, la acumulación de autos sólo puede 
solicitarse entre jueces de la misma jurisdicción, y no entre un 
Juez Federal que la tiene privativa (art. 12 de la ley de juris- 
dicción y competencia de los Tribunales nacionales del 14 de 
Setiembre de 1863) y la de un juez de provincia que es por su 
naturaleza común. 

En su consecuencia, el que suscribe, es de opinión que V. S. 
debe dejar sin efecto la providencia de foja 40 por laque se pi- 
dió la acumulación de autos al señor Jaez de provincia, librán- 
dose oficio áéste reconociéndole su competencia. Salvo, etc. 

R. G. Pavera. 



412 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



Fallo del iítteE Federal 



Rosario, Setiembre 28 de 1895. 

Y vistos los presentes antos, para resolver el incidente de 
competencia y considerando: Qoe según resnlta del escrito de 
demanda de fojas 3, 4 y 5, el juicio seguido ante este Tribunal 
por el señor Antonio Santamaria, propietario de la Empresa del 
GaSy contra don Hanuel Escalante, tiene por objeto e) cobro de 
oantidad de pesos provenientes de consumo de gas desde Junio 
á Octubre del año 1892, mientras que el que sigue ante el señor 
Juez de 1* Instancia doctor Salva, es por cobro del consumo 
correspondiente á los meses de Julio á Diciembre del año 1891 
y Enero del 92, y teniendo en cuenta los fundamentos del dic- 
tamen fiscal de foja 121 venlta y 122, déjase sin efecto la provi- 
dencia de foja 40 en la parte que se refiere áeste incidente. 

Hágase saber al señor Juez de provincia, con transcripción de 
de este auto y repóngase. 

Daniel -Goytia . 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Baenos Aires, Noviembre 22 de 1895. 

Suprema Corte: 

Demandado el doctor Manuel Escalante, ante el Juez de sec- 
ción del BosariOy por pago de consumo de gas, opuso la excep- 
ción de incompetencia, que fué desechada por el auto corriente 
i foja 32. 
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Consentido ese auto, contestó la demanda á foja 34, y des- 
pués de yarios procedimientos, pidió por el otrosí de foja 39 
vuelta la aoomulaoíon de otro expediente análogo seguido ante 
el juzgado de provincia. Asi se proveyó á foja 40. 

Pero resultando que los autos solicitados versan sobre otros 
créditos por consumo de otras épocas, siendo por ello su gestión 
independiente de la tramitada en estos autos, el Juzgado de 
acuerdo con la vista fiscal de foja 122 y por los fundamentos de 
su auto de foja 129 vuelta, dejÓuin efecto, la acumulación antes 
decretada. 

Esta resolución resulta ajustada á los antecedentes expues- 
tos y en nada altera la jurisdicción nacional declarada á foja 32, 
una vez que se trata en estos autos, de una gestión nueva, por 
otras sumas, y es diversa en consecuencia de la radicada ante 
la jurisdicción común. 

Sabiniano Kier. 



Vallo de la Supreana Corte 



Buenos Aires, Mayo 9 de 1896. 

Vistos : Considerando: que según consta del testimonio acom- 
pañado al oficio de foja noventa y tres del juez de pri^aera ins- 
tancia de la ciudad del Rosario, doctor José M. Salva, éste se 
declaró competente para entender en el juicio que la Compañía 
del Gas seguía ante su juzgado contra el doctor Escalante, 
invitando al Juez de sección del Rosario para que se inhibiese á 
su vez en el conocimiento de la causa que entre las mismas 
personas se seguía ante el Juzgado federal. 

Que promovida en forma la contienda de competencia por el 
juez local del Rosario á foja noventa y tres, el juez federal 



k._ 
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debió proceder como lo dispone el artículo cincuenta y dos déla 
ley de procedimientos, suspendiendo el curso de la causa hasta 
tanto se resolviera por los trámites legales la contienda de com- 
petencia iniciada. 

Que si bien el juez federal ha prescindido de los autos se- 
guidos ante él Juzgado local del Bosarío, dejando sin efecto el 
decreto dictado por el que mandó acumularlos, esto no basta 
para resolver la contienda de competencia que le ha promovido 
el juez local, por cuanto éste reclama su jurisdicción^ no sólo 
pura entender en los autos que ante él tramitan, sino también 
para hacerlo en los que se siguen ante el Juzgado federal, y á 
este respecto nada ha proveído el Juez de Sección de Santa Fé 
después de recibir y mandar agregar á sus autos, el oficio de 
foja noventa y tres. 

Que^no pudiendo producir efecto jurídico en estos autos, las 
providencias dictadas por un juez encausa cuya jurisdicción le 
es disputada por otro juez que se considera el competente para 
entender en ella, debe reputarse nulo todo lo actuado después 
que la contienda de competencia fué iniciada. 

Por estos fundamentos, remítanse estos autos al Juez de 
Sección para que proceda á tramitar y resolver como correspon- 
da la contienda promovida i foja noventa y tres, declarándose 
nulo todo lo obrado desdo la mencionada foja. Repónganse los 
sellos. 

BENJAMÍN PAZ.— LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAR. — OCTAVIO 
BUNGB. —JUAN E. TORRBNT. 
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CAUÜA IiXXI 



Juan A . Furtado y C*, por revocación de una resolución de 
Aduana; sobre competencia y aplicación del articulo S2S de 
la ley de Procedimientos. 



Sumario. — 1^ No existiendo resolución condenatoria dala 
Aduana^ no proceden los recursos á la josticia federal. 

2^ Sin la existencia de los recnrsos de apelación legalmente 
introducidos y procedentes^ no cabe la aplicación del artícnlo 
223 de la ley de Procedimientos « 



Caso. — Los señores Fnrtado y C'' ocurrieron al juzgado di- 
ciendo: que en 4 de Julio de 1895, se presentaron á la Aduana, 
manifestando que por el vapor Wartumrg, habían recibido á 
su consignación 244 cajones fósforos de estearina ; y que nu 
estando aforada esta mercadería en la tarifa de avalúos, pro- 
cedieron ásu declaración de valor, de acuerdo con el artículo 6 
de la ley de aduana de 1895. Que pasado el manifiesto al vista 
señor Amadeo, éste pretendió aplicarles el aforo correspon- 
diente á los fósforos de cera, por lo que se dirijieron al admi- 
nistrador, el que no hizo lugar á la reclamación que iuter^ 
pusieron^ fundándose en una resolución del Ministerio de Ha- 
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cienda^ de fecha 15 de Julio, en la que se establece que la es- 
tearina es igual á la cera y que por lo tanto los fósforos de es- 
tearina están comprendidos como fósforos de cera. 

Que al hacer el manifiesto, ellos cumplieron con el artículo 
i34 de las Ordenanzas y artículo 6 de la ley de 1895, según el 
cual cías mercaderías de procedencia extranjera no enumera- 
das en la tarifa, pagarán el derecho establecido en las mis- 
mas, para las de sudase, sobre su valor en depósito declarado 
por el introductor^ y si no perteneciesen á ninguna de las cate- 
gorías establecidas en el arancel, abonarán el derecho general 
de 25 por ciento sobre su yalor en depósito declarado en la 
misma forma» . 

Que la tarifa de avalúos sólo afora á los fósforos de palo y 
de cera, sin decir nada sobre los fósforos de estearina; que, en 
consecuencia, debe regir la disposición del artículo 6 de la ley 
de aduana, y sólo deben pagar como derechos el 25 por ciento 
sobre el valor declarado. 

Que esto es tanto más justo y legal^ cuanto que los fósforos 
manifestados no contienen cera, como resulta del análisis prac- 
ticado por la oficina química municipal, el que puede repetirse. 

Que además la aduana, en varios despachos, ha establecido que 
los fósforos de estearina no están tarifados, como lo estableció 
también el Ministerio de Hacienda por decreto de 17 de Se* 
tiembredel894. 

Que en el presente caso se trata de una presunta defrauda- 
ción déla renta, porque la manifestación contravendría las le- 
yes y reglamentos de aduana (artículos 1055 y 1054 de las or- 
. denanzas), y que en consecuencia procede recurso para ante la 
justicia federal con arreglo al artículo 1065 délas mismas or- 
denanzas. 

Que no hay diferencia de aforo, ni dudas en él : sólo se exige 
la aplicación estricta del artículo 154 de las ordenanzas y 6 de 
la ley de aduana. 
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Que según el despacho por valor, deben pagar 3975,45 pesos, 
7 según la resolución de aduana 22.532,93 pesos oro sellado, lo 
que da ana enorme diferencia que sobrepasa las previsiones de 
un comerciante honrado, que, confiado en las leyes y resolucio- 
nes del gobierno, hizo el pedido de fósforos de que se trata. 

Terminaron diciendo que interponen recurso de apelación de 
la resolución administrativa, y piden que admitido aquel se 
revoque dicha resolución^ declarándose que debe aplicarse en 
el caso, el artículo 6 de la ley de aduana. 

Acompañaron copia del manifiesto, de la reclamación inter- 
puesta ante el administrador, de la resolución de éste no ha- 
ciendo lugar á aquella, fundado en la resolución superior de 15 
de Julio de 1895, del escrito de apelación y del decreto negan- 
do ésta. 

Acompañaron también dos números del Boletin Oficial^ en 
que se encuentran los siguientes decretos : 

Buenos Aires, Diciembre 12 de 1894. 

Visto el presente expediente formado con motivo del pedido 
de reconsideración formulado por los señores Blasco y C*, de 
una resoluciun del departamento de hacienda que no les conce- 
día que la administración de rentas de la Capital , aplicase á 
una partida de fósforos de estearina, recibida por ellos de Ge- 
nova, un aforo distinto del que figura en la tarifa de avalúos 
para los de cera. 

Y considerando : Que en el presente caso y comprobado 
que los fósforos de la referencia no pueden reputarse ni de cera, 
ni de palo, dado sus componentes y su costo menor con rela- 
ción al primero y mayor respecto del segundo, procede la decla- 
ración de valor. 

Que no hay perjuicio alguno para el erario en así consignar- 
lo desde que la ley de aduana vigente acuerda al Poder Ejecu- 

T. LXIU 27 
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tiyo para quedarse,. cuando el valor declarado de los artículos 
no tarifados sea bajo, con la mercadería objeto de la menor 
manifestación. 

Fot estas consideraciones^ se resuelve : Bevócase el decreto 
de fecha 6 de Agosto último y vuelva á la dirección general de 
rentas para que disponga se acepte el despacho de los fósforos 
de estearina de la referencia, bajo declaración de valor. 

Bese al Boletín Oficial. 

José A . Terry . 

Buenos Aires, Julio 15 de 1895. 

Resultando de este expediente: 1^ Que en el año próximo 
pasado los señores Blanco y C solicitaron que fuesen con- 
ceptuados como no tarifados unos cajones de fósforos, proce- 
dentes de Genova, á mérito de que la referida partida habla 
de fósforos de cera y ser de estearina los de la referencia. 

2^ Que después de haber sido unánimemente denegada ésa 
pretensión por la aduana de la Capital, por la dirección de rentas 
y por el Ministerio, los interesados solicitáronla revocatoria de 
la resolución respectiva, la que fué acordada con fecha de 
Biciembre 12 próximo pasado, resolviéndose, en consecuencia, 
que los fósforos aludidos debían pagar el derecho de introduc- 
ción con arreglo á valor declarado. 

3^ Que actualmente los señores Fascio^ Queirolo y C% se 
presentaron reclamando de que la aduana de la Capital ha apli- 
cado la tarifa á íinos cajones de fósforos existentes aún en los 
depósitos fiscales y que pertenecen á la misma partida que 
motivó las resoluciones anteriormente expresadas. 

T considerando : Que como se explica ampliamente en los 
informes precedentes de la dirección de rentas y de la aduana 
de la Capital, la circunstancia de que en los fósforos comunes 
prevalezcan como componentes la cera ó la estearina, nada so- 
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pone para el propósito qae tavo lal^y al gravar so introdnocion 
con an impuesto determinado, debiendo, por tanto, compren- 
dérseles en todos los casos dentro de las partidas números i816 
y 1817. 

2^ Qac además de la consideración anterior, existe el hecho 
innegable y constante de que nnnca los fósforos que se han in- 
troducido con la denominación de cera, lo han sido exclusiva- 
mente de otra materia, habiendo siempre entrado en su com- 
posición una parte importante de estearina, ni que en ningún 
oaso se haya pretendido hacer valer esta circunstancia para ob- 
tener un aforo distinto del que fijaba la tarifa. 

3^ Que con respecto á la presente solicitad, debe tenerse en 
cuenta que si las mercaderías en depósito quedan sujetas á las 
nuevas leyes de aduana que anualmente se dictan, con mayor 
razón deben estarlo á las interpretaciones sucesivas que á una 
misma ley pueda atribuirle el poder encargado de aplicarla. 

A^ Que la circunstancia alegada por la dirección de rentas, á 
favor de los solicitantes de que éstos habrían hecho sus cálculos 
con arreglo á la franquicia que anteriormente obtuvieran, no 
tiene importancia alguna, desde que los cálculos por sí mismos 
no constituyen derechos. 

Se resuelve: confirmar lo ordenado por la aduana de la Capi- 
tal, incluyendo los fósforos precitados en la partida respectiva 
de la tarifa. 

J. J. Romero. 

El Juez pidió informe al administrador de aduana, quien 
contestó : 

Señor Juez : 

Se ha recibido en esta administración, la nota de Y. S. fecha 
de ayer, pidiendo antecedentes á propósito de an recurso enta- 
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blado por lor señores Juan A. Furtado y C^, contra ana reso- 
lución de esta aduana, determinando la partida de tarifa que 
corresponde á 244 cajones de fósforos llegados con procedencia 
de AmbereSy con fecha 2 de Julio del corriente año por el va- 
por tWartwurg» . 

Se trata de una resolución de carácter meramente adminis- 
trativo, de la cual no procede recurso alguno ante la justicia 
ordinaria, que solamente interviene por la ley en aquellos 
asuntos de índole contenciosa^ por infracciones á las leyes 
aduaneras que traen agregadas una penalidad y que son re- 
sueltas en primera instancia por el administrador de rentas, en 
calidad de Juez administrativo. 

La ley que fija los derechos de importación y exportación, 
debe ser aplicada según la misma, por el poder ejecutivo^ por 
conducto de las aduanas, que son simples dependencias del 
mismo. 

£1 artículo i^ del decreto reglamentario de dicha ley, esta- 
blece que el Ministerio de Hacienda es el competente para re- 
solver todas las dudas que se susciren en las aduanas á propó- 
sito de la aplicación de la ley mencionada. 

Si, pues, esta administración al determinar el impuesto que 
corresponde á los fósforos de la referencia, ha vulnerado los de- 
rechos de los interesados, corresponde que éstos se dirijan á la 
superioridad en el orden administrativo ; y en todo caso, si 
quieren recurrir la resolución del superior, nunca pueden ha- 
cerlo en la forma de un recurso oontra el proceder de esta ad- 
ministración. 

Dios guarde á Y. S. 

J. H. Martínez Castro. 
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Fullo del «f ueiB Vedernl 



Buenos Aires, Octubre 5 de 1895. 

Autos y vistos : Considerando : Qae según resulta de las 
presentes actuaolones, los señores Furtado y C, han ocurrido 
apelando de hecho de una resolución del administrador de 
rentas, en la cual se establecía la partida de tarifa ó el aforo 
que correspondía aplicar á una mercadería pedida á despacho ; 
y solicitan que, admitiéndose la apelación entablada, se revo- 
que aquella resolución y se determine que la mercadería debe 
pagar derechos oon arreglo á su valor declarado, por no estar 
ella incluida en la tarifa de avalúos. 

Que el artículo 1063 de las ordenanzas de aduana, admite 
que se entable la vía contenciosa ocurriendo á la justicia na- 
cional, solamente cuando fuese condenatoria la resolución que 
el administrador debe dictar, de conformidad con el artículo 
105<4de las ordenanzas, en los sumarios que se formen por con- 
trabando, defraudación ó contravención. 

Que por lo tanto, la decisión de que se recurre no se encuen- 
tra en las condiciones requeridas para que proceda la apelación 
ante la justicia nacional ; puesto que ella uo reviste el carác- 
ter de resolución condenatoria, no habiéndose denunciado frau- 
de 6 contravención alguna. 

Que las ordenanzas han establecido un procedimiento especial 
para dirimir las dudas ó divergencias que se suscitaren entre el 
vista y el comerciante respecto del aforo ó déla partida de ta- 
rifa aplicable á las mercaderías pedidas á despacho, procedi- 
miento por el cual queda librada la decisión correspondiente, 
exclusivamente y sin apelación, á dependencias del orden ad- 
ministrativo (artículos 135, 136, 137, 138 y 1079). 



422 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

Que por otra parte^ aparece de los antecedentes que el juz- 
gado ha tenido á la vista, solicitados del Ministerio de Hacien- 
da para mejor proveer, que los señores Fnrtado y C" ocu- 
rrieron á ese ministerio, reclamando de la resolución que éste 
dictara y que sirvió de fundamento á la del administrador de 
rentas, pidiendo su reforma 6 aclaración^ á fin de sustraerse á 
sus efectos ; lo cual constituye el ejercicio del recurso admi- 
nistrativo que importaría la renuncia del contencioso, en caso 
de que éste fuera procedente. 

Por estos fundamentos: se declara no haber lugar al recurso 
interpuesto, con costas. Notifíquese con el original, repóngase 
el papel, y en oportunidad remítanse estas actuaciones á la 
aduana, para que sean agregadas á sus antecedentes. 

J. y. Lalanne. 



VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Noviembre 7 de 1895. 
Suprema Corte : 

Los fundamentos del auto recurrido de foja 20, son tan ajus- 
tados á la legislación y doctrioa jurídica sobre procedimien- 
tos de las aduanas en materia de tarifas, que me basta invocar- 
los para pedirá Y. E. su confirmación. 

• Sabiniano Kier. 

Los señores FurtadoyG% invocando el artículo 223 de la 
ley de Procedimientos, solicitaron que la Suprema Corte se 
pronunciara al mismo tiempo que sobre la competencia* sobre lo 
principal. 
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VISTA DEL SElKOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Marzo 10 de 1896. 

Suprema Corte : 

El artículo 223 de la ley de Procedimientos para la justicia 
nacional, se refiere á causas civiles en que la apelación hu- 
biese recaído sobre un incidente de la causa. 

Aun admitiendo la ooDstitucionalidad de esa^lisposicion, que 
haoeca^Q de Corte» de gestiones del derecho común, no oóm- 
prendidaís en los artículos 100 y 101.de la oonstítucion na-* 
cional y su aplicabilidad á las causas de aduana, siempre resul- 
taría improcedente^ respecto al caso sub-judice, por tratarse de 
una resolución denegatoria de la jurisdicción contenciosa, ante 
los fundamentos del auto apelado de foja 20 y las esplícitas 
prescripciones de losartículos 135, 136, 137 y 138 de las Orde- 
nanzas de aduana. 

Por ello pido á y. E . se sirYa no hacer lugar al pedido del 
escrito precedente, y disponer corra la causa según su estado. 

Sabiniano Kier. 



Fullo de ln SupreoMi Corte 



Buenos Aires, Mayo 9 de 1896. 

Vistos : Por los fundamentos consignados en los tres pri- 
meros considerandos del auto apelado de foja veinte, y de con- 
formidad con lo pedido por el señor Procurador General en su 
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vista de foja treinta 7 siete, se confi rma con costas elmencio» 
nado auto, dejándose á salvo los derechos del recurrente para 
que pueda hacerlos valer si le conviniere, en la forma y ante la 
autoridad que correspondan. En cuanto á lo pedido en el escri- 
to de foja cuarenta y seis, no siendo de aplicación en este caso 
la disposición del artículo doscientos veinte y tres de la ley de 
Procedimientos, por cuanto este artículo se refiere á los recursos 
de apelación legalmente introducidos y procedentes: no ha lu- 
gar. Bepuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJ AMIN PAZ. — LUIS V. VÁRELA . 
— ABEL RAZAN . — OCTAVIO BÜN- 
GE. — iUAN E. TORRENT. 



CAV8A IaXXU 



Contra don Luis A. Fuentes; sobre comiso 



Sumario. — £1 exceso de lo manifestado, que pase de la tole- 
rancia establecida por la ley, cae en comiso. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 
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RESOLUCIÓN DE ADUANA 

Buenos Aires, Setiembre 13 de 1895. 

Vistos y considerando : Que el exceso deaanciado está plena- 
mente comprobado y reconocido por el consignatario; qae dicho 
exceso está faera de la tolerancia qae acuerda el artícalo 128 de 
las Ordenanzas, y siendo así, no hay discusión posible en el 
presente caso, puesto que él está expresamente penado por el 
artículo 930 de las mismas Ordenanzas; y que no es aceptable, 
bajo ningún concepto, la interpretación que & ésta disposición 
parece dar el declarante á foja A vuelta, pretendiendo que se le 
formule cargo por la cantidad de mercadería hasta un seis por 
ciento y se le condene en la cantidad que pase de esa propor- 
ción^ por cuanto la disposición del artículo citado es clara y 
terminante . 

Por esto, fallo : declarando caido en comiso el exceso de 
1207 kilos á favor del aprehensor, debiendo declarar el inte- 
resado en el acto de la notifícacion^ si hace abandono de esa 
mercadería 6 prefiere abonar su importe, con arreglo á tarifa. 

Hágase saber, y pasea Contaduría para su cumplimiento, re- 
poniéndose los sellos. 

J. H. Martinez Castro . 



FMIo del «f ues Federal 



Buenos Aires, Diciembre 13 de 1895. 



Y vistos : Considerando : Que está reconocida por el apelante, 
la existencia del exceso denunciado, exceso que supera la tole- 
rancia del 6 %} según también lo reconoce. 
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Qae el artículo 930 de las Ordenanzas determina expresa y 
claramente, qae caerán en comiso las diferencias de cantidad 
cuando excedan de la tolerancia. 

Por esto, de conformidad con lo expuesto en la precedente 
vista fiscal, se confirma, con costas, la resolución apelada de 
foja 14>. Repóngase el papel, y en oportunidad, devuélvanse los 
autos á la Aduana. 

J. F. Lalanne. 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Abril 10 de 1896. 
Suprema Corte : 

BesuUando efectivo el exceso sobre lo manifestado, y legal- 
mente aplicada la pena de comiso, á ese exceso, según lo pros- 
cripto en el artículo 930 de las Ordenanzas, pido á Y. E. la con- 
firmación de la sentencia de foja AS vuelta, que así lo declara . 

Sabiniano Kier. 



Fullo de la Suprenm Corte 

Buenos Aires, Mayo 9 de 1896. 

Vistos : Considerando : Que la tolerancia eximida de pena 
por las Ordenanzas de Aduana, es sólo el exceso do lo manifes- 
tado que no supera el tanto por ciento en ellas señalado de una 
manera expresa y limitada. 
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Qae superando ese exeeso, ya no puede el comerciante ampa- 
rarse de las disposiciones que se refieren á la toleranoiai siendo 
invariable la jurisprudencia que esta Suprema Corte ha esta- 
blecido ai aplicar el articulo nueve cientos treinta^ por el que 
se castiga por todo exceso sobre lo manifestado cuando es pro- 
cedente la pena. 

Por estos fundamentos, los de la sentencia apelada de foja 
cuarenta y tres vuelta y de conformidad con lo expuesto j pe- 
dido por el señor Procurador General^ se confirma con costas, 
dicha sentencia ; y repuestos los sellos, devuélvanse. 

» 

benjamín paz. -* LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BtlN- 
GE. —JUAN E. TORRENT. 



CAUSA liXXIII 



Don Kicolás Bergallipor su esposa D* Adelaida Oliver, contra 
don Francisco Sainz, por rendición de cuentas; sobre falta 
de personería y de/ecto en la demanda. 



Sumario. — Deben rechazarse Us excepciones de falta de 
personería en el marido de la demandante, j de defecto en la de- 
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manda por falta de cita legal, caando consta en autos la par- 
tida de matrimonio, y resulta sufioientemente el derecho en 
qne se apoya la demanda. 



Caso. — PonNioolásBergalli se presentó ante el Juzgado ex- 
poniendo: Que á su esposa se le adjudicó en la testamentaría 
de don Antonio R. Yaqueiro, la cantidad de 159.809 pesos de 
la moneda corriente de Buenos Aires^ en uní finca situada en 
la calle Belgrano número 702 antiguo, boy 1562 á 66, de esta 
Capital, avaluada en 200.000 pesos de lamisma moneda. 

Que dicha finca se vendió en remate, en Enero de 1887, y él 
(Bergalli) la compró, transfiriendo su boleto á an señor J. Gó- 
mez Rodríguez, quien se entendió con don Francisco Sainz. 

Que este señor ha cobrado, sin ser autorizado para ello, todos 
los alquileres que la dicha finca ha producido desde 1888, y no 
ha dado cuenta de ellos. 

Que dada la responsabilidad de Sainz y la dificultad que ofre- 
cía la división del alquiler mensualmente, como representante 
de su esposa no se opuso á que los cobrara y abonara la Contri- 
bución Directa, ni solicitó el nombramiento de administrador; 
pero hoy Sainz ha depositado el precio ú otro por él, en 21 de 
Mayo de 1895, y desde ese momento, su esposa (ia de Bergalli), 
carece de derecho para percibir el alquiler. 

Que Sainz fué inmediatamente escriturado, y cesó por consi- 
guiente el dominio de su esposa en el bien raíz vendido^ y lle- 
gado el casn de que Sainz rinda cuenta de su gestión. 

Que Sainz carece de derecho para retener los frutos percibi- 
dos antes del pago del precio y escrituración; ellos pertenecen á 
los dueños del bien vendido, y por consiguiente está obligado 
á devolver á los dueños los alquileres que ha cobrado, pues no 
podrá disfrutar de la cosa y del precio. 

Que pone, pues, demanda en representación de su esposa doña 
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Adelaida Oliver de Bergalli, contra don Francisco Sainz, para 
qae rinda cuenta de los alquileres qae ha percibido, de la ñnca 
de so referencia, desde el mes de Diciembre de 1888 basta el 4 
de Julio de 1895 en que fué escriturado, y condenado á pagar- 
los enlá parte que corresponde á su esposa, con los intereses 
respectivos desde la fecha de la demanda, con costas. 

Presentó la hijuela de su esposa, en la tcstamentería de don 
Antonio R. Vaqueiro. 

Acreditada la nacionalidad argentina de Bergalliy su esposa, 
7 española, del demandado, se corrió traslado de la demanda. 

Don Francisco Sainz, sin contestarla, opnso las excepciones 
de faltado personería en don Nicolás Bergalli, y de defecto legal 
en la demanda, pidiendo que fueran admitidas con costas. Dijo : 
que según el artículo 4^ de la ley de procedimientos, no debe 
darse curso á las pretensiones de los que se presenten en juicio 
por un derecho que no sea propio, aunque le competa ejercerlo 
en virtud de una representación legal, sino presentasen con su 
primer escrito, los documentos que acrediten su personalidad. 

Que en tal caso se encuentra Bergalli, que invoca la repre- 
sentaeion de la señora que dice ser su esposa, pues ha debido 
acompañar el documento que justifique su carácter de esposo; y 
mientras no lo haga, la demanda debe considerarse como no pre- 
sentada. 

Que la demanda, además, adolece de la falta de exposición del 
derecho en que se funda, cuyo requisito lo exige el artículo 57 
de la ley . 

Que no expresa si media algún contrato que obligue á la ren- 
dición de cuentas; ni la ley ó principio de derecho que deba re- 
glar la relación de derecho que el actor supone existir entre él 
y el demandado. 

£1 Juez confirió traslado de las excepciones con calidad de 
autos; y el demandante lo evacuó exponiendo: Que para evitar 
demoras, acompaña el poder que su esposa le ha otorgado, sal- 
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vando la opinión del abogado que lo dirige respecto á la inteli- 
gencia del artículo 4® de la ley de procedimientos, en so aplica- 
ción al caso. 

Qq6 en cuanto á la falta de exposición del derecho, en qae se 
hace consistir la excepción de defecto legal» no es su misión en- 
senar al demandado. 

Que ha articulado los hechos en que funda el derecho, con 
toda claridad y precisión, y si esos hechos no constituyen el que 
ha ejercitado, mejor para Sainz : será absuelto, y el actor con- 
denado en las costas. 

Que ha cumplido el precepto legal, pues loque la ley quiere^ 
es que en la demanda no se hagan extensas alegaciones, ni dis- 
cusiones que tienen su oportunidad en los demás escritos; y de 
ahí la exigencia deque el derecho se exponga suscintamente. 

Pidió que se desechara con costas la excepción opuesta. 

Presentó esta parte el poder de su referencia, y la partida de 
matrimonio de don Nicolás Bergalli con B* Adelaida Oliver Ya- 
queiro. 



Fall« del «f ues federal 

Buenos Aires, Febrero 20 de 1896. 

Y vistos: Por los fundamentos del presente escrito, no ha 
lugar con costas á las excepciones opuestas por el demandado, 
y contéstese derechamente la demanda. 

Juan del Campillo. 



DE JUSTICIA NACIONAL 431 



Vallo de. la fiupreina Corte 

Buenos Aires, lAayo 16 de 1896. 

Yistoü y considerando : Qae el recurrente se conformó con el 
decreto de foja catorce vaelta, segnn el qae las partes quedaban 
citadas para sentencia en el incidente promovido por aquel y 
con cuyo motivo se dictó el citado decreta. 

Que, por lo tanto, no puede oponerse vicios á un procedi- 
miento ulterior, que se limitaba á hacer efectivo el mencio- 
nado decreto. 

Por esto, no ha lug^r al recurso de nulidad. 

Y considerando en cuanto á la apelación : que la personería 
del demandante ha quedado fuera de cuestión en mérito de los 
documentos por él presentados, con su contestación al escrito 
en que se dedujeron las excepciones dilatorias en debate. 

Que el escrito de demanda no adolece del defecto legal que le 
opone el demandado, pues que aquel contiene la exposición sus- 
cinta del derecho en que se apoya, en forma suficiente para lle- 
nar las exigencias de la ley. 

Por esto, se confirma con costas, el auto apelado de foja diez 
y nueve; y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VABELA. 
— ABELBAZAN. —OCTAVIO BUN- 
GE. — JOAN E. TORBBNT. 
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CAUSA I.XXIY 



El Fisco nacional, contra el Ferrocarril Central Argentino^ 
por defraudación de rentan; sobre apelación 



Sumario. — No es apelable el auto que se limita á convocar 
á nueva audiencia, para formular el compromiso arbitral en cum- 
plimiento de la cosa juzgada. 



Cciso. — Lo explica la vista del señor Procurador Q^neral 
y el 



Fallo del Jíuex federal 



Rosario, Enero 27 de 1896. 

« 

Vistos : Los autos llamados para resolver la revocatoria in- 
terpuesta á foja 418. 

T considerando : 1<* Que por la nota de foja 423, dirigida di- 
rectamente por el señor Ministro de Hacienda al proveyente, 
comunicando el nombramiento de Fiscal ad hoc en la persona 
del doctor Molina, demuestra implícitamente que el Poder Eje- 
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cutivo naQional, mandante originario del malogrado duotur 
Salya, ba reconocido fundadas las objeolonoi que kioiora i<l 
representante del Ferrocarril Central Argentino & la porNuno- 
ría del doctor Molina, como apoderado suntitoto del doctor Hal- 
Ta, 7 es el motivo que ha determinado al Podor KJeoutlvo na* 
cional, parte directa en este jaicio, á dirigiría de oficio al ¿u^i, 
comunicando el mencionado nombramiento de FímcuI uU hoPf 
con todos los requisitos exigidos por el demandado, Ue oodhI- 
guíente, existe común acuerdo de parten, nobrc ol punto objit» 
tado 7 además subsanadas las deficiencias anotada», 

2^ Que el doctor Molina, Fiscal sustituto ttñ (i/pu)lla ('¡fom^ 
no presentó en el acto de la audiencia, ni ante» dn iflla, ^1 docu- 
mento que le habilitara para tener facnltad para mttnfiltir i af" 
bitraje la presente cuestión, ni las bane^ sobr« la« r^iaí^» ba d^ 
fundarse la decisión arbitral, segon la n^nU^ndA d« la Hmtt**mf^ 
Corte. Becien después de ob^erfada por ^í d«ro»ri<f»d6 f.^ií d^^fh 
cieocia, ha presentado el decreto d^rl P^Af^r V*it>'f'.H%\fft9 UA>r,íf9n'4>í 
comente i foja 424, que le habilita thtuo mari'i;»Ufí'/ (/«ra «//«^ 
meter la eoestion á la dechíon arbitral, %*/^Hn >r»^f.ro^y.iof»^* f\f \ 
demandante. 

La presentación del dri^Ofoeaf// ayM^ruffi. fV^K^nf^.^Uí^ V^^ 
camente. qnc el míimo F;-v:al a/l A/xr tf^/.u^*^^ tufA^*^ íji^ %'f,^^ 
eioa del demandada, 

>Á bien es rerdad qa> U Hi.fr^ma (.^:u K-í^ /^^-va v, ^v-*. ^, 
aometa á arh;tr%j> La ^r*^<íi''/ft ^íf*. ^^'-.^f* ¿^r í*r/v.t'/ r '^v^ 
tral ArgíiiÚLO. « Um^-r ■>* <tZAA a 't *it a"* a^ /r<\.v,:v> v-w^ r 

ÍG4 paatíi»i t.v;r* ..;t ^.^í^ a^ ík f^iA^f ^t, U-^r- i'*v\ .. 3^."^ %*V). •^ 
taá ea aJrlví:;^ ir'.jy*-!^ ,.u ^'^¿>< i f'j*ji,.í^ *\ •; , i.^va » ^«a 

ai*4 í«vt.s ^1 ti»^ t»*: i,.V'#>i'* ^.^ V •/».'' )*»»í.K.'^vt t^ t.:* •* ♦*v:*'/-V' 
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acordado por el Poder Ejecutivo nacional, no es suficiente en 
juicio para acreditar que el Fiscal sustituto tenga facultad para 
proceder á la formación del tribunal arbitral y escriturar el 
compromiso, tanto más que no se ha acompañado á los autos ni 
el Boletín Oficial donde se publicara, ni se ha pedido certifique el 
actuario la exactitud de esa publicación, como se ha hecho con 
posterioridad al reclamo del Ferrocarril Central Argentino. 

Por estas consideraciones, déjase sin efecto lo actuado j re- 
suelto con fecha 17 de Diciembre próximo pasado. Convócase 
á las partes á nueva audiencia el dia 7 de Abril, á los mismos 
propósitos que la designada en el auto de Noviembre 29 próxi- 
mo pasado. Repóngase. 

Daniel Goytia. 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Abril 30 de 1896. 
Suprema Corle: 

No encuentro en las constancias de autos, fundamentos de he- 
cho ó de derecho bastantes á la defensa de la legalidad del auto 
de foja 449. 

Lo actuado en la audiencia de foja 416 que ese auto deja sin 
efecto^ deriva de constancias inequívocas. 

V. E. había sentenciado á foja 396 manteniendo el someti- 
miento de las cuestiones sub-judice al juicio de arbitros. El ar- 
bitraje era, por ello, un acto necesario. 

El juzgado mandó cumplir esa sentencia á foja 405 vuelta, y 
designó á foja 408 vuelta la audiencia del 10 de Diciembre, á 
efecto de establecer el compromiso arbitral y nombrar los arbi- 
tros, bajo apercibimiento de que ella tendría lugar con las par- 
tes que concurran. 



DE JUSTICIA NACIONAL 435 

No obstaote, á petición del representante del ferrocarril, de 
foja 411, esa audiencia fué postergada á foja 412, bajo los mis- 
mos apercibimientos antes decretados. 

No puede objetarse por ello falta de conocimiento ni de la fe- 
cha ni del objeto de la audiencia, ni del apercibimiento por se- 
gunda vez fulminado contra los inasistentes. 

La falta de asistencia de los representantes del ferrocarril, 
no pudo en ningún caso autorizar un nuevo é injustificado apla- 
zamiento contra el derecho de la contraparte y los respetos á 
las decisiones y apercibimientos judiciales. 

La falta de personería imputada al representante del fisco en 
ese acto, resulta por otra parte inconsistente. 

Esa representación era conferida al doctor Molina, por el de- 
creto administrativo que en copia autorizada corre á foja 406, 
había sido presentada, para su reconocimiento, al Juez de la 
causa á foja 407, y habíala autorizado el auto que mandaba 
tenerle por parte á foja 407. 

Esa aceptación, considerada bastante, autorizaba la repre- 
sentación ejercida^ no tratándose, por otra parte, de creiir una 
jurisdicción arbitral, procedente de la mera voluntad de las 
partes, sino del cumplimiento de lo ordenado judicialmente en 
la sentencia ejecutoriada de Y. E. que así lo mandaba. 

No obstante, el Poder Ejecutivo ha confirmado aquella repre- 
sentación, por actos directos é inequívocos; y el representante 
ad hoc ratificado todo lo obrado con anterioridad. 

Contra la personería ejercida y los actos concluidos y ratifi- 
cadoSy lo mismo por el Poder Ejecutivo nacional, que por su re- 
presentante legal después de la audiencia de foja 416, no procede 
nulidad por ineficacia del documento habilitante del mandato, 
según los p'rincipios jurídicos y jurisprudencia de los fallos de 
Y. E. oportunamente recordados en el escrito del señor Fiscal 
doctor Molina, corriente á foja 426. 
' Nada podría agregar más lógico y preciso que las considera- 



486 FALLOS DE LA SUPREMA €ORTE 

oiones legales de Jos párrafos II, III, IV y Y, de ese escrito* 
' La doctrina y jorisprodencia en él demostradas, desvirtúan 
los fundaínentos del auto recurrido, invocándolas para evitar 
repeticiones y no aparecer difuso, ante la naturaleza misma de 
un recurso en relación, me limito á pedir á Y. E. la revocación 
del auto recurrido y la declaración consiguiente de subsistenciii 
legal de todo lo obrado. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Mayo 16 de 1896. 

Yistos: No trayendo gravamen alguno el auto apelado de 
foja cuatrocientos cuarenta y nueve, que se limita á convocar á 
las partes á nueva audiencia, con el propósito de formalizar el 
acta de compromiso y el nombramiento de arbitros correspon- 
diente, se declara mal concedido el recurso. Devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS Y. VÁRE- 
LA. — ABEL BAZAN« — OCTA- 
VIO BDNGE. 
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CAUSA IaULXIÍ 



Don Pedro Denegrí^ contra don Félix Pessini, por cesación de 

condominio; sobre competencia 



Sumario. — La demanda por cesación de condominio^ corres- 
ponde al Jaez del lugar, que es á la vez domicilio del demanda- 
do y el punto donde se halla el inmueble coman. 



Caso. — Don Pedro Denegri, argentino, ocurrió al Juzgado 
federal de la Capital, demandando á Félix Pessini, extranjero y 
vecino de Corrientes, por cesación de condominio de un campo 
sitnado en dicha provincia. 

El demandado declinó de jurisdicción, diciendo que ya se 
trate de una acción real, ó ya de una acción personal, debía el 
actor ocurrir á Corrientes, donde reconoce que está domiciliado 
y se encuentra el inmueble. 

El demandante dijo: que no se trata de una acción real, pues 
la deducida no está entre las que, como tales, enumera el Código 
Civil. Que habiéndose establecido el condominio en esta Capi- 
tal, donde está, además, convenido que debe hacerse la rendi- 
ción de cuentas de los frutos, etc., de la cosa común, la acción 
se ha deducido ante Juez competente, pues la competencia se 
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determina por la naturaleza de la obligación y la residencia, 
aún accidental (Cámara Civil, serie 1% tomo 1^, página 549). 



Fallo del JueB Federal 

Buenos Aires, Julio 26 de 1895. 

Y vistos: Considerando: Qae cualquiera que sea la natura- 
leza de la acción deducida, de división de condominio, el cono- 
cimiento de esta causa no corresponde á este Juzgado, atenta 
la ubicación del bien objeto de la dema.ida y el domicilio del 
demandado, que se reconoce ser en la provincia de Corrientes, 
(2® pedido del escrito de demanda). 

Por esto, el Juzgadu se declara incompetente para entender 
en el presente asunto, con costas al actor. 

J. V. Lalanne. 



YISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Setiembre? de 1895. 

Suprema Corte: 

Refiriéndose la demanda á la cesación de un condominio, re- 
conociéndose en ella, que el bien raíz objeto de la acción existe 
ubicado en la provincia de Corrientes, que el demandado es ve- 
cino de aquella ciudad, y se halla á cargo de la administración 
del bien común, la resolución del Juez Federal de esta Capital 
que se declara incompetente^ es ajustada á las prescripciones 
legales, ya se considere real ó personal la acción intentada. 

Por ello, pido á Y. E. su confirmación. 

babiniano Kier. 
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Fallo de ím Suprema Corte 

Buenos Aires, Mayo 16 de 1896. 

« 

Vistos : De acuerdo oon lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General y por sus fundamentos, se confirma con 
costas, el auto apelado de foja doce vuelta. Repuestos los se- 
llos, devuélvanse. 

benjamín paz.— luis V. VÁRELA. 
—ABEL BAitAN. — OCTAVIO BUN- 
GE. — JUAN.E. TORRENT. 



CAUSA I.XXVI 



Criminal contra Bartolomé Viggio ó Bixio, ítalo Bossi, 

y Francisco Appeminni, por robo 



Sumario. — Los reos de robo á mano armada, y en paraje 
que hace casi imposible todo auxilio eficaz, son pasibles de la 
pena de seis años de presidio. 
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Caso. — Resulta del 



FUllo del Jues Federal 



Buenos Aires, Setiembre 7 de 1895. 

Y vistor : estos aotos seguidos contra Bartolomé Yiggio, ó 
Bixio^ italiano^ de 25 años, soltero, marinero, domiciliado en la 
Boca; ítalo Bossi, italiano, de 28 años, soltero, marinero, y 
Francisco Appeminni, italiano, de 19 años, soltero, jornalero, y 
domiciliado Progreso 318, por estar acusados de robo, de los que 
resulta : 

Que denunciado á la Prefectura marítima que se había efec- 
tuado i bordo del pailebot c Ondina del Plata >, un robo consis- 
tente en varios cuñetes de pólvora, se procedió por esa reparti- 
ción á instruir el sumario correspondiente, tomándose desde lue- 
go declaración á los tripulantes del «Ondina», quienes declara- 
ron uniformemente que encontrándose á bordo de ese buque 
en la noche del robo, atracó al costado del buque una balandra, 
de la cual salieron varios hombres armados que exigieron á aque- 
llos les entregaran la carga que custodiaban y procedieron lue- 
go á trasbordarla en parte á su buque, después de haber roto la 
escotilla para penetrar á la bodega y extraer los cuñetes de pól- 
vora* 

Que pesquisas ulteriores condujeron al descubrimiento del 
paradero de los cuñetes robados, precediéndose á la captura de 
los que tripulaban el barco en que estaban esos cuñetes, que son 
los tres procesados, quienes han sido reconocidos por los tripu- 
lantes del c Ondina» como formando parte de los que asaltaron 
á éste y efectuaron el robo. 

Que cerradas las declaraciones, que son ratificadas ante este 
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Juzgado, el Procurador Fiscal, eatablaodo la aoasacioa corres-^ 
pendiente, pide á foja 53 se apliq[ue á los procesados la pena 
del artículo 188 del Código Penal. 

Corrido el correspondiente traslado^ el defensor de los proce- 
sados lo evacuó á foja 56 y pide que sus defendidos sean absuel- 
tos de culpa y cargo, ó si esto no fuere procedente se les aplique 
la pena establecida por el artículo 37, inciso 3**, del Código Pe- 
nal. 

Que abierta la causa á prueba, no se produce ninguna, lla- 
mándose autos para definitiva, á foja 59. 

Y considerando : Qae si bien ios procesados han negado te- 
ner participación alguna en el hecho que se les imputa, j ex- 
plican su presencia en la balandra donde fueron aprehendidos, 
diciendo que fueron á ella contratados por un indiridno de apodo 
Lavana, cuyo verdadero nombre y domicilio ignoran y sin cono- 
cer la procedencia del cargamento de pólvora, y esta explica- 
ción no ha sido abonada en autos en ninguna forma, y se halla 
contradicha, fuera del hecho de haberse encontrado á los proce- 
sados en posesión de lo robarlo, por las declaraciones uniformes 
y contestes de los testigos Jesús López, Francisco Antonio da 
Silva, José Yivay JuanMiiiaa, todos el ios tripulantes del c On- 
dina del Plata > en la no :he en que se perpetró el robo, y co- 
mo tales testigos presenciales del hecho, que vierocí detenida* 
mente i Iob individuos que subieron á bordo y extrajeron la 
mercadería trasbordándola á otro barco, operación ésta que 
duró alrededor de dos horas. 

Que estos testigos han da lo en sus respectivas declaraciones, 
cuenta detallada del hecho, concordando entre sí las referencias 
hechas por ellos, y además h<in reconocido á todos los acusados, 
como siendo de los que abordaron al pailebot c Ondina del 
Plata». 

Que para la calificación legal del hecho, debe tenerse presente 
que según resulta de autos, él tuvo lugar de noche, i mano ar- 
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mada y en paraje que bacía casi imposible todo aaxilio eficaz ; 
lo que bace que el delito caiga dentro de las prescripciones del 
artículo 188 del Código Penal. 

Por estos fundamentos, fallo : condenando á cada uno de los 
procesados YiggioóBixio, Bossi y Appeminni, ala penado seis 
años de presidio, y al pago de las costas del juicio^ déla que se 
deducirá el tiempo de prisión preventiva que llevan sufrido, en 
los términos del artículo 49 del Código Penal. Notífiquese con 
el original y en oportunidad comuniqúese al director de la Pe- 
nitenciaría. 

J. V. Lalanne. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Diciembre 15 de 1896. 

Suprema Corte: 

No obstante los loables esfuerzos de la defensa en favor de 
los procesados, encuentro justa la sentencia que los condena. 

Esos procesados han sido reconocidos por testigos presencía- 
les^ y culpados del robo perpetrado en el pailebot c Ondina del 
Plata». 

Las deposiciones de los tripulantes que declaran devisu, so- 
bre el robo perpetrado en su presencia, tienen todo valor legal. 
No siendo interesados en el resultado del proceso^ ni afectán- 
doles algunos de los otros impedimentos establecidos en el ar- 
ticulo 276 del Código de Procedimientos, sus declaraciones ha- 
cen fé. Y no sólo se ha constatado que la pólvora robada perte- 
necía á la partida existente á bordo del buque robado, según 
declaración del propietario ó comisionado, de foja 23, sino que 
las declaraciones del mismo Viggio, á foja 14, y las del señor 
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Bravo, de fojas 23 y 25, y el parte oficial del comisionado de la 
Prefectara marítima, corriente á foja 28, muestran la conniven- 
cia criminal de los autores del robo» q[ue han sido sorprendidos 
infraganti al extraer subrepticiamente la pólvora para conducir- 
la al extranjero. 

La identidad de la pólvora robada y la encontrada en poder 
de los asaltantes, no ha sido negada, y por ello no ha necesita- 
do demostrarse. 

En caso contrario, los informes que Y. E. podría pedir en 
cualquier momento con la calidad de c para mejor proveer > 
dejarían ese punto evidentemente esclarecido. 

Las escusas de los apresados infraganti, tampoco han sido 
comprobadas por ellos ; y el individuo Savone, aludido como au- 
tor 6 dueño, ni ha comparecido, ni resulta conocido siquiera. 

Tales circunstancias independientes de la prueba testifical, 
implican una serie de presunciones tales que conducen necesa- 
riamente á la comprobación del robo inculpado. 

Por ello, y siendo la pena impuesta en la sentencia de foja 
64, el mínimun de la que corresponde aplicarse al delito esta- 
blecido según prescripción del artículo 188 del Código Penal, 
pido á y. E. su confirmación. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Mayo 16 de 1896. 

Vistos : Por sus fundamentos y teniendo en consideración que 
no puede agravarse la pena impuesta por no haber sido apela- 
da la sentencia de foja sesenta y cuatro sino por parte de los 
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procesados, se confirma, con costas^ dicha sentencia. Devuél-* 
yanse. 

benjamín paz. — LUIS V. YARE- 
LA. — ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUN6E. — JUAN E.TORRENT. 



CAUSA I.XXVII 



Don Juan Safiro, contra don Juan Gaitan, por infracción de la 

ley de elecciones municipales 



Sumario. — No corresponde ala justicia federal, el conoci- 
miento de qaerellas por infracción de la ley de elecciones muni- 
cipales de la Capital . 



Caso. — Don Juan Safíro dedujo acusación contra don Jaan 
Qaitan, por infracción de la ley de elecciones municipales, que 
dijo haber cometido este último como presidente de la mesa re- 
ceptora de votos de la parroquia de San Bernardo, en la elección 
de miembros para el Concejo Deliberante. 



DE JOSTICU MACiONAL 4i& 



FaIIo del Jíuea Vederal 



Buenos Aires, Diciembre 30 de 1895. 

No siendo el Juzgado competente para entender en la presen- 
te qoerella^ ocurra donde corresponda. 

J. V. Lalanne. 



VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GEItERAL 



Buenos Aires, Xhñl 20 de 1896. 

Suprema Corte : 

No refiriéndose la acusación, á elecciones nacionales, sinóá la 
elección municipal, de carácter meramente local; considero el 
auto denegatorio de la jurisdicción federal, ajustado á lo dis- 
puesto en el artículo 35, inciso S"", del Código de Procedimientos 
en lo criminal, y pido á Y. E. su confirmación. 

Sabiniano Kier. 



Vallo de i» Suprema Corta 



Buenos Aires, Mayo 16 de 1896. 

Vistos y considerando : Que se trata en el presente caso de 
juicio que tiene por objeto la ayeriguacion y castigo de heohos 
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imputados como inf racoíon á la ley de elecciones mnnicipales, 
de carácter local, por consiguiente. 

Por esto y de acuerdo con lo pedido y expuesto por el señor 
Procurador Qeneral^ se confirma, con costas, el auto apelado de 
foja cuatro. Devuélvanse, debiendo reponerse los sellos ante el 
inferior. 

benjamín paz. —LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BüR- 
GE.— JUAN E. TORRENT. 



CAUSA I.XXYIII 



Ángel y Antonio Pinij pidiendo se autorice al Juez del territo- 
rio nacional más próanmo, para conocer en un juicio de 
mensura. 



Sumario* — No puede concederse la autorización para que 
un juez de distinto territorio, conozca en el juicio de mensura, 
que no puede iniciarse por ausencia indebida del Juez del lugar. 



Caso. — Ángel y Antonio Pini, solicitaron de la Suprema 
Corte se autorize al Juez letrado de la Pampa Central, para que 
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« 

entienda en on juicio de mensora qae debían iníoiar, porque el 
Juez letradodelNeuquen, se hallaba ausente de este territorio, 
crejendoque esta ausencia se })rolongará por mucho tiempo. 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Mayo 6 de 1896. 
Suprema Corle: 

Sisón exactas las referencias del precedente escrito, no sien- 
do justa la demora indefinida de la diligencia de mensura re- 
clamada, ninguna disposición legal se opondría á la autoriza- 
cion por parte de Y. E., al Juzgado territorial más próximo 
para su iniciación. Esto sin perjuicio de las medidas discipli- 
narias que son de resorte de Y. E., si el abandono del Juzgado 
se hubiere producido sin causa y autorización acordada. 

Sabiniano Kier. 



Pullo de la SuprciiBA Cerfe 

Buenos Aires, Mayo 16 de 1896. 

Besultando de las averiguaciones que esta Suprema Corte ha 
creído conveniente efectuar, que el Juez letrado del territorio 
del Neuquen, se ha ausentado del lugar de sus funciones, sin 
licencia y conocimiento de este tribunal^ desde los primeros 
días del mes de Abril, háganse por secretaría las indagaciones 
necesarias sobre el paradero del citado Juez, al objeto de las 
medidas de derecho, y sin perjuicio, comuniqúese al Poder Eje- 
cutivo á sus efectos. 
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Y no estando autorizada por ley la solicitud de foja siete ; no 
ha lugar. Hágase saber, y repuestos los sellos, archívense. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS Y. VÁRELA. 
— ABEL RAZAN. — OCTAVIO BÜN- 
GE.~JUAN E. TORRENT. 



CAUSA UÍHLT^ 



Don Víctor Silvero contra la provincia de Corrientes, por mejor 
derecho a un campo \ sobre competencia. 

Sumario. — La Suprema Corte o o es competente para cono- 
cer originariamente, en la causa en que ñgura como parte de- 
mandada una provincia, si ésta no es, pi puede ser, la contra- 
parte del actor. 



Caso, — Resulta del fallo de la Suprema Corte y de la 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Enero 31 de 1891. 
Suprema Corte: 

La jorisdiccion de Y. E. para conocer en las demandas en- 
tabladas contra una provincia por los vecinos de otra, ha sido 
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plenamente establecido en la notable sentencia dictada en la 
causa seguida por don José Leonardo Aneguo contra la provin* 
ciade Buenos Aires, con fecha 11 de Abril de 1874, la cual se 
halla en el tomo 14, página 425 y siguientes de sus fallos. 

Feroesa jurisdicción no es absolutamente extensiva á todos 
los casos judiciales que pudieran promoverse contra una de las 
provincias argentinas. La misma sentencia recordada, estable- 
cióla excepción justa é imprescindible de la regla establecida 
por la constitución y lo hizo en los siguientes términos : 

«1^0 es cierto que todo.s Ios-actos de los gobiernos provincia- 
les, puedan ser materia de pleito sujeto & la jurisdicción de la 
Corte. 

«Sólo pueden serlo aquellos en que las provincias obran como 
personas jurídicas y que pueden producir acciones civiles ; y 
de estos hay que exceptuar en la práctica, los casos en que vo- 
luntariamente se prorroga la jurisdicción provincial, ó en que se 
ha establecido por pacto expreso una jurisdicción especial. > 

El caso de que se trata en los presentes autos, cae, en mi 
opinión, bajo la excepción establecida por Y. E. 

Bou Yiotor Silvero demanda á la provincia de Corrientes para 
que anule las ventas que su gobierno ha hecho á otras personas, 
de terrenos de que él ha alegado ser dueño, anulando al mis- 
mo tiempo los títulos de propiedad expedidos'y la posesión da- 
da á favor de tales personas. El representante de la provincia 
mencionada alega la incompetencia de V. E ; la funda en con- 
sideraciones de derecho, que, en general, cree exactas, y en los 
dos fallos de Y. E. que cito. 

Pero el Poder Ejecutivo de la provincia de Corrientes, al eje- 
cutar las enajenaciones que han motivado la demandado Sil- 
vero, ha procedido no en el carácter de persona jurídica, sino 
en su calidad de poder administrador de esa provincia y cum- 
pliendo leyes de la misma, con arreglo á las cuales se han efec- 
tuado tales ventas. 

T. LXUI 29 
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Tenemos^ pneS; que en el acto 6 aeto^kfeoftre se qneja don 
Víctor Silvero, han concurrido'4os elementos qae constítnyen lo 
contencioso->adininistratíyo^ e^to es, un acto del poder admi- 
nistrador, las enajenaciones heclifts por el Poder Ejecutivo de 
Corrientes en camplímiento de una ley, j una lesión, rea) ó no, 
de un derecho adquirido, el derecho de propiedad, que alega 
Silvero 7 que da origen á la queja ó demanda. 

Si, pues, se trata de un caso contencioso-administrativo, no se 
trata de una causa puramente civil en que el gobierno de Co- 
rrientes hay» obrado en su carácter de persona jurídica y á la 
que puede aplicarse la doctrina que resulta de la recordada sen- 
tencia de Y. £.,enelcaso de Aneguo contra la provincia de 
Buenos Aires y en otros concordantes. El caso estácomprendi- 
do, sin dnda, en la excepción contenida en la misma sentencia: 
< No todos los actos de los gf^biernos provinciales, pueden ser 
materia de pleito sojeto á la jurisdicción de la Corte. Sólo pue- 
den serlo aquellos en que las provincias obran como personas 
jurídicas y que pueden producir acciones civiles.» 

Creo aplicable al presente caso la decisión que adoptó Y. E. 
en la cansa seguida por don Santiago Bengo1ea,)con la provincia 
de Santa-Eé, sobre propiedad deun campo, que se registra en el 
tomo 9, página 391 délos fallos de Y. E. Esa cansa tiene 
completa analogía con la presente; y creo que lo decidido en 
ella, debe decidirse en ésta. 

Adhiero por tanto ala petición' del representante de la pro- 
vincia de Corrientes, para que Y. E. deoiare su incompetencia 
en la demanda presentada por don Yictor Siltero. 

Antonio E. Malaver. 
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PaUo de Ia Ibiprenuí Coirte 

Buenos Aires, Mayo 16 de 1896. 

Yistos estos autos de los que resolta : Primero : Que don 
Yiotor Silvero, haciendo valer los derechos que en su concepto 
tiene á la propiedad del campo denominado «San Mateo» y te- 
rrenos adyacentes situados en la provincia de Corrientes, expo- 
ne que el gobierno de dicha provincia, ha desconocido in- 
justificadamente esos derechos y otorgado escritura de enaje- 
nación de los expresados inmuebles, á favor de terceros. 

5e()fun(ío; Que mediante enajenaciones que aparecen hechas 
por los adquirentes inmediatos al fisco, los derechos de ellos so- 
bre los terrenos en cuestión, se transmitieron á don Antonia F. 
Buiz, quien se pretende investido del dominio de esos inmuebles. 

Tercero : Que, en consecujBucia^ entabla demanda contra «la 
provincia de Corrientes para que se anulen las resoluciones <de 
su. gobierno y actos consiguientes de enajenación, y se declare 
que en virtud de su mejor derecho al campo Bincon de San Ma- 
teo y terrenos adyacentes denunciados, se le deben ellos escri- 
turar conforme á las leyes, todo con las costas y daños y per- 
juicios correspondientes ». 

Cuarto: Que corrido traslado á la provincia de Corrientes, és* 
ta, por medio de su apoderado,^ el doctor Adolfo F. Olivares, dice 
de incompetencia de esta Suprema Corte, para conocer arigi- 
nariamente en la causa, alegando, entre otras razones, que el li- 
tigio no afecta ala provincia, qne se desprendió del dominio de 
los inmuebles, sino á Buiz, sucesor en los derechos de aquella se- 
gún los actos de su gobierno, y que el citado Buiz había ya in- 
tentado ante el Juez de sección de Corrientes, acción reivindica- 
toria contra Sil vero . 
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Quinto : Qae oído Silvero sobre la mencionada excepción opues- 
ta por el demandado, vista 1^ causa y producídose dictamen del 
señor Procurador G-eneral á consecuencia del decreto de foja 
ciento setenta y una vuelta, el actor, ampliando ó aclarándola 
demanda, como él dice, pide en su escrito de foja ciento ochen- 
ta y dos, que se declare en definitiva que ha adquirido por pres- 
cripción la propiedad del campo denominado «Rincón de San 
Mateo > y que en su defecto se condene á la provincia á que le 
escriture el campo, bajo pena de resolverse la obligación en et 
pago de pérdidas é intereses . 

T considerando; Primero: Que los antecedentes expuestos, 
revelan de un modo indudable que la provincia de Corrientes, 
por medio de su gobierno, escrituró en forma la enajenación 
de los terrenos, transmitiendo á terceros (hoy Buiz))los derechos 
que sobre ellos tuviese. 

Segundo : Que en su virtud y enel estado de las cosas, la acción 
intentada se dirige á poner en cuestión el mejor derecho entre 
Silvero y Buiz, sobre ios terrenos á que la causa se refiere. 

Tercero : Que así lo dice expresamente el petitum de la de- 
manda de foja sesenta y cuatro, en el que se solicita además, 
que se declare la nulidad de la enajenación que sirve de antece- 
dente al título del mencionado Ruiz. 

Cuarto: Que en un litigio con tales fines, la contraparte es y 
no puede ser otra que Ruiz, no disputando la provincia para sí 
la propiedad 6 posesión de los inmuebles, ni viniendo á la cau- 
sa por llamado de su adquirente. 

Quinto: Que hace aun' más claro el caso, la nueva razón de 
propiedad sobre el «Rincón de San Mateo», basada en la pres-. 
cripcion adquisitiva que invoca Silvero á foja ciento ochenta y 
dos, pues ella constituiría materia á debatirse en el juicio rei- 
vindicatorio que Ruiz ha promovido contra Silvero, desde que 
éste conserva la posesión de lá cosa. 

Por esto, de conformidad con lo pedido por el señor Proou- 
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rador General y de acuerdo con.lo resuelto en caso análogo (Fa- 
llos, serie primera, tomo nueve, página trescientas noventa y 
uno), se declara incompetente esta Suprema Corte para conocer 
originariamente en la materia de esta causa. Notifíquese con 
el original y repónganse los sellos. 

benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BÜN- 
GE . — JUAN E. TORRENT. 
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miento. Página 29. 

Enrolamiento. — El infractor de la ley de enrolamiento, debe ser 
condenado á un año de servicio en el ejército permanente. 
Página 35. 

ExcarceUicion. — El delito de falsificación de estampillas nacionales, 
destinada al pago de impuestos, no permite que se conceda 
la excarcelación provisoria. Página 39. 

Excusjcion. — Aunque el actor haya cedido á otro sus derechos, la 
causa de excusación fundada en vinculaciones con él, sub- 
siste si la cesión ha sido impugnada por el demandado, y si 
además, éste ha citado de eviccion á dicho actor, como res- 
ponsable en unión con otra persona. Página 74. 

Expropiación. — La indemnización debe fijarse según los anteceden- 
tes de autos. Páginas 65 y 68. 

Expropiación. — En la estimación del precio del terreno expropiado, 
debe atenderse al que podría tener en la época de la despo- 
sesión. Página 183. 

Extradición. •— No procede sin el previo cumplimiento de las for- 
malidades prescritas por la ley de procedimientos ó por los 
tratados. Página 283. 



Falsedad. — Constituye este delito, el fraguar una diligencia de men- 
sura, haciéndola aparecer como totalmente terminada, cuan- 
do sólo ha sido practicada en parte. Página 111. 

Falsificación . — Véase : tiarca de fábrica . 

Falta de acción. — No procede esta excepción ni la de prescripción, 
en las causas criminales que se hallan en estado de sumario 
y se siguen á consecuencia de denuncia, y por un delito que 
no es susceptible todavía de calificación. Página 9. 
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Falla de personería. — Debe rechazarse la que se opone al maridu de 
la demandante, cuando consta en autos la partida de matri- 
monio. Página 427. 

Faltas de respeto, — Aunque se hagan manifestaciones de respeto al 
Juzgado, deben ser testadas las palabras empleadas en los 
escritos. Página Ui . 



H 



Habeos corpus. — El menor alistado en el ejército de linea, sin el con- 
sentimiento de sus padres, debe ser dado de baja y puesto 
en libertad. Página 272. 
Habeas corpus. — Expedida la orden de poner en libertada un menor 
alistado en el ejército sin consentimiento de sus padres, no 
I puede cumplirse si el menor, después del alistamiento, ha 

f sido condenado por desertor por el Consejo de Guerra y se 

i halla sufriendo la pena impuesta. Página 272 . 

I Honorarios. — Si los bienes embargados al deudor comun^ han sido 

obtenidos en virtud de las gestiones judiciales hechas por 
uno de los acreedores, éste tiene preferente derecho sobre 
ellos, para ser pagado de su crédito de honorarios, devenga- 
' dos en dichas gestiones. Página 222. 



Impuestos internos. — Véase: Absolución, 

Indemnización. — Véase : Municipalidades, 

Interdicto, — El propietario del suelo, lo es de las vertientes de agua 
que nacen en él, y si abrió una boca toma en el arroyo for- 
mado por dichas vertientes para utilizar el agua en provecho 
de su terreno, y poseyó la boca toma por más de un año, tie- 
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oe derecho á ejercer ei interdicto de despojo contra el terce- 
ro que le turbe en esa posesión. Página 290. 
Interdicto. — Procede el de amparo, probada la posesión anual, y los 
actos de turbación. Página 360. 



Jueces federales. — No pueden conocer originariamente de los recla- 
mos de excepción del servicio militar. Página 396. 

Juicio ejecutivo, — El comprador del bien embargado, liene dere- 
cho de ser oído en ei incidente que se suscite sobre nulidad 
de la venta, y es apelable el auto que le niegue dicha audien- 
cia. Página 167. 

Juicio ejecutivo. — El término para oponer excepciones, es fatal. Pá- 
gina 344. 

Juicio ejecutivo. — Véase: Apelación; Sentencia. 

Jurisdicción. — Una vez que se disputa la que se ejerce en los au- 
tos, debe tramitarse y resolverse la contienda ; siendo nulo 
lo que se actúe después de iniciada. Página 405. 

Justicia federal. — No corresponde á ella, el conocimiento de quere- 
llas por infracción á la ley de elecciones municipales de la 
capital. Página 444. 

Justicia federal. — \éñse : Aduana. 



M 



Mandato para vender. *- La obligación de pagar al encargado de ven- 
der algunas propiedades, el excedente de la base fijada para 
la venta, cuando se escriture ésta y se pague el precio, no es 
exigiblesinó después que se haya hecho dicha escrituración 
y pago, á menos que conste que la falta de cumplimiento de 
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estas dos condiciones, sea debida á culpa ó dolo del obli- 
gado. Página 90. 

Marca de fábrica. — El fabricante de pinturas, en cuya posesión se haya 
encontrado, sin justificar su legitimidad, una cantidad deeti' 
quetas con la marca que distingue las pinturas de otro fa- 
bricante, y varios tarros de pintura llevando esa etiqueta^ de- 
be ser considerado culpable de falsificación de marca, máxi- 
me si resulta también que ha expendido pinturas déla fabri* 
cacion con dichas etiquetas. Página 32. 

Marca de fábrica. — No puede ser considerado cómplice de falsifica- 
ción^ el que declara á quién ha comprado los productos 
falsificados, y de quien no se pruebe que los haya vendido 
con conocimiento de ser falsificados. Página 191. 

Marca de fábrica. — Tratándose de un especifico, el hecho de ser bo- 
ticario el expendedor, no prueba que éste tuviera conoci- 
miento de que el producto era falsificado. Página 191 

Marca de fábrica. — Véase : Arraigo ; Embargo. 

Menores. — Véase : Ministerio público . 

Mensura. — La omisión de la citación de un colindante, no quita á la 
mensura y amojonamiento el carácter de publicidad que le 
imprime la naturaleza judicial de la misma y la circunstancia 
de haberse practicado en lugares poblados. Página 360. 

Mensura. — No puede concederse la autorización para que un juez de 
distinto territorio, conozca en el juicio de mensura, que no 
puede iniciarse por ausencia indebida del juez del lugar. Pá- 
gina 446. 

Ministerio público . —En los pleitos contra una sociedad comercial 
en liquidación, no es necesaria la intervención del ministerio 
público, por los herederos menores de un socio fallecido. 
Página 105. 

Municipalidades. — Están obligadas á indemnizar á los particulares, 
por los terrenos de su propiedad que ocupan, para fines de 
utilidad general. Página 232. 
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N 



Nulidad, — Debe declararse la de todo lo obrado, en las causas en 
que no se acredite el fuero federal. Página 218. 

Nulidad, — Es nulo todo loque actúe el juez recusado, con poste- 
rioridad á la recusación, que no se refiera á ésta. Página 
229. 

Nulidad. — Véase : Jurisdicción ; Sentencia. 



O 



Obligación — Véase : Mandato para vender. 



Pena, — Impuesta por la sentencia apelada, la pena de dos años de 
trabajos forzados, y pedida por el ministerio público su revo- 
cación á un año, hay equidad en dar por compurgado el delito 

con la prisión sufrida, si ésta se ha prolongado por tres años 
y cinco meses, sin culpa del acusado en la demora del pro- 
ceso. Página 111. 

Petia. No puede incurrir en ella, el comerciante que ha expresado con 
exactitud la especie, calidad y cantidad de los artículos, y ha 
hecho la clasificación de estos, aceptada como suya por el vis- 
ta. Página 170. 

Pena, — Véase : Suprema Corte. 

Prescripción, — No puede admitirse la que resulta haber sido inte- 
rrumpida. Página 255. 
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Prescripción. — Se baila prescripta la acción de nulidad de un título 
por razón de enmendaturas y alteraciones no saldadas, des- 
pués de un lapso de más de diez años; y el tercero que com- 
pra el inmueble con el testimonio expedido por el gobierno 
que emitió el titulo, se halla en condiciones de adquirir la 
propiedad en contra de dicho gobierno, por medio de la pres- 
cripción. Pigina 351 . 

Prescripción, — Véase : Falta de acción. 

Provincias. — Son demandables ante la Suprema Corte, por un ex- 
tranjero ; y por tanto, no es admisible la excepción de inha- 
bilidad de titulo, fundada en la doctrina contraria. Página 
i78. 



R 



Recurso. — Véase : Suprema Corte. 

Recusación. — Véase : Nulidad. 

Rescisión. — La de un contrato de obras, que han sido ejecutadas en 
su mayor parte, no puede pedirse, cuando sea procedente 
sino en la parte no ejecutada. Página 333. 

Rescisión. — No procede la de un contrato de obras, si habiéndose 
estipulado para el caso de demorarse más de seis meses la en- 
trega de los terrenos en que debían ejecutarse las obras, el 
empresario, después de pasado ese tiempo, prosiguió en su 
ejecución, sin hacer uso del pacto. Página 333. 

Rescisión. — Una vez declarada improcedente, no puede tomarse 
en cuenta ios perjuicios que se deberían en caso de ser pro- 
cedente. Página 333. 

Resolución. — Resuelto definitÍTamente un punto^ no puede volverse 
sobre él. Página 250. 

Robo. — Loa reos del cometido á mano armada, y en paraje que hace 
imposible todo auxilio eficaz, son pasibles de la pena de seis 
años de presidio. Página 439. 
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Sentencia. — Es improcedente la nulidad de la sentencia de remate, 
fundada en haberse notificado las providencias esenciales del 
juicio ejecutivo, en el domicilio constituido en las letras 
ejecutadas, cuando resulta que el deudor ha sido notificado 
en forma, de la orden de constituir domicilio bajo aperci- 
bimiento 7 no ha obedecido, habiendo sido además notifica- 
do, también en forma, del acto mandando el reconocimien-^ 
to de firma, del mandamiento de embargo, y requerido per- 
soiíalmente por el pago. Página 323. 

Servicio mililar. — Véase : Jueces federales. 

Sobreseimiento. — Constando el delito, la faltado pruebas contra el 
inculpado de él, autoriza solamente el sobreseimiento provi- 
sorio. Página 348. 

Suprema Corte. — No puede agravar la pena, si la sentencia condena- 
toria no ha sido apelada por el ministerio público . Páginas 
46 y 55. 

Suprema Corte. — No apareciendo haberse violado el artículo consti- 
tucional en que se funda el recurso interpuesto contra senten- 
cias de los tribunales locales, la Suprema Corte no puede 
concederlo por razón de interpretación ó aplicación errónea de 
los códigos comunes hechas por los tribunales. Página 102. 

Suprema Corte. — Cuando el ministerio fiscal ha acusado por dos de- 
litos, y no apela de la sentencia que declara solamente la exis- 
tencia de uno, la Suprema Corte no puede juzgar sobre el 
otro, del cual el procesado ha sido absuelto. Página lii. 

Suprema Corte, — Corresponde á la jurisdicción originaria de ella, la 
causa civil de un extranjero contra una proviqcia. Página 
i 78. 

Suprema Corte. — No es competente para dirimir contiendas de com- 
petencia, entre jueces locales, en juicios que no sean de su- 
cesión ó concurso. Página 345. 
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Suprema Corte. — No es competente para conocer originariamente en 
la causa en que figura como parte demandada, una provin- 
cia, si ésta no es ni puede ser la contraparte del actor. Pá- 
gina 448. 

Suspensión de término. — Véase : Alegato de bien probado. 



Tentativa. — Véase : Circulación de billetes falsos de curso legal. 

Testigos . — No es admisible la prueba de los que se presentan en el 
último dia del término probatorio. Página 176. 

Testigos. — No es tachable el testimonio prestado por el locatario en 
favor del locador, y vice-versa. Página 360. 

Titulo. — No puede pedir su nulidad por razón de enmiendas y alte- 
raciones no salvadas, el gobierno que lo emitió, y que, con 
conocimiento de ese vicio, lo retuvo sin observación en sus 
archivos, mandando dar copia para seguridad del interesado. 
Página 25i . 

Titulo. — Véase: Prescripción. 



Venta. — La hecha bajo la condición de ser aprobada ó poder ser des- 
aprobada por el Directorio del Banco Hipotecario, no autori- 
za á pedir su cumplimiento, si el directorio la desaprobó. 
Página 21 9. 

Venta ad corpus. — Las palabras ad corpus empleadas para anunciar 
la venta de un terreno, que se ha hecho de toda la superficie 
que contiene, á un precio cada medida, á pagarse por el com- 
prador después de la medición, significan que se quería ven- 
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der la totalidad del terreno, pero no que la venta se hája 
hecho ad corpiís. Página 195. 

Yice-'Cúnsul. — Véase : Apelación. 

Violación de correspondencia. — El reo de este delilo y robo de valores, 
es pasible de la pena de cinco años de presidio, y siendo tam- 
bién de sustracción y destrucción del proceso, es pasible de 
tápena de otros dos años de presidio. Página 378. 

Violación de correipondencia. — Al cómplice en primer grado de este 
delito, le corresponde la pena de dos años de presidio. 
Página 378. 

Violación de correspondencia. — Véase : Competencia. 
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